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PRESENTACIÓN
 Una vez más los gobiernos latinoamericanos apelan al regionalismo como instru-
mento para afrontar los desafíos que plantea el mundo global, obligando a repensar 
las estrategias de inserción regional e internacional en el marco de las dinámicas glo-
bales contemporáneas. 
 Estas dinámicas son una expresión de varios factores: el debilitamiento de los cen-
tros del poder mundial y de su capacidad económica con el desplazamiento del eje de 
gravedad hacia los países emergentes (China, India, Brasil, Sudáfrica); la crisis eco-
nómico-financiera en los EE.UU. y Europa que condujo al estancamiento de la in-
tegración europea a partir de la crisis de la deuda de la eurozona y la salida del Reino 
Unido; el protagonismo de Asia-Pacífico en las corrientes comerciales, financieras y 
de inversión al tiempo que adquirió un posicionamiento estratégico en cadenas de 
valor global; las transformaciones socioeconómicas acaecidas por el cambio tecnológi-
co que fragmentó las cadenas productivas generando una relocalización de las activi-
dades, produciendo tensiones entre la esfera trasnacional, en la que se desarrollan las 
actividades económicas y financieras, y la nacional; la emergencia de grandes espacios 
–continentales y regionales– y el surgimiento de nuevas coaliciones a nivel mundial, 
tal como las negociaciones de convergencia de intereses entre los EEUU y la UE en 
el Acuerdo Transatlántico sobre Comercio e Inversión  (TTIP) y entre Canadá y la 
UE en el Acuerdo Económico y Comercial Global (AECG); además de otras nego-
ciaciones mega-regionales como el Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP) y la 
Asociación Económica Regional Integral (RCEP), las cuales dejan por fuera a la ma-
yoría de los países latinoamericanos; la pérdida de importancia relativa de la OMC 
frente a las nuevas regulaciones surgida de los TLC por la erosión que sufrieran los 
regímenes internacionales de comercio e inversiones debido a la falta de avances en 
las negociaciones multilaterales como la Ronda de Doha; la aplicación de estrategias 
defensivas por parte de los Estados para mitigar los efectos adversos de la economía 
global a través de una multiplicidad de TLC en los que se han negociado concesiones 
OMC-plus y/o OMC extra –con efectos de retroalimentación virtuosa sobre la mis-
ma economía global– o mediante la adopción de agendas complementarias. 
8 
 Como no existe certeza sobre el acontecer inmediato de la economía mundial, la 
reorganización espacial, producto de las dinámicas transnacionales de acumulación 
capitalista, con las tensiones que origina, cuestiona las intenciones de proyectos alter-
nativos.
 La creciente multipolaridad e interdependencia que identifica a este escenario lleva a 
cuestionar los paradigmas tradicionales de integración y las estrategias de inserción inter-
nacional configurando un nuevo mapa de la integración regional pese a que los formatos 
de integración económica no responden a los moldes teóricos preconcebidos. 
 La fisonomía del regionalismo actual es producto de la articulación de una serie 
de factores que interactúan en los diversos niveles –global, regional y doméstico–. 
 Con el fin de pretender un entendimiento más complejo del regionalismo en 
el siglo XXI y revisar los mapas cognitivos tradicionales, la Red de Formación de 
Posgrado e Investigación en Integración Regional –REDFIRE– organizó un simpo-
sio titulado “Hacia la reconfiguración del orden regional latinoamericano en el Siglo 
XXI: opciones y límites”, bajo la coordinación de Rita Giacalone, Noemí Mellado y 
Manuel Cienfuegos Mateo, en el marco del 8º Congreso Internacional del CEISAL 
2016. Algunas de las ponencias allí presentadas se exponen en este libro como así 
también los trabajos realizados por investigadores integrantes de la red.
 En el primer capítulo titulado “Factores de incidencia en la agenda externa del 
MERCOSUR: reconfiguración del orden regional”, Noemí Mellado pretende deter-
minar cómo se articulan los factores externos con el proceso de integración MERCO-
SUR con el fin de identificar su incidencia o impacto sobre el esquema subregional, 
como así también su respuesta en términos de reconfiguración del orden regional y, 
para tal efecto, concentra el esfuerzo en el análisis de la agenda externa. 
 Rita Giacalone, en “Principios económicos y narrativas políticas de las propuestas 
de reconfiguración del orden regional latinoamericano”, analiza los principios econó-
micos y las narrativas políticas de propuestas que buscan reconfigurar el regionalismo 
latinoamericano vinculando entre sí acuerdos comerciales y de integración existentes. 
Se utiliza el análisis de contenido para revisar documentos publicados y comparar 
principios económicos así como el del discurso para las narrativas gubernamentales. 
El objetivo es evaluar si lo que obstaculiza la reconfiguración regional son los princi-
pios económicos de los acuerdos o las narrativas políticas de sus gobiernos. 
 Amalia Stuhldreher, a través de la ponencia presentada en CEISAL 2016 titulada 
“Implicaciones de la reconfiguración del orden regional latinoamericano: ¿hacia más 
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y mejor desarrollo?”, pretende contribuir a la discusión respecto a las implicaciones 
de la convivencia de modelos diversos del llamado ‘regionalismo descentralizado’ en 
términos de la reconfiguración de la gobernanza regional: se consideran aquí la inci-
dencia de la misma ‘hacia adentro’ de la región, así como su posible incidencia ‘hacia 
afuera’ de cara al orden internacional global. El objetivo planteado es discutir si esta 
reconfiguración regional en ambos planos es funcional a la promoción de modelos y 
estrategias de desarrollo que contribuyan a superar las brechas históricas que caracte-
rizan a la región latinoamericana.
 Por su parte, Marcelo Halperin, en “Recalculando la integración económica en 
América Latina”, plantea la incompatibilidad de los viejos formatos de integración 
económica con las características definitorias de la fase que actualmente atraviesa el 
modo de producción capitalista expandida como economía global. Señala que en los 
escenarios actuales los Estados latinoamericanos despliegan variadas estrategias des-
tacándose dos, que examina en el trabajo, por un lado, la convergencia desplegada 
explícitamente por los países de la Alianza del Pacífico; por otro, las fragmentaciones 
asumidas con lábiles argumentos institucionales, en el marco del Sistema de Inte-
gración Centroamericana (SICA) y, todavía más disimuladamente, por los países del 
MERCOSUR entre sí y con otros países latinoamericanos asociados.
 En la ponencia presentada en CEISAL 2016 sobre “La moneda común latinoa-
mericana, como puerta de acceso regional a BRICS”, Martín Tetaz plantea que a 
partir del nuevo siglo se observa un cambio en las estrategias del regionalismo y la 
integración latinoamericana. El proceso se caracteriza por su heterogeneidad y frag-
mentación, coexistiendo fuerzas centrípetas, como el intento de construcción de 
UNASUR con presiones que fugan hacia acuerdos con ejes en los Estados Unidos 
o Asia, como la Alianza del Pacífico o BRICS. En este contexto el autor discute las 
condiciones bajo las cuales la convergencia regional hacia el Real como moneda única 
puede incrementar la integración latinoamericana y, al mismo tiempo, canalizar la 
inserción de la región en Asia.
 En “Cohesión social y relación interregional UE-ALC”, ponencia presentada en 
CEISAL 2016, Isabel Clemente Batalla propone examinar la discusión sobre cohe-
sión social en la agenda de las cumbres Unión Europea-América Latina y el Caribe 
y las iniciativas vinculadas a cooperación técnica, asistencia al desarrollo sostenible, 
fortalecimiento de la integración y de los derechos humanos. El análisis se concentra 
en las iniciativas y propuestas en discusión, los espacios institucionales involucrados y 
los planes de acción, sus instrumentos y sus prioridades. El trabajo considera los ám-
bitos institucionales participantes en dos niveles diferentes: el nivel interregional que 
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comprende organismos comunitarios europeos y de integración latinoamericano, y el 
iberoamericano como espacio de articulación y convergencia interregional. 
 En “Punto de inflexión para el MERCOSUR en razón de las negociaciones eco-
nómicas internacionales”, Lautaro Ramírez plantea que en los veinticinco años de 
vigencia del Tratado de Asunción no existieron discrepancias en torno a las negocia-
ciones como bloque frente a terceros Estados u otros bloques; lo cierto es que actual-
mente dicha cuestión no se presenta con tal claridad como la tuvo años atrás. Ello en 
razón no sólo del cambio de paradigma que dominó la región durante los últimos 
doce años en materia económico-comercial, sino de que los nuevos mandatarios de 
los diferentes países que conforman el bloque ofrecen características más liberales. 
Los mismos tienen en sus agendas el llevar adelante negociaciones económicas inter-
nacionales a fin de insertar a sus países de un mejor modo en el plano internacional, 
así como incorporarse a las cadenas de valor global. Por lo anterior, analiza las posibi-
lidades que otorga el proceso de integración del MERCOSUR a sus socios en razón 
de la negociación y celebración de acuerdos comerciales por fuera del mismo. 
 En “El MERCOSUR en aprietos… ¿Crisis en la Integración sub-regional?”, Rita 
Marcela Gajate analiza la serie de acontecimientos acaecidos en dicho bloque a par-
tir del conflicto desatado por el traspaso de su presidencia pro-témpore. Los hechos 
cuestionan acerca del MERCOSUR viable, posible. Revelan las expectativas que los 
propios Estados parte manifiestan tener y abre una serie de interrogantes sobre el fu-
turo de este proceso de integración. 
 Por su parte, Carlos Alberto Chaves García en: “Marco referencial para el análisis 
de la Alianza del Pacífico” efectúa un análisis contextual y teórico-conceptual sobre 
esta alianza tendiente a dar respuesta a los siguientes interrogantes: ¿Qué factores del 
contexto global-regional inciden en la trayectoria de los regionalismos latinoameri-
canos y han propiciado el surgimiento de la AP?; ¿cómo puede reconceptualizarse 
el regionalismo a partir de la experiencia de la AP?; ¿qué diferencias y semejanzas 
hay entre su regionalismo frente a otros?; ¿cuáles son las particularidades propias del 
regionalismo de la AP? Con esta perspectiva, se desarrolla un marco de análisis refe-
rencial en tres momentos: en primer lugar, se efectúa una contextualización histórica 
de factores sistémicos geopolíticos y geoeconómicos de naturaleza global y regional, 
revisando su incidencia en su creación. En la segunda parte se efectúa una aproxima-
ción de orden teórico-conceptual que enfatiza en aspectos relevantes sobre el tipo y 
la naturaleza del regionalismo que practica. Finalmente, se presentan unas reflexiones 
en torno al futuro de la AP con base en la contextualización histórica y la aproxima-
ción teórica efectuada.
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 En “La Alianza del Pacífico: Intereses de sus miembros e importancia geoestra-
tégica”, Martha Ardila busca dar respuesta a las ventajas geoestratégicas que la AP 
presenta, su incidencia, obstáculos y retos, en un contexto de cambios en los organis-
mos multilaterales y regionales y en la posición de los países en la jerarquía mundial y 
regional, dando lugar al surgimiento de potencias regionales de diferente rango y a un 
Nuevo Regionalismo.
 Por último, Juan Carlos Fernández Saca aborda el resurgimiento del populismo 
en la región centroamericana y en los Estados Unidos, situación que tiene un im-
pacto directo en el desarrollo democrático de la región y en el funcionamiento del 
proceso de integración. Los cambios que se están presentando y otros que se avecinan 
producto de las políticas de la nueva presidencia de los Estados Unidos tendrán afec-
taciones indiscutibles en los países centroamericanos, particularmente en la gober-
nanza, política exterior y política económica.
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FACTORES DE INCIDENCIA EN LA AGENDA EXTERNA
DEL MERCOSUR: RECONFIGURACIÓN 
DEL ORDEN REGIONAL
 Noemí B. Mellado
 En Latinoamérica los Estados y esquemas de integración debieron readaptarse 
para enfrentar los condicionantes del contexto global entre los que se destacan: la pro-
liferación de acuerdos comerciales que se yuxtaponen y solapan; el estancamiento de 
las negociaciones multilaterales en la Organización Mundial de Comercio (OMC); 
la crisis económico-financiera en los EE.UU. y Europa, con sus consecuencias; la 
irrupción de los mega-acuerdos; las transformaciones derivadas del cambio tecnoló-
gico y el desplazamiento de la dinámica del crecimiento mundial. Ante tal situación, 
se experimentaron respuestas o soluciones individuales (nacionales) para asegurar la 
supervivencia de distintas poblaciones y sus actividades económicas, al tiempo que 
aumentó la necesidad de ajustar los acuerdos regionales para que continúen siendo 
opciones viables para impulsar el desarrollo económico y social. Hubo, en consecuen-
cia, una redefinición de estrategias de actores estatales e intergubernamentales orien-
tadas a no perder protagonismo y/o mitigar los efectos adversos de las dinámicas de la 
economía mundial. 
 Por tanto, existe una conjunción de factores externos que actúan directa o indi-
rectamente como fuerzas centrífugas llevando a la heterogeneidad y fragmentación 
que actualmente se percibe en la región en términos de la existencia de procesos de 
integración regional, que responden a modelos económicos distintos, aunque algu-
nos tienen motivaciones políticas que no dan respuesta a los problemas económicos 
y a cambios en las estrategias del regionalismo (SICA, CARICOM, ALADI, MER-
COSUR, CAN, ALBA-TCP, UNASUR CELAC, AP), incluso esos factores pueden 
actuar como fuerzas centrípetas. 
 Coexisten estrategias de inserción regional y global que han permitido la expan-
sión económica, como así también otras que conducen a una especialización empo-
brecedora, a una alta heterogeneidad de la estructura productiva y a una concentra-
ción en la distribución de ingresos y riqueza. 
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 Este estado de situación induce a reflexionar acerca de qué forma esos factores 
externos inciden en el MERCOSUR, porque este proceso en su evolución (25 años) 
proporciona una dimensión temporal apropiada para determinar tendencias, como 
también identificar los problemas derivados de las tensiones entre la inserción para el 
desarrollo y las transformaciones globales.
 La expansión económica de los países del MERCOSUR a partir de 2003, por 
efecto del boom de las commodities, permitió a los gobiernos ejecutar programas de 
redistribución social, y la postergación de los efectos derivados de la crisis global im-
pulsó un discurso político y académico que presentó al crecimiento como sostenible 
en el tiempo. Sin embargo, a partir de la segunda década del nuevo siglo los logros 
obtenidos pueden convertirse en efímeros al variar las condiciones externas que los 
sustentaron, fundamentalmente por contracción en el valor de las exportaciones deri-
vado de los menores precios, resultante de la atonía de las importaciones globales y su 
reducción.
 El fin del ciclo de expansión con una nueva etapa de estancamiento o de recesión 
en las economías más grandes (Brasil, Argentina y Venezuela), acompañada de un 
proceso de reconfiguración o de crisis política, en algunos casos, descubre la vulnera-
bilidad del sector externo, afecta al sistema productivo regional, cuestiona las estra-
tegias de inserción externa y genera incertidumbre de cara al futuro al plantearse el 
interrogante cómo se readaptará el proceso subregional a un nuevo escenario donde 
los países tienen que abocarse a resolver su agenda doméstica dada la situación so-
cio-económica y política interna. 
 Concretamente, el trabajo persigue como propósito determinar cómo se articulan 
los factores externos con el proceso de integración MERCOSUR a fin de identificar 
su incidencia o impacto sobre el esquema subregional, como así también su respuesta 
en términos de reconfiguración del orden regional y para ello se concentra el esfuerzo 
en el análisis de la agenda externa. 
1. Entre las transformaciones globales y regionales
1.1. Contexto internacional
 La finalización del sistema bipolar de Guerra Fría, fue acompañada de una ex-
pansión de la mundialización del capitalismo con una creciente interdependencia en 
todos los campos que generó tensiones entre la esfera trasnacional, en la que se desa-
rrollan las actividades económicas y financieras, y la nacional, que requiere del prota-
gonismo del Estado, cuyas decisiones están condicionadas por situaciones del ámbito 
global, sobre las cuales los países subdesarrollados tienen una acción limitada (Mella-
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do, 2015: 80). Las transformaciones en la economía internacional de las últimas dé-
cadas alcanzaron la producción, la innovación tecnológica, el comercio internacional 
y las finanzas, demandando políticas y regulaciones regionales y multilaterales. En 
este escenario, la cooperación y puesta en marcha de nuevos o renovados procesos de 
integración, juegan un rol de importancia como forma de enfrentar los efectos que 
derivan de esas dinámicas y de esos problemas.
 Por tanto, el mapa de la integración se vincula con los cambios y tendencias pre-
dominantes de la economía mundial y con la restructuración global de las relaciones 
de poder. Una mayor cantidad de Estados participan en las negociaciones multila-
terales tales como Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica a través de BRIC e IBSA; 
México, Indonesia, Corea del Sur, Turquía y Australia en MIKTA; un conjunto de 
naciones del Sur, incluyendo Sudáfrica, Turquía, Brasil, México y Argentina se han 
incorporado a las Cumbres del G-20 (Ripley, 2014: 149-150), aunque los tres países 
latinoamericanos no actúan con una perspectiva común ni asumen una representa-
ción regional a nivel global; en tanto Chile como México ingresaron en la OCDE 
y Brasil logró acceder a la Dirección General de la OMC, incidiendo de este modo 
todo ello en las políticas globales y en la definición de la agenda mundial. También la 
redistribución del poder alcanza su difusión desde los Estados a múltiples actores no 
estatales (Nye, 2011).
 El escenario es de incertidumbre, ya que la crisis económico-financiera de 2008 
–subprime–, afectó al núcleo central del capitalismo, se expandió al conjunto de la 
economía mundial debilitando al multilateralismo global y regional, y generó dudas 
sobre su trayectoria futura. De este modo, se produjo el debilitamiento político y 
económico de los EE.UU. a la par que su liderazgo, estratégico, político, económico 
y cultural, que se ve cuestionado por algunos Estados que desarrollan políticas exte-
riores cada vez más autónomas. Del mismo modo, la UE fue afectada por la crisis. 
En ese ambiente de incertidumbre, el Reino Unido en el Brexit decidió su retiro, al 
tiempo que se debilitó como actor internacional frente al protagonismo ascendente 
de los países emergentes y actores transnacionales. América Latina, mientras tanto, 
ganó presencia internacional, pese a su heterogeneidad política y económica y a la 
diversidad de sus políticas exteriores, por la emergencia de potencias regionales que 
aspiran a jugar un rol más destacado en la región (Brasil, México) como en el mundo, 
y por la irrupción de nuevas potencias extra-regionales (China, India, Rusia). 
 Se desplazó la dinámica del crecimiento global por un lado, desde los países cen-
trales hacia los emergentes, derivado del fortalecimiento de sus economías y su con-
versión en el principal polo mundial de crecimiento (CAF/CEPAL/OCDE, 2013) y 
por otro, del Atlántico hacia el área de Asia y el Pacífico (Serbin, Martínez y Raman-
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zini, 2014). Este desplazamiento benefició a los países sudamericanos y contribuyó 
a impulsar el crecimiento de la economía mundial (Fanelli, 2013) por la mejora en 
los precios internacionales de los productos primarios, el incremento de la demanda 
de recursos naturales y un mayor volumen de las exportaciones, mientras que India y 
China se consolidaron como socios estratégicos en materia de inversiones y comercio. 
Antes de la crisis, la economía mundial expandió su producto en promedio a un 5% 
anual; en el período poscrisis (2011-2014) sólo alcanzó una tasa del 3,6% anual de-
bido al decaimiento de la capacidad económica de los países desarrollados (EE.UU., 
Europa, Japón) con tasas de crecimiento de apenas 1,5 % en relación con la que tenía 
antes de la crisis de un 2,8% (CEPAL, 2015). En cuanto al comercio, a partir de 2013 
se estancó al punto que el valor del comercio mundial (promedio de las exportaciones 
e importaciones globales) sólo alcanzó un 1,5% acompañado por una contracción de 
los precios del 1% (BID-INTAL, 2014: 1-3).
 Los resultados insatisfactorios de la Ronda de Doha, contribuyeron a la crisis del 
multilateralismo comercial1 agravada por la obstrucción a la puesta en práctica del 
nuevo acuerdo sobre facilitación del comercio (Conferencia Ministerial de Bali). 
También se cuestiona el multilateralismo político (ONU), por su incapacidad de so-
lucionar los grandes conflictos geopolíticos que se suscitaron; el financiero (FMI), 
por su ineptitud frente a la crisis; a la política de los EE.UU. tendiente a cooptar a los 
países de la región a través de los TLC; y a la creación de “una red de relaciones bilate-
rales como plurilaterales de diferentes formatos, denominados por la OMC como Acuerdos 
de Comercio Regional (ACR), que diseñó la interacción entre países territorialmente veci-
nos o no, tendientes a conformar un mapa de articulaciones económicas múltiples, pro-
ducto, entre otras cosas, de la mundialización económica que fragmentó” la producción 
de bienes, y, por lo tanto, cada eslabón de la cadena busca el lugar más competitivo 
para desarrollarse (Mellado, 2015:81). 
 Mientras los países emergentes adquirieron un mayor protagonismo y propagaron 
los ACR de liberalización preferencial Sur-Sur, los países desarrollados emprendieron 
los mega-acuerdos –históricamente inexistentes entre los centros del poder econó-
mico mundial–. Así la convergencia de intereses entre los EE.UU. y la UE2 los llevó 
a la negociación del Acuerdo Transatlántico para el Comercio y la Inversión (TTIP, 
1 No obstante, el director general de la OMC, Roberto Azevêdo, señaló la vigencia de las negociaciones 
comerciales multilaterales por los avances logrados en la Conferencia Ministerial de Nairobi, al lograr la 
eliminación de los subsidios a las exportaciones agrícolas de los países desarrollados en forma inmediata 
y de los países en desarrollo en 2018; disciplinas para la financiación de las exportaciones agrícolas y 
ayuda alimentaria, y un compromiso sobre la transparencia de las empresas comerciales del Estado (La 
Nación, 12 de abril de 2016).
2 Algunos países latinoamericanos (México, los países centroamericanos y Panamá, Perú, Colombia y 
Chile) han formalizado TLC con una y otra parte.
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por sus siglas en inglés) y entre Canadá y la UE al Acuerdo Económico y Comer-
cial Global (AECG); asimismo surgen otras negociaciones mega-regionales como el 
Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP, por sus siglas en inglés)3, el Acuerdo de 
Libre Comercio entre la UE con Japón e India, la Asociación Económica Regional 
Integral (RCEP) entre los miembros de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiáti-
co (Asean)4 y el Área de Libre Comercio de Asia del Pacífico (ALCAP o FTAAP, siglas 
en inglés), iniciativa lanzada por China en la Cumbre de APEC (11 de noviembre de 
2014), las cuales dejan por fuera a la mayoría de los países latinoamericanos. 
 Estas negociaciones, que involucran a las principales economías mundiales, van 
diseñando nuevos escenarios y regulaciones en las que la OMC pierde protagonismo, 
como consecuencia de la erosión de los regímenes internacionales de comercio e in-
versiones debido a la falta de avances en las negociaciones multilaterales. Si bien los 
países latinoamericanos en general tienen poca posibilidad de incidir en las decisiones 
globales, amén de su papel marginal en la dinámica global, señala Serbin (2014:17) 
que desde el punto de vista geográfico, económico y geopolítico se ubican en el cru-
ce de dos iniciativas trascendentes (TTIP y TPP) que, de concretarse, marcarían las 
transformaciones del sistema mundial y desafiarían los mecanismos de la gobernanza 
global. Independientemente del impacto que ellas pudieran tener a nivel mundial, 
plantean nuevos retos para la inserción internacional de los países de la región, tal 
como lo señalan estudios previos (Gayá, 2014; Gayá-Rozemberg, 2014) que explo-
raron sus efectos económicos sobre esquemas de integración específicos (MERCO-
SUR).
 Ello se explicaría según Gaya (2014: 27) por la necesidad de definir nuevos temas 
y reglas para el comercio en las cadenas de valor, por parte de aquellos países que tie-
nen un mayor protagonismo, en las que los mega-acuerdos son el instrumento de su 
renegociación, fuera del ámbito natural multilateral de comercio. Dicha normativa 
no sólo afectaría a los países involucrados en las negociaciones sino al resto del mun-
do, ya que “son utilizados por parte de actores claves para crear regímenes regulatorios 
alternativos que eventualmente se conviertan en referencia para el resto de la comunidad 
internacional, anulando de facto la relevancia del status quo multilateral” (Bouzas y 
Zelicovich, 2014: 979). 
3 El 5 de octubre de 2015 se concluyó las negociaciones del acuerdo entre los EE.UU., Australia, Brunei, 
Canadá, Chile, Malasia, México, Japón, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam. Dichas negociaciones 
se iniciaron en el 2010, sobre la base de la cláusula de adh;esión del Acuerdo Estratégico Transpacífico de 
Asociación Económica (TPP, por sus siglas en inglés) suscripto en el 2005 por Chile, Brunei Darussalam, 
Nueva Zelanda y Singapur y en vigor desde 2006. Los actuales miembros son Australia, Brunei, Canadá, 
Chile, EE.UU., Japón, Malasia, México, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam. Y son otros posibles 
candidatos Corea del Sur, Taiwán, Filipinas y Colombia.
4 Malasia, Indonesia, Brunéi, Vietnam, Camboya, Laos, Myanmar, Singapur, Tailandia y Filipinas.
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 Como las características del comercio internacional cambiaron (producto de las 
modificaciones en las tecnologías de producción, la localización de los procesos pro-
ductivos y la demanda de bienes) requirió nuevas reglas y pautas de conducta que a la 
vez que buscan profundizar el tratamiento de ciertas materias, como el comercio de 
servicios, más allá de los niveles fijados en el régimen multilateral con normas OMC 
plus, abordan esferas normativas y temas no cubiertos anteriormente en el orden mul-
tilateral –OMC extra– (comercio electrónico, comercio y cambio climático, políticas 
de competencia, entre otros), esta agenda ampliada caracteriza al regionalismo del 
siglo XXI (OMC, 2011)5. 
 La nueva normativa responde a los cambios en las formas de producción y co-
mercio de la economía global que generó “la extensión geográfica de las actividades 
productivas a escala mundial y la mayor concentración de los mecanismos de apropiación 
y control de los factores de producción” (Halperin, 2015: 7) como consecuencia de la 
dinámica del cambio tecnológico que mediante la reducción de distancias y adelantos 
en las tecnologías de la información y comunicaciones (TIC) logró relocalizar las ac-
tividades fraccionando las cadenas productivas a escala mundial y acrecentando el co-
mercio de bienes intermedios, cercano al 60% del comercio mundial. Gran parte del 
comercio y de la producción mundial se lleva a cabo dentro de las cadenas de valor, ya 
sean regionales o globales, identificándose tres grandes fábricas mundiales: América 
del Norte (centrada en los EE.UU.), Europa (centrada en Alemania) y Asia Oriental 
(centrada en principio en Japón y recientemente en China) (Baldwin, 2012). Según 
estimaciones de la UNCTAD (2013), cerca de un 80% de las exportaciones mundia-
les de bienes y servicios (medidas en valor bruto) corresponde al comercio en cadenas 
de valor, asociado a la participación de empresas multinacionales.
 Así surgió una inédita arquitectura regulatoria del comercio derivada de los ACR6 
que, bajo el formato de libre comercio (TLC) –bilaterales o plurilaterales– su princi-
pal propósito no es liberar o desregular el comercio ni los flujos de factores y recursos, 
sino minimizar los efectos indeseables de la economía global, esto es, neutralizar las 
5 Para un análisis detallado de componentes OMC + y OMC x puede verse OMC (2011) “Informe del 
comercio mundial de 2011”. 
6 A nivel mundial, hasta el mes de abril de 2015, el GATT/OMC había recibido 612 notificaciones de ACR 
(contabilizando las mercancías, los servicios y las adhesiones por separado). Se encuentran en vigor 407 
(239 fueron notificados de conformidad con el Art. XXIV del GATT de 1947 o el GATT de 1994; 37 con la 
Cláusula de Habilitación; 131 con el Art. V del GATS y 239 AGCS), el 58% son de libre comercio, 32% de 
comercio preferencial, mientras que las uniones aduaneras representan sólo el 6% y el resto Acuerdos 
de Alcance Parcial. Por su parte, en los últimos 20 años, se incrementaron los acuerdos de liberalización 
preferencial entre países en desarrollo (Sur-Sur) y el comercio entre estos países triplicó su participación 
en el comercio mundial de bienes del 8% (1990) al 28% (2012) (CEPAL, 2015: 19) debido a que los países 
de Asia oriental, se convirtieron en el motor del comercio Sur-Sur y alrededor de algunos países, como 
India, China, Japón y Singapur se acrecentaron los acuerdos de comercio preferencial (OMC, 2015). 
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consecuencias adversas que genera la inserción en ella (Halperin, 2016:2). Dicho ré-
gimen regulatorio funcional al nuevo patrón productivo, tiene un potencial efecto de 
fragmentación del sistema comercial internacional y denota un cambio en la estruc-
tura de su gobernanza como también de su crisis frente al estancamiento de la Ronda 
de Doha.
1.2. Contexto regional. del optimismo al desánimo
 El contexto regional, en el nuevo siglo, también varió como consecuencia del 
desinterés de los EE.UU. por América Latina (Gomes Saravia, 2012) frente a la 
variación de sus prioridades hacia otras regiones, como Oriente Próximo, Asia-Pacífico 
y África y por la irrupción de nuevos actores extra-regionales (China, India y Rusia). 
China se convirtió en un importante socio comercial, prestamista e inversor de los 
países latinoamericanos, incluso diversificó su vinculación en materia aeroespacial. 
Rusia se transformó en un inversor clave en el sector energético, especialmente en 
aquellos países que se definen como anti-imperialistas. Frente a la expansión de estos 
actores los EE.UU. comienza a despegar una estrategia de contención y en este marco 
se puede interpretar el TPP (Pastrana Buelvas, 2015:57). 
 En la primera década se produjo el fortalecimiento político y económico de los 
países latinoamericanos con tasas de crecimiento promedio del 4% anual (2003-
2008), por efecto de la elevación de los precios internacionales de los commodities y 
del crecimiento del comercio mundial, se agregan las bajas tasas de interés interna-
cional que permitieron atraer capitales. Se profundizaron las relaciones comerciales 
con los mercados asiáticos a través de un buen desempeño exportador de productos 
agroalimentarios, minerales y energéticos, y la apertura de un nuevo espacio en la 
producción de biocombustibles. Asia y el área del Pacífico impulsaron las exportacio-
nes de materias primas de los países de la región y proveyeron productos industriales. 
Particularmente China se posicionó como el principal país manufacturero y exporta-
dor del mundo, desplazando a países tradicionales como los EE.UU. y la UE, y tuvo 
un rol importante en la elevación de los precios internacionales debido, entre otras 
cosas, al crecimiento del comercio derivado de su incorporación a la OMC en 2001 y 
al incremento de su demanda conforme a los requerimientos del proceso industriali-
zador y el desarrollo de la infraestructura. 
 La expansión de las exportaciones regionales se debió a una conjunción de facto-
res internos y externos: un sector agrícola, de clima templado, moderno y dinámico, 
que no sólo acrecentó la productividad, sino que incorporó nuevas tierras a la pro-
ducción; un sector minero diversificado y grandes reservas de hidrocarburos incre-
mentadas por los nuevos descubrimientos –en Brasil “Tupí” y en Argentina “Vaca 
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Muerta” (The Economist, 2011)–. Ello fue acompañado por la mejora en los términos 
de intercambio equivalente al 3,7% del PIB de América Latina. El incremento de los 
precios reales de materias primas benefició más a los países exportadores de productos 
mineros que a los agropecuarios, tales como Chile y Venezuela, seguidos por Perú, 
Bolivia, Ecuador y Colombia (Ocampo, 2008: 16-17).
 Sin embargo, la tendencia expansionista regional se revirtió a partir de 2011 si-
guiendo una conducta similar a la de la economía mundial, la tasa de crecimiento 
pasó del 2,9 % al 1,1% (2014). De este modo se desaceleró el crecimiento en la eco-
nomía latinoamericana y en la reducción de la pobreza (CEPAL, 2015a) y el discurso 
optimista de un desarrollo sustentable en el tiempo comenzó a flaquear frente a un 
escenario externo adverso producto del deterioro de los términos de intercambio y 
el estancamiento de las exportaciones como consecuencia de la no superación de la 
crisis financiera internacional que impactó profundamente en la zona euro y afectó 
a las corrientes comerciales con Latinoamérica acompañada por una contracción del 
comercio con China. Los envíos latinoamericanos a China y a la UE, en 2015, caye-
ron el 18% y 19%, respectivamente y los EE.UU. contrajo su demanda en un 10%. 
 A la caída de los precios de las materias primas que conforman la canasta exporta-
dora de la región (soja, azúcar, café, petróleo, cobre y mineral de hierro) se le agregó 
la atonía de las importaciones mundiales paralizando a las economías emergentes y 
generando una desaceleración económica global que afecta las bases del sistema pro-
ductivo latinoamericano. También el comercio intrarregional se estancó y los niveles 
de interdependencia económica y comercial se encuentran en declinación por lo que 
el desempeño en las ventas de manufactura ha sido magro. 
 Siguiendo con la tendencia que marcara el fin de fiesta en el primer trimestre de 
2016, la caída de las exportaciones de América Latina se desaceleró después de haber 
sufrido una contracción del 15% en 2015, siendo el tercer año consecutivo en que 
las ventas externas se redujeron. Los precios de los productos básicos exportados por 
la región (principales responsables de la contracción) parecerían recuperarse un poco 
y los volúmenes exportados continúan creciendo levemente desde el año anterior, 
particularmente en Argentina, Brasil, Perú y México a diferencia de Uruguay, El Sal-
vador, Colombia, Ecuador y Venezuela donde persiste la contracción (INTrade bid, 
2016: 2-4). 
 Pese a la existencia de esos indicadores más favorables, no se vislumbra una co-
yuntura propicia que haga suponer una reversión en los precios de las materias pri-
mas semejante a los mínimos del inicio del auge exportador (Ídem). Además de estar 
afectado el intercambio intrarregional, hay una desaceleración de la economía China 
de una tasa anual promedio entre 2001-2010 del 10,5% al 7,4% (2014), y una pers-
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pectiva de cambio en su patrón de desarrollo basado en exportaciones e inversión 
a favor de un mayor consumo, la urbanización, los servicios y menor importancia 
a la inversión (CEPAL, 2015b) lo que llevaría a contraer la demanda de productos 
básicos, al tiempo que el crecimiento de los EE.UU. y la UE es muy modesto para 
impulsar la expansión de la economía internacional por lo que las perspectivas son 
poco promisorias.
2. El regionalismo en transformación
 En América Latina y el Caribe el inicio del siglo XXI es acompañado por pro-
fundos cuestionamientos a los efectos socio-económicos que las reformas neoliberales 
habían causado en la región, convirtiendo al mercado regional en un área de expan-
sión del comercio y las finanzas de las economías desarrolladas en donde el regiona-
lismo estratégico adquirió un papel primordial7 como respuestas de los Estados al 
proceso de mundialización. También se criticó al multilateralismo en sus diversos 
niveles, comercial, político y financiero, siendo los portadores de estas apreciaciones 
las movilizaciones sociales y los gobiernos “progresistas” –Hugo Chávez en Venezuela 
(1999); Néstor Kirchner en Argentina (2003); Lula da Silva en Brasil (2002), Ta-
baré Vázquez en Uruguay (2004), Evo Morales en Bolivia (2006), Rafael Correa en 
Ecuador (2007), Daniel Ortega en Nicaragua (2007), Fernando Lugo en Paraguay 
(2008) y Mauricio Funes en El Salvador (2009)– que, con su ascensión, desarrollaron 
un discurso confrontativo sobre la base ideológica de un “nacionalismo económico” 
(Turcotte, 2008) o “nuevas izquierdas” (Rodríguez Garavito-Barret y Chávez, 2005), 
permitiendo no sólo el resurgimiento del nacionalismo en lo económico, sino la poli-
tización de las agendas externas de los países orientadas a fortalecer el eje Sur-Sur. 
 A diferencia del MERCOSUR del siglo XX, que nació en el contexto del re-
gionalismo abierto8, imbuido por la ideología neoliberal de entonces, de naturaleza 
predominantemente comercialista y con un claro acercamiento a los EE.UU. a través 
del acuerdo “cuatro más uno” tendiente a compatibilizar el esquema subregional con 
7 Conforme a Andrew Axline (1999: 24, 74) su aspecto central es “el nacimiento de bloques regionales neo-
mercantilistas” como respuestas de los Estados a las fuerzas de la globalización. Toda vez que un país 
busque a través de la integración regional crear condiciones y un marco legal favorable a sus empresas 
para lograr una posición privilegiada en la economía mundial nos enfrentaría ante esta situación. 
8 Concepto acuñado por la CEPAL definido como el “proceso de creciente interdependencia económica 
a nivel regional, impulsado tanto por acuerdos preferenciales de integración como por otras políticas en 
un contexto de apertura y desreglamentación, con el objeto de aumentar la competitividad de los países 
de la región y de constituir en lo posible un cimiento para una economía internacional más abierta y 
transparente” (CEPAL, 1994: 8), por tanto, se trató de conciliar la interdependencia emergente de los 
acuerdos de carácter preferencial y la impulsada por el mercado resultante de la liberalización comercial. 
La integración sería un complemento de las políticas aperturistas tendientes a promover una mejor 
inserción en la economía mundial (Mellado, 2015: 84) 
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la iniciativa Bush para las Américas (Mellado, 2015: 93), el del siglo actual comien-
za con el vacío en la agenda interamericana por el rechazo al ALCA en la Cumbre 
Presidencial de las Américas en Mar del Plata (2005). Además, la renovación de los 
gobiernos en los Estados partes incentivó un pensamiento crítico y común al modelo 
neoliberal (aunque su expresión fue en el plano discursivo ya que en el ámbito real no 
hubo transformaciones superadoras del liberalismo) y generó una postura propositiva 
tendiente a dar un nuevo impulso a la integración regional a través del documento 
de Buenos Aires (2003) y el Acta de Copacabana (2004), que otorgó un nivel de im-
portancia similar a las dimensiones sociales, productivas y políticas con relación a la 
comercial (Ídem: 96).
 Mientras que en el siglo pasado en Argentina preponderaban las “relaciones car-
nales” (gobierno de Menem) y la “relación madura” (gobierno de De la Rúa) con los 
EE.UU., los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández en términos polí-
ticos se destacaron por su alejamiento de los EE.UU.; su acercamiento a los países 
sudamericanos y la profundización de los vínculos con China, Irán y Rusia. 
 Brasil por su parte, con la asunción de Lula da Silva orientó también su políti-
ca exterior hacia los países del Sur y a lograr un mayor equilibrio con los países del 
Norte, a la vez que trató de convertir a ese país en un actor relevante con una activa 
participación en los foros multilaterales (Ibídem). Comenzó entonces, a tener en la 
región una presencia creciente que extendió a Sudamérica primero y posteriormente 
en América Latina y el Caribe, al tiempo que trató de incidir en las políticas globales 
a través de los BRICS9, IBA y el G20, agregando a su dimensión de líder regional una 
dimensión global. Venezuela también aspiró a ese poder regional para enfrentar el po-
der de los EE.UU., sobre la base de sus recursos petroleros y financieros. La integra-
ción se convirtió de esta manera en un instrumento antiliberal y antiestadounidense, 
pretendiendo obtener para los sudamericanos un mayor poder y autonomía en los es-
cenarios globales (Gomes Saraiva, 2012:92). La creación de la CSN luego UNASUR 
y a posteriori la CELAC puso de relieve que la región trató de buscar un modelo de 
inserción global menos dependiente de los EE.UU. y de Europa. 
 Para algunos países, el resurgimiento del nacionalismo económico como matriz 
de políticas en pos de un fortalecimiento de la autonomía nacional y regional impli-
có un regreso a las concepciones desarrollistas, ponderando el rol activo del Estado 
en la integración, tal como Argentina y Brasil; otros adoptaron abiertamente una 
9 Sin embargo con la asunción de Michel Temer pareciera que cambió el objetivo, conforme a los dichos de 
su canciller, está dirigido a “aprovechar las ventajas que ofrece el grupo de los Brics (Brasil, Rusia, India, 
China y Sudáfrica), pero siempre con el comercio y las inversiones mutuas como principales metas, no 
como contrapeso político” (La Nación, 19 de mayo de 2016).
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agenda contestataria antiliberal, anti hegemónica y de formación de coaliciones con 
países que tuvieran afinidad ideológica como Venezuela, Ecuador y Bolivia. Por últi-
mo, están los que continuaron con los lineamientos del regionalismo abierto y el libre 
comercio (Veiga y Rios, 2007), tal el caso de Perú, Colombia, Chile, México y los 
centroamericanos. 
 Así se originaron los “nuevos regionalismos” por oposición a los “viejos” (BID, 
2002:35), caracterizados por acuerdos de libre comercio, los contenidos que incorporan 
–comercio de servicios, regulaciones de la propiedad intelectual, compras gubernamenta-
les, mecanismos ad-hoc para la solución de diferencias, inversiones e infraestructura físi-
ca– y el alcance de la materia regulada que, como expresa Halperin (2004), en el pasado 
habían pertenecido a la órbita exclusiva de los gobiernos nacionales. 
 Hay consenso académico respecto a que el regionalismo latinoamericano, desde 
comienzo de siglo, está atravesando por una nueva etapa, cuya denominación no 
tiene anuencia en la literatura especializada sobre el tema. Algunos autores (Klaveren, 
2012) lo consideran un “regionalismo heterodoxo” por: su mayor pragmatismo en 
relación con las experiencias anteriores de integración y la superposición de diversas 
vías de acción. Bizzózero (2014: 68) sostiene que estamos frente a un regionalismo 
“estratégico y continental” impulsado preferentemente por Brasil; para Bernal 
Mezza (2014) conforma un verdadero “modelo sudamericano”; Diana Tussie y 
Pablo Trucco (2010) lo denominan “regionalismo poscomercial” por su énfasis 
en superar los factores que están detrás de estos procesos y no sólo su dimensión 
comercial; Riggirozzi (2012) lo califica de “poshegemónico”, al desafiar los patrones 
tradicionales de comercio y la hegemonía estadounidense, y, por último, los que 
lo diferencian del abierto, lo designan como “posliberal” (Chacón, 2004; Motta 
Veiga y Sandra Rios, 2007; Sanahuja, 2009; Serbin-Martinez-Ramazini, 2012); sin 
embargo, no modificó los elementos estructurales liberales. 
 Cada una de las menciones anteriores apunta a enfatizar algún atributo y refle-
jan los distintos criterios empleados para su evaluación. Además de su pragmatismo, 
membrecías múltiples y yuxtaposición de acuerdos de distinta naturaleza y alcances, 
que han generado estudios al respecto (Gómez Mera, Molinari, 2014), va más allá de 
la liberalización comercial e incluye aspectos sectoriales –socio-económicos, políticos, 
culturales, de infraestructura, energéticos y de seguridad alimentaria– y se aleja cada 
vez más del arquetipo europeo en cuanto a su funcionalidad jurídico-institucional, 
en la que se destacan relaciones intergubernamentales de carácter flexible tendientes a 
evitar rigideces estructurales. En este sentido e independientemente de la conforma-
ción jurídico-institucional prevista en el Protocolo de Ouro Preto, el MERCOSUR 
creó una serie de instituciones intergubernamentales como la figura del Alto Repre-
sentante General del MERCOSUR (Dec. 63/10); el Parlamento del MERCOSUR 
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(PARLASUR); el Tribunal Permanente de Revisión; el Instituto de Políticas Públicas 
de Derechos Humanos del MERCOSUR, el Instituto Social del MERCOSUR, entre 
otros. 
 Surge una original cartografía regional con la creación de la Alianza Boliva-
riana para los Pueblos de Nuestra América –Tratado de Comercio de los Pue-
blos (ALBA -TCP), la Comunidad Sudamericana de Naciones (CSN), la Unión 
de Naciones Suramericanas (UNASUR) y la Comunidad de Estados Latinoa-
mericanos y Caribeños (CELAC). Coexisten instituciones de carácter prepon-
derantemente político, como la CELAC, como esencialmente económicas como 
la Alianza del Pacífico (AP) integrada por Colombia, Chile, Perú y México que 
retoma la agenda del regionalismo abierto revitalizando los acuerdos de libre co-
mercio existentes pretendiendo construir una plataforma de lanzamiento hacia 
Asia y el Pacífico como nuevo centro dinámico de la economía global. Todas estas 
iniciativas excluyeron a Canadá y los EE.UU.; sin embargo, se persiste en Lati-
noamérica en las relaciones con la UE a nivel regional (CELAC) o subregional, 
(MERCOSUR, Centroamérica) y con la UE y los EE.UU. (SICA, CARICOM, 
AP) o las asociaciones estratégicas bilaterales (México, Brasil) o simplemente en 
relaciones bilaterales tal como Chile, Colombia y Perú.
 En consecuencia, existen diferentes modelos con objetivos superpuestos que 
llevan a la fragmentación regional y a la desazón en Latinoamérica frente a la he-
terogeneidad de procesos en competencia. Ello ha conducido desde el punto de 
vista académico a sostener la crisis de la integración10 y a la necesidad de encon-
trar la convergencia en diversidad (Peña, 2015), aunque esta alternativa genera 
escepticismo frente a percepciones políticas diferentes sobre inserción internacio-
nal y modelos de desarrollo. 
 Se conformó un nuevo mapa regional que no responde a los modelos tradiciona-
les contemplados en el ordenamiento multilateral de posguerra ni al europeo, como 
se manifestara, sino que está influenciado por el nuevo regionalismo económico, en 
el cual la integración dejó de ser un proceso superficial de eliminación o reducción 
arancelaria tradicional para transformarse en una integración profunda (Lawrence, 
1996) en el sentido que se incluye una esfera normativa sobre la propiedad intelec-
tual, los servicios, las compras gubernamentales, la competencia, las inversiones, los 
obstáculos técnicos al comercio, los temas ambientales y laborales vinculados con el 
comercio y la solución de diferencias, entre otros. De esta manera, el nuevo ciclo se 
10 Al respecto Andrés Malamud (2016) ha expresado: “En Latinoamérica existen tantos bloques regionales como Estados. En vez 
de reducir la complejidad, el regionalismo la refleja”.
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vincula íntimamente con el desarrollo de las cadenas globales de valor y las transfor-
maciones en el sistema de acumulación capitalista.
 También está influenciado por una novel dinámica política regional que afecta 
a los gobiernos que mostraban cierta afinidad ideológica a principios de siglo. En 
Argentina la victoria de Cambiemos sobre la continuidad del proyecto oficialista 
Kirchnerista (12 años) llevó a la presidencia a Mauricio Macri que debió enfrentar 
una situación de crisis económica-social en la que se conjugan una serie de facto-
res: corrupción ligada a empresarios vinculados al poder, estancamiento, inflación, 
desocupación, pobreza, entre otras. A diferencia del gobierno anterior que convirtió 
en aliados estratégicos a China, Irán y Rusia, el actual gobierno tuvo un giro en la 
política exterior de modo pragmático tratando de buscar una nueva inserción en el 
mundo y rompiendo el aislamiento que sufría. Con esa orientación el mandatario 
canceló el memorándum con Irán, participó en la cumbre del MERCOSUR, eliminó 
las declaraciones juradas de importación, negoció la deuda con los holdouts, finalizó 
el cepo cambiario, concurrió al Foro Económico de Dávos, se acercó a los EE.UU. 
y solicitó formalmente adherirse como observador a la Alianza del Pacífico (Morales 
Solá, 2016). Con fecha 8 de junio se le reconoció dicho status (INFOBAE, 2016), 
además participó en la última Cumbre. 
 Por su parte, Venezuela sufre graves problemas de inseguridad, sanitarios y eco-
nómicos, con una hiperinflación (de más del 600%), escasez de alimentos, medica-
mentos y de otros bienes básicos, después de haber hecho un uso indiscriminado de 
sus recursos petroleros, circunstancias estas significativas que marcaron el triunfo de 
la oposición anti-chavista en las elecciones legislativas de diciembre de 2015. En Bo-
livia, Evo Morales sufrió la derrota del referéndum pro reelección.
 En cuanto a la economía brasileña, ésta también atraviesa importantes desajustes 
en un marco recesivo, además de cuestiones de corrupción relacionadas con el Ban-
co Nacional de Desarrollo (BNDES) y Petrobras; de financiación ilegal de partidos 
políticos que afectan, entre otras, a las empresas Odebrecht, Camargo Correa, UTC 
Ingeniería y Engevix; y una seria tensión política por la reconfiguración de las fuerzas 
que apoyaron a Dilma Rousseff que condujo a decidir el impeachment en su contra, 
pese a que no se le imputan delitos de corrupción y la suspensión en su cargo por 180 
días asumiendo el vicepresidente Michel Temer mientras dura esta circunstancia. La 
crisis de Brasil afecta a toda la región, pero, fundamentalmente, a sus vecinos (Argen-
tina, Uruguay, Paraguay y Bolivia) que destinan una buena parte de sus exportaciones 
a ese mercado. Para superar la situación, se reactivó la Comisión Bilateral de Produc-
ción y Comercio, con la que se pretenden dinamizar las relaciones entre Argentina 
y Brasil y ampliar la agenda externa del MERCOSUR. El 52% de las exportaciones 
industriales argentinas se dirigen a ese país, pero el sector automotriz es el más afec-
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tado (representa casi la mitad del intercambio bilateral) con una caída del 42% de las 
exportaciones argentinas (primeros tres meses de 2016) y un aumento de las importa-
ciones hacia Argentina del 50 % (La Nación, 26 de abril de 2016). 
 Tanto Argentina como Brasil, para compensar la pérdida de dinamismo local, 
producto de la gestión de Cristina Kirchner y Dilma Rousseff que cerraron sus eco-
nomías sobre sí mismas, no tuvieron (ni tienen) acuerdos con países desarrollados y 
están marginados de la cadenas globales de valor (Veiga et al. 2013: 37-38), salvo en 
la industria aeronáutica, necesitan buscar nuevos mercados. 
3. La complejidad de la agenda externa del MERCOSUR: 
desafíos
 La mayor parte de los obstáculos que el MERCOSUR ha debido sortear en su 
evolución se vinculan con la incapacidad de armonizaciones macroeconómicas, la 
insuficiencia de políticas comerciales comunes, las asimetrías entre los países por li-
mitaciones en los mecanismos de compensación, la vulnerabilidad económica externa 
de sus miembros y la debilidad de intereses comunes más allá de los nacionales. 
 El MERCOSUR exhibe una agenda externa de negociaciones comerciales que 
comprende desde acuerdos bilaterales a continentales y en diversos ámbitos de ne-
gociación. A nivel subregional con la UNASUR; en el regional con el conjunto de 
países de América Latina y el Caribe en el marco de ALADI y la CELAC; el hemisfé-
rico con el Área de Libre Comercio Americana (ALCA); y el continental, que alcanza 
tanto las negociaciones con la UE y bloques de regiones de Asia y África como con 
países individualmente. 
a. Negociaciones en el eje Sur-Sur
 La mayoría de las negociaciones comerciales se centran en países y bloques con 
prioridad en el eje Sur-Sur.
 En cuanto a la celebración de ACR con países extrarregionales, se destacan los 
TLC efectuados con Israel, Egipto y Palestina, los Acuerdos Marcos de la misma na-
turaleza con Turquía y Siria y los Tratados de Preferencias Arancelarias que suscribie-
ran con India y la Unión Aduanera de África del Sur (SACU). Se agregan los Acuer-
dos Marcos con Marruecos, Jordania, el Consejo de Cooperación del Golfo, Pakistán 
y el último con Túnez11. También suscribió un Memorando de entendimiento para 
la creación de un grupo consultivo en materia de promoción del comercio e inver-
11  Véase Mellado (2016: 102)
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siones con la República de Corea y otro con la República de Singapur. Sin embargo, 
la valoración estratégica se ve afectada por las relaciones de carácter bilateral que em-
prendieran China y Rusia especialmente con Argentina12, Brasil y Venezuela. Sólo la 
India, como país integrante de los BRIC e IBSA, tiene vínculos institucionales con el 
bloque. 
 En el marco de ALADI ha realizado también TLC con Chile, Bolivia, Perú, Co-
lombia, Ecuador y Venezuela y Acuerdos de Preferencias Arancelarias con México y 
Cuba, además de otros sectoriales.
Cuadro 1. MERCOSUR: Acuerdos comerciales
entre países de la región
PAÍS/BLOQUE CONTRAPARTE FECHA DE SUSCRIPCIÓN TIPO
ENTRE PAÍSES DE LA REGIÓN
Argentina Brasil 1990 AAP.CE 14
MERCOSUR Miembros fundadores 1991 ACE 18
MERCOSUR Chile 1996 ACE 35 TLC
MERCOSUR Bolivia 1996 ACE 36 TLC
MERCOSUR –PA– Colombia, Ecuador, Venezuela 2004 AAP. CE 59
MERCOSUR Colombia, Bolivia, Ecuador, Perú, Venezuela 2002 ACE 56 TLC
MERCOSUR México 2002 ACE 54 AM
MERCOSUR México 2002 ACE 55 ACP Automotriz
MERCOSUR Perú 2005 ACE 58 TLC
MERCOSUR Cuba 2006 AAP.CE 62
Fuente: Mellado (2016) sobre la base de la información del Sistema de Información de Comercio Exterior, SICE-OEA, www.
sice.oas.org y OMC, http://www.wto.org/. 
Nota: ACP: acuerdo de comercio preferencial; AP: acuerdos de alcance parcial; ACE: acuerdo de complementación económica; 
PA: Países Andinos.
12 El gobierno Kirchnerista firmó con China 79 acuerdos, muchos de estos son secretos y contemplan la 
instalación de la estación espacial en Neuquén ubicada en la localidad de Bajada del Agrio y la construcción 
de dos centrales hidroeléctricas Cepernic y Kirchner en Santa Cruz. Aunque estos tres últimos proyectos 
habían sido cuestionados por la afectación al medioambiente y por el uso que se les pudiere dar, de allí 
que la canciller Susana Malcorra en su visita a Pekín anunció que se incluirá una cláusula al contrato que 
contendrá el compromiso de darle “uso civil y pacífico” a la base y que continuarán con el proyecto de 
construcción de las represas introduciendo correcciones técnicas al contrato como la reducción de las 
turbinas para evitar que la potencia impacte en el ambiente. También se avanzó con el financiamiento para 
el equipamiento del Belgrano Cargas (La Nación, 19 de mayo de 2016). Situación similar se dio con el viaje 
de la canciller a Rusia con el fin de de reforzar la alianza estratégica con Moscú y revisar los acuerdos 
que firmó el gobierno anterior con Vladimir Putin: construcción de una central de energía nuclear a cargo 
de la corporación estatal rusa Rosatom y un memorándum para la instalación de la central hidroeléctrica 
Chihuido, en Neuquén (La Nación, 12 de abril de 2016).
 Noemí B. Mellado
34 
b. Negociaciones MERCOSUR-UE
 Actualmente, la agenda de negociación comercial del MERCOSUR permanece 
paralizada, a excepción con la UE13. Estas negociaciones que tienen el rasgo de inte-
racción estratégica (Mansfield y Milner, 1999) se iniciaron como respuesta europea al 
lanzamiento del ALCA por parte de los EE.UU. (Bouzas, 2004) y después de 15 años 
de estancamiento el diálogo institucional se reabrió en la cumbre de Madrid en 2010. 
 Pese a su reapertura y sucesivas rondas de negociaciones, no hay avances que ex-
hibir porque los intereses disímiles al interior de cada bloque obstaculizan su marcha. 
En la UE el avance estuvo atado a lo que sucediera con la ronda de Doha, particu-
larmente en materia agrícola y actualmente con el desarrollo de las negociaciones del 
mega-acuerdo TTIP (Makuc, et. al., 2015). El MERCOSUR en cambio, se ligó a los 
intereses nacionales definidos por las coyunturas políticas y económicas de las dos 
economías más grandes, a tal punto que Brasil, junto a Uruguay y Paraguay, están 
interesados en avanzar, así sea en forma bilateral aún a riesgo de afectar al bloque y 
ven en este acuerdo una manera de reducir los potenciales perjuicios implícitos de 
una eventual materialización del TTIP. Sin embargo, sostiene Halperin (2015) que 
aunque el MERCOSUR esté devaluado, si “algunos Estados Parte se desprendieran del 
esquema subregional para concertar por separado TLC con países de mayor desarrollo re-
lativo, como sería el caso de la UE, entonces posiblemente deberían afrontar obligaciones 
más apremiantes que si mantuvieran el vínculo del MERCOSUR y perseverasen en la 
negociación conjunta”. Brasil al igual que el resto de los países del MERCOSUR (con 
excepción de Venezuela) es consciente de la amenaza que significa el TTIP a las po-
tenciales exportaciones agrícolas, particularmente hacia el mercado europeo, por el 
incremento de la competencia de los productos estadounidenses y canadienses (Mala-
mud 2014:183). 
 A diferencia del gobierno argentino de Cristina Kirchner, que mantuvo un dis-
curso con un alto contenido ideológico anticapitalista, generando un creciente ais-
lamiento de sus potenciales socios occidentales, el actual gobierno tiene una actitud 
tendiente a dar impulso al acuerdo, en este sentido Susana Malcorra sostuvo que “Eu-
ropa y el Mercosur no se pueden dar el lujo de perder esta oportunidad y negar la historia 
común”. El mensaje estuvo dirigido a Francia y a una decena de países de la UE (La 
Nación, 29 de abril de 2016) que objetan la negociación por los inconvenientes que 
traería al agro14. 
13 El diálogo institucional interregional se dirige a establecer una zona de libre comercio, con vínculos 
especiales en el ámbito de la cooperación y el diálogo político.
14 La administración de François Hollande sumó el apoyo de 13 países europeos para reclamar la 
postergación de la fecha de inicio (11 de mayo) del intercambio de ofertas entre los bloques y advirtió de 
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c. Vinculación directa o indirecta con mega-acuerdos
 En sus vinculaciones con países que participan en las negociaciones mega regio-
nales, el bloque ha suscripto un TLC con Chile y Perú, y un acuerdo preferencial en 
el sector automotriz con México (todos miembros del TPP y ALCAP); negocia con 
UE la que es parte del TTIP y el AECG, también ha celebrado un acuerdo de prefe-
rencias arancelarias con la India, país miembro del RCEP. Sin embargo, en la agenda 
externa a excepción de la UE, no ha incluido a los actores que actualmente participan 
en esos compromisos mega-regionales.
d. Convergencia MERCOSUR-AP
 Uno de los desafíos que plantea su actual agenda externa se relaciona con la AP, 
creada el 28 de abril de 2011 (Lima) y formalizada por el Acuerdo Marco en junio de 
2012 (Paranal, Chile). En el preámbulo establecen que estaban decididos “a fortalecer 
los diferentes esquemas de integración en América Latina, como espacios de concertación 
y convergencia, orientados a fomentar el regionalismo abierto, que inserte a las Partes efi-
cientemente en el mundo globalizado y las vincule con otras iniciativas de regionalización 
(…)”. Son sus objetivos conformar “un área de integración profunda para avanzar 
en la construcción de una libre circulación de mercancías, de servicios, de capitales y de 
personas; impulsar un mayor crecimiento, desarrollo y competitividad de las economías de 
los Estados Partes, con miras a lograr un mayor bienestar, la superación de la desigualdad 
socioeconómica y la inclusión social de sus habitantes; y convertirse en una plataforma de 
articulación política, de integración económica y comercial y de proyección al mundo, con 
especial énfasis en Asia-Pacífico” (art.3).
 En esa línea, al realizarse la IX Cumbre Presidencial en Punta Mita, México (junio, 
2014), los cancilleres acordaron una estrategia de aproximación al MERCOSUR y la pre-
sidenta de Chile Michelle Bachelet confirmó el compromiso de ese país para la cons-
trucción de puentes entre los distintos mecanismos de integración regional. Coherente 
con esa posición promovió el seminario “Diálogo sobre Integración Regional: Alianza del 
Pacífico y MERCOSUR” (noviembre, 2014), con los ministros de Relaciones Exteriores 
y de Comercio de los países integrantes de ambos esquemas. La CEPAL, además de pro-
mover la convergencia entre ambos bloques, apoyó dicha iniciativa a través de un docu-
mento titulado “La Alianza del Pacífico y el MERCOSUR. Hacia la convergencia en la 
diversidad” en el que se establece que “tanto por las exigencias del entorno mundial como por 
las propias dinámicas del acontecer regional, se tiende a privilegiar la construcción de espacios 
amplios y unificados de cooperación” (CEPAL, 2014: 8)
que la oferta al MERCOSUR afecta a “productos sensibles” y sería considerada una “provocación” por los 
agricultores europeos. (La Nación, 27 de abril de 2016).
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 En cuanto a la naturaleza jurídica de la AP, Halperin (2016) afirma que es una 
especie de acuerdo de segundo grado, en el cual se articula y profundiza en distintos 
TLC preexistentes entre las Partes en el marco de ALADI a excepción de las relacio-
nes de Colombia con Perú que se desarrollan por la normativa de la CAN. Mediante 
el “Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico” (julio, 2015) se 
plurilateralizaron dichos acuerdos y se exhiben en el siguiente cuadro: 
Cuadro 2. Alianza del Pacífico: 
Acuerdos de Complementación Económica preexistentes
PAÍS/ES COLOMBIA MÉXICO PERÚ
CHILE AAP.CE 24 AAP.CE 41 AAP.CE 38
COLOMBIA AAP.CE 33 CAN
MÉXICO AAP.CE 67
Fuente: Elaboración propia sobre la base datos del Sistema de Información de Comercio Exterior, 
SICE-OEA, www.sice.oas.org
 Los cuatro países miembros de la AP se basan en un modelo de desarrollo aper-
turista y de regionalismo abierto revalorizando la economía y el comercio, al tiempo 
que se dirigen a fortalecer entre sí sus vinculaciones comerciales aunque privilegie 
la inserción extra-regional, dada la no complementariedad de sus economías. Así la 
producción chilena se basa en productos de la minería como cobre y otros minera-
les, productos agroindustriales, industria liviana, industria pesquera; la de Perú en 
materias primas, productos agroindustriales, industria liviana; Colombia en materias 
primas, productos agrícolas, industria liviana y México en productos de alto valor 
agregado, maquinaria, equipo de transporte y manufacturas. Pretenden enfrentarse 
a la globalización, buscando una inserción más ventajosa en la economía mundial y 
apuestan a convertirse en una plataforma de proyección política y comercial con mi-
ras al mundo, particularmente a la región Asia Pacífico. Los principales productos de 
exportación son los combustibles y los mineros, los agrícolas y sus manufacturas, por 
lo que su oferta resulta complementaria con los mercados de Asia Pacífico y atraen el 
41% de los flujos de inversión extranjera directa que llegan a la región. El mercado 
de esta Alianza es de 217 millones de personas, y un PBI per cápita promedio de US$ 
16.759, además de concentrar un 50% del comercio de América Latina.
 La contribución de la AP a la integración regional es esencialmente latinoame-
ricana. El nuevo bloque regresó a México al ámbito sudamericano que Brasil, desde 
principios de siglo, lo había excluido en la conformación de la CSN y la UNASUR 
por ser un histórico competidor por el liderazgo regional pero además, había deli-
mitado geopolíticamente a Sudamérica (Pastrana Buelvas, 2016) para construir su 
propuesta de gobernanza regional, lo que le permitía excluir los intereses de México 
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y los EE.UU. En la actualidad, el gobierno brasileño varió su estrategia de posicio-
namiento a nivel regional como consecuencia de la tensión política y económica que 
atraviesa, lo que sumado a la recomposición de las relaciones cubano-norteamerica-
nas, las actitudes de liderazgos en competencia y rivalidades que caracterizaron a los 
vínculos con México comenzaron a diluirse, perder sustento ideológico y orientarse a 
armonizar intereses, lo que quedó demostrado en sus acuerdos comerciales. 
 Para algunos autores la AP nace como contención al ALBA-TCP liderada por 
Venezuela y como contrapeso para lograr un equilibrio frente al liderazgo de Brasil 
en América del Sur (Briceño, 2012). Otros, destacan que la principal fuente de com-
petencia regional para la AP es el MERCOSUR, que integra el eje revisionista (Bri-
ceño, 2011) y el del Atlántico, que promueve un tipo de regionalismo más profundo 
(mercado común y una agenda político-social); no ha suscripto TLC con los EE.UU. 
ni tampoco con la UE, y se basa en un modelo de desarrollo más proteccionista 
(Oyarzún y Rojas 2013:25). En cambio el Eje Pacífico está orientado al regionalismo 
abierto, su modelo de desarrollo se basa en la apertura comercial, tiene una visión 
más pragmática, que acompaña con una cercana relación con los EE.UU. Además, 
contiene incentivos para promover un contrapeso regional hacia los diversos regiona-
lismos anti-sistémicos y revisionistas (Ídem: 24-25).
 Asimismo, la AP impulsa entre sus miembros un desarrollo estratégico que les 
permitirá asumir una importante proyección, tanto regional como extra-regional, a 
partir de lograr la conformación de cadenas productivas para insertarse conjunta-
mente en la economía global y atraer inversión extranjera (Fuentes-Berain, 2013). La 
liberalización de aranceles entre las economía participantes es un propósito menor 
porque el 92% del universo arancelario ya está liberado (producto de los acuerdos 
preexistentes en materia de comercio de mercancías) y la liberalización del resto debe-
rá alcanzarse al 2030 (Anexo 3.4 Eliminación de aranceles aduaneros). 
 Cada uno de los países que lo conforman, participan en acuerdos comerciales 
extra-regionales, los cuatro tienen TLC con los EE.UU.15, la UE y Canadá, entre 
otros. Chile y Perú tienen TLC con China, los dos países latinoamericanos, y México 
también con Japón, ALCAP, APEC16 y TPP17 a estas dos últimas organizaciones soli-
citó su incorporación Colombia, mientras que este país, Chile y Perú tienen TLC con 
Corea del Sur.
15 Véase nota 3.
16 Foro de Cooperación Económica Asia Pacífico. Foro multilateral creado en 1989, actualmente conformado 
por Chile, Perú, México, Estados Unidos, China, Taiwán, Japón, Rusia, Australia, Nueva Zelandia, Brunei, 
Vietnam, Indonesia, Corea del Sur, Filipinas, Papúa Nueva Guinea, Malasia, Hong Kong, Singapur, 
Canadá y Tailandia.
17 Véase nota 4.
 Noemí B. Mellado
38 
Cuadro 3. Alianza del Pacífico: 




CHILE PERÚ COLOMBIA MÉXICO






Vietnam X TLC 2014















Malasia X TLC 2012
Singapur X TLC 2009











Israel X TLC 2001






TPP X X X X 4/2/2016
Fuente: Elaboración propia sobre la base del Sistema de Información de Comercio Exterior, SICE-OEA, www.sice.oas.org. 
Nota: Asociación Europea de Libre Comercio (AELC), Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).
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 Frente a la dinámica que adquirió el proceso, Paraguay y Uruguay, entre otros 
(cuarenta y dos), se sumaron a la iniciativa en calidad de observadores; del mismo 
modo, el gobierno brasileño expuso su inclinación a través de su canciller quien ex-
presó: “Junto con los demás socios, precisamos renovar el Mercosur (…), para promover 
una prosperidad compartida y continuar construyendo puentes en vez de profundizar di-
ferencias, en relación con la Alianza del Pacífico” (La Nación, 19 de mayo de 2016). En 
esta misma dirección, Argentina viró la política exterior del gobierno kirchnerista y 
fue aceptada como país observador e invitada a la Cumbre de Presidentes de la Alian-
za del Pacífico a realizarse en Chile. Al respecto, manifestó Susana Malcorra: “Hay un 
claro objetivo del Presidente de empezar a trabajar arduamente en una alianza real con 
los países del Pacífico y unir esas voluntades con las del Mercosur” (Dinatale, 2016, 31 
de mayo). Asimismo, la canciller reivindicó el papel del MERCOSUR en la política 
exterior argentina al señalar que cualquier alianza con otros bloques económicos, en-
tre ellos con la Alianza del Pacífico, se realizará “desde el Mercosur” y manifestó “(…) 
la necesidad de fortalecimiento, de crecimiento y de eliminación de barreras que han sido 
autoimpuestas”. 
 Por su parte, frente a la posibilidad de que Uruguay firme un acuerdo de libre 
comercio con Chile, de modo similar con Perú y Colombia, ya que tiene uno con 
México, y concretar el libre comercio con la AP, el canciller uruguayo Nin Novoa dijo 
que el país seguía apostando al bloque regional: “El Mercosur es nuestro primer espacio 
de inserción externa y nuestra pertenencia al bloque es incuestionable”, sin que ello im-
plique “entender al acuerdo regional como un dogma”, al cual resignarse “o aceptar sin 
espíritu crítico”. También manifestó que “El escenario internacional se encuentra en un 
proceso de cambio, la coyuntura favorable que representó la pasada década evidencia nue-
vas condicionantes y por eso creemos que nuestra estrategia debe acompasar estas necesida-
des”, por tanto “el gobierno va a buscar todos los acuerdos que beneficien a los productos 
uruguayos” (La Nación, 23 de mayo de 2016).
 A diferencia de la AP, el MERCOSUR pretende ser una Unión Aduanera como 
afirma Halperin (2016) “desprovista de armonizaciones macroeconómicas” y padece 
de insuficiencia de “políticas comerciales comunes”; además la coordinación intra-blo-
que ha sido baja, carece de una política exterior común en los foros internacionales y 
multilaterales pese a la figura del Alto Representante General del MERCOSUR. Se 
destaca que todos los problemas sensibles entre los Estados-Parte se resuelven de ma-
nera bilateral, tal como el AAP.CE 2 entre Brasil y Uruguay (Ídem) derivados de las 
asimetrías entre los miembros, aunque a nivel regional se puso en marcha el Fondo de 
Convergencia Estructural (FOCEM) tendiente a reducir esas asimetrías mediante un 
mecanismo de redistribución de recursos a favor de Paraguay y Uruguay y la aproba-
ción del Programa de Integración Productiva.









 Asimismo, reforzando la pretensión de ser una Unión Aduanera, se estableció por 
Decisión CMC 32/00 el deber de “negociar en forma conjunta acuerdos de naturaleza 
comercial con terceros países o agrupaciones de países extra-zonales en los cuales se otor-
guen preferencias arancelarias“ y a partir del 30 de junio del 2001 “[…] no podrán fir-
mar nuevos acuerdos preferenciales o acordar nuevas preferencias comerciales en acuerdos 
vigentes en el marco de la ALADI, que no hayan sido negociados por el Mercosur”. Esta 
normativa en la práctica es infringida tal como ocurre en el acuerdo entre México 
y el MERCOSUR (AAP.CE 54). En su art.2 párrafo 3, establece que los acuerdos 
con cada uno de los países del MERCOSUR se regularán de conformidad con las 
disposiciones en ellos establecidas y “(…) estarán en vigor hasta la implementación del 
Acuerdo de Libre Comercio entre el MERCOSUR y los Estados Unidos Mexicanos”. De 
este modo, se establecieron acuerdos estrictamente bilaterales como los de Argenti-
na-México; Brasil-México y Uruguay-México, sorteando la restricción impuesta por 
dicha Decisión (Halperin, 2016). 
 En consecuencia, entre los países de la AP y los del MERCOSUR, rigen diversos 
compromisos en el marco de ALADI, a través de tres TLC (Chile, Perú y Colombia) 
y un Acuerdo Marco con México (ver Cuadro 1). Pese a haberse negociando por 
moldes plurilaterales, llevaron al plano bilateral aquellas cuestiones sensibles a través 
de Anexos, Apéndices y/o Protocolos Adicionales quedando los países involucrados 
entre sí a título esencialmente individual (Halperin, 2016:6).
 Por tanto, desde la perspectiva jurídica algunos plantean la incompatibilidad 
(Halperin, 2016); otros proponen, para superar la problemática señalada anterior-
mente, flexibilizar los mecanismos de negociación comercial (Canciller uruguayo Ro-
dolfo Nin Novoa), “mediante un sistema de ritmos y velocidades diferentes que le per-
mita a los Estados miembro avanzar bilateralmente... Nosotros queremos ver si hay una 
posibilidad de flexibilizar la Resolución Nº 32/00 que, en realidad, no está internalizada 
en ninguno de los sistemas jurídicos de los países miembros del Mercosur, pero que obvia-
mente resulta un compromiso político… Entonces, buscaremos la manera de flexibilizar 
la posibilidad de acuerdos bilaterales” (Mercosurabc, 2015) y están los que sostienen 
retrotraer el MERCOSUR a una zona de libre comercio (Serra, canciller brasileño)18. 
 Como la AP ya tiene preferencias arancelarias con el MERCOSUR su impor-
tancia geoestratégica para el bloque se centra en el tipo de inserción que se propone. 
Más aun teniendo en cuenta que el cambio de gobierno en Argentina estimula el 
pragmatismo en la política exterior inspirado en la idea rectora de “desideologizar” la 
política exterior (Dinalate, 2016), del mismo modo que lo propone Brasil19 y Uru-
18  Conforme a nota de La Nación del 23 de mayo de 2016.
19  El canciller brasileño manifestaba “La diplomacia volverá a reflejar de modo transparente e intransigente 
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guay. Por tanto, la AP ofrece al MERCOSUR, por un lado, su posición geográfica 
en el Océano Pacífico –hacia la cual se desplazó la dinámica económica del siglo 
actual–. Los numerosos acuerdos extra-regionales en los que participan (los EE.UU., 
la UE, Canadá, China, Japón, APEC, entre otros) además son actores en el acuerdo 
mega-regional TPP (los mercosureños no tienen acuerdos Norte-Sur a excepción con 
la UE) y les abre la posibilidad de participar en cadenas regionales y globales de valor.
e. Recepción de nuevos contenidos 
 En cuanto a los nuevos temas del regionalismo del siglo actual el MERCOSUR, 
si bien en sus negociaciones externas priorizó las preferencias arancelarias, incorporó 
formalmente los temas que exigen las cadenas globales de valor y el comercio actual: 
en materia de servicios se adoptó el “Protocolo de Montevideo sobre el Comercio 
de Servicios del MERCOSUR” (1997); en inversiones, el “Protocolo sobre promo-
ción y protección de inversiones provenientes de Estados no partes del MERCO-
SUR” (1994) y el “Protocolo de Colonia de Promoción y Protección Recíproca de 
Inversiones” (1993, no fue internalizado por ninguno de los países); en ambiental, 
el “Acuerdo Marco sobre Medio Ambiente del Mercosur” (2001); en defensa de la 
competencia, se estableció el “Acuerdo de defensa de la competencia del Mercosur” 
(2010); en contratación pública, el Consejo Mercado Común adoptó el Protocolo de 
Contrataciones Públicas del MERCOSUR (2006, no fue ratificado); en corrupción 
se adoptó el “Acuerdo sobre el Combate a la Corrupción en las Fronteras entre los 
Estados Partes del MERCOSUR. Pese a que las materias incorporadas abarcan los 
nuevos contenidos, los avances fueron prácticamente nulos, la mayoría de las regla-
mentaciones no han sido internalizadas y/o ratificadas (SELA, 2014).
f. Acuerdo de Facilitación de Comercio
 Por último, respecto al Acuerdo de Facilitación del Comercio de la OMC, Brasil 
y Uruguay lo han ratificado no así Argentina y Paraguay pese a que, como lo manifes-
tó el Director General de la OMC (La Nación, 22 de marzo de 2016), dicho acuerdo 
ayuda a simplificar y armonizar los procedimientos aduaneros en todo el mundo, 
reduciendo el tiempo y los costos de las transacciones comerciales transfronterizas. 
Por tanto, ayuda a incrementar las exportaciones mundiales de mercadería sobre todo 
para los países en desarrollo. 
los legítimos valores de la sociedad brasileña y los intereses de su economía, al servicio de Brasil como 
un todo y no más de las conveniencias y preferencias ideológicas de un partido político y de sus aliados 
en el exterior”, como crítica a la política exterior desarrollada por los gobiernos de Lula da Silva y de Dilma 
Rousseff (La Nación, 19 de mayo de 2016).
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Conclusiones
 Desde el punto de vista político existe una reconfiguración del espacio mercosu-
reño, particularmente de aquellos países que a principios de siglo mostraban afinidad 
ideológica lo que introduce cambios sustanciales en el contexto actual, planteando 
alternativas y desafíos. 
 En la primera década de este siglo, el MERCOSUR apuntó a la coordinación 
política, a incrementar la autonomía frente a los EE.UU. e impulsar la idea de un 
mundo multipolar, adquiriendo la agenda del bloque contenido preponderantemen-
te político en el que la retórica socio-política, expresada en los distintos comunicados 
y declaraciones de las Cumbres Presidenciales20 le restó relevancia como instrumento 
de política económica; del mismo modo se lo fue restando Brasil al proyectarse hacia 
Sudamérica como líder regional, a través de UNASUR, para posicionarse como actor 
político global. 
 En la actualidad, la situación es compleja en la economía mundial, con una re-
cesión que actúa como fuerza centrífuga, repercutiendo en los países de la región a 
través de las crisis económicas y sociales que afectan principalmente a Brasil, Argen-
tina y Venezuela que, frente a la vulnerabilidad externa de sus economías, induce a 
los países a adoptar medidas21 para defender sus intereses nacionales, agravando la 
fragmentación regional. Mientras que las corrientes de comercio intrarregional de 
las macro regiones integradas a través de las grandes fábricas mundiales (América del 
Norte, Europa y Asia Oriental) concentran entre el 50% y 60% del comercio total, el 
comercio interregional en América Latina y el Caribe apenas alcanza el 18% del total 
y con escasa presencia en las cadenas regionales y globales de valor. El MERCOSUR 
no escapa a esta tendencia: el comercio intrabloque solo alcanza el 14% del comercio 
total de sus países miembros, por lo que la interdependencia comercial es baja, pero 
es en ese ámbito y en el de América Latina donde se dirigen las corrientes de comer-
cio con mayor valor agregado, a diferencia de las dirigidas al resto del mundo en el 
que impera la primarización. 
 A ello se agrega que los mega-acuerdos pueden añadir otra fuerza centrífuga, 
acentuando la fragmentación existente entre el área del Atlántico y el área del Pacífico 
e impactar negativamente sobre el propio desarrollo de los procesos de regionalismo 
en América Latina y el Caribe (Peña 2014: 184). 
20 Ver Mellado-Ali (2010) “Las Cumbres Presidenciales en el MERCOSUR y su contribución a la gobernabilidad” 
y Mellado-Giacalone-Ali (2012), “Las Cumbres Presidenciales sudamericanas en perspectiva comparada”.
21 Así la serie de medidas restrictivas al comercio implementadas por Argentina “(…) licencias previas no 
automáticas de importación… la aplicación de derechos de exportación a los productos destinados al 
Mercosur, los cupos, las certificaciones….” (Canta Yoy, 2016).
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 En efecto, la reconfiguración política regional con crisis políticas en algunos paí-
ses, plantea inseguridades respecto del proceso de regionalización, ya que la desapari-
ción del escenario político de algunos de los expresidentes con una visión más protec-
cionista, estatista y con un marco ideológico común, frente al pragmatismo de la AP 
y su visión más abierta a la globalización y a los cambios del contexto internacional, 
plantea una coyuntura crítica en cuanto a la integración regional (Turzi, 2014). In-
cluso, el logro de los objetivos políticos que plantea la AP, dependerá de la evolución 
del escenario político de la región y al interior de cada uno de los países (Briceño, 
2012:153). 
 La AP acentuó las fuerzas centrífugas en el MERCOSUR, mientras que Venezue-
la la considera una herramienta neoliberal tendiente a reafirmar la hegemonía de los 
EE.UU. en el continente. Brasil, bajo el gobierno de Dilma Rousseff, tuvo algunos 
reparos motivados en la competencia brasileña con México en cuanto a liderazgo 
regional; al implicar nuevas opciones para los socios menores (Uruguay y Paraguay), 
sería un elemento nocivo para ese liderazgo (Nolte y Wehner, 2014:177); y desde el 
punto de vista económico veía en México un competidor importante (La Nación, 10 
de junio de 2016). 
 No obstante, algunos estudios señalan que, pese a esa dicotomía entre el blo-
que Atlántico y el Pacífico, pueden existir ventajas significativas en su acercamiento y 
convergencia en términos tanto del acceso de empresas de la AP hacia los países del 
MERCOSUR, como de facilitar el acceso para los miembros de este bloque hacia 
Asia, teniendo en cuenta que Argentina, Brasil y Venezuela tienen un importante 
comercio con China, además Venezuela depende cada vez más de sus préstamos. 
 Frente a un escenario externo y regional adverso, agudizado por las crisis políticas 
y económicas que viven algunos de los miembros del MERCOSUR, acompañado 
por cambios de gobiernos con una actitud más pragmática y menos ideologizada, los 
países buscan nuevas alternativas en su inserción mundial tendiente a reorientar su 
política comercial a la par que requieren de una mayor concertación y negociación 
regional. En efecto, para Argentina la aceptación como observador de la AP implica 
un nuevo perfil en su agenda externa “… mayor autonomía relativa frente al Mercosur 
–sin abandonar el bloque como principal alianza estratégica–, acercamiento a un bloque 
promotor del libre comercio internacional y el reconocimiento de que en el Pacífico está el 
gran motor económico transnacional” (Elizondo, 2016).
 Es de suponer que la situación política y económica que vive Brasil limitará su 
protagonismo regional, asimismo, al estar aislada de la cadenas productivas globales 
y no tener acuerdos Norte-Sur, las presiones por una mayor aproximación con los 
países centrales podrían alcanzar mayor intensidad (Vigevani-Aragusuku, 2015), pese 
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a que Argentina sigue siendo un mercado importante para las exportaciones manu-
factureras y las inversiones en el extranjero de las empresas brasileñas (Veiga et al., 
2013: 37-38). Parecería que el actual gobierno argentino decidió adquirir una mayor 
autonomía en su política exterior respecto de Brasil, aunque no deja de valorar su 
peso económico y político en la región, buscando diversificar su comercio, su base de 
inversión y lograr un mayor alineamiento al exterior, pero dada la coyuntura que vive 
Brasil y Venezuela, es posible que trate de adquirir un mayor protagonismo y conver-
tirse en un interlocutor válido de la región.
 Asimismo, considerando que los mega-acuerdos podrían tener impacto mediante 
las pérdidas de mercados por desvío de comercio y afectar a las exportaciones agroali-
mentarias del MERCOSUR, una de las alternativas para enfrentarlos sería ampliarse 
hacia otros países latinoamericanos, profundizando su acercamiento con la AP (Gayá/
Rozemberg, 2014). En este marco, la AP es considerada como la nueva forma de go-
bernanza regional y del regionalismo del siglo XXI, aunque responde al viejo enfoque 
centrado en los temas económico-comerciales sobre los políticos (Ardila, 2012) de 
allí que plantea un desafío para el MERCOSUR. 
 Los cambios en la economía internacional y los nuevos desarrollos en el marco 
del sistema global llevan a la necesidad de enfrentar los desafíos y problemas que se 
plantean, pero requiere de una construcción colectiva como expresión de la voluntad 
política que permita superar la fragmentación existentes entre modelos de desarrollo 
y estrategias de inserción y entre liderazgos en competencia e intereses nacionales, 
con el fin de potenciar la capacidad de negociación externa. En un mundo interde-
pendiente no existen salidas individuales, solo es posible superar las fuerzas centrífu-
gas a través de los mecanismos de integración, ya sea ampliándolos o profundizándo-
los, pero con claros intereses comunes a largo plazo. 
 Por tanto, en la nueva década y con el fin de enfrentar las actuales condiciones 
del contexto internacional y regional, se presume que la agenda externa del 
MERCOSUR se orientará a buscar en el corto plazo una vinculación equilibrada 
con China, Rusia, India, Sudáfrica y también el Área del Pacífico, al tiempo que 
se acelerarán las negociaciones con la UE y se mantendrá las vinculaciones con los 
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PRINCIPIOS ECONÓMICOS Y NARRATIVAS POLÍTICAS




 La realidad histórica y geográfica ha incidido en desarrollar economías y modelos 
distintos de inserción internacional de los países latinoamericanos. Si no es igual la 
situación geopolítica y geoeconómica de un país grande como Brasil ubicado en el 
Atlántico que la de uno pequeño ubicado en el Pacífico, como Chile, tampoco lo es 
la de un país que obtiene casi todos sus recursos fiscales de exportaciones petroleras 
(Venezuela) o que la de los que pueden industrializarse en base a su mercado interno 
(Brasil, Argentina, México) o externo (Chile, Colombia, Perú). Esas estructuras tien-
den a la inercia y conspiran contra la reconfiguración regional, pero las crisis pueden 
alterarlas al debilitar el consenso político y social en su entorno. Es importante ana-
lizar los principios económicos y las narrativas políticas de las propuestas que buscan 
vincular los acuerdos comerciales y de integración para evaluar si la reconfiguración 
regional es obstaculizada por los aspectos económicos o los aspectos políticos de las 
narrativas gubernamentales. Se emplea el análisis de contenido para revisar y compa-
rar documentos que ilustran los primeros y el análisis del discurso para las segundas. 
 En el Cuadro 1 se resumen los escenarios tendenciales22de reconfiguración re-
gional que fueron construidos en publicaciones anteriores (Giacalone, 2015; 2016 
y en prensa). En ellas se concluía que, dado que todas las propuestas involucran al 
Mercado Común del Sur (MERCOSUR), la decisión final dependería de hacia qué 
propuesta se inclinará Brasil, eje central de ese acuerdo. El escenario más probable a 
fines de 2015 era que este país impondría la ampliación de MERCOSUR, seguida 
por la convergencia Alianza del Pacífico (AP)-MERCOSUR, mientras la pérdida de 
22 Los escenarios tendenciales se diseñan a partir del análisis de las tendencias económicas y políticas que 
predominan en un momento histórico y pueden alterarse por acontecimientos y procesos imprevistos. 
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proyección regional de Venezuela y la falta de complementariedad económica de la 
Alternativa Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA) hacían inviable 
la ECO-Zona. 
Cuadro 1. Escenarios del regionalismo latinoamericano
en la segunda década del siglo XXI
Ampliación de MERCOSUR para superponer-
lo a UNASUR (propuesta brasileña) 
Convergencia en la diversidad AP-MERCOSUR (propuesta 
chilena)
Status quo (sin negociación) ALBA-Petrocaribe-CARICOM-MERCOSUR (ECO-Zona) 
(propuesta venezolana)
Fuente: Giacalone, 2016 (en prensa).
 Desde entonces se han producido cambios globales y regionales como: 1) la firma 
del Acuerdo Transpacífico (ATP), que incluye a Chile, Perú y México, miembros de 
la AP, junto con los Estados Unidos (EE.UU.); 2) la entrada en vigencia del Protocolo 
Anexo de AP (que da formato plurilateral a los acuerdos bilaterales entre sus miem-
bros alcanzando una liberación comercial de 92% y estableciendo acumulación de 
origen y sistema de solución de controversias (Halperin, 2016); 3) la entrada efectiva 
de México en MILA (Mercado Integrado Latinoamericano de la AP); y 4) cambios 
de orientación en gobiernos del MERCOSUR (elección presidencial en Argentina) 
y problemas domésticos políticos (derrota gubernamental en elecciones legislativas 
de Venezuela, rechazo de propuesta gubernamental en referéndum boliviano y des-
titución de presidenta de Brasil). Estos cambios hacen más probable la convergencia 
AP-MERCOSUR y colocan en segundo lugar la ampliación de este último, por lo 
cual aquí analizamos, en primer lugar, los principios económicos y narrativas po-
líticas de la convergencia y la ampliación de MERCOSUR. Sin embargo, aun con 
su competitividad industrial comprometida y sufriendo los efectos negativos de una 
coyuntura de debilidad gubernamental, la decisión de Brasil con respecto hacia cuál 
propuesta inclinarse sigue siendo fundamental para la región y, luego de desarrollar 
principios económicos y narrativas, se discute la posición actual de este país. 
 Las propuestas surgieron como respuesta a la necesidad de multilateralizar el re-
gionalismo para impedir la fragmentación del comercio internacional y los conflictos 
entre regiones y naciones. A fines de la segunda guerra mundial el GATT (Acuerdo 
General de Aranceles y Comercio) se basó en la idea de que las guerras a lo largo de 
la historia habían surgido por problemas comerciales y buscó resolver los problemas 
que entorpecían el comercio con normas sobre aranceles, discriminación impositiva e 
inversión extranjera que han quedado rezagadas (Baldwin, 2011).
 Actualmente la mayoría de los miembros de la Organización Mundial del Co-
mercio (OMC), surgida en 1995 del GATT, son países en desarrollo que han redu-
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cido sus aranceles mediante acuerdos regionales (Baldwin, 2006:6). Esos acuerdos 
fueron facilitados por el GATT que, primero eximió a los acuerdos de integración 
y comercio entre países en desarrollo de cumplir con la cláusula de Nación Más Fa-
vorecida y, más tarde, hizo lo mismo con los Sistemas Generalizados de Preferencias 
de países desarrollados a países en desarrollo, que crearon las bases de acuerdos co-
merciales Norte-Sur. A comienzos del siglo XXI, los principios generales del GATT 
(racionalidad, coherencia y reciprocidad) no se aplicaban (Halperin, 2004) y había 
crecido el número de acuerdos preferenciales que, según Baldwin (2006), entorpecen 
el comercio internacional porque se solapan. 
 Mientras tanto, rebajas arancelarias del GATT-OMC y adelantos tecnológicos 
que abarataron transporte y comunicaciones, facilitaron que las empresas transnacio-
nales (TNC) se establecieran en grandes mercados consumidores o ambientes com-
petitivos para su producción, creando cadenas productivas globales. En la Unión Eu-
ropea (UE), cuando la deslocalización empresarial al Mediterráneo y el Este europeo 
multiplicó procedimientos y normas de origen, el Plan Europeo con Países Coope-
rantes permitió la acumulación de origen y llevó al ingreso a la UE de países europeos 
del Este. Para Baldwin (2006: 30, 34) esto muestra que la deslocalización empresarial 
erosionaría el fenómeno del spaghetti bowl promoviendo acumulación de origen y el 
ingreso de nuevos miembros en acuerdos regionales (Baldwin, 2006: 30, 34). 
 Pero también se observan diferencias entre el regionalismo del siglo XX y el del 
XXI. Los acuerdos regionales previos se centraban en rebajas arancelarias, normas de 
origen y arancel externo común. Los actuales eliminan obstáculos técnicos y protegen 
inversiones y propiedad intelectual para facilitar cadenas productivas. Las reglas gene-
rales y los acuerdos regionales del siglo XX eran simples porque el comercio interna-
cional era relativamente simple, pero la deslocalización productiva exige normas más 
complejas que incorporen estructuras de governance como base de cadenas globales 
(Baldwin, 2014: 5, 39). Como la Ronda Doha de la OMC no logró incorporar temas 
como inversiones, políticas de competencia, transparencia en contrataciones públi-
cas, etc., de interés para TNC y países desarrollados (Baldwin, 2014:29), los me-
ga-acuerdos comerciales, como el ATP, ya firmado, y otro similar entre los EE.UU. 
y la UE (Acuerdo Transatlántico de Comercio e Inversión, ATACP) incluyen esos 
temas, aumentan la fragmentación del comercio internacional, debilitan a la OMC y 
ponen en peligro la paz mundial (Baldwin, 2014: 30, 32-33, 39). 
1. Principios económicos de las propuestas 
 En cuanto a la importancia de la reconfiguración regional en el siglo XXI, la CE-
PAL, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial, elevaron a la 
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Tercera Reunión de Ministros de Finanzas de América Latina y el Caribe (2010) un 
documento que señalaba que, si no se perfeccionaban y enlazaban los acuerdos exis-
tentes, la región no alcanzaría economías de escala y especialización en un mercado 
global unificado (“Bridging Integration Gaps”, 2010:2). 
 La propuesta más antigua de reconfiguración regional es el MERCOSUR am-
pliado, expresión usada para referirse a la cercanía política entre este bloque, Chile 
y Bolivia en la primera década del siglo, pero que aquí se refiere a la ampliación del 
número de sus miembros iniciada en 2006 con Venezuela23. Aunque su ingreso no se 
concretó hasta 2012, la ampliación continuó con Bolivia (2014). Como los Acuerdos 
de Complementación Económica (ACE) de MERCOSUR con el resto de los países 
sudamericanos establecen liberaciones arancelarias en etapas automáticas para 2019, 
la ampliación puede considerarse un esfuerzo por adelantar ese calendario. Sin em-
bargo, el ingreso de Venezuela y Bolivia, miembros del ALBA opuestos a la liberaliza-
ción comercial, contradice esa tendencia. 
 Los principios económicos de MERCOSUR ampliado se analizan partiendo 
de su país-eje, Brasil, que ha seguido una política económica neo-desarrollista 
con fuerte presencia estatal en la economía, medidas de apoyo a exportadores y 
protección para productores domésticos “en una suerte de regreso al regionalismo 
cerrado de los 50” (Geffner, 2014:21). Desde 2002 este país combinó su desarro-
llismo con elementos de neoliberalismo observables en sus políticas macroeco-
nómicas (control de inflación, equilibrio fiscal, etc.) (Barbosa, 2014:82, 100). A 
partir de ello, Bresser Pereira (2003) introdujo el concepto de nuevo desarrollis-
mo, o “tercer discurso” entre desarrollismo y neoliberalismo, que se concreta en 
que el Estado brasileño es fuerte en el ámbito económico y negocia directamente 
su inserción en la globalización. El Estado y las empresas de Brasil pueden com-
petir fuera de América Latina para exportar bienes con mayor valor agregado sin 
necesidad del MERCOSUR. Pero el neo-desarrollismo no es aplicable en países 
pequeños o con fuertes divisiones internas (O’connor, 2010:59), como otros paí-
ses miembros, y tampoco facilita la coordinación entre sus miembros mayores. 
O´Connor lo compara con los vaivenes del desarrollismo argentino para indicar 
la dificultad de determinar los principios económicos de MERCOSUR cuando 
sus principales miembros aplican políticas económicas distintas.
 Mientras tanto, el mantenimiento de estructuras proteccionistas y el interés por 
desarrollar su mercado doméstico enfrentan a Brasil con intereses similares de sus so-
23 La ampliación de MERCOSUR combinó una propuesta venezolana de reorientar el comportamiento político 
del grupo con el interés brasileño por acceder a recursos energéticos de Venezuela, Bolivia y Ecuador (“EL 
MERCOSUR AHORA VA POR ECUADOR Y BOLIVIA”, 2013). Al enfatizar la apertura arancelaria entre 
miembros, reafirma a MERCOSUR como ejemplo de regionalismo del siglo 20.
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cios. Como resultado, en el año 2000 las cadenas del sector agroindustrial de MER-
COSUR eran nacionales y en soja, en otros cereales y en carne competían entre sí 
para alcanzar mercados extra-regionales (Bisang, 2000). En 2013 se mantenía el fe-
nómeno, alimentado por el boom de las commodities (Paolino, 2014:83; O´Connor, 
2010:58). De esta forma, la integración productiva para alimentar cadenas de valor 
no se da en rubros exportadores competitivos24. 
 Para Brasil la ampliación de MERCOSUR plantea su superposición con la UNA-
SUR que, en su tratado constitutivo, asume que la unión política es el resultado final 
de la integración. La diferencia es que MERCOSUR sustenta la integración económi-
ca en el comercio y, para UNASUR, lo económico es secundario frente a lo político 
(Guzzetti, 2012:41). Sin embargo, ambos son complementarios porque “se potencian 
mutuamente” junto con la ALADI (“ALADI, UNASUR y el MERCOSUR”, 2011). 
Según Guimaraes (2006:275), Alto Representante General de MERCOSUR 2010-
2013, era necesario trabajar por un sistema mundial multipolar en el que Sudamérica 
“constituyera uno de los polos y no… una subregión de cualquier otro polo económico o 
político”, lo que representaría la continuidad del objetivo brasileño de convertir a la 
Comunidad Sudamericana de Naciones, luego UNASUR, “en potencia mundial, eco-
nómica y política” (Bandeira, 2008:7-8). 
 Según Carlos Álvarez, secretario general de la ALADI, la creación del cargo de 
Alto Representante General de Mercosur abría espacio para la coordinación entre 
MERCOSUR y UNASUR.
 …la convergencia entre los organismos existentes podría darse a partir de la amplia-
ción del MERCOSUR, es decir agrandarse para América del Sur a fin de abarcar a Vene-
zuela, Colombia, Bolivia y Ecuador… Hoy el MERCOSUR y los países asociados prác-
ticamente contienen a casi todos los miembros de la UNASUR y en algún punto hay que 
hacer coincidir las agendas políticas con las económicas y comerciales buscando una mayor 
racionalidad, economía de esfuerzos y respuestas eficaces al desafío de construir Sudaméri-
ca como una macro-región (Álvarez y Peyrani, 2011:11).
 Como construcción política, MERCOSUR depende de la voluntad de los go-
biernos de turno. Esto hizo que objetivos presentes en su origen, como el manteni-
miento y la consolidación democrática, se dejaran de lado para facilitar la entrada de 
gobiernos del ALBA, que benefician económicamente a Brasil sin poner en peligro su 
supremacía ni alterar el bilateralismo de las relaciones intra-acuerdo (Pereira, 2007). 
Con MERCOSUR ampliado, este país busca una inserción internacional autónoma 
frente a los EE.UU., pero Paraguay y Uruguay para atraer inversión extranjera directa 
24 El Grupo de Integración Productiva de MERCOSUR analizaba en 2011 el desarrollo de cadenas regionales en 
sectores naval, aeronáutico y energía eólica y el fortalecimiento de la cadena productiva de madera y muebles. 
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(IED), “como no pueden ofrecer mercado interno, ni acceso fluido a mercados de socios, 
requieren ofrecer mejores reglas u otros incentivos”, contrarios a los intereses de Brasil 
(Tussie, 2009 citada en Bittencourt, 2016:90).
 Adicionalmente, la presencia en MERCOSUR ampliado de gobiernos del 
ALBA obliga a considerar también sus principios económicos anticapitalistas, 
antimperialistas y anti-neoliberales. En su discurso ALBA destaca la noción de 
complementariedad económica, cooperación y no competencia entre países y 
producciones que sólo es posible cuando las economías están centralizadas y ad-
ministradas por el Estado: Sin una clara intervención del Estado dirigida a reducir 
las disparidades entre países, la libre competencia entre desiguales no puede conducir 
sino al fortalecimiento de los más fuertes en perjuicio de los más débiles... Profundi-
zar la integración latinoamericana requiere de una agenda económica definida por 
los Estados soberanos…
 A pesar de que esto plantea una contradicción con MERCOSUR, Venezuela jus-
tifica su ingreso a este último porque “este bloque comercial expresa una cierta oposición 
a la agenda de los EE.UU… en América Latina… Venezuela se ha unido a MERCO-
SUR, a fin de fortalecer la oposición” (Principios Rectores del ALBA y el ALBA ante 
MERCOSUR, s/f ). 
 Ya en el acuerdo Cuba-Venezuela (2004), junto con principios ideológicos, 
ALBA incorporó el comercio basado en intercambio de petróleo venezolano por ser-
vicios cubanos (médicos, entrenadores deportivos). En 2005 se agregó un programa 
de cooperación petrolera de Venezuela hacia el Caribe y Centroamérica (Petrocaribe) 
y el ingreso de Bolivia (2006) se acompañó de acuerdos bilaterales entre Venezuela y 
cada miembro de ALBA que recibe petróleo venezolano y créditos blandos a cambio 
de productos y servicios “complementarios” de la economía venezolana (Tratados de 
Comercio de los Pueblos, TCP). Según Di Lisio (2013), esto convierte al ALBA en 
una alianza “energético-intensiva” basada en la explotación y circulación de un recurso 
no renovable que en la actualidad ve disminuida su atracción económica por la dis-
minución del precio del petróleo. 
 Venezuela ha propuesto establecer una Zona Económica Complementaria AL-
BA-Petrocaribe a la que se agregarían CARICOM y MERCOSUR (“Thirteen Al-
ba-TCP Meeting Approves Final Declaration”, 2014; SELA, 2014a:25) y cuyo núcleo 
sería el ACE 70 firmado en 2013 por Bolivia, Cuba, Ecuador, Nicaragua y Venezuela 
(SELA, 2013ª:17)25. Desde entonces no, se registra actividad en ese sentido (Informe 
MERCOSUR 2014-2015, BID-INTAL, 2016) y el SELA (2013ª:24) destaca la difi-
25 Desde 2012 Venezuela está convirtiendo en ACE sus acuerdos comerciales porque, luego de su período 
de adaptación, deberá negociarlos mediante MERCOSUR.
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cultad de conformar la llamada ECO-Zona porque no hay complementariedad entre 
miembros del ALBA-Petrocaribe26. 
 Con respecto a la AP, sus miembros desarrollan políticas que, aunque no descar-
tan la participación estatal (promoción de exportaciones, empresas mixtas), surgieron 
de reformas económicas llevadas a cabo en los ochenta y noventa para revertir las cri-
sis económicas y sociales que enfrentaban (hiperinflación, deuda externa, etc.). Para 
fines de los noventa el índice de reformas estructurales (Straface y Basco: 2006:9) 
mostraba a Perú y Chile superando a Colombia y México pero por debajo de Brasil y 
Argentina, lo que indica que países del MERCOSUR siguieron la misma tendencia. 
Las reformas ampliaron la participación del sector privado en sectores reservados 
al Estado (privatizaciones), crearon entes reguladores para evitar que las empresas 
privatizadas abusaran posiciones casi monopólicas y modificaron el sistema im-
positivo para ampliar la base de recaudación. Esto promovió aumento de IED y 
exportaciones que cayeron en 1998 por las crisis del sudeste asiático y México, 
produjeron un retiro de capitales y disminuyeron la demanda internacional de 
exportaciones latinoamericanas (Straface y Basco, 2006:17). Las reformas de leyes 
comerciales permitieron la firma de TLC con países desarrollados para brindar con-
diciones competitivas a productos de exportación, proteger inversiones y favorecer 
alianzas público-privadas.
 La convergencia AP-MERCOSUR fue propuesta por Chile y se entiende 
que ambos grupos conservan su integridad sin “entrar a” o “pertenecer a”. Como 
MERCOSUR es una unión aduanera y AP un conjunto de acuerdos comerciales, 
su prioridad no son los aranceles sino cuestiones de infraestructura y migración 
junto con una “agenda corta” (facilitación de comercio, ventanilla única para ex-
portaciones, acumulación de origen, certificación electrónica) de interés para las 
empresas (Muñoz, 2015). A su vez, como los ACE de MERCOSUR con Chile, 
Colombia, Perú, miembros sudamericanos de AP, establecen una liberalización 
amplia para 2019, sólo falta negociar aranceles entre MERCOSUR y México. 
Las motivaciones para la convergencia van desde que el éxito económico de la AP 
aumentaría la demanda de bienes de MERCOSUR, pero también podría despla-
zarlos por bienes de otros mercados con los que AP tiene acuerdos comerciales 
(racionalidad económica) (Peyrani y Geffner, 2013:24), hasta la interpretación 
que ve el apoyo inicial de Brasil a la propuesta como “maniobra de distracción” 
de su gobierno para disuadir a sus socios de MERCOSUR de negociar bilateral-
26 En Petrocaribe el elemento comercial surgió de la necesidad de países importadores de petróleo 
venezolano de pagar sus deudas con bienes y servicios pero algunos de sus miembros tienen acuerdos 
Norte-Sur, que cuestionan la ideología del ALBA.
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mente con AP27 o México (Halperin, 2016) o un gesto de la presidenta chilena 
Michelle Bachelet para contentar el ala radical de su partido.
 La ECO-Zona-ALBA y AP-MERCOSUR se basan, respectivamente, en principios 
de complementación y convergencia, con una posición matizada por Brasil en MERCO-
SUR ampliado. Ambos principios aparecen en documentos de la ALADI pero correspon-
den a dos momentos históricos. Según el Artículo 11 del TRATADO DE ALADI (1980), 
sus acuerdos buscan “promover el máximo aprovechamiento de los factores de producción y 
estimular la complementación económica ” agrupando bajo este término a acuerdos bilate-
rales de países que se abren mutuamente sus mercados de bienes. Agrega que “apuntan a 
una apertura de mercados mayor a la de los Acuerdos de Alcance Parcial, pero menor que los 
Tratados de Libre Comercio. En este tipo de acuerdos se negocian todos los productos de ambos 
países.” Los ACE están abiertos al ingreso de otros miembros de ALADI que lo soliciten, 
pero no tienen alcance regional sino parcial. 
 La convergencia es entendida por ALADI como la “multilateralización progresi-
va de los acuerdos de alcance parcial ” para promover la integración por encima de la 
diversidad política y económica. Considerando que los acuerdos de alcance parcial 
se refieren a liberalización arancelaria, la multilateralización se produciría con la dis-
minución o supresión de aranceles. Esto confirma a ALADI como un organismo de 
integración para el regionalismo del siglo XX28 pero, a su vez, plantea a la convergen-
cia como etapa superior a la complementación. Convergencia y complementación 
no serían principios opuestos sino etapas de una evolución esperada y deseable que 
facilitaría el acercamiento entre acuerdos. 
 Destaca el hecho de que en el proceso de constituir un mercado común regio-
nal la ALADI ha ignorado la “integración hacia afuera”. Aunque en 1990 sobrevivía 
funcional y burocráticamente, era vista con indiferencia por sus miembros por su 
carácter “introvertido” que la hacía desarrollarse “segregada políticamente del mundo 
exterior”, sin personalidad propia, autonomía o participación en la integración ha-
cia afuera que los gobiernos se reservaban como parte de su soberanía (Magariños, 
1991:3-4). Actualmente, la ALADI enfatiza la “integración productiva” cuya función 
es, en algunos casos, la construcción de cadenas “nacionales” que se reivindican como 
“el viejo sueño de Prebisch y de la CEPAL en los años sesenta que inspira tanto al [sic] 
27 En 2013 el presidente uruguayo, José Mújica, declaró que MERCOSUR debía acercarse a la AP (“MUJICA 
SAYS MERCOSUR MEMBERS SHOULD HAVE MORE NEGOTIATING SPACE WITH THIRD PARTIES”, 
2013).
28 La ALALC buscaba la integración para estimular el crecimiento económico con protección de industrias 
locales, expansión de comercio intrarregional y creación de un mercado integrado. Al convertirse en 
ALADI siguió buscando desarrollar un mercado regional y protegiendo la industrialización sustitutiva de 
importaciones (ISI) (Estevadeordal, 2015:8-9).
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Aladi como al Mercosur, de la integración de la producción, de hacer bienes que sean 
latinoamericanos” (Juan Manuel Abal Medina, embajador argentino a la ALADI en 
“Estamos buscando la integración productiva”, 2014) y, en otros, se limitan al ámbito 
regional.
 Se ha puesto de moda promover la inserción en las cadenas globales de valor, pero hay 
que advertir que esa carrera por tratar de montarnos en el tren del progreso, puede negar-
nos la oportunidad… de promover las cadenas regionales de valor. La incorporación de la 
integración productiva como categoría orientadora,… debe estar acompañada de la com-
plementación productiva… (José F. Rivas Alvarado, embajador venezolano en ALADI 
en “Venezuela en ALADI”, 2015).
 En contraposición, el BID-INTAL habla de crear cadenas de valor regionales para 
diversificar exportaciones y constituir un mercado regional ampliado. Ellas aumen-
tarían la productividad, atraerían IED y serían una plataforma para exportaciones 
extra-regionales con mayor valor agregado. La diferencia entre MERCOSUR y AP 
es que el primero auspicia proyectos de integración productiva en rubros o sectores 
determinados a priori desde arriba29, mientras la AP armoniza reglas de origen y es-
tablece su acumulación para que las empresas aprovechen las oportunidades que esas 
medidas brindan, tendencias que podrían combinarse para crear y fortalecer cadenas 
de valor regionales (INTAL, 2016). Esto encuentra su correlato en la literatura sobre 
variedades de capitalismo o modalidades de economías de mercado, que confirma 
que Brasil/MERCOSUR y la AP aceptan premisas básicas de la economía capitalista 
pero difieren en los modelos de liberalismo adoptados –liberalismo alemán con pre-
sencia estatal en Brasil y liberalismo de la Escuela de Chicago con predominio del 
mercado en la AP– (Ramírez, 2012). 
 La ALADI plantea también la integración productiva América Latina-China, co-
herente con sus principios económicos porque en los TLC de China con Chile, Perú 
y Costa Rica predominan temas arancelarios y sólo se agregan servicios y, a veces, 
inversiones y movilidad de personas (Ferrando, 2016). Pero hay diferencias estructu-
rales y patrones de orientación al desarrollo de los países latinoamericanos que difi-
cultan una agenda común con China (Bittencourt, 2016). México y Centroamérica 
son menos dependientes de su comercio e inversiones porque se han integrado en 
cadenas con mayor valor agregado hacia los EE.UU. Sudamérica ha aumentado su 
dependencia, reflejada en el crecimiento de los productos primarios en sus exporta-
29 En el Preámbulo del Protocolo Adicional de MERCOSUR Adaptación Competitiva, Integración Productiva 
y Expansión Dinámica del Comercio (2006), se menciona la integración productiva y la expansión de 
flujos comerciales integrando cadenas de valor. Estas se basan en medidas voluntarias de restricción de 
exportaciones entre Brasil y Argentina, que remedien diferencias en productividad entre ambos mientras 
una comisión bilateral supervisaría el contenido nacional de los bienes intercambiados.
 Rita Giacalone
60 
ciones. La integración productiva con China atraería IED de ese origen pero, si sigue 
la tendencia actual, no agregaría valor a las exportaciones regionales (Stanley y Alon-
so, 2016:151).
 La convergencia AP-MERCOSUR tiene rasgos más amplios que la multilatera-
lización de acuerdos de alcance parcial de ALADI porque busca aumentar el poder 
negociador de la región, reforzar actividades productivas y comercio intrarregional 
y contrarrestar la caída de exportaciones extra-regionales (Rosales, 2014: 8, 28-30), 
además de dar protagonismo al sector privado. La declaración final de la reunión de 
ministros de Comercio AP-MERCOSUR (2014) (“Chile, un push MERCOSUR, 
Pacific Alliance toward convergence”, 2014) y el documento de los ex presidentes Da 
Silva y Lagos (2014) plantean aprovechar los vínculos creados entre empresas de am-
bos grupos. Como en 2013, las exportaciones de AP a MERCOSUR fueron similares 
en valor a las de MERCOSUR a AP e incluyeron productos con mayor valor agre-
gado (Rosales, 2014: 44, 56), la convergencia promovería comercio intra-industrial 
y cadenas productivas orientadas a mercados extra-regionales, que podrían usar los 
acuerdos comerciales de la AP (Rosales, 2014:53) al incluir acumulación de origen.
 Estos rasgos acercan los principios económicos de AP-MERCOSUR al enfoque 
de Baldwin (2006) acerca de cómo superar el riesgo de fragmentación del sistema de 
comercio mundial30 porque se asocia con su idea de multilateralizar el regionalismo 
en distintas etapas. La primera sería mediante acuerdos básicos (tratamiento nacional 
para inversionistas, transparencia, etc.) entre acuerdos regionales existentes, similar a 
la convergencia para preservar el regionalismo y dar mayor voz a países en desarrollo, 
mientras la OMC quedaría como foro de negociación multilateral (Baldwin y Thorn-
ton, 2008). 
 El interés por la “integración hacia afuera” ha estado presente en otros organismos 
latinoamericanos como la CEPAL (2013) que destaca su importancia en la post-crisis 
para hacer frente de forma regional a los mega-acuerdos, además de considerar que 
las cadenas productivas entre acuerdos de integración podrían ayudar a la región a 
mejorar su integración e inserción económica internacional31. La CEPAL (2013: 6) 
observa que coexisten cadenas orientadas hacia los EE.UU. (México y Costa Rica, 
industrias eléctrica, automotriz, aeroespacial, electrónica e insumos médicos) y otras 
orientadas subregionalmente –en bienes intermedios en Centroamérica (farmacéuti-
ca), entre Colombia, Ecuador y Perú en la CAN (petroquímica) y en MERCOSUR 
30 Fawcet (1995), Hurrell (1995) y Sunkel et al. (1999) contraponen multilateralismo y regionalismo, pero 
discuten si el regionalismo es un obstáculo o escalón hacia el multilateralismo. Baldwin explica la 
contraposición desde el punto de vista de la historia económica y propone cómo superarla.
31 De esta forma se insertaría en un contexto global en el cual, según la UNCTAD, casi 80% de las 
exportaciones mundiales se dan en cadenas de valor (Oddone, 2016).
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(automotriz)32–. Recomienda crear cadenas regionales y vincularlas con Asia-Pacífico 
aprovechando que, aunque Sudamérica tiene pocas de ellas, hay potencial para desa-
rrollarlas con más comercio intrarregional de bienes y servicios, inversiones y movili-
dad de personas. 
 Estas ideas continúan el pensamiento económico cepalino que en 1990 propuso una 
apertura gradual, selectiva y protegida por un tipo de cambio real elevado y estable y 
un proyecto de “competitividad auténtica” surgida del progreso técnico, la calificación de 
los trabajadores y una mayor equidad (Beteta y Moreno-BRID, 2012). Hay continui-
dad también con el primer pensamiento acerca del desarrollo productivo, de la inserción 
internacional y de la distribución de ingreso porque, según Beteta y Moreno-Brid 
(2012), CEPAL construyó sus ideas económicas revisando el acontecer regional y 
mundial, por lo cual, en cada etapa sus principios se sincronizan con la realidad glo-
bal. Esta característica aparece con Raúl Prebisch, su primer secretario general, para 
quien ninguna transformación permanente de la estructura productiva de países peri-
féricos podía ignorar la realidad económica extra-regional y la necesidad de insertarse 
de forma positiva en ella33. En la actualidad, para la CEPAL la integración productiva 
exige una industrialización que cree economías de escala y promueva la exportación 
(Rodríguez, 2006) porque la expansión y diversificación del comercio exterior otor-
gan poder negociador a la región en un contexto internacional asimétrico. 
 En resumen, los principios económicos de AP-MERCOSUR y MERCOSUR 
ampliado tienen similitudes pero la presencia en MERCOSUR de gobiernos del 
ALBA complica el panorama. La complementación de la ECO-Zona se vincula con 
el regionalismo del siglo XX, inspirado en ALADI, y la convergencia con el del siglo 
XXI, más cercano a principios de CEPAL y BID-INTAL. En ambos hay expresio-
nes de apoyo a la formación de cadenas regionales, pero MERCOSUR ampliado en-
frenta el problema de que el neo-desarrollismo brasileño genera divisiones entre sus 
miembros, y ALBA introduce un elemento ideológico de oposición a la liberalización 
comercial. Las diferencias en los principios pueden explicarse por lineamientos de 
economía política de los gobiernos que las proponen, los que pueden alterarse, pero 
también nacen de distintos estilos de reacción frente a presiones externas: confron-
tación en ALBA y pragmatismo en Brasil y AP, que se evidencian en sus narrativas 
32  En Brasil, solo el 5% de los insumos intermedios proviene de Sudamérica y el resto se importa de orígenes 
extra-regionales (CEPAL, 2013: 20, 22).
33 Prebisch planteaba la posibilidad de sustituir la lucha de clases por la cooperación y no apoyaba soluciones 
estatistas (como creación de empresas del Estado) para suplir carencias del sistema económico. El análisis 
de la experiencia empírica latinoamericana, le permitió destacar en los 50 la necesidad de desarrollar 
bienes intermedios industriales después que los mercados nacionales avanzaran en la ISI, porque si ésta 
se basa en restricciones aduaneras sólo produce expansión industrial horizontal y no su profundización en 
cadenas (Halperin Donghi, 2007: 59-60, 70).
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políticas. Estas ponen de relieve con mayor claridad los elementos que diferencian a 
las propuestas.
2. Narrativas políticas acerca de las propuestas
 La narrativa es el discurso político de actores estratégicos que se mantiene a lo 
largo del tiempo (Miskimmon et al., 2012) y expresa las ideas que buscan proyec-
tar para afectar creencias de otros o justificar sus acciones. Mediante ella los actores 
pueden enfrentar un medio discursivo hostil, manejar expectativas o extender su in-
fluencia. Se ocupa de los actores y del sistema internacional (“quiénes somos”, “qué 
tipo de orden queremos”) al dar sentido al pasado y el presente para alcanzar objetivos 
políticos, sugiriendo situaciones futuras y cómo alcanzarlas (Miskimmon et al., 2012: 
4). El llamado “institucionalismo discursivo” se ocupa del contenido sustantivo de las 
ideas y de los procesos que generan para explicar las preferencias y las estrategias de 
los actores y sus cambios (Schmidt, 2010:3). 
 En cuanto a la narrativa de la integración latinoamericana, Devés-Valdés 
(2007:19) se pregunta por qué avanza tan poco la integración latinoamericana si hay 
tanto acuerdo y su respuesta es que “la alta legitimidad que tiene el tema… otorga 
prestigio a quien lo utiliza, por lo que en demasiadas ocasiones no se aborda el tema para 
pensar el problema, sino para obtener legitimidad”. Como resultado, ese discurso ha 
construido “un mundo propio… más próximo de la literatura por el carácter épico” que 
de la realidad (González y Ovando, 2008:2-3). 
 Un ejemplo de brecha entre discurso y práctica de la integración es la creación del 
Parlamento de MERCOSUR (2006) (Medeiros y Dri, 2013), iniciativa aprobada sin 
apoyo de Paraguay y Uruguay –fue necesario aprobar fondos estructurales en el mis-
mo paquete para que la apoyaran– ni de Itamaraty y el Congreso brasileño. Predomi-
nó el proyecto del Ejecutivo brasileño por la necesidad de que MERCOSUR tuviera 
alguna utilidad luego del final del proceso negociador del Área de Libre Comercio de 
las Américas (ALCA) (2005), porque para Brasil era demasiado pequeño económica-
mente pero no era conveniente abandonarlo. Según un miembro del Comité Ejecu-
tivo del gubernamental Partido dos Trabalhadores (PT) (Medeiros y Dri, 2013: 58), 
MERCOSUR era “insuficiente” para la integración y UNASUR, más dinámico. Esta 
pérdida de importancia puede ser la justificación política de la ampliación de MER-
COSUR, aunque el discurso gubernamental siga exaltando a este como prioridad 
estratégica34. 
34 Las preferencias de MERCOSUR redujeron el “spillover” de información necesario para que sus miembros 
entrarán en mercados globales y disminuyeron la habilidad de sus exportadores para penetrar mercados 
distantes, por lo cual su extensión a Sudamérica sera una panacea para sus problemas (Nicita et al., 2003:449). 
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 Según Cascante (2014:38-42), las narrativas dicotómicas de política exterior de 
la región nacen de la fragilidad en los escenarios domésticos y la contradicción entre 
modelos de desarrollo. Alianzas y acuerdos convierten al discurso individual guber-
namental en colectivo y se traducen en el ámbito nacional como apoyo regional al 
gobierno, además de justificar los acuerdos que se firman cuando los modelos de 
desarrollo enfrentan oposición interna fuerte (Cascante, 2014:38-42). El Manifiesto 
Bicentenario (ALBA-TCP, 2010) de ALBA, que se presenta como carta de indepen-
dencia del modelo capitalista neo-liberal, destaca porque no presenta logros de políti-
ca exterior sino elementos del discurso político de los gobiernos firmantes (Cascante, 
2014:39-40), acumulando narrativas en un ejercicio retórico que destaca la superiori-
dad moral de ALBA en relación al resto de gobiernos y de acuerdos. 
 En comparación, la narrativa de AP carece de grandes contenidos simbólicos por-
que el lenguaje técnico y económico en el ámbito doméstico busca diferenciarla de 
ALBA como propuesta más práctica que grandilocuente (Cascante, 2014:40). Poste-
riormente, el discurso incluyó objetivos como disminuir pobreza y exclusión social, 
pero mantuvo el esfuerzo por distinguirse de ALBA, al incluir como requisitos de 
ingreso a la AP el respeto al estado de derecho, los derechos humanos y la separación 
de poderes (Declaración de Mérida, en Cascante, 2014:41) que, a su vez, le darían un 
carácter de superioridad moral. 
 Hay una brecha entre la narrativa oficial de la ECO-Zona y la convergencia 
AP-MERCOSUR. En la primera se mantiene la justificación moral superior y la re-
tórica, cuando en la XII cumbre del ALBA, Rafael Correa, presidente de Ecuador, 
afirmó que en América Latina “Se enfrentan dos visiones del mundo: el neoliberalismo, 
el libre comercio, y aquellos que creemos en el socialismo, en garantía de derechos, en zonas 
libres pero no para el libre comercio sino libre de hambre, libre de pobreza”. El presidente 
de Bolivia, Evo Morales agregó “este grupo de países de la Alianza del Pacífico deciden 
libre mercado, liberación de los servicios. ¿Qué quiere decir eso? Que los servicios básicos 
sean un negocio privado y no un derecho humano” (Núñez, 2013). 
 Sin embargo, un documento del Ministerio de Relaciones Exteriores de Ecuador 
(Ecuador. Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, s/f ) destaca que 
la ECO-Zona “confiere al Estado la responsabilidad de direccionar la configuración de 
las estructuras económicas nacionales para alcanzar un desarrollo justo, sustentable e in-
clusivo. La consecución de este objetivo está subordinado a reemplazar el concepto de com-
petencia por el de capacidades productivas regionales”. Según Hernández y Chaudary 
(2015:24), también puede ocurrir que en la negociación del ALBA con otros grupos 
surja un modelo revisionista híbrido (regionalismo estratégico, regionalismo social y 
regionalismo productivo) que no sea anti-capitalista ni anti-imperialista.
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 En la narrativa oficial de ALBA la ECO-Zona se presenta como profundización 
de la orientación revolucionaria “frente al regionalismo hegemónico” con una visión 
generalizada e indefinida de sus objetivos y alcance, sería:
Una zona económica de desarrollo compartido interdependiente, sobera-
na y solidaria, destinada a consolidar y ampliar un nuevo modelo alterna-
tivo de relacionamiento económico para fortalecer y diversificar el aparato 
productivo y el intercambio comercial, así como establecer las bases para 
los instrumentos de carácter bilateral y multilateral que las Partes suscri-
ban en esta materia, con miras a la satisfacción de las necesidades mate-
riales y espirituales de nuestros pueblos. (Acuerdo para la constitución del 
espacio económico del ALBA-TCP, 2012). 
 Pero el ACE 70 se apoya en una narrativa que promueve “el intercambio comercial 
de bienes intermedios que permitan el fortalecimiento y encadenamiento de sus aparatos 
productivos, favoreciendo al desarrollo de la vocación exportadora del bloque hacia terce-
ros países” (ACE 70 Art. 2, en Briceño Ruiz, 2014:165). Para ello propone: 
Alianzas de complementariedad de encadenamientos productivos, explo-
rando las formas de asociación que para cada proyecto resulten más apro-
piadas, impulsando la participación de las unidades productivas comuna-
les, indígenas originarias, campesinas, cooperativas, pequeñas y medianas 
empresas, de propiedad social, estatal y privada, y demás tipos de empren-
dimientos (ACE 70 Art. 2, en Briceño Ruiz, 2014:166)35. 
 Esta dualidad se observa también en el discurso venezolano acerca de su partici-
pación en MERCOSUR y UNASUR, que considera a esta última un mega-proyecto 
de desarrollo económico:
Para combatir la pobreza, para generar empleo que a su vez expande el 
mercado interno […]. “Para ello se necesita un plan coherente de indus-
trialización, la preparación de gente especializada para aumentar la pro-
ductividad…” porque “…en la medida en que se desarrollen las bases ma-
teriales de UNASUR tendrá poderío, también mayor presencia, mayor 
peso específico en escenarios internacionales” (“Discurso de Alí Rodríguez 
en la entrega de la secretaría de UNASUR”, 11 de junio de 2012”, 2012, 
en Giacalone, 2013a:149). 
 Esto contribuye a oscurecer diferencias entre ALBA y UNASUR que se aseme-
jan en el predomino de lo político sobre lo económico pero divergen porque ALBA, 
35 http://www.cries.org/wp-content/uploads/2014/11/6-Briceno.pdf 
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basada en la afinidad ideológica, es excluyente, mientras UNASUR se restringe geo-
gráficamente pero puede cambiar si cambian las circunstancias políticas (Diamint, 
2013:63-64). La variedad de narrativas venezolanas se debe a que se ve a MERCO-
SUR/UNASUR como núcleo de una patria grande latinoamericana opuesta a la 
hegemonía de los EE.UU., una visión no compartida por otros miembros de esos 
acuerdos (Peña, 2007), que obliga a Caracas a moderar su discurso proponiendo nue-
vas aristas. Esto se refleja también en su visión de un MERCOSUR ampliado que 
incluya a Cuba (“Cuba busca acuerdos con el MERCOSUR, donde se estrena Vene-
zuela”, 2006:28) mientras otros (González Núñez, 2013, representante paraguayo al 
Parlamento de MERCOSUR) hablan de construirlo “con la concurrencia de todos los 
países que constituyen la ALADI”.
 En la narrativa oficial de la AP sobre la convergencia, los actores gubernamentales 
enfatizan distintos aspectos. En la narrativa chilena, Heraldo Muñoz (2014) la pre-
senta como útil para: 
Fortalecer nuestra voz y la capacidad de negociación de toda la región a nivel 
global. Una región dividida entre el Atlántico y el Pacífico no nos favorece, nos 
debilita... De hecho, nuestra condición bioceánica es una ventaja estratégica, 
porque nos conecta con los principales centros de producción y de consumo a 
nivel mundial. Como sostuvo una vez la presidenta Dilma Rousseff, “nuestro 
continente tiene la suerte de ser bañado por dos océanos, el futuro de América 
Latina depende de nuestra capacidad de unir esos mares. 
Desde un comienzo hemos hablado de la convergencia en la diversidad. En 
vez de iniciativas refundacionales que no tienen un sustento real, adoptemos 
un enfoque gradualista, un enfoque flexible, un enfoque pragmático, de com-
plementación. De eso se trata al final, partiendo por un trabajo conjunto en 
aquellas áreas donde existan comunidad de intereses36.
Cómo enfrentar el desafío de China y Asia. Podemos hacerlo separadamente 
y, seguramente, lo seguiremos haciendo. Pero… sería más ventajoso si Amé-
rica Latina lo hiciera de manera conjunta. Ellos tienden a visualizarnos de 
manera conjunta… entre las encuestas… sobre imagen país, hay una que rea-
liza la empresa Nation Brands Index. Según sus resultados, desde fuera de la 
36 Muñoz (2014) reconoce que “como lo ha consignado la CEPAL se podrían regionalizar los temas menos 
conflictivos, a fin de construir un activo de base para posteriores desarrollos”. Como ejemplo coloca la 
acumulación de origen, “un poderoso incentivo a la integración productiva entre los países miembros de 
ambas agrupaciones. Este mecanismo ya existe entre los Miembros del MERCOSUR y será aplicable 
entre los miembros de la Alianza del Pacífico una vez que entre en vigor el Protocolo Adicional al Acuerdo 
Marco”, protocolo que entró en vigencia en mayo de 2016.
 Rita Giacalone
66 
región todos los países latinoamericanos somos vistos más o menos iguales. No 
hay una mayor diferenciación… Se nos mira, para bien o para mal, como 
latinoamericanos en todas las categorías. Y, por lo tanto, las posibilidades de 
destacarnos, de sobresalir, son relativamente limitadas. Así, pareciera mucho 
más interesante apostar a maximizar la imagen de la región conjuntamente 
con la imagen nacional”.
 Mientras tanto, según el presidente de Colombia Juan Manuel Santos, la AP 
quiere “encontrar complementariedades con Brasil” y América Latina. Su interés “es 
poder trabajar de la mejor forma posible con Brasil” y “recordó que todos los miembros 
juntos tienen el mismo tamaño que el gigante suramericano” (“Rousseff quiere una inte-
gración MERCOSUR/Alianza del Pacífico”, 2015). 
 El canciller mexicano José Antonio Meade considera que el diálogo con MERCOSUR 
debe realizarse “bajo este mismo espíritu de regionalismo abierto y flexibilidad” (06.07.2014) 
(González Ríos, 2014: 23). “…No hay un esfuerzo de integración latinoamericana que no 
tenga a Brasil al centro, pero no se entiende Latinoamérica tampoco sin México” (“México 
fortalece su relación con países de América Latina”, 2015).
 Aunque sus gobiernos apoyan políticas económicas y modelos de desarrollo si-
milares, la narrativa tiene matices nacionales: a Colombia y a México les interesa una 
aproximación a Brasil y a Chile, a MERCOSUR en general. Para Colombia el peso 
colectivo de la AP fortalece su posición negociadora con Brasil. Mientras México señala 
que continuará apoyando el regionalismo abierto37, Chile insiste en que la AP no es 
ideológica para contentar a sectores del partido gubernamental opuestos a la misma. 
 En MERCOSUR las respuestas de los gobiernos a la convergencia tienen tam-
bién matices nacionales que en Argentina cambiaron después de la elección presiden-
cial de 2015. Previamente, Héctor Timmerman, ministro de Relaciones Exteriores de 
Argentina, aludía a la unión latinoamericana como objetivo final de la integración, 
destacaba los acuerdos arancelarios entre miembros sudamericanos de AP y MER-
COSUR e insistía en la necesidad de integrarse regionalmente antes de insertarse 
hacia afuera en su discurso en la reunión ministerial AP-MERCOSUR (2014). En la 
misma ocasión, Luiz Alberto Figueiredo, ministro de Relaciones Exteriores de Brasil, 
destacaba la convergencia como forma de profundizar la integración en infraestruc-
tura de Sudamérica, tema geopolítico y geoeconómico importante para su gobierno, 
37 Rodríguez (2014) considera, sin embargo, que la AP busca un mercado común para aumentar su comercio 
con Asia mediante la inserción en cadenas productivas globales, mientras el regionalismo abierto de los 
90 buscaba aumentar el comercio intra-bloque sin cerrarse. El objetivo actual no es ajeno al hecho que, 
según entrevista de Cepeda (2015: 21) a Ricardo Lagos, la AP se gestó a partir de la colaboración entre 
empresarios chilenos y peruanos interesados en Asia-Pacífico. 
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sin mencionar a México (Chile. Dirección General de Relaciones Económicas Inter-
nacionales. 2014, pp. 30-32 y 36-37, respectivamente). 
 En 2016, el nuevo presidente argentino, Mauricio Macri, asistió a la cumbre de 
la AP y declaró que había que “converger hacia la Alianza del Pacífico”, mientras el 
ministro uruguayo, Nin Novoa, se manifestó en forma similar. Sin embargo, no se 
ha avanzado porque se acordó con el gobierno brasileño de Michel Temer que cual-
quier decisión sobre MERCOSUR exige un acuerdo previo Argentina-Brasil (Mon-
tiel, 2016). El Comunicado Conjunto Argentina-Brasil (3 de octubre, 2016) muestra 
interés por el diálogo con la AP en facilitación de comercio, cooperación aduanera, 
promoción comercial e intercambio de información sobre iniciativas que Argentina y 
Brasil desarrollen con los países que la integran. Se considera estratégica la inserción 
competitiva de MERCOSUR en cadenas globales de valor, mediante la ampliación 
y profundización de los acuerdos comerciales del bloque, mencionándose negocia-
ciones con la UE, Canadá, EFTA, Corea, India y SACU (Argentina. Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto, 2016), sin mencionar a México o la AP. El presidente 
brasileño, después de la elección de Donald Trump como presidente de los EE.UU., 
destacó que podría beneficiar a Brasil y afectar negativamente a México (Horta, 
2016), indicando que pese al cambio de gobierno, Brasil mantiene su objetivo de 
construir a Sudamérica como región política y económica separada de América Lati-
na debido a su rivalidad con México. 
 A pesar de que las narrativas de ALBA (formación de mundo multipolar y an-
ti-hegemónico, importancia de autonomía e integración energética) y AP (importan-
cia del sector privado y los TLC para el desarrollo y la inserción global) corresponden 
a polos opuestos, ambos grupos ubican el horizonte de la integración más allá de 
Sudamérica, no son contiguos geográficamente, tienen costas pacíficas y atlánticas 
y acuerdos Norte-Sur los de AP y varios de ALBA (Nicaragua, Dominica, Antigua, 
entre otros), pero la asimetría es mayor entre miembros de ALBA que de la AP. En las 
narrativas de MERCOSUR y AP se habla de construir cadenas de valor regionales: en 
MERCOSUR, gobiernos y técnicos determinarían sectores y rubros, mientras en AP 
la acumulación de origen y la facilitación de negocios permitirían actuar a las empre-
sas, lo que podría llegar a combinarse. En ALBA las menciones son esporádicas y no 
especifican cómo se darían.
 En cuanto a la narrativa de MERCOSUR ampliado, Paraguay casi no lo menciona 
pero en la presidencia de José Mujica, Uruguay destacó el concepto “patria grande” 
sobre el que se asienta. La mayor parte del discurso es brasileño (especialmente cuando 
Guimarães fue Alto Representante de MERCOSUR), venezolano y argentino, y hay 
similitudes entre ellos antes de 2016. En las cumbres presidenciales de MERCOSUR 
de 2012 y 2013 la presidenta argentina Cristina Kirchner llamó a ampliar 
 Rita Giacalone
68 
MERCOSUR (Fredo, 2012). En 2013 la presidenta de Brasil, Dilma Rousseff, se 
refirió a “la nueva América del Sur que estamos construyendo”… “como parte de un 
proyecto mayor” que aumente la interdependencia entre sus economías para establecer 
un mercado ampliado con marcos regulatorios comunes, imprescindible para la 
estabilidad de la región (Discurso da Presidenta da República, Dilma Rousseff…, 
2013). Sin embargo, después de la asunción a la presidencia de Michel Temer, 
Itamaraty publicó un comunicado rechazando la injerencia de ALBA en la política 
doméstica brasileña (Martins, 2016), que augura poco apoyo para seguir ampliando 
MERCOSUR con miembros de ALBA. 
 
3. Discusión y conclusiones 
 En la actualidad, las condiciones del comercio internacional han superado la ar-
quitectura regional que la ALADI y acuerdos como MERCOSUR diseñaron en el si-
glo XX. Si en la primera década del siglo XXI eso se tradujo en ampliación horizontal 
de los objetivos de los acuerdos existentes y creación de otros más políticos que eco-
nómicos, los impactos negativos de la crisis y el reacomodo global que se vislumbra 
para la poscrisis enfatizan la necesidad de conectar acuerdos e incorporarles nuevos 
temas económicos (Estevadeordal, 2015:8-9). Las propuestas planteadas se dan en un 
contexto económico negativo, mientras las anteriores lo hicieron en un contexto de 
auge económico, que muestran la importancia de las fuerzas externas en la región. 
 Convergencia y complementación combinan intereses económicos y políticos y 
se apoyan en planteamientos cercanos a CEPAL y ALADI, respectivamente. El hecho 
de estar formada ALADI por representantes de los gobiernos de turno la limita a se-
guir sus posiciones pero abre la posibilidad de que los cambios en Argentina y Brasil 
influyan en ella, especialmente porque la convergencia está prevista en su articulado. 
CEPAL, formada por técnicos, presenta posiciones más cercanas al ámbito global que 
al regional. En última instancia, la decisión entre convergencia o complementación 
sigue en manos de Brasil/MERCOSUR.
 Brasil enfrenta ahora la opción entre la ampliación de MERCOSUR y la con-
vergencia con la AP. La primera forma parte de objetivos constantes de su política 
exterior porque, además de la expansión de sus exportaciones y empresas, a Brasil el 
MERCOSUR le sirvió para mejorar relaciones con Argentina y el ingreso de Venezue-
la para estabilizar a la región atrayendo al ALBA (Malamud y Rodríguez, 2013:177). 
Aunque MERCOSUR perdió importancia económica para Brasil después de la crisis 
argentina de 2001 (Vigevani y Ramanzini, 2011:331-334), continúa teniendo valor 
para su proyección regional por los éxitos relativos alcanzados desde su creación. 
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 La convergencia se presenta como una alternativa económica válida para Brasil 
cuando su gobierno debe redefinir cómo insertarse globalmente y si, en el proceso, 
abandonará un horizonte sudamericano controlable por otro latinoamericano donde 
compartiría liderazgo con México, con quien compite dentro del orden regional. En 
2011, Izquierdo y Talvi hablaban de una región latinoamericana con dos velocidades, 
dividida en el Grupo Brasil, economías emergentes orientadas hacia China, y el Gru-
po México, economías orientadas hacia los EE.UU. En ese momento se planteaba 
que el Grupo Brasil se había recuperado más rápido de la crisis global, pero en la ac-
tualidad el Grupo México parece aguantar mejor en términos relativos la segunda ola 
de la crisis, inaugurada en 2012 con la desaceleración china y la caída de los precios 
petroleros y otros commodities. 
 Los problemas económicos y políticos del gobierno de Brasil, después de la desti-
tución de su presidenta, pueden favorecer la convergencia si lo llevan a buscar apoyo 
doméstico con posiciones económicas pragmáticas y el debilitamiento de sus vínculos 
con grandes empresas las vuelve más activas en la búsqueda de oportunidades inter-
nacionales. Ya algunas manifestaciones del gobierno brasileño del PT (2013-1016) 
parecieron favorecer la convergencia. Según el secretario de Comercio Exterior de 
Brasil, el Plan Nacional de Exportaciones (2015) representa un “cambio de paradig-
ma” porque traslada el énfasis del comercio con sus socios a la ampliación del comer-
cio con otros mercados con medidas de facilitación de negocios, etc. También los 
acuerdos de facilitación de inversiones que Brasil está negociando (“Queremos nego-
ciar con todos los países”, 2015: 5, 6-7) pueden intensificar la participación de empre-
sas brasileñas en cadenas de valor. 
 Sin embargo, el gobierno del PT puede no haber tenido interés real en la conver-
gencia. En 2015, la Presidencia Pro Tempore de Brasil en MERCOSUR elaboró un 
Plan de Acción que proponía profundizar los acuerdos firmados entre MERCOSUR 
y Chile, Colombia y Perú, sin abordar las relaciones con México (D’Elia y Ramos, 
2016). Se asemejaba a la propuesta brasileña de 2014 de otorgar a los miembros sud-
americanos de la AP tarifa cero para recuperar Brasil el rol de líder de la integración 
sudamericana (Jardim, 2014) o evitar que otros miembros de MERCOSUR asumie-
ran posiciones favorables a la AP (Halperin, 2016). Esto podría significar que Brasil 
aspira a continuar la ampliación de MERCOSUR para superponerlo con UNASUR, 
pero incorporando a miembros sudamericanos de la AP antes que a los del ALBA y 
manteniendo afuera a México.
 De todas formas, la presencia de gobiernos del ALBA en MERCOSUR y la crisis 
política y económica brasileña, que otorga prioridad a cuestiones domésticas, siguen 
obstaculizando la convergencia. Esto nos llevó a incluir en el Cuadro 1 un cuarto 
escenario –la no negociación–, que tiene repercusiones negativas para América Latina 
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al retrasar decisiones necesarias acerca de las relaciones Brasil-México que ubiquen 
mejor a la región en un contexto postcrisis dominado por mega-acuerdos. 
 Una visión positiva de la convergencia, aunque necesite tiempo para desarrollar-
se, contrasta con la opinión de Turzi (2014: 81) quien señala que, aunque MERCO-
SUR y AP no sean “incompatibles o antinómicas”, responden a intereses de coaliciones 
políticas en pugna. Por lo tanto, “no son las diferencias, sino la decisión política de hacer 
de ellas irreconciliables divergencias lo que marcará un curso de mayor fragmentación” 
(Turzi, 2014: 84)38. Pero esas coaliciones políticas están cambiando y muestran que 
los que se interpretaron como cambios estructurales en la primera década del siglo 
XXI podrían ser solo coyunturales. 
 Aunque en un contexto global tan fluido como el actual es difícil establecer esce-
narios válidos, se concluye que los principios económicos de los acuerdos latinoame-
ricanos de integración y de comercio pueden combinarse, exceptuando los de ALBA. 
El mayor obstáculo para la reconfiguración regional es una narrativa política basada 
en la confrontación y la dicotomía porque en ella predominan visiones enfrentadas 
que establecen dos polos: el de gobiernos que consideran negativa a la liberalización 
comercial y contraria al desarrollo regional y el de los que apoyan el regionalismo 
abierto y comparten su interés por la integración regional con la firma de acuerdos 
comerciales Norte-Sur. En una posición intermedia estaría la narrativa del MERCO-
SUR ampliado, si se reorienta desde el ALBA a los países sudamericanos de la AP, lo 
que indica que entre los extremos que existen aparecen también zonas intermedias 
que pueden conformar puentes para la reconfiguración regional. La diversidad de 
experiencias económicas latinoamericanas no desaparecerá con propuestas de conver-
gencia o complementación, pero la primera tiene la ventaja de hacer aceptable la di-
versidad, disminuyendo el impacto de narrativas políticas dicotómicas que alimentan 
y exacerban conflictos intrarregionales. Inclusive si ninguna propuesta se materializa 
a corto plazo, analizar sus principios y narrativas contribuye a identificar potenciales 
puntos de convergencia.
38 TURZI considera también que la AP subestimó la importancia de la integración regional latinoamericana 
y sobrestimó la importancia del grupo para Asia-Pacífico. En nuestra perspectiva, la convergencia 
puede corregir esos problemas y el de los gobiernos del MERCOSUR que apostaron a continuar con el 
regionalismo hacia adentro aunque no respondiera a sus necesidades específicas.
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IMPLICACIONES DE LA RECONFIGURACIÓN
DEL ORDEN REGIONAL LATINOAMERICANO: 
¿HACIA MÁS Y MEJOR DESARROLLO?
Amalia Stuhldreher
Introducción
 La proliferación y superposición de iniciativas diversas de integración regional ha 
impregnado el comienzo del siglo XXI en América Latina, aunque reconoce antece-
dentes en la historia del subcontinente. Considerando las últimas décadas, se constata 
que tras la fase del “regionalismo abierto” de los ´90 (con la creación del MERCO-
SUR y el relanzamiento del Pacto Andino a través de la Comunidad Andina de Na-
ciones, así como del Sistema de Integración Centroamericano SICA), el comienzo 
del nuevo siglo fue testigo del surgimiento de lo que se dio en llamar el “regionalismo 
post-hegemónico” o “post-liberal” (Tussie, 2009), con la superposición de iniciativas 
como la Unión de Naciones Sudamericanas (UNASUR), ALBA (Alianza Bolivariana 
para los Pueblos de Nuestra América), la CELAC (Comunidad de Estados de Lati-
noamérica y el Caribe) y finalmente la emergencia de la Alianza del Pacífico. Respec-
to a dicha diversidad de paradigmas de integración competitivos existen diferentes 
interpretaciones en términos de sus implicaciones. Por otra parte, tampoco existen 
interpretaciones concordantes respecto a si se estaría frente a una fase de transición o 
si se tendería a una mayor convergencia.
 El presente trabajo busca contribuir a la discusión respecto a las implicaciones 
de esta convivencia de modelos diversos del llamado “regionalismo descentralizado” 
en términos de la reconfiguración de la gobernanza u orden regional: se considera 
aquí la incidencia de dicha reconfiguración “hacia adentro” de la región, así como su 
posible incidencia “hacia afuera”, de cara al orden internacional global. El objetivo 
planteado es procurar dilucidar si esta reconfiguración en ambos planos es funcional 
a la promoción de modelos y estrategias de desarrollo que contribuyen a superar las 
brechas históricas que caracterizan a la región latinoamericana. Se procura así avanzar 
en la discusión de la vinculación entre integración regional y desarrollo, que curiosa-
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mente ha sido poco debatida en las últimas décadas, pese a que en las declaraciones 
y documentos oficiales de los distintos esquemas regionales en forma recurrente se 
invoca la necesidad de promover el desarrollo de sus países miembros.
 Teniendo en cuenta este objetivo, en la primera parte del presente trabajo se hará 
referencia al debate de los últimos años respecto al devenir de los procesos de inte-
gración en América Latina, con la mencionada proliferación de esquemas diversos 
(Nolte, 2014:2). Dado que el objetivo de las presentes reflexiones radica en dimen-
sionar los efectos de multiplicidad de esquemas regionales de cara a la consecución de 
avances en materia de desarrollo, en segunda instancia se buscará establecer un nivel 
de análisis que permita superar la diversidad de conceptualizaciones del desarrollo 
que se asumen desde los diferentes esquemas regionales y sus países miembros. A los 
fines de este trabajo y dado su carácter inclusivo y universal, se tendrá en cuenta en 
especial el proceso de la Agenda Post-2015, con la definición de los nuevos Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) proclamados por la Asamblea de las Naciones Uni-
das en septiembre de 2015 como forma de dar continuidad y profundizar las metas 
planteadas en 2000 con los Objetivos del Milenio (ODM). A partir de ello, en tercer 
lugar se discutirá en qué medida la superposición de iniciativas diversas afecta la con-
figuración de la gobernanza regional ‘hacia adentro’ y ‘hacia afuera’ y de qué forma 
estos procesos permiten la consecución de ‘más y mejor desarrollo’ para los países de 
la región latinoamericana. Finalmente, a manera de conclusiones se esbozan algunas 
perspectivas a futuro en materia de desarrollo humano sustentable, en función de los 
procesos y los factores condicionantes analizados.
1. La reconfiguración del orden regional latinoame-
ricano a comienzos del siglo XXI
 Como ya se mencionó en un comienzo, para América Latina el inicio del siglo 
XXI se vio marcado por la proliferación y superposición de iniciativas diversas de in-
tegración regional, un fenómeno que, si bien reconoce antecedentes en la historia del 
subcontinente, en esta fase adquiere nuevas características por el carácter simultáneo 
de la emergencia de las diversas propuestas. 
 Consecuentemente, durante los últimos años el debate sobre el devenir de los 
procesos de integración fue atravesado precisamente por la controversia respecto a la 
proliferación de esquemas diversos, sin que se diera un consenso acerca de su caracte-
rización y respecto a las consecuencias de dicha superposición para el orden regional 
latinoamericano. Al respecto, resultan interesantes los aportes de Detlef Nolte (2014) 
y Jorge Garzón (2015): tomando como punto de partida la diversidad de esquemas 
regionales, dichos autores procuran una sistematización de las distintas interpreta-
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ciones sobre este fenómeno (que Garzón denomina el “paradigma de los modelos de 
integración competitivos”). Así, por una parte, el autor identifica una vertiente crí-
tica (Malamud/Gardini, 2012:117) que subraya la segmentación y superposición de 
proyectos e iniciativas que atentarían contra una integración exitosa. Según esta pers-
pectiva, el “regionalismo descentralizado” con sus múltiples membresías y lealtades 
inevitablemente crearía fricción entre diferentes proyectos, lo que generaría conflictos 
de normas y divisiones. Matizando esa visión, desde una perspectiva menos determi-
nista, otros autores visualizan una tendencia hacia una mayor diversificación de orga-
nizaciones regionales, aunque sin lograr un acuerdo respecto a si se trata de una fase 
de transición (Sanahuja, 2008/2009) o si en realidad se estaría tendiendo hacia una 
mayor convergencia (Tussie, 2009). Finalmente, un tercer grupo de autores enfatizan 
el potencial positivo de la pluralidad de organizaciones regionales, postulando que la 
amplitud de opciones les permitiría a los Estados latinoamericanos elegir la estructura 
de cooperación que mejor se adaptara a sus intereses nacionales y a sus respectivas 
prioridades de política exterior, minimizando el riesgo de juegos de suma cero en la 
interacción entre los Estados (Nolte, 2014).
 Como señalan tanto Nolte como Garzón, las tres corrientes identificadas se dife-
rencian, por un lado, al momento de discutir las implicaciones negativas o positivas 
de la nueva configuración regional. Pese a esto, parten de una aseveración común res-
pecto a la existencia de modelos de integración regional divergentes e incluso incom-
patibles, que coexisten y compiten entre sí. En oposición a este paradigma comparti-
do aún con los matices señalados, Garzón postula que la cuestión de la proliferación 
de esquemas puede ser mejor comprendida si se tienen en cuenta las interfases entre 
el denominado “regionalismo postliberal” o “post-hegemónico” (con organizaciones 
tales como la UNASUR o el ALBA) y la crisis de los esquemas de “regionalismo 
abierto” (tales como el MERCOSUR o la Comunidad Andina). En esta interpreta-
ción, ambos fenómenos constituyen en realidad el resultado del mismo proceso de 
adaptación de las estrategias de los Estados latinoamericanos que adecúan sus po-
líticas exteriores a la economía política de un mundo multipolar (Garzón, 2015: 2; 
Nolte, 2014:4).
 Desde esa visión, se postula que la progresiva emergencia de una economía po-
lítica multipolar en el sistema internacional produce una modificación disruptiva 
fundamental, modificando radicalmente la estructura de incentivos que alguna vez 
impulsó el surgimiento de vínculos propios del “regionalismo abierto”, dificultando o 
inviabilizando aquella estrategia de inserción internacional. Pese a esto, el surgimien-
to del “regionalismo post-hegemónico” tampoco superaría ni trascendería el “regio-
nalismo abierto”, ya que no asumiría aspectos fundamentales como la provisión del 
acceso a los mercados internacionales o de inversiones extranjeros directas (IED), que 
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continúan siendo de vital importancia para los Estados latinoamericanos de cara a 
sus objetivos de desarrollo, tal como lo fuera en el pasado. El autor señala que, por el 
contrario, este puñado de temas (inversiones y comercio) que fueran de incumben-
cia del “regionalismo abierto” serían asumidos progresivamente (aunque con ritmos 
irregulares) por la relativamente nueva institución del “regionalismo cruzado”,39 que 
al contrario de lo que usualmente se afirma, evitaría los altos costos políticos del “re-
gionalismo Norte-Sur” a través de la triangulación comercial con socios comerciales 
extra-regionales. 
 Como implicancia de esta proposición puede deducirse que, habiendo sido las 
organizaciones regionales “relevadas” de la búsqueda de acuerdos comerciales y de 
inversión, existe una menor necesidad de coordinación económica interestatal, pu-
diendo los Estados socios focalizar los asuntos políticos. En función de ello, Garzón 
postula que no nos encontraríamos frente a la proliferación de modelos divergentes 
y competitivos de integración regional, sino de un “desacoplamiento” de la función 
económica del regionalismo de sus dimensiones sociales, políticas y de seguridad 
(Garzón, 2015:2).
 Para contrastar estas afirmaciones, en términos de contextualización resulta re-
levante señalar que, como afirma Giacalone (2015), si bien los cambios ocurridos 
durante la primera y la segunda década del siglo XXI ponían en duda la estabilidad 
de una arquitectura regional que no lograba negociar los conflictos, los indicios más 
recientes permitirían hablar de una fase de convergencia regional a partir de un reno-
vado impulso a los aspectos económicos y comerciales de la integración y el abando-
no de las posturas ideológicas más extremas (Giacalone, 2015:69-70)40.
2. La Agenda Post-2015 y los nuevos ODS como paráme-
tros de desarrollo
 Considerando el contexto de proliferación de iniciativas de integración regional 
en América Latina, que caracteriza el inicio del siglo XXI, este trabajo busca discutir 
39 Según la conceptualización sugerida por Garzón (2015: 9), el regionalismo cruzado constituiría el 
instrumento de política exterior económica más rápidamente extendido en el mundo: para 2010 ya 
representaba la mitad de los acuerdos preferenciales de comercio. Concretamente el concepto hace 
alusión a acuerdos de comercio entre países que pertenecen a diferentes regiones del mundo, desafiando 
la noción que la integración económica puede proceder solamente del nivel regional o multilateral. A 
diferencia del “inter-regionalismo” (entre bloques o regiones), el regionalismo cruzado refiere a políticas 
llevadas adelante en forma individual por Estados. Asimismo, se trasciende la agenda tradicional de 
liberalización comercial multilateral para incluir mecanismos de consulta política. Para ejemplos de la 
participación de países latinoamericanos en el llamado ‘regionalismo cruzado’ véase: Garzón 2015: 12. 
40 La autora se refiere aquí a la apertura de los regionalismos excluyentes (si el MERCOSUR se abre a la 
Alianza del Pacífico y si el ALBA supera sus constricciones ideológicas para abrirse al MERCOSUR).
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en forma exploratoria sus implicaciones o efectos eventuales en la consecución del 
desarrollo integral de los países latinoamericanos. Cabe señalar en ese sentido, que 
al menos en términos de las posturas oficiales, históricamente los instrumentos de 
integración de los diferentes esquemas, aún con sus matices diversos, han sido vi-
sualizados como herramientas para el logro de un mayor bienestar de la población 
y un desarrollo integral de las economías de los países involucrados en los diferentes 
proyectos. En ese sentido, la integración no constituía un fin en sí mismo, sino que 
se convertía en un medio o instrumento que podía contribuir a la superación de 
los rezagos en materia de desarrollo. De todas formas es llamativo constatar que en 
las últimas décadas la vinculación entre integración regional y desarrollo no ha sido 
objeto de debate profundo, pese a la potencialidad de los esquemas regionales en la 
superación de los rezagos que aún caracterizan al subcontinente. 
 Parte de la explicación de esta situación puede radicar en la divergencia en la de-
finición y conceptualización del desarrollo como tal dentro del espectro de las nacio-
nes latinoamericanas y sus diferentes esquemas regionales. En ese sentido, a título de 
ejemplo contemporáneo, puede mencionarse la contraposición entre la propuesta de 
las Naciones Unidas, apoyada por Brasil, de avanzar hacia una “economía verde en el 
contexto de desarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza” (CEPAL, 2011: 11-
12) y algunos paradigmas de desarrollo alternativos tales como el modelo del “buen 
vivir” (“Sumak Kawsay”, en quechua ecuatoriano, equivalente al “Suma Qamaña” en 
el aymará boliviano, con diversas sinonimias en distintos idiomas originarios), que 
fue introducido en las Constituciones de algunos países andinos.
 En virtud de dichas diferencias de enfoques y considerando los objetivos plan-
teados para este trabajo, resulta relevante encontrar un plano de acción en materia de 
desarrollo que sea lo suficientemente incluyente en términos de países así como de 
relevancia temática y política que consiga convocar y aunar esfuerzos en materia de 
desarrollo humano sustentable. Dada su actualidad e importancia para dimensionar 
conceptualmente los logros en materia de desarrollo y avanzar en su implementa-
ción, este trabajo tiene en cuenta en especial el proceso de la Agenda Post-2015, con 
la definición de los nuevos Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) proclamados 
por la Asamblea de las Naciones Unidas en septiembre de 2015. Ellos representan 
la intención de dar continuidad y profundizar las metas planteadas en 2000 con los 
Objetivos del Milenio (ODM)41.
41 La Declaración del Milenio de las Naciones Unidas fue firmada en septiembre de 2000, comprometiendo 
a sus países miembros a luchar contra la pobreza, el hambre, la enfermedad, el analfabetismo, la 
degradación del medioambiente y la discriminación contra la mujer. Como resultado de dicho compromiso 
surgieron los ODM, que abarcan 8 objetivos y 21 metas, que orientarían la acción de los países y la 
cooperación internacional en materia de desarrollo hasta el 2015. 
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 Cabe señalar que en el contexto de cambios intensos y rápidos del sistema inter-
nacional, para comienzos del siglo XXI los países de América Latina y el Caribe ya 
debían enfrentar desafíos en materia de desarrollo que adquirían una complejidad 
que no se condecía exactamente con la agenda de los ODM definida por las Naciones 
Unidas. Al respecto, no puede olvidarse que los logros de un número importante de 
países parecían dejar atrás algunos problemas clásicos del desarrollo latinoamericano. 
Por el contrario, se planteaban otros problemas característicos de los países de renta 
media, con sus consiguientes “trampas”, a los que se sumaban problemáticas transna-
cionales tales como el cambio climático, la seguridad energética, la estabilidad finan-
ciera o los mercados alimentarios. En función de eso, sus prioridades en materia de 
agenda de política exterior y prioridades de cooperación resultaban disímiles de caso 
en caso (Sanahuja, 2015:74). Por otra parte, los ODM fueron cuestionados por su 
enfoque minimalista y escasamente integrado del desarrollo, el progreso y el bienes-
tar, que hubiera debido incluir la eliminación de las brechas en materia de igualdad, 
exclusión social y degradación ambiental. En ese sentido, los ODM no hicieron men-
ción de problemas como el acceso a la energía, biodiversidad, el empleo, la desigual-
dad y la inclusión social. En particular, sus críticos enfatizan su agenda prescriptiva 
dirigida a los países en desarrollo, sin aspiraciones para convertirse en una hoja de 
ruta global hacia el desarrollo (Bárcena, 2015:130).
 Dada la cercanía de la culminación del período planteado para los ODM, a partir 
de 2012 la comunidad internacional inició un proceso de reflexión y de evaluación 
respecto a los logros y las limitaciones de las metas planteadas, a partir del informe 
del Secretario General titulado: “Acelerar el logro de los Objetivos del Milenio”. De 
cara a articular una posición conjunta sobre los ODM y ante la necesidad de definir 
la Agenda de Desarrollo Post 2015, más de 60 países se abocaron a realizar consultas 
nacionales amplias, de forma de recoger las necesidades y aspiraciones de los ciuda-
danos. También se realizaron consultas temáticas y regionales para apoyar el proceso 
de debate. La Conferencia de Río+20 constituyó un hito importante en dicho pro-
ceso, ya que se acordó la creación del Grupo de Trabajo Abierto Intergubernamental 
que luego haría las recomendaciones para definir los ODS que debían ser finalmente 
aprobadas por la Asamblea de Naciones Unidas (AUCI 2013). Por otra parte, junto a 
la reforma global de la gobernanza para el desarrollo sostenible, que surgió allí, tam-
bién resulta interesante la creciente importancia que adquirió la perspectiva regional a 
partir de ese momento (Bárcena, 2015:133).
 Para América Latina todo el proceso reseñado tenía características particulares, 
considerando el progresivo retiro de la asignación de Ayuda Oficial al Desarrollo 
(AOD) de muchos de los países de la región. Principalmente a raíz del uso del criterio 
basado en la renta per cápita en materia de asignación de recursos de la cooperación 
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internacional se imponía una visión que equiparaba la renta agregada a la noción de 
desarrollo. El reduccionismo de dicha visión claramente implicaba una contradic-
ción con la generalización de la conceptualización del desarrollo humano como un 
fenómeno multidimensional. Por otra parte, el criterio de renta per cápita desdibuja 
los niveles de pobreza y desigualdad dentro de los propios países. Finalmente, dicho 
criterio representa una contradicción intrínseca con el objetivo primordial de la coo-
peración al desarrollo de combatir a la pobreza, ya que actualmente más del 70% de 
los pobres del mundo viven en países de renta media (AUCI, 2013).
 Así, puede decirse que el proceso de deliberación y consulta en torno de la defi-
nición de los nuevos ODS representó una oportunidad para los países latinoameri-
canos para procurar avanzar en una visión más integral que contemplara los aspectos 
mencionados y que pusiera el acento en las llamadas “brechas estructurales”, es decir, 
en los rezagos productivos endémicos que dificultan el tránsito hacia economías y 
sociedades más inclusivas. Entre dichos rezagos pueden mencionarse la alta tasa de 
desigualdad social (la mayor del mundo en términos comparativos), las altas tasas de 
urbanización, de trabajo informal y de inseguridad ciudadana. Por otra parte juegan 
aquí aspectos tales como la estructura productiva y exportadora basada en ventajas 
comparativas estáticas, vinculadas a su dotación de recursos naturales, así como reza-
gos en innovación, ciencia y tecnología y baja inversión en infraestructura.
 En esa línea, en el marco del debate en torno a los nuevos ODS y desde una vi-
sión regional, los países de América Latina contaron con los aportes de la Comisión 
Económica para América Latina (CEPAL), un think-tank con peso significativo que 
influye fuertemente en las visiones regionales. También, en este caso, sus insumos re-
presentaron en muchos casos aportes de relevancia para la elaboración de documen-
tos nacionales preparados para la negociación intergubernamental para la confección 
de la Agenda Post-2015, que en algunos casos fueron presentados además para la 
discusión regional. Como ejemplo de ello puede mencionarse la publicación “Ha-
cia la Agenda de Desarrollo Post-2015. Explorando visiones desde América Latina”, 
publicada por la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional (AUCI, 2013), 
que recoge contribuciones de la CEPAL (2010; 2012a) respecto a la problemática de 
los países latinoamericanos de renta media. Puede decirse que el estudio de la CE-
PAL contribuyó a definir un “perfil de acción” regional en este acápite, enfatizando 
la necesidad de apuntar a cuestiones donde sobresalen el ingreso por habitante, la 
desigualdad, la pobreza, la inversión y el ahorro, la productividad y la innovación, la 
infraestructura, la educación, la salud, la fiscalidad, el género y el medio ambiente.
 Tomando como referencia lo sucedido con los ODM desde América Latina, se 
estimaba importante incidir en la definición de la Agenda de Desarrollo Post-2015, 
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considerando que las metas que se establecerían con alta probabilidad marcarían la 
orientación de la cooperación internacional hasta el 2030. Así, los reclamos de Amé-
rica Latina al momento de definirla pasaban por enfatizar la transversalidad de temas 
tales como el género, los derechos humanos, el medioambiente y la igualdad entendi-
da como medida del bienestar. 
 También se señalaba la necesidad de abordar la intersectorialidad y la multidi-
mensionalidad del desarrollo, para lo que resultaba central apuntar a la coherencia de 
políticas. Temáticamente se subrayaban aspectos relativos a la agenda ambiental glo-
bal asociada a la erradicación de la pobreza, en un marco donde se explicitara el prin-
cipio de las responsabilidades comunes, pero diferenciadas para toda la comunidad 
internacional. Asimismo, se postulaba la necesidad de asegurar la universalización del 
acceso a la energía, apuntar a una educación de calidad, fomentar el desarrollo cultu-
ral y científico, promoviendo el desarrollo tecnológico y la innovación. 
 Finalmente, también se reclamaba reconocer los procesos de movilidad humana 
y las migraciones, así como se señalaba la necesidad de discutir el rol del sector pri-
vado y de la sociedad civil. Como forma de viabilizar los compromisos se postulaba 
el imperativo de un pacto global de financiamiento y de transferencia de tecnología, 
reafirmando el compromiso de los países desarrollados de aportar el 0.7% de su PIB a 
la AOD.
 Desde los esquemas latinoamericanos de integración destaca el planteamiento de 
la CELAC presentado en el Plan de Acción 2015, donde se señalaba la necesidad 
de participar activamente en el proceso de negociación de la Agenda de Desarrollo 
Post-2015 y trabajar para identificar prioridades regionales. Asimismo, se declara la 
intención de desarrollar y fortalecer acciones de coordinación en las diferentes sedes y 
foros multilaterales en los que se considere el tema de la mencionada Agenda, subra-
yando la perspectiva regional. Igualmente, al abordar la participación de los Estados 
miembros de la CELAC en el marco de las Naciones Unidas, el Plan menciona la 
necesidad de enfatizar la Agenda (CELAC, 2015:9-10). 
 La aprobación de los ODS en septiembre de 2015 por parte de los 193 países que 
integran la Asamblea de Naciones Unidas, representa una oportunidad importante en 
la articulación de los esfuerzos de la comunidad internacional y de los niveles nacio-
nales para la consecución del desarrollo humano sostenible, ya que se definen dieci-
siete objetivos que a su vez contemplan 169 medidas42. Frente a la reflexión planteada 
42 Los diecisiete ODS aprobados abarcan: 1) fin de la pobreza, 2) hambre cero, 3) salud y bienestar, 4) 
educación de calidad, 5) igualdad de género, 6) agua limpia y saneamiento, 7) energía asequible y no 
contaminante, 8) trabajo decente y crecimiento económico, 9) industria, innovación e infraestructura, 10) 
reducción de las desigualdades, 11) ciudades y comunidades sostenibles, 12) producción y consumo 
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para este trabajo, este proceso adquiere relevancia ya que los países latinoamericanos 
participan del mismo, buscándose incluso desde las instancias regionales apoyar la 
discusión desde el momento en que se esbozaba la Agenda Post-2015.
 A partir de su aprobación en septiembre de 2015 y con el comienzo del año 2016 
entró en vigencia la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible que contempla un 
monitoreo a través de exámenes periódicos de avances en cada país con la sociedad 
civil, las empresas y los representantes de varios grupos de interés. Por otra parte, se 
prevé que a nivel regional los países compartirán experiencias y tratarán asuntos que 
les sean comunes. Asimismo, cada año en Naciones Unidas se efectuará un balance a 
través del Foro Político de Alto Nivel sobre Desarrollo Sostenible (FPAN), donde se 
buscará identificar las deficiencias y problemáticas emergentes para recomendar me-
didas de corrección.
3. Multiplicidad de iniciativas regionales: ¿más y mejor 
desarrollo? 
 Llegados a este punto, resulta relevante considerar las eventuales implicaciones 
de la superposición de iniciativas diversas ya mencionadas en términos de sus posi-
bles efectos sobre la configuración de la gobernanza regional “hacia adentro” y “hacia 
afuera” para discutir de qué forma estos procesos de integración y de cooperación 
posibilitarían o no la consecución de “más y mejor desarrollo” para los países de la 
región latinoamericana.
 Como señala Sanahuna (2015:74), los procesos de globalización actuales sitúan 
a los procesos de desarrollo en un marco crecientemente transnacional, con las con-
siguientes limitantes para la implementación de políticas exclusivamente nacionales 
con vistas a la reducción de la pobreza, el desarrollo socioeconómico, la sostenibi-
lidad ambiental y la gestión de riesgos globales. Consecuentemente las políticas de 
cooperación ya no pueden limitarse a la clásica ayuda internacional y al patrón de 
relaciones Norte-Sur, lo que también es aplicable a la emergente cooperación Sur-Sur 
de América Latina: el imperativo aquí radicaría en concebir políticas de desarrollo 
global, con capacidad de movilizar la acción colectiva y asegurar la provisión de bie-
nes públicos globales y/o regionales.
 En ese contexto, el autor refiere también a la necesidad de una política global de 
desarrollo donde efectivamente se dé cumplimiento al principio de coherencia de 
políticas (comercial y agrícola, de inversión extranjera, inmigración y asilo, o de paz y 
responsable, 13) acción por el clima, 14) vida submarina, 15) vida de ecosistemas terrestres, 16) paz, 
justicia e instituciones sólidas y 17) alianzas para lograr los objetivos.
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seguridad (Sanahuja, 2015:74-75). Allí no son sólo relevantes las políticas nacionales, 
los actores internos o las dinámicas endógenas, sino también las normas y estándares 
adoptados en marcos regionales y globales: en la medida en que se adecúen a dichas 
normas y estándares, –esto es, se “regionalicen” o “multilateralicen” las políticas na-
cionales de cooperación– independientemente si son Norte-Sur, Sur-Sur o de carác-
ter triangular podrán contribuir a establecer marcos de gobernanza regional y global 
del desarrollo que fomenten su coherencia y efectividad.
 De allí se deduce la importancia de definir una agenda de cooperación que recoja 
las inquietudes de los países de renta media, proporcionando una nueva racionalidad 
para la región y un marco más amplio para el debate planteado por París y Accra 
(Sanahuja, 2015:75). Dado que la redefinición y mayor institucionalización sigue 
siendo una tarea pendiente, se requiere la participación activa de los estados naciona-
les, así como de la integración regional que es sostenida por dichos estados (CEPAL, 
2012b:297).
 Es precisamente en ese nivel donde es posible visualizar el rol que pueden cumplir 
los esquemas regionales de integración y cooperación, como vectores conducentes a una 
gobernanza “hacia adentro” y “hacia afuera” que sea más efectiva y enfocada en materia 
de desarrollo humano sustentable. En términos de gobernanza “hacia adentro” la inte-
gración regional puede estar orientada a un desarrollo más integral a través, por ejemplo, 
de políticas sectoriales de infraestructura y energía que superen los ámbitos nacionales. 
Incluso, puede pensarse en aspectos ligados con la mejora de la productividad mediante el 
fomento del desarrollo tecnológico, la incorporación del conocimiento y el fortalecimien-
to de sistemas nacionales de I+D+i que contemplen la cooperación allende las fronteras. 
La cooperación Sur-Sur desarrollada en la región durante los últimos años es indicativa 
en ese sentido. Así, algunos referentes como Alicia Bárcena (2015: 137 y 140) coinciden 
en señalar que los diálogos y acuerdos regionales pueden jugar un papel importante a la 
hora de mejorar la capacidad de maniobra de los países de la región a través de un espacio 
mayor de políticas. Esto requeriría una armonización de las políticas para llevar a cabo de 
manera simultánea los fines económicos, ambientales y sociales. Para la autora mencio-
nada, América Latina ha llegado a un nivel de madurez que puede permitirle proponer y 
manejar su propio cambio a través de la definición de reglas, construyendo su propia 
agenda regional, que incluiría sus instituciones ad hoc para la provisión de bienes pú-
blicos regionales y globales.
 Por otra parte, puede argumentarse que a esta coincidencia en el plano regional 
se suman las posibilidades de articulación abiertas a partir de la coincidencia en los 
ODS planteados por Naciones Unidas y refrendados por los países latinoamericanos. 
De hecho, el formato de los 17 ODS permite un abordaje temático que podría propi-
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ciar la sistematización de los esfuerzos de los esquemas regionales y sus países miem-
bros en torno de acciones conducentes al logro de los distintos objetivos, que serán 
monitoreadas en forma regular procediendo los ajustes que fueran necesarios. 
 Asimismo podría argumentarse que a nivel de los ODS es posible articular ins-
tancias como las señaladas por la CEPAL (2012a: 9) como necesarias para facilitar la 
identificación y priorización de las brechas de desarrollo, así como para generar pro-
puestas para la elaboración de políticas y mecanismos de cooperación internacional 
y regional. A título de ejemplo, puede citarse la Facilidad de Inversión en América 
Latina (Latin American Investment Facility – LAIF), que constituye un mecanismo 
paradigmático para que los países de la región superen la brecha existente en materia 
de infraestructura43. Concretamente, se trata de un mecanismo que, partiendo de la 
base de recursos aportados por la Comisión Europea, es utilizado para atraer présta-
mos más cuantiosos del Banco Europeo de Inversiones, del Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) y de fuentes bilaterales, que se canalizan luego hacia obras de 
infraestructura (física, energética u otros) en la región. Debe también mencionarse el 
Consejo Suramericano de Infraestructura y Planeamiento (COSIPLAN) que consti-
tuye la instancia de discusión política y estratégica, y que actúa a través de consulta, 
evaluación, cooperación, planificación y coordinación de programas y proyectos de 
los países miembros de la UNASUR. 
 La consideración de la cuestión de la infraestructura constituiría además un pun-
to de partida para la superación de la brecha medioambiental existente en países de 
la región, donde queda mucho camino para recorrer para lograr que en su patrón de 
desarrollo se conjugue una convergencia productiva que sea a la vez sostenible en el 
tiempo, para lo que resulta esencial preservar la sostenibilidad ambiental que requiere 
un proceso de cambio estructural que permita reducir las diferencias de producti-
vidad con los países más desarrollados (CEPAL, 2012a: 23). A título de ejemplo y 
teniendo en cuenta los desafíos que impondrá el cambio climático, resultará clave el 
desarrollo de una infraestructura que sostenga las medidas de adaptación y de mitiga-
ción del mencionado fenómeno. Dicho desafío podría así propiciar la convergencia 
43 La consideración del tema infraestructura resulta interesante, ya que como señala Tetaz (2012) en su trabajo 
sobre externalidades de la infraestructura regional y la gobernabilidad en contextos socioeconómicos 
asimétricos, la mayor gobernabilidad que surge a partir de los esquemas de integración permite avances 
hacia escenarios más cooperativos, lo que favorece mucho más significativamente a los países más 
atrasados económicamente, así como a los más inestables en lo político. Por otra parte, si bien el resultado 
del juego estratégico sigue arrojando un equilibrio no cooperativo – en aquellas circunstancias den las que 
la ventaja de incumplir los acuerdos son pequeñas respecto a la alternativa de cooperar -, pueden existir 
instituciones que por un lado impriman costos moderados a los ‘infractores’ (como para favorecer una 
ecuación costo beneficio que induzca la convergencia cooperativa) y por otro lado ayuden a que los países 




regional en torno a acciones que den un lugar central al cuidado del medioambiente 
en las estrategias de desarrollo de las naciones latinoamericanas. Dentro del capítulo 
de infraestructura, con los controles necesarios por parte del Estado en el sector del 
transporte, podría propiciarse la inclusión del sector privado: como señala el Informe 
de Desarrollo Humano 2013 (PNUD, 2013: 106), las alianzas público-privadas pue-
den constituir una buena alternativa, puesto que los privados tenderían a brindar una 
construcción y una operación de proyectos más eficientes, mientras que el asociado 
público salvaguarda los derechos de propiedad, proporciona el marco regulador y, 
eventualmente, utiliza subsidios para acortar la brecha entre los rendimientos priva-
dos y sociales.
 A esto se suma la potencialidad de los bancos multilaterales y regionales de de-
sarrollo en vinculación a la integración del cambio climático a las políticas y opera-
ciones actuales, a la adaptación a ese fenómeno y la prevención de crisis a través del 
seguro de catástrofes (Culpepe/Griffith-Jones/Titelman2015: 273-277). Su ventaja 
radicaría en el financiamiento anti-cíclico de largo plazo y en su trabajo articulado 
con los bancos nacionales de desarrollo.
 Yendo al plano de las implicaciones de la reconfiguración de la gobernanza “ha-
cia afuera”, la integración regional puede constituirse en uno de los vehículos de las 
políticas de mejora de la inserción internacional, junto con las políticas de competi-
tividad y acceso a mercados externos. Más allá de los aspectos mencionados, la arti-
culación y convergencia en torno a los esquemas regionales (“nodos” posibles de coo-
peración) podría propiciar un cambio también a nivel de la racionalidad que anima 
las acciones de la cooperación internacional en materia de desarrollo. Cabe recordar 
que los ODM planteados en 2000 depositaban la responsabilidad del cumplimiento 
de seis de los ocho objetivos en la órbita de los países en vías de desarrollo: solamente 
el ODM 8 hacía mención a la necesidad de fomentar una asociación mundial para 
el desarrollo, definiéndose algunas responsabilidades para los países desarrollados. 
Paradójicamente, fue precisamente este ODM donde se registraron menos avances 
(AUCI, 2013: 3-4).
 De cara al futuro, sin embargo, un componente esencial de una gobernanza in-
ternacional más inclusiva debiera contemplar formas de cooperación para el desarro-
llo más eficaces: cada vez más, los países en desarrollo proveen asistencia e inversiones 
en forma bilateral y regional a través de nuevos acuerdos de financiamiento y de la 
cooperación tecnológica que brindan alternativas o complementan los enfoques de 
los donantes tradicionales, reforzando las opciones para los receptores de la ayuda 
(PNUD, 2013: 108). Teniendo en cuenta el Acuerdo de Busan, es evidente que los 
esquemas regionales y sus países miembros también pueden contribuir a la reestruc-
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turación de la cooperación para el desarrollo, a fin de elevar su eficacia, aprovechando 
el potencial de los países emergentes. De hecho, se constata que en la medida de sus 
posibilidades muchos países en desarrollo, aun ejemplos de América Latina, han asu-
mido progresivamente mayores responsabilidades en función de sus capacidades, a 
través de los mecanismos de la integración regional y la promoción de la cooperación 
Sur-Sur (AUCI, 2013: 7).
 Por otra parte, no puede menos que recordarse que, si bien la posición de los países 
latinoamericanos sobre estos temas puede verse influida por los think-tanks como la CE-
PAL o por el trabajo conjunto en esquemas regionales como la CELAC, de todas formas, 
en última instancia, su participación en las Naciones Unidas o los organismos multilate-
rales es a título de Estados individuales. A eso se suma el hecho de que en muchos países 
latinoamericanos sigue vigente una concepción que hace de lo estatal una dimensión ab-
solutamente central: en forma crítica, desde una perspectiva europea hablan de la “con-
cepción extrema” de soberanía estatal que sería predominante en América Latina, donde 
la figura del Estado nacional representaría la referencia política central, convirtiéndose en 
una constante fuente de legitimación de las políticas actuales (Maihold, 2015). En ese 
sentido, un concepto superador estaría dado por la noción de “soberanía inteligente”, que 
reconoce que un solo país, sea cual fuese su poder económico o militar, no puede resolver 
unilateralmente los desafíos actuales del tipo de los bienes públicos globales (y podríamos 
agregar, regionales). En áreas temáticas caracterizadas por la interdependencia política 
la cooperación redundaría en el interés de los Estados: son casos en que la soberanía 
compartida representaría la estrategia más inteligente porque, tanto a escala regional 
como mundial, tendría el potencial que permitiría que la formulación de políticas 
coincidiera con los problemas que cruzan las fronteras y exigen una rápida solución 
(Kaul/Blondin, 2015: 73-74).
 Asimismo, la observación del desempeño de los esquemas regionales menciona-
dos en términos de la promoción del desarrollo humano sustentable y de un posicio-
namiento conjunto frente a los ámbitos globales permite constatar que las iniciativas 
en ocasiones se ven en cierta forma condicionadas en su efectividad, coherencia y 
homogeneidad en función de la diversidad de organizaciones regionales, en las que 
también actúan los intereses nacionales y donde se hacen presente las “clásicas” fun-
ciones de equilibrio de poder. De hecho, como señalan Mellado y Ali (2014), pese a 
la reconfiguración política regional de los últimos años no se constata una convergen-
cia explícita respecto a la inserción mundial y a modelos de desarrollo de los países 
latinoamericanos.
 Sin embargo, respecto a la multiplicidad de esquemas regionales y la pertenencia 
paralela de algunos países a diversos ámbitos de integración, las lecturas académicas 
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no necesariamente son negativas. Por el contrario, para algunos autores como Nolte 
(2014) dicha “plasticidad” constituye una ventaja, ya que representaría una posibili-
dad para los Estados latinoamericanos de insertarse en los ámbitos que mejor repre-
sentasen sus prioridades en materia de política exterior, evitando “juegos de suma 
cero”. Por otra parte, aunque no pueda hablarse de una escisión de visiones respecto 
a esta temática en el ámbito regional latinoamericano, hasta ahora sí puede suponerse 
que la fortaleza de eventuales planteamientos conjuntos pudo haberse visto relativi-
zada por la multiplicidad de organizaciones con diferentes misiones y visiones. Esto 
tendría implicaciones tales como la reducción de la capacidad de incidencia real en 
los ámbitos donde se define la gobernanza global relativa a las temáticas del desarrollo 
humano sustentable: concretamente dicha influencia pudo haber sido condicionada 
por la existencia de fuertes matices o disidencias en las concepciones de desarrollo 
que puedan impregnar las políticas de los diferentes Estados aglutinados en esquemas 
tan diversos como el ALBA o la Alianza del Pacífico. Cabe recordar que en términos 
conceptuales, lo complejo y elusivo de este tema ha representado históricamente un 
desafío, a lo que en la actualidad se suma la existencia de un sinnúmero de foros y 
ámbitos multilaterales que pautan la dinámica de las políticas de cooperación en esta 
materia, dificultando su gobernanza.
4. A manera de conclusiones: perspectivas a futuro
 Como ya se mencionó, este trabajo procura contribuir a la discusión respecto 
a las implicaciones de la existencia y superposición de modelos diversos del llama-
do “regionalismo descentralizado” para la reconfiguración de la gobernanza u orden 
regional en América Latina. En esa línea, al comienzo del trabajo se planteaba el 
interrogante respecto a la incidencia de dicha reconfiguración de la gobernanza u 
orden regional (producto del surgimiento y superposición de iniciativas de integra-
ción muy diversas) en términos de sus efectos “hacia adentro” de la región, así como 
“hacia afuera” de cara al orden internacional global. A partir de allí, se pretendía 
reflexionar acerca de si la mentada reconfiguración es funcional a la promoción de 
modelos y estrategias de desarrollo que contribuyan a superar las brechas de rezagos 
históricos que caracterizan a la región latinoamericana. De esta forma, se apunta a 
promover la discusión acerca de la vinculación entre integración regional y desarrollo, 
una cuestión que habiendo sido constitutiva de los esfuerzos políticos y académicos 
de la región desde los años 50, con algunas excepciones ha sido poco debatida explí-
citamente en esos términos durante las últimas décadas44, aunque su imbricación se 
44 Como ejemplos del abordaje de la interrelación integración regional/desarrollo pueden citarse trabajos 
como el de Ángel M. Casas (2005), que discute el caso de los países andinos. En forma más reciente 
debe mencionarse una publicación conjunta de diversas instituciones latinoamericanas que tematiza 
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tome como implícita en muchos análisis académicos y declaraciones oficiales a nivel 
político. La evolución misma del concepto de desarrollo (con la generalización de su 
acepción de “humano” y “sostenible” en particular desde los años 90) impone de por 
sí la necesidad de una nueva reflexión respecto a su vinculación con la integración y 
cooperación regional.
 Respecto a la situación imperante en América Latina, se señalaba que, pese a que la 
flexibilidad (o “plasticidad” en las palabras de Nolte) en la concepción de las estrategias 
de política exterior de los países latinoamericanos habría estado evitando “juegos de suma 
cero”, por el otro lado la superposición de una multiplicidad de iniciativas restaría unici-
dad y coherencia a los posibles posicionamientos conjuntos de la región, impactan en la 
capacidad para incidir en los ámbitos de la gobernanza global del desarrollo. Así “hacia 
adentro de la región”, la superposición de iniciativas y la pertenencia paralela a diversos 
órganos podría afectar la fortaleza y organicidad de los programas planteados por los dis-
tintos Estados. De esa forma se generalizaría la impresión de adhesiones meramente sim-
bólicas a los esquemas de integración, con ritmos espasmódicos que frente a las primeras 
dificultades provocarían una “migración” hacia la siguiente aventura integracionista. En 
consecuencia, más allá de las limitantes nacionales, los avances concretos en materia de 
desarrollo humano sostenible a partir del apoyo de las iniciativas regionales se manten-
drían en niveles sumamente discretos.
 A todas estas dificultades debe agregarse que la fragmentación de la gobernan-
za global del sistema de cooperación para el desarrollo en diversos foros es un dato 
de absoluta relevancia para el análisis de la performance de los esquemas regionales. 
Además de aumentar la complejidad operativa de las articulaciones posibles desde 
América Latina, dicha fragmentación suma el problema de la legitimidad y la repre-
sentatividad de aquellos foros globales, ya que no en todos los espacios se cuenta con 
las mismas posibilidades para definir una agenda democrática de desarrollo sosteni-
ble. Como criterio, por ejemplo desde los organismos gubernamentales de Uruguay 
se ha subrayado la centralidad que tiene para los países latinoamericanos el Foro de 
Cooperación para el Desarrollo (FCD) de las Naciones Unidas, creado en el Consejo 
Económico y Social (ECOSOC) tras la Cumbre Mundial de 2005 y relanzado en 
2007. Se considera que por su composición universal e igualitaria el FCD representa 
el marco multilateral más incluyente y representativo (AUCI, 2014: 31).
 Frente al modus operandi “escindido” que caracterizó al panorama de las acciones 
de la gobernanza regional en materia de desarrollo, la reciente adhesión generalizada 
de los países latinoamericanos a los ODS podría significar una aproximación a una 
expresamente el vínculo integración regional/desarrollo y que fue coordinado por Antonio Pardo (CEPAL/
Instituto Lula/BID/CAF, 2016). 
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nueva racionalidad frente a la consecución del desarrollo humano sostenible, lo que 
consecuentemente abriría las puertas para una nueva coherencia también a nivel de 
los esquemas regionales. A diferencia del proceso de los ODM, los países de la región 
fueron testigos de procesos consultivos a nivel nacional que involucraron también a 
la sociedad civil y al sector privado de cara a la definición de los nuevos ODS. Como 
ya se mencionó, los posicionamientos conjuntos de la región y de los propios países 
recogieron insumos de los debates y documentos de los think-tanks regionales. Algu-
nos esquemas regionales de integración como la CELAC (el órgano regional que más 
abarca en términos geográficos y que recoge un conjunto muy amplio de temáticas 
relativas al desarrollo)45 hicieron explícita la necesidad de apoyar e incidir en el pro-
ceso de definición de la Agenda Post-2015, lo que es indicativo del interés con el que 
se empezaban a calibrar los posibles objetivos a ser establecidos por la comunidad 
internacional.
 Viendo al futuro, dada la complejidad de los desafíos venideros en materia de de-
sarrollo humano sustentable, surge con claridad la importancia que pueden adquirir 
los esquemas regionales como instancias de clearing-house en materia de cooperación 
para el desarrollo “hacia adentro” del subcontinente, de forma tal que permitan sen-
tar prioridades y articular acciones en torno de objetivos comunes. En ese sentido los 
ODS –con los compromisos generalizados en los países de la región– adquieren desde 
la perspectiva latinoamericana un “valor agregado” significativo, ya que permitirían 
racionalizar esfuerzos. De esa forma podrían contribuir a relativizar las implicaciones 
del fraccionamiento existente en la región en esquemas de integración diversos. La 
convergencia en torno de objetivos comunes a los que se aspira llegar representa una 
plataforma común valiosa como punto de partida, tanto para la coordinación de los 
esfuerzos nacionales como para la definición de las acciones regionales.
 “Hacia afuera” de la región, la adhesión a los ODS por parte de los países lati-
noamericanos y los esquemas en los que se articulan tiene además una implicancia 
en términos de la racionalización de la agenda de la gobernanza global del desarrollo 
humano sustentable, ya que a través de los mecanismos de las Naciones Unidas los 
avances en torno a los ODS se encuentran directamente vinculados con algunos de 
los compromisos cruciales que negocia la comunidad internacional, tales como la 
45 La mención particular de la CELAC se justifica a partir de la intención de los países latinoamericanos y 
caribeños expresada en la Cumbre de la Unidad de febrero de 2010 de convertir a la organización en el 
eje de gravedad de la institucionalidad latinoamericana en materia de integración regional, promoviendo 
la concertación política para impulsar la agenda latinoamericana y caribeña en los foros globales a 
fin de posicionar mejor a la región en acontecimientos relevantes del ámbito internacional. Junto a la 
consolidación de los valores democráticos y la profundización de la integración, se plantea como prioridad 
el desarrollo sostenible en armonía con la naturaleza y el bienestar social de cada uno de los Estados 
(Rojas Aravena, 2012:43 y ss.), lo que puede considerarse como estrechamente ligado a la concepción 
del desarrollo humano sostenible.
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implementación del Acuerdo alcanzado en París en diciembre de 2015 en materia de 
cambio climático. En ese sentido, además de su alcance específico, actuarían como 
vasos comunicantes entre los diferentes ámbitos involucrados en las temáticas de los 
diecisiete objetivos definidos como centrales. Esta interconexión tiene también re-
levancia en términos de los recursos que pueden movilizarse, sumando aportes de 
fondos diversos de la cooperación. Un ejemplo al respecto es el Fondo Verde para el 
Clima creado en el marco de las negociaciones de la Convención Marco de las Nacio-
nes Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), que apunta a movilizar 100.00 
millones de dólares anuales por parte de los países desarrollados a partir de 2020 con 
aportes públicos y privados. Finalmente, la adhesión a los ODS por parte de la región 
latinoamericana tiene implicaciones respecto a la elección de los socios dentro de la 
arena internacional con los que se procure alcanzar las metas establecidas. En lo que 
respecta a la gobernanza global del desarrollo sostenible, la Unión Europea se presen-
ta como un eventual partner con una política externa que la permite perfilarse como 
un líder en materia ambiental, aún sin estar exenta de paradojas y contradicciones. 
 Como perspectiva a futuro, es evidente que la multiplicidad de iniciativas de inte-
gración y cooperación regional no será reemplazada de inmediato por algún esquema 
regional “superador” que tenga a los ODS como marca de identidad. En términos de 
gobernanza regional en materia de desarrollo humano sostenible sí puede pensarse en 
la necesidad de aunar esfuerzos de articulación tomándolos como nuevos principios 
orientadores generales de las acciones tanto en los niveles nacionales como dentro de 
los esquemas regionales. Dado que el surgimiento de los bloques de integración y de 
los esquemas de concertación política ha respondido a motivaciones muy disímiles, 
sería ilusorio pretender que dicha articulación se produzca eventualmente exenta de 
conflictos o diferencias de criterio en cuanto a los alcances de cada uno de los obje-
tivos. Sin embargo, la dimensión de los desafíos puede contribuir a la toma de con-
ciencia a la hora de negociar el posicionamiento y los compromisos conjuntos que la 
región está dispuesta a asumir para concretar las brechas de desarrollo que lo convier-
ten en el continente más desigual del planeta, donde la temática ambiental continúa 




 AUCI (2013). Hacia la Agenda de Desarrollo Post-2015. Explorando visiones desde América Latina. 
Montevideo.
  (2014). La cooperación internacional para el desarrollo del Sur. Una visión desde 
Uruguay. Montevideo.
 BÁRCENA Alicia (2015). “La descolonización de la agenda para el desarrollo después de 2015. 
Hacia una asociación universal para el desarrollo”, en: Ocampo, José Antonio (Editor). Gobernanza 
global y desarrollo. Nuevos desafíos y prioridades de la cooperación internacional. Siglo Veintiuno Edito-
res/CEPAL, pp. 115-157.
 CASAS Ángel M. (2005). Integración regional y desarrollo en los países andinos. Universidad Andi-
na Simón Bolívar /Corporación Editora Nacional /ETEA Institución Universitaria de la Compañía de 
Jesús, Universidad de Córdoba, Quito.
 CELAC (2015). Plan de Acción 2015. Belén, Costa Rica.
 CEPAL (2010). La hora de la igualdad: Brechas por cerrar, caminos por abrir. Santiago de Chile.
  (2012a). Los Países de Renta Media: Un Nuevo Enfoque Basado en Brechas Es-
tructurales. Santiago de Chile.
  (2012b). Cambio estructural para la igualdad. Una visión integrada del desarro-
llo. San Salvador.
  (2015). Espacios de cooperación en las Américas. Mayores oportunidades para un 
desarrollo con equidad. Cumbre de las Américas, Panamá.
 CEPAL, Instituto Lula/BID/CAF (2016). Desarrollo e integración en América Latina. Santiago de 
Chile.
 CULPEPER Roy; GRIFITH-JONES Stephany; TITELMAN Daniel (2015). “Bancos multilate-
rals de desarrollo”, en: Ocampo, José Antonio (Editor). Gobernanza global y desarrollo. Nuevos desafíos 
y prioridades de la cooperación internacional. SigloVeintiunoEditores/CEPAL., pp. 251-283.
 GARZÓN Jorge (2015). Latin American Regionalism in a Multipolar World. EUI Working Papers 
RSCAS 2015/23.
 GIACALONE Rita (2015). “El orden regional sudamericano en la segunda década del siglo XXI 
¿conflicto o negociación?”, en: Mellado, Noemí (Coord.) Estrategias de inserción internacional e inte-
gración latinoamericana en el siglo XXI. Córdoba, Lerner Editora, pp. 55-77.
 KAUL Inge; BLONDIN Donald (2015). “Los bienes públicos globales y las Naciones Unidas”, 
en: Ocampo, José Antonio (Editor). Gobernanza global y desarrollo. Nuevos desafíos y prioridades de la 
cooperación internacional. Siglo Veintiuno Editores/CEPAL., pp. 71-114.
 MALAMUD Andrés; GARDINI Gian Luca (2012). “Has Regionalism Paked? The Latin Ameri-
can Quagmire and its Lessons”, en: The International Spectator Nº 47. Vol. 1, pp. 116-133.
95 
 NOLTE Detlef (2014). Latin America’s New Regional Architecture: A Cooperative or Segmented 
Regional Governance Complex? EUI Working Papers RSCAS 2014/89.
 PNUD (2013). Informe sobre Desarrollo Humano 2013. El ascenso del Sur. Progreso humano en un 
mundo diverso. PNUD, Nueva York.
 ROJAS ARAVEN Francisco (2012). Escenarios globales inciertos. Los desafíos de la CELAC. VIII 
Informe del Secretario General de FLACSO.
 SANAHUJA José Antonio (2015). La UE y CELAC: Revitalización de una relación estratégica. 
Hamburgo, Fundación EU-LAC.
 SANAHUJA José Antonio (2008-2009). “Del ‘Regionalismo abierto’ al ‘Regionalismo post-li-
beral’. Crisis y Cambio en la Integración Regional en América Latina”, en: Anuario de la Integración 
Regional de América Latina y el Caribe Nº 7, Buenos Aires, CRIES, pp. 12-54.
 TETAZ Martín (2012). ”Externalidades de la infraestructura regional y gobernabilidad en con-
textos socioeconómicos asimétricos”, en: Cienfuegos Mateo, Manuel; Fernández, Wilson Nerys y 
Mellado, Noemí (Eds.) Desafíos del desarrollo de la infraestructura regional para el medioambiente, la 
cohesión social y la gobernabilidad del MERCOSUR. UniversitatPompeuFabra /AECID / UDELAR. 
Uruguay; Taller de Comunicación, pp. 101-115.
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ECONÓMICA EN AMÉRICA LATINA
Marcelo Halperin
Introducción
 A esta altura del siglo XXI es notoria la incompatibilidad de los viejos formatos de in-
tegración económica con las características definitorias de la fase que actualmente atraviesa 
el modo de producción capitalista expandido como economía global. La inoperancia de 
los ensayos a título de “mercados comunes” y “uniones aduaneras” seguramente responde 
a distintos motivos en las periferias que en las sociedades centrales, pero en ambos terri-
torios estos engendros han dado pruebas de obsolescencia. En las periferias es imposible 
pretender que un país en desarrollo (como sería el caso del Brasil o de México) asuma las 
responsabilidades de “anclar” o absorber las disparidades e insuficiencias estructurales de 
otros países en desarrollo que fungen como asociados en sus proyectos de integración 
económica (los restantes Estados Parte del MERCOSUR en el caso del Brasil; los 
países centroamericanos en el caso de México). 
 Y debido también a la contraposición de intereses y aspiraciones, la agudización 
de los desequilibrios económicos y sociales entre sociedades centrales convierte al “an-
cla” en una especie de lastre. Este último es el caso lacerante de la UNIÓN EURO-
PEA, apresada por cepos auto-infligidos: la propia institucionalidad supra-nacional y 
el autoritarismo monetario y cambiario que en las últimas décadas ha ido de la mano 
con el empobrecimiento progresivo de sus poblaciones46. 
 Ensayando un ejercicio teórico parece verosímil proyectar en el tiempo el esque-
ma capitalista de la acumulación y la plusvalía y así concluir que las tendencias hacia 
46 En otros trabajos he procurado examinar los procesos erosivos que han afectado a las iniciativas de 
integración económica sustentadas por la teoría clásica sobre las uniones aduaneras y los mercados 
comunes. Véanse, en tal sentido: “Organizaciones de integración económica en América Latina y el 
Caribe: textos vs. contextos” en Revista Aportes para la Integración Latinoamericana, año XVII, número 
24, junio 2011; y “Propuestas para una sociología del conocimiento de la integración económica” en el libro 
“Estrategias de inserción internacional e integración latinoamericana en el siglo XXI”, editado por Noemí 
Mellado, Lerner ed, Córdoba, Argentina, 2015.
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una expansión de los mercados y a una simultánea concentración de la propiedad y el 
control de factores y recursos lleva consigo la simiente de autodestrucción. El dispa-
rador del proceso es conocido: en la medida que la sustitución alocada de tecnologías 
opera como un oleaje incesante y desbocado, tiende a desplazar actividades produc-
tivas instaladas y así jaquea sistemáticamente las condiciones preexistentes bajo las 
cuales se organiza la producción y reproducción de la vida económica y social47. Con-
cibiendo de esta manera el proceso desenvuelto a escala global, debe admitirse que 
lo que ahora está en juego es nada más ni nada menos que la subsistencia humana 
bajo el sistema de dominación prevaleciente. Por tal motivo, los Estados nacionales 
deben hacerse cargo y negociar entre sí cuestiones temáticamente tan extensas como 
pormenorizadas. El “progreso” de un multilateralismo sustentado por el principio de 
no discriminación (que en más pequeña escala intentaron reproducir hacia dentro las 
uniones aduaneras y los mercados comunes) ha dejado de ser tal. Ahora, el principio 
de no discriminación es más bien una rémora, porque montado sobre aquellos po-
tenciales desplazamientos transfronterizos de tecnologías, las expresiones comerciales 
de no-discriminación, como son las cláusulas de la nación más favorecida y el trato 
nacional, pueden conducir a consecuencias impredecibles para las economías de los 
países que hipotéticamente deberían ser sus beneficiarios48. En su lugar no asoma 
otra cosa que la necesidad de recrear prácticas que con el auge del multilateralismo 
se había pretendido sepultar: reciprocidad, condicionalidad, regateo. Ya son muy co-
nocidas las formas más adecuadas para instrumentar estas necesidades: los “tratados 
de libre comercio” (TLC) y dispositivos bilaterales y plurilaterales semejantes, incluso 
como desprendimientos de la propia Organización Mundial del Comercio (OMC)49. 
47 Raúl Prebisch tuvo, entre otras, la virtud de focalizar el papel de las disrupciones tecnológicas en el marco 
de la dinámica macroeconómica que a su vez concibió implícitamente sobre una matriz marxista. Lo he 
planteado en “Desde la periferia: digresiones acerca del futuro próximo”, en Informe Integrar, boletín del 
Instituto de Integración Latinoamericana de la Universidad Nacional de La Plata, número 56, agosto de 
2009.
48 Los objetivos de la Ronda Uruguay del GATT y la consiguiente creación de la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) estuvieron signados precisamente por la necesidad de forjar disciplinas multilaterales 
que permitieran poner fin a las prácticas coercitivas formalizadas bajo criterios de reciprocidad. Como 
es sabido, una cláusula que sintetiza esta orientación figura en el Acuerdo sobre Salvaguardias: “ (…) 
ningún Miembro tratará de adoptar, adoptará ni mantendrá limitaciones voluntarias de las exportaciones, 
acuerdos de comercialización ordenada u otras medidas similares respecto de las exportaciones o las 
importaciones (…)” En nota al pie, se aclara: “Son ejemplos de medidas similares la moderación de las 
exportaciones, los sistemas de vigilancia de los precios de exportación o de los precios de importación, 
la vigilancia de las exportaciones o de las importaciones, los cárteles de importación impuestos y los 
regímenes discrecionales de licencias de exportación o importación, siempre que brinden protección” 
(Acuerdo citado, artículo 11.1 b) y nota al pie número 4).
49 Es conocida la experiencia que se está acumulando en las conversaciones orientadas hacia la firma de 
un nuevo tratado internacional sobre comercio de servicios (“Trade in Services Agreement”, TISA) que 
suplantaría al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios vigente en el marco de la OMC. Impulsan 
la iniciativa países desarrollados –incluyendo EUA y la UE-que han negociado concesiones OMC-plus a 
través de una multiplicidad de TLC y que ahora procuran armonizarlas. En la nómina también participan 
países en desarrollo que en su mayor parte parecen guiados por el mismo interés y, entre ellos, algunos 
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Es preciso entonces habituarse a una gimnasia de negociaciones internacionales para 
formalizar, aplicar, revisar y ensamblar dispositivos no-multilaterales. 
 Pero aquí no debe pasarse por alto que, al regular los efectos adversos de la globa-
lización a través de dichas regulaciones, se introduce en la misma economía global un 
elemento de amortización que no sólo preserva condiciones de producción amenaza-
das por tecnologías sobrevinientes. Al acordarse como materia sustancial en los TLC 
límites de distinto tipo como son las excepciones y reservas de mercado, paradójica-
mente se está preservando a la misma economía global de su tendencia a la inmola-
ción en el altar de aquellos valores inmanentes al capitalismo histórico: acumulación 
y plusvalía.
 En estos escenarios inestables y, por lo tanto, supeditados a convulsiones periódi-
cas, los Estados latinoamericanos despliegan variadas estrategias de subsistencia. Pro-
pongo, a continuación, repasar sus acciones más recientes indicando especialmente, 
para los casos de las articulaciones intra-regionales, sus implicaciones respecto de los 
formatos preexistentes de integración económica que formalmente comprometen a 
los mismos Estados que deciden reformular los instrumentos de integración. En tal 
sentido, resaltan dos estrategias contrastantes: por un lado la convergencia desplegada 
explícitamente por los países de la Alianza del Pacífico; y por otro lado las fragmen-
taciones asumidas, con lábiles argumentos institucionales, en el marco del Sistema de 
Integración Centroamericana (SICA); y, todavía más disimuladamente por los países 
del MERCOSUR entre sí y con otros países latinoamericanos “asociados”. De mane-
ra simultánea continúan incentivándose los compromisos con países extra-regiona-
les sin que aparezcan en el horizonte señales indicativas de alguna preocupación por 
compatibilizar esta tendencia con los compromisos asumidos a escala subregional.
1. Cómo lidiar con los formatos de integración pre-
existentes 
 Coexisten en América Latina dos estrategias contrastantes para sobrellevar los 
formatos preexistentes de integración económica y a la vez satisfacer la demanda por 
una integración más operativa: (a) una estrategia que consiste en sistematizar o exten-
der a escala plurilateral vínculos preexistentes a escala bilateral, pero sin sustituirlos 
por completo; y (b) otra estrategia que consiste en circunscribir, dentro de marcos bi-
países latinoamericanos: Chile, Colombia, Costa Rica, México, Panamá, Perú y Paraguay (Uruguay, que 
intervino inicialmente, se retiró en septiembre de 2015). Tan destacable como el abandono deliberado del 
esquema multilateral para poder progresar en estas tratativas, es la aspiración de imponer sus resultados 




laterales, vínculos preexistentes a escala plurilateral, pero –al igual que en el caso ante-
rior– sin suprimirlos. En el primer caso, resalta la preocupación por sostener las raíces 
bilaterales; en el segundo, se procura preservar el lazo plurilateral que juega como 
fundamento histórico de integración sub-regional. Ambas estrategias parecen llevar 
consigo una inconsistencia básica que pone en riesgo su viabilidad. Sin embargo, por 
el momento ambas modalidades son consideradas, en sus respectivos escenarios, las 
más adecuadas para los respectivos gobiernos y los agentes económicos involucrados. 
A. Estrategia de los países de la ALIANZA DEL PACÍFICO. Un caso en el que 
la sistematización o extensión plurilateral de los vínculos no implica echar 
por tierra el formato preexistente de articulaciones bilaterales.
 Conviene repasar los antecedentes: con la única excepción de Colombia y Perú 
(cuya interacción económica y comercial se ajusta a la normativa de la Comunidad An-
dina de Naciones (CAN)), los restantes vínculos bilaterales entre los países miembros 
de la Alianza del Pacífico están regidos por TLC registrados en ALADI: Chile-Colom-
bia (noveno protocolo adicional al AAP.CE 24); Chile-México (AAP.CE 41); Chile-Pe-
rú (tercer protocolo adicional al AAP.CE 38); Colombia-México (octavo protocolo adi-
cional al AAP.CE 33); y México-Perú a través del “Acuerdo de Integración Comercial” 
con el que culmina un proceso iniciado a través del AAP.CE 67). Como una sombrilla 
de legitimación común a todos ellos fue suscrito el 6 de junio de 2012, en Antofagasta, 
Chile, apenas un “Acuerdo Marco” que de ese modo exhibía la modalidad anti-burocrá-
tica compatible con aquellos TLC.
 En el primer semestre de 2016, estas relaciones comerciales y económicas adquirie-
ron un formato plurilateral, lo que significa esencialmente la sistematización, a esa escala 
plurilateral, de los programas de desgravación arancelaria y de los requisitos específicos 
de origen. De este modo, en textos normativos unificados cada Estado de la AP fija su 
programa de desgravación y los requisitos específicos de origen frente a los restantes tres 
Estados. Pero a su vez, todas las cláusulas del Protocolo se presumen compatibles con 
los vínculos bilaterales preexistentes. Todo ello surge del “Protocolo Adicional al Acuerdo 
Marco de la Alianza del Pacífico”, mismo que tiene también las características de un TLC, 
se firmó el 10 de febrero de 2014 y rige desde el 1 de mayo de 2016; es un ordenamiento 
de sistematización –y no de sustitución– de los compromisos previamente contraídos en 
aquellos TLC bilaterales (conforme artículo 1.2). A la vez contempla un sistema de solu-
ción de diferencias por el cual se reconoce una vía para el eventual entrecruzamiento de 
posiciones conflictivas entre distintas Partes.
 Para poder apreciar la utilidad del Protocolo como instrumento destinado a la 
amplificación ordenada de los beneficios negociados entre sí y con terceros países, 
precisamente deben tenerse a la vista los vínculos que los países de la AP han estable-
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cido fuera de la región: (a) en el caso de Chile, sus TLC con los EE.UU.; UE; AELC 
(Suiza, Liechtenstein, Islandia y Noruega); China; Canadá; Corea; Malasia; Turquía; 
Hong Kong China; Australia; Japón; Vietnam; Tailandia; y Nueva Zelandia-Singa-
pur-Brunei (P 4); (b) en el caso de Colombia, sus TLC con los EE.UU.; Canadá; 
UE; AELC; Corea; (c) en el caso de México, sus TLC con los EE.UU. y Canadá 
(NAFTA); UE; AELC; Japón; Israel; (d) en el caso de Perú, sus TLC con los EE.UU.; 
UE; AELC; China; Canadá; Corea; Japón; Singapur; Tailandia.
B. Estrategia de los países del Sistema de Integración Centroamericana (SICA).
B.1. La profundización de los vínculos está circunscripta a determinados paí-
ses miembros, pero procurando de todos modos preservar el formato 
histórico de integración sub-regional.
 El Sistema de Integración Centroamericana (SICA) está formalmente inspirado 
en los ideales que intentaron plasmar el Tratado General de Integración Económica 
Centroamericana (Tratado de Managua) del 13 de diciembre de 1960, y la Carta 
de la Organización de Estados Centroamericanos (ODECA) del 12 de diciembre 
de 1962. Pero más allá de inspirarse en el Mercado Común Centroamericano, su 
sólo advenimiento marca una flexibilización respecto de las metas fundacionales, 
inaugurando así una nueva etapa. El marco general lo proporciona el Protocolo de 
Tegucigalpa a la Carta de ODECA, firmado el 13 de diciembre de 1991, que se con-
sidera como su fundamento constitucional. El Protocolo de Tegucigalpa rige en la 
actualidad para: Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y 
Panamá50. Y dentro de SICA, se desgrana un Subsistema Económico regulado por el 
Protocolo de Guatemala al Tratado de Managua, suscrito el 29 de octubre de 1993 y 
en el que, por ahora, participan Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Ni-
caragua51. Las enmiendas a los dos Protocolos, firmadas en el año 2002, ya reflejaron 
la necesidad de despegar los compromisos económicos y comerciales intra-subregio-
nales del encuadramiento político de la integración, al menos en aspectos cruciales: 
(i) las instancias para resolver controversias52 y la ejecutoriedad requerida en la ges-
50 En el año 2013, durante la XLI Reunión Ordinaria de los Jefes de Estado y de Gobierno de SICA celebrada 
en la ciudad de San José de Costa Rica, se proclamó el ingreso al Sistema de la República Dominicana. 
Oficialmente no hay registros de su ratificación, si bien la disposición de este país para involucrarse 
en el proceso de integración centroamericana se reafirmó en agosto de 2015 cuando funcionarios de 
su cancillería participaron en SIECA de un taller exploratorio para discutir la posible adhesión del país 
caribeño al Subsistema Económico Centroamericano.
51 En una reunión del Consejo de Ministros de Integración Económica (COMIECO), llevada a cabo en junio 
de 2015, se dejó constancia de los avances en el proceso de incorporación de Panamá al Subsistema de 
Integración Centroamericana a través de la adhesión de este país al Tratado de Inversión y Comercio de 
Servicios.
52 La Enmienda al Protocolo de Tegucigalpa, suscrita en Managua, el 27 de febrero de 2002, modificó el 
artículo 35 de dicho Protocolo para excluir de las competencias de la Corte Centroamericana de Justicia 
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tión e implementación de los compromisos53. La integración económica y comercial, 
ahora separada operativamente de la instancia política, quedó plasmada, entre otras 
fórmulas convencionales, mediante la suscripción en Guatemala, el 12 de diciem-
bre de 2007, de un Convenio Marco para el Establecimiento de la Unión Aduanera 
Centroamericana. Este Convenio rige en los cinco países miembros del Subsistema 
Económico desde distintas fechas del año 2011. 
 Las referencias precedentes se justifican una vez más porque la reciente iniciativa 
bilateral que mostró su dinamismo en el primer semestre de 2016, esto es, el llamado 
“Proceso de Integración Profunda Hacia el Libre Tránsito de Personas y Mercancías 
entre las Repúblicas de Guatemala y Honduras”, invoca como sus bases legales preci-
samente al Protocolo de Guatemala y al Convenio Marco54. Independientemente de 
las ostentaciones retóricas, es evidente que Guatemala y Honduras no intentan edifi-
car una unión aduanera bilateral en sentido estricto. Sin embargo, su mutua disposi-
ción para agilizar el flujo de personas y de bienes entre ambos territorios nacionales, 
marca de manera inequívoca la remanencia de notables obstáculos físicos y comercia-
les entre los países del istmo. 
 De modo que las acciones más recientes y relevantes en este proceso han respondido 
a una revalorización de las relaciones bilaterales dadas las dificultades operativas para pro-
gresar en el mismo sentido a través de SICA55: (i) el 26 de febrero de 2015, los presidentes 
de ambos países aprobaron un “Marco General de los Trabajos para el Establecimiento 
de la Unión Aduanera entre la República de Guatemala y la República de Honduras”; 
las diferencias surgidas en el marco del Subsistema de Integración Económica. Estas últimas, según 
la nueva versión del artículo (que a la fecha fue adoptada por todos los países de SICA que a su vez 
componen el Subsistema de Integración Económica), deben someterse al mecanismo de solución de 
controversias que establezca el Consejo de Ministros de Integración Económica. Al respecto, se prevé 
la fijación de un método alterno, incluido el arbitraje, cuyas decisiones serán vinculante para los Estados 
Miembros intervinientes en cada diferencia objeto de su intervención.
53 La Enmienda al Protocolo de Guatemala modificó el texto del artículo 38 estableciendo que el Consejo 
de Ministros de Integración Económica subroga en sus funciones al Consejo Arancelario y Aduanero 
Centroamericano y a todos los demás órganos creados en instrumentos precedentes a este Protocolo en 
materia de integración económica centroamericana.
54 Acerca del Protocolo de Guatemala se hace hincapié en su artículo sexto: “El avance del proceso de 
integración hacia la Unión Económica, se realizará mediante la voluntad de los Estados Parte expresada 
según lo dispone el artículo 52 del presente Protocolo, referido a la toma de decisiones de los órganos 
del Subsistema. Lo cual significa que todos o algunos Miembros podrán progresar con la celeridad que 
acuerden dentro de ese proceso”.
55 Los obstáculos para la profundización de los vínculos intra-centroamericanos a través de los instrumentos 
de integración llegan a tal punto que no pueden resolverse de común acuerdo las cuestiones de seguridad 
en frontera. A modo de ejemplo, por una nota de prensa de la cancillería de Nicaragua, emitida el 19 
de noviembre de 2015, se denunciaba “…ante la comunidad internacional el bloqueo sistemático del 
Gobierno de Costa Rica en SICA, donde se ha negado a incluir como punto de agenda la discusión 
sobre la emigración masiva e ilegal de ciudadanos cubanos, que por miles atraviesan nuestros territorios”. 
Independientemente de la verosimilitud que pueda reconocerse a la denuncia, su sola exposición daba 
cuenta de una escasa confiabilidad recíproca para dirimir en el marco de SICA cuestiones prioritarias 
como la indicada.
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(ii) cancilleres y otros ministros, reunidos en Panamá el 10 de abril de 2015, firmaron el 
Protocolo de Habilitación para la Implementación de la Unión Aduanera bilateral, ajus-
tándose al modelo aprobado a título de aquel “Marco General…” que se incorporó como 
Anexo I de dicho Protocolo; (iii) el 4 de mayo de 2016 se depositó en la Secretaría Ge-
neral de SICA el “Protocolo Habilitante para el Proceso de Integración Profunda Hacia 
el Libre Tránsito de Mercancías y de Personas Naturales entre Honduras y Guatemala”. 
Formalmente cobró vigencia ocho días después; (iv) el 6 de junio de 2016 autoridades 
ministeriales de Guatemala y Honduras firmaron los documentos que instituyen formal-
mente la instancia ministerial que será responsable de la administración, implementación 
y perfeccionamiento de la unión aduanera entre sus países. Los ministros también apro-
baron el Reglamento de Funcionamiento de la Instancia Ministerial y el Reglamento del 
Fondo Estructural y de Inversiones. En sesiones ulteriores, los ministros responsables de la 
integración económica por ambos países dieron muestras de la proyección que los gobier-
nos procuran darle a esta iniciativa. Por ejemplo, en el encuentro de septiembre de 2016 
en Tegucigalpa, fueron aprobadas resoluciones y previstas medidas atinentes a temas tales 
como: el funcionamiento de un comité consultivo conformado por agentes privados, a tí-
tulo de “sectores productivos” arraigados en los dos territorios nacionales, armonizaciones 
arancelarias, desarrollo informático aplicado a cuestiones tributarias, aduaneras y sanita-
rias, progresos en materia de regulaciones sanitarias para mercancías de libre circulación, 
controles migratorios, transporte aéreo, y …el examen de la propuesta de Nicaragua para 
incorporarse como tercer país a esta incipiente “unión aduanera”. De modo que puede 
avizorarse un enésimo “volver a empezar” con las articulaciones de integración económi-
ca, pero ahora desde abajo, es decir, desde la tímida construcción bilateral y con el sentido 
práctico que demanda la apertura de puestos fronterizos, la uniformidad de trámites y 
reglamentos para el acceso de personas y bienes, aunque sin cuestionar en teoría el acervo 
histórico del Mercado Común y del Sistema de Integración Centroamericana.
B.2. Debilitamiento explícito del formato de integración sub-regional a pro-
pósito del CAFTA DR.
 En el marco de SICA lucen las denominadas “cláusula centroamericana de ex-
cepción” y la “preferencia centroamericana”, que deberían ser preservadas a tenor del 
Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centroamericana (Protocolo 
de Guatemala), artículo 13. Siguiendo la secuencia histórica, Jaime Delgado Rojas 
nos recuerda que la referida “cláusula centroamericana de excepción” ya estaba con-
templada en un Tratado subregional de 1934, habiendo sido luego reproducida por 
el Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración Económica de 1958 (en el 
artículo XXIV) y por el Tratado General de Managua de 1960, en su artículo XXV. 
Implicaba en principio la obligación de consulta previa a la suscripción de acuerdos 
comerciales con terceros países que pudieran significar una competencia hostil con 
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los países hermanos de la subregión56. Es llamativo que después de tanta parafernalia 
normativa, los cinco países centroamericanos signatarios de aquellos compromisos 
deban lidiar en el CAFTA.DR con una especie de NMF simétricamente “inversa”. 
En efecto, el segundo párrafo del artículo 1.3 determina que: “…nada en este Tratado 
impedirá a las Partes Centroamericanas mantener sus instrumentos jurídicos existen-
tes de la integración centroamericana, adoptar nuevos instrumentos jurídicos de inte-
gración, o adoptar medidas para fortalecer y profundizar esos instrumentos, siempre 
y cuando esos instrumentos y medidas no sean inconsistentes con este Tratado” 
(la negrita es del autor).
C. Estrategia de los países del MERCOSUR.
C.1. Tendencias hacia la fragmentación interna del MERCOSUR mediante 
la celebración de compromisos bilaterales entre Estados Parte.
 Es sabido que el MERCOSUR se gestó sobre la base de la integración bilateral 
Argentina-Brasil y que ha debido coexistir –pese a su proclamada esencia plurilateral– 
con acuerdos entre pares de países que simultáneamente se presentan como Estados 
Parte. El ejemplo más notorio es el del acuerdo de alcance parcial de complementación 
económica número catorce (AAP.CE 14), que reproduce, en el marco de ALADI, el 
Tratado de Integración entre Argentina y Brasil y cuyo mismo texto luego reprodujera 
el Tratado de Asunción. Pero otro ejemplo, menos llamativo, es el del AAP.CE 2 entre 
Brasil y Uruguay. Si bien ambos acuerdos básicamente se han circunscripto al tema 
automotriz, con motivo de la crisis del MERCOSUR este último acuerdo inició su 
metamorfosis. En tal sentido, Brasil y Uruguay firmaron el 11 de marzo de 2013 su 
septuagésimo primer protocolo adicional al AAP.CE 2 que se aplica desde el 15 de 
septiembre de 2015. El mismo representa un llamado de atención que debería ser ad-
vertido, en especial teniendo a la vista el agudo desgaste del MERCOSUR.
 En efecto, este protocolo refleja por sus propias características la clara intención 
de ambos gobiernos para iniciar el proceso de evacuación ordenada del MERCO-
SUR. En tal sentido, ya no hay alusiones a sus dos insignias: la hipotética política co-
mercial externa común y el también hipotético acceso irrestricto a los mercados. Por 
el contrario, el contenido del protocolo marca la necesidad de reconstruir el vínculo 
bilateral ante una orfandad normativa. 
56 Conforme Jaime Delgado Rojas: “La especificidad de la integración centroamericana y su aporte al 
pensamiento integracionista latinoamericano”, en: Revista Aportes para la Integración Latinoamericana 
del Instituto de Integración Latinoamericana de la Universidad Nacional de La Plata, año XV número 20, 
junio 2009.
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 Es así que este septuagésimo primer protocolo parece augurar el lanzamiento de 
negociaciones bilaterales que tendrán por objeto formalizar un acuerdo de libre co-
mercio de última generación. En efecto, además del considerando que alude a “la vo-
luntad manifestada por los Presidentes (…) de concretar la libre circulación de bienes y 
servicios”, en su parte dispositiva ya pueden advertirse algunos elementos esenciales de 
un compromiso semejante. Ante todo, del texto se desprenden obligaciones alusivas 
a distintos procedimientos consensuados a propósito de los siguientes temas: (i) veri-
ficación de certificados de origen; (ii) consultas en oportunidad de investigación por 
dumping, subsidios, salvaguardias y medidas anti-elusión; (iii) búsqueda de entendi-
mientos en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias, incluyendo la posibilidad 
de reconocer equivalencias y elaboración, adopción y aplicación de medidas relativas 
a productos sujetos a vigilancia sanitaria; (iv) un mecanismo para el reconocimiento 
de los resultados de la evaluación de la conformidad a reglamentos técnicos; y (v) un 
mecanismo destinado al despacho expeditivo para la liberación aduanera de las mer-
caderías comercializadas entre las Partes.
 Pero el protocolo no sólo fija obligaciones recíprocas en las áreas menciona-
das sino que introduce una gimnasia interactiva con dos objetivos: reglamentar 
de manera minuciosa las cuestiones indicadas más arriba; y encauzar institucio-
nalmente la interacción a fin de resolver los diferendos que pudieran plantearse 
a su respecto. En esta línea es erigida una Comisión de Comercio Bilateral Uru-
guay-Brasil (CCB) a nivel de viceministros con “el propósito de profundizar la 
relación comercial bilateral, a través de la solución de dificultades legales, normativas 
y operacionales puntuales de acceso a mercado y la elaboración de iniciativas para la 
expansión del intercambio de bienes y servicios”. Y en el marco de la CCB y a fin de 
resolver de manera expeditiva las dificultades puntuales de acceso a mercados, se 
crea un Mecanismo de Consultas. En el plano de las reglamentaciones es tan sutil 
como llamativa la minimización de la normativa fijada en el MERCOSUR. Así, 
acerca de las medidas sanitarias y fitosanitarias y a los efectos del reconocimiento 
de equivalencias, las Partes “tendrán en cuenta” determinadas Resoluciones Gru-
po Mercado Común (GMC), su órgano ejecutivo. Y para el reconocimiento de 
medidas de control y vigilancia sanitaria en materia de productos de salud, las 
Partes “tendrán como criterios orientadores” los establecidos en otras Resoluciones 
GMC que también se mencionan. Tales expresiones no son gratuitas: “tener en 
cuenta” y tener “como criterios orientadores” a determinadas disposiciones, difiere 
claramente de un mandato alternativo contundente como sería por ejemplo el de 
“atenerse a” esas normas. A su turno, en el plano de las consultas y mecanismos 
para la resolución de problemas, no se hace referencia alguna a los órganos ni a 
los procedimientos de solución de controversias del MERCOSUR. 
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 En síntesis, Brasil y Uruguay utilizan el acuerdo de complementación económica 
en ALADI para ensayar, al modo de un programa de cosecha temprana, el trazado 
de su propio proceso de integración despegándose del MERCOSUR. He aquí una 
señal para los otros Estados Parte que también conservan instrumentos bilaterales 
con Brasil y que permitirían encauzar una reactivación comercial equivalente a la que 
afrontan ambos países. En tal sentido, merece tenerse presente el caso de Paraguay. 
 Al exhibir su disposición para reformular compromisos de integración en el 
MERCOSUR pero ahora en una escala bilateral, Brasil estaría entonces pisando el 
umbral de la revitalización de ALADI, poniendo fin al estado de parálisis institucio-
nal que ha venido padeciendo esta Asociación, alimentado desde tiempo atrás por 
desavenencias ideológicas entre gobiernos de los países miembros.
C.2. Tendencias hacia la fragmentación del MERCOSUR a través de la di-
versificación de los vínculos frente a otros países latinoamericanos.
a) MERCOSUR Y CHILE
 El AAP.CE entre MERCOSUR y Chile, en su versión rectificada por la cual se 
conforma nominalmente una zona de libre comercio, fue celebrado el 25 de junio 
de 1996 y entró a regir el 1 de octubre del mismo año. Abundan los protocolos adi-
cionales que, firmados por las representaciones de todos los Estados Parte, consagran 
tratamientos arancelarios y cupos de carácter bilateral: el trigésimo entre Brasil y Chi-
le, el trigésimo primero y el trigésimo tercero entre Argentina y Chile, el trigésimo 
séptimo y el cuadragésimo primero entre Paraguay y Chile, el cuadragésimo tercero 
entre Uruguay y Chile, etc. 
 Durante el primer semestre de 2016, precisamente Chile y Uruguay difundieron 
su iniciativa para la profundización bilateral del vínculo bajo el formato de un TLC y 
según el anticipo, dado en diciembre de 2015, con motivo de la visita del mandata-
rio uruguayo a Chile. De modo que el 22 de febrero una delegación de la Dirección 
General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON) del gobierno de 
Chile viajó a Montevideo con vistas a iniciar negociaciones para formalizar un TLC 
bilateral con Uruguay. Los avances se registraron prontamente y el 4 de octubre de 
2016 los cancilleres firmaron en Montevideo el anunciado TLC, que incluye capítu-
los relativos a: facilitación comercial, políticas de competencia, medidas sanitarias y 
fitosanitarias, obstáculos técnicos al comercio, comercio electrónico, comercio trans-
fronterizo de servicios, temas laborales, protección del medio ambiente, propiedad 
intelectual y cooperación mutua. 
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b) MERCOSUR Y PERÚ
 El AAP.CE 58 entre MERCOSUR y Perú, en su versión rectificada, se firmó el 
30 de noviembre de 2005 dejando sentado el objetivo nominal de formar un área de 
libre comercio y tender a la creación de un espacio económico ampliado. Rige desde 
el 6 de febrero de 2006. El texto de dicho Acuerdo se desgrana en anexos y apéndi-
ces que contienen cronogramas de desgravación bilaterales. Asimismo, el Anexo V 
también trae apéndices que fijan respectivamente los requisitos específicos de origen 
entre: Perú, Argentina y Brasil; Perú y Paraguay y Perú y Uruguay.
 Brasil y Perú decidieron reencauzar su relación bajo una modalidad semejante a 
la planteada por Brasil frente a México. En efecto, el 29 de abril de 2016, la ministra 
de Comercio Exterior y Turismo del Perú y los ministros brasileños de Desarrollo, 
Industria y Comercio Exterior y de Relaciones Exteriores del Brasil firmaron en Lima 
tres instrumentos destinados a reencauzar la relación entre ambos países: (i) un acuer-
do de profundización económico y comercial que incorpora compromisos en materia 
de comercio de servicios, inversiones, contratación pública y solución de controver-
sias; (ii) un acta de entendimiento para la aceleración bilateral del cronograma de 
reducción arancelaria en el marco del AAP.CE 58. Según el gobierno peruano, esta 
reducción anticipada permitirá avanzar en la eliminación de líneas arancelarias del 
sector automotor para posibilitar la inserción de la industria peruana de autopartes 
en las cadenas de valor del sector automotriz en Brasil; y (iii) un memorándum de 
creación del Comité de Facilitación del Comercio Exterior Bilateral57.
c) MERCOSUR Y MÉXICO
 A diferencia de los casos anteriores, los países del MERCOSUR, al amparo de un 
“acuerdo marco”, negocian con México a través de acuerdos bilaterales. Así el AAP.
CE 54, cuya versión rectificada se firmó el 5 de julio de 2002 y entró en vigencia el 
5 de enero de 2006, dispone que los acuerdos entre México y cada uno de los países 
del MERCOSUR “(…) estarán en vigor hasta la implementación del Acuerdo de Libre 
Comercio entre el MERCOSUR y los Estados Unidos Mexicanos” (artículo 2 párrafo 3). 
Bajo este paraguas rigen: 
–El AAP.CE 6 entre Argentina y México rige desde el 1 de enero de 1987, es 
decir, con anterioridad a la suscripción del Tratado de Asunción, aunque fue 
57 Véase la publicación de la Oficina de Comunicación y Protocolo del Ministerio de Comercio Exterior y 
Turismo del Perú, difundida a través del sitio: www.mincetur.gob.pe
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objeto de un Protocolo de Adecuación Rectificado en 1993 y su texto se orde-
nó y consolidó mediante otro Protocolo numerado como décimo quinto que se 
encuentra en vigor desde el 1 de enero de 2007;
– El AAP.CE 53 entre Brasil y México está vigente desde el 2 de mayo de 2003. 
Durante los primeros días de julio de 2016 se registró la cuarta reunión nego-
ciadora para la ampliación y profundización de dicho Acuerdo. Estos trabajos 
apuntan inequívocamente hacia la formalización de un TLC, según surge de 
los avances logrados en distintas mesas al cabo de la segunda ronda, en febrero 
del mismo año: acceso a mercados, reglas de origen, facilitación del comercio, 
servicios, inversión, medidas sanitarias y fitosanitarias, obstáculos técnicos al 
comercio, compras públicas, propiedad intelectual, coherencia regulatoria, po-
lítica de competencia y remedios comerciales.
– El AAP.CE 60 entre Uruguay y México rige desde el 15 de julio de 2004. Este 
último es un auténtico TLC, dotado de regulaciones en materias tales como: el 
comercio transfronterizo de servicios (capítulo 10), telecomunicaciones (capí-
tulo 11), política de competencia, monopolios y empresas del Estado (capítulo 
14), y propiedad intelectual (capítulo 15). El desapego de Uruguay con respec-
to al MERCOSUR se advierte, por ejemplo, en una disposición de su Primer 
Protocolo Adicional (que rige desde el 1 de marzo de 2013), según la cual las 
Partes prevén la concertación de normas sobre acumulación de origen amplia-
do en la calificación de las mercaderías, con el objeto de asignarles origen a ma-
teriales procedentes de terceros países. Pero esta previsión no menciona siquiera 
a los restantes países del bloque en tanto eventuales proveedores de dichos ma-
teriales.
2. Un problema irresuelto: la superposición conflictiva 
entre distintos compromisos de integración 
 A.  Inocuas previsiones en ALADI
 Como es conocido, esta cuestión nunca pudo ser zanjada en ALADI, de modo 
que distintos acuerdos celebrados entre los países miembros están permanentemente 
supeditados a su vulneración, tanto en virtud de otros acuerdos en el marco de la 
misma Asociación, como por los TLC que vinculan a países miembros con países 
extra-regionales.
 El Tratado de Montevideo 1980 (TM 80) contemplaba una cláusula de la na-
ción más favorecida (NMF) en su artículo 44. Esta cláusula era de por sí muy laxa, 
en la medida que el Tratado promovía la formalización de nexos bilaterales con la 
109 
sola restricción de tener que cumplir algunas formalidades: propiciar la convergencia, 
fijar tratamientos diferenciales en función de tres categorías de países, contemplar 
procedimientos de negociación para su revisión periódica, tener un plazo mínimo 
de duración y supeditar las concesiones a condiciones adecuadas de abastecimiento, 
calidad y precio de insumos comprometidos en esas negociaciones (conforme Resolu-
ción número 2 del Consejo de Ministros de la ALALC, dada el 12 de agosto de 1980, 
artículo 4, que como las restantes Resoluciones dictadas por el mismo órgano en esa 
fecha fueron incorporadas al ordenamiento jurídico del TM 80 en virtud del artículo 
69 de este último). En conclusión, la NMF pactada en ALADI tuvo una particular 
flexibilidad, porque sólo consistió en fijar las cláusulas y los procedimientos de nego-
ciación que, si eran satisfechos, aseguraban la exclusividad y no extensión de las prefe-
rencias concertadas por dos o más países miembros tanto en sus relaciones recíprocas 
como con terceros países. De no hacerlo así, esas preferencias “…serán inmediata e 
incondicionalmente extendidas a los restantes países miembros”. 
 Al calor de las necesidades de inserción en la economía global a través de distin-
tos TLC entre los países miembros y con terceros países, dicha NMF resultó ser, sin 
embargo, una exigencia excesiva, dando lugar al “Protocolo interpretativo del artículo 
44 del Tratado de Montevideo 1980”, suscripto en Cartagena de Indias el 13 de junio 
de 1994, por el Consejo de Ministros de la Asociación. Este Protocolo autoriza a los 
países miembros para que, individualmente, soliciten al Comité de Representantes 
“la suspensión temporal de las obligaciones establecidas en el artículo 44 del Tratado de 
Montevideo 1980, aportando los fundamentos que apoyan su solicitud” (Protocolo, artí-
culo segundo). Los países afectados por esa suspensión podrán solicitar negociaciones 
bilaterales a fin de que las concesiones preexistentes sean mantenidas “…en un nivel 
general no menos favorable para el comercio que el que resultaba de los acuerdos (ante-
riormente) concertados…” (Protocolo, artículo tercero). Mientras tramitaban las rati-
ficaciones, en ALADI se insinuaron algunos intentos de renegociación de concesio-
nes sobre la base de dicho Protocolo. Pero al cabo de un tiempo los cuestionamientos 
quedaron de lado hasta el punto que hoy día podría sostenerse que en la práctica está 
vaciada de toda NMF.
 B.   Inquietudes en el CAFTA DR
 Merecen especial atención los primeros chisporroteos generados por la firma del 
Acuerdo Transpacífico (TPP), cuya suscripción, el 3 de febrero de 201658, pareció 
58 Firmado en Auckland, Nueva Zelanda, por los Ministros de Comercio de los doce países signatarios. 
Entrará en vigor transcurridos dos años de su firma cuando al menos seis países que representen el 
ochenta y cinco por ciento del Producto Bruto Interno del conjunto notifiquen su ratificación. El TPP 
consagra un marco regulatorio para poder articular las economías de Estados Unidos y de los países 
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inaugurar la fase de los TLC convergentes o de segundo grado, que según la termino-
logía en boga se individualizan como “mega-acuerdos”. Lo suscribieron doce países 
(Estados Unidos de América, Canadá, Australia, Nueva Zelanda, Japón, Vietnam, 
Malasia, Singapur, Brunei, y tres países latinoamericanos: Chile, Perú y México). 
 A través del TPP –aún pendiente de ratificación– los Estados Unidos de América 
podrían erosionar o vulnerar concesiones otorgadas con anterioridad a distintos paí-
ses latinoamericanos. Queda entonces expuesta la posibilidad de tener que afrontar 
las consecuencias de una superposición conflictiva de reglas y concesiones entre el 
TPP y otros formatos preexistentes de integración celebrados por países latinoameri-
canos. A su vez esta eventualidad plantea la necesidad de contemplar la apertura de 
instancias para renegociar reglas y concesiones originariamente acordadas. La preo-
cupación ha dado lugar a una primera reacción frente a sus potenciales efectos ad-
versos respecto de la materia negociada en el CAFTA DR. Vale recordar que durante 
la primera década del siglo la construcción del CAFTA DR insumió regateos harto 
trabajosos en cuyo transcurso los países centroamericanos debieron introducir, a ins-
tancias de los EE.UU. modificaciones significativas en sus legislaciones internas59. Al 
interlocutores de China, como son los países miembros de ASEAN: Estados Unidos tiene un Tratado 
vigente con Singapur y ahora se agregan Malasia, Vietnam y Brunei. No debe pasarse por alto que estos 
diez países han venido avanzando en su interrelación con China, Japón y Corea en el marco del Grupo 
ASEAN + 3 a partir de su Plan de Trabajo 2007-2017. Y en la actualidad encaran proyectos todavía 
más ambiciosos con la inclusión de Australia, Nueva Zelanda e India (ASEAN + 6) en un “Regional 
Comprehensive Economic Partnership” (RCEP). El entrelazamiento de las economías de Asia y el Pacífico 
explica entonces la necesidad apremiante de Estados Unidos para coser su propia red y formalizar este 
vínculo interoceánico en el que figuran Japón y también Australia y Nueva Zelanda, con lo que se refuerza 
la presencia en el Índico anticipada por el Tratado en vigor entre este país y Australia.
59 Las negociaciones habían comenzado en enero de 2003. Después de nueve rondas se arribó a un texto 
aceptado por EUA, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua el 17 de diciembre de 2003 y con Costa 
Rica el 25 de enero de 2004. Los ministros acreditados de dichos países firmaron una primera versión del 
Tratado en la ciudad de Washington el 28 de mayo de 2004. Pero luego, con motivo de la incorporación de 
República Dominicana, Ministros de Economía y Comercio de los países centroamericanos y de República 
Dominicana y el Representante Comercial de EUA suscribieron en la misma ciudad de Washington el 5 de 
agosto de 2004 un texto único que, sin perjuicio de las listas y notas de cada uno de los países signatarios, 
permitió que los siete países pudieran enviar un mismo instrumento normativo a su respectivos Poderes 
Legislativos para la aprobación requerida. Dicho texto se depositó en la sede de la Organización de 
Estados Americanos (OEA). Pese a que el Tratado debía regir a partir del 1 de enero de 2006 (con 
excepción de Costa Rica que a esa fecha todavía no lo había ratificado), el Gobierno de EUA solicitó a sus 
pares de los países centroamericanos las reformas legislativas sobre los temas que habían sido objeto 
de dicho compromiso en el mismo Tratado, con especial referencia a la propiedad intelectual, medidas 
sanitarias y fitosanitarias, regímenes aduaneros, telecomunicaciones, contratación pública y tipificaciones 
penales. Como consecuencia de estos procedimientos de reforma legislativa, el 25 de febrero de 2006 y 
luego de una entrevista entre los Presidentes de EUA y de El Salvador, la administración estadounidense 
anunció que dicho Tratado entraría en vigor bilateralmente el 1 de marzo de 2006. Para llegar a esta 
instancia, en El Salvador debieron ser aprobadas las enmiendas. En el caso de Honduras, su Congreso 
también debió pronunciarse sobre reformas legislativas y, como consecuencia, el 24 de marzo de 2006 
fue aprobada en Honduras una Ley de Implementación del Tratado que permitió su entrada en vigencia el 
1 de abril de 2006. Por su parte, las reformas legales solicitadas a Nicaragua estuvieron referidas a cinco 
leyes. Efectuadas tales modificaciones, el Acuerdo entró en vigor para este país el 1 de abril de 2005. Con 
respecto a Guatemala, una vez implementadas las adecuaciones el Tratado se aplicó desde el 1 de julio 
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cabo de dichos intentos, el Tratado consagró un régimen de calificación específica de 
origen que, en particular para los sectores textiles y de indumentaria, había generado 
grandes expectativas en los países del istmo. 
 Pero la firma del TPP ha puesto en estado de alerta a los países centroame-
ricanos y a la República Dominicana, hasta el punto que tuvo mucho eco la 
comparecencia en Washington, frente a legisladores y funcionarios de la Ofici-
na del Representante de Comercio de  los EE.UU., de una comitiva empresarial 
centroamericana de la industria textil y de la confección, el 12 de abril de 2016. 
Los empresarios advirtieron “…las preocupaciones de la región respecto del impacto 
que podría tener la entrada en vigencia del TPP, en caso de que persistan algunas de 
las actuales condiciones, especialmente en países como Vietnam. Particularmente (el 
ministro de Economía de El Salvador, allí presente) se ha referido a temas como la 
manipulación del tipo de cambio, la ausencia de regulaciones ambientales y laborales 
en las empresas vietnamitas, el otorgamiento de subsidios a la producción y a la ex-
portación en empresas públicas que, entre otras cosas, dejarían a la industria centroa-
mericana compitiendo en situación de desventaja”.60
3. Advertencia sobre una interpretación errónea de las 
tendencias prevalecientes61 
 La continuidad de la corriente de negociaciones y aplicaciones de compromisos 
encuadrados en TLC y otros formatos tendientes a circunscribir las concesiones y 
regulaciones comerciales y económicas, merece ser interpretada, no como una des-
ventura frente a los ideales del multilateralismo, sino como tendencia reconstructiva 
de la propia economía global. 
 Igualmente las actuales prácticas de integración económica contradicen aquellos 
proyectos ecuménicos de mercados comunes y uniones aduaneras que pretendieron 
reproducir, a escala subregional, el mismo ensueño del libre comercio. Sin embargo, 
siguiendo su incorregible apego a la idea de un orden mundial, abundan los tecnó-
cratas que, invocando los “mega-acuerdos”, imaginan la reconfiguración virtuosa del 
de 2006. En el caso de la República Dominicana, comenzó a regir el 1 de marzo de 2007. Y finalmente 
Costa Rica, luego de duras porfías internas, lo puso en vigor el 1 de enero de 2009.
60 Extraído de: www.minec.gob.sv
61 Los comentarios de esta sección sintetizan los argumentos desarrollados por el autor en “El sistema 
económico internacional y los avatares en la construcción de un nuevo multilateralismo”. Ese documento 
sustentó la ponencia presentada en el Simposio sobre Regionalismo Sudamericano, llevado a cabo en 
la Universidad Nacional de La Plata, Argentina, los días 5 y 6 de noviembre de 2012. Publicado en: 
Informe Integrar, boletín del Instituto de Integración Latinoamericana de la Universidad Nacional de La 
Plata, octubre de 2012.
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multilateralismo a partir, precisamente, de la proliferación de TLC bilaterales. En 
este sentido, el primer paso sería el del tránsito de los actuales hacia la configuración 
de “mega-acuerdos” plurilaterales. 
 Si bien la dinámica de la economía global tironea en dirección de regulaciones cada 
vez más uniformes, semejante impulso debe ser entendido como parte del mismo proceso 
que puso al multilateralismo de la OMC patas para arriba. Basta una lectura de los más 
diversos TLC para detectar que la verdadera carne de su normativa está expuesta median-
te la genérica expresión “medidas disconformes” (non-conforming measures). Las “medidas 
disconformes” consisten en “medidas que no se ajustan” a las llamativas declaraciones de 
principios (esencialmente: los principios del trato de la nación más favorecida y del trato 
nacional) que figuran encabezando de manera engañosa los distintos capítulos y secciones 
de los TLC. Es así que tales declaraciones de principios adornan los encabezamientos pero 
luego son pormenorizadamente minimizadas. Las “medidas disconformes” constituyen 
extensas y densas nóminas de actividades y regulaciones restrictivas que se reconocen re-
cíprocamente los Estados Partes con el objeto de evadir la aplicación de aquellos mismos 
principios y fijar legítimamente reservas de mercado en materias tan variadas como el 
comercio de bienes, las inversiones, el comercio de servicios, las compras gubernamenta-
les, el transporte y las telecomunicaciones. Las múltiples observaciones incorporadas a las 
nóminas de requisitos específicos de origen tienen en muchos casos un efecto equivalente: 
consagrar reservas de mercado. 
 Cabe destacarlo una vez más: las disciplinas incorporadas en un TLC constitu-
yen ya no manifestaciones de libre comercio, sino transacciones destinadas a reglar la 
administración de sensibilidades recíprocas. De modo que por su propia estructura, 
atienden a la necesidad de estabilizar las condiciones de supervivencia empezando 
por encuadrar las relaciones bilaterales y a veces plurilaterales. En resumen, a través 
de las “medidas disconformes” pares o grupos de países interesados en incrementar su 
interdependencia, incorporan cláusulas destinadas a neutralizar los efectos indesea-
bles de la economía global. 
 Sin embargo, algunos autores han optado por asignarle a los TLC una propiedad 
regenerativa desde la perspectiva multilateral preexistente. Por ejemplo, Peter A. Petri 
(2008) ha utilizado la terminología usualmente aplicada en materia de comercio in-
ternacional de servicios, para indicar que a partir de ellos estaría reconstruyéndose el 
sistema de comercio internacional “desde abajo” (bottom up). Al respecto, aplicando 
la concepción de Richard E. Baldwin sobre el efecto “dominó” como consecuencia 
de la proliferación de los TLC, Petri advierte que la progresiva multiplicación de los 
suscriptos por los mismos países va alterando la relación costo-beneficio respecto de 
los compromisos multilaterales sobre la materia negociada en ellos, desde al menos 
dos perspectivas. La relación costo-beneficio se modificaría por el costo administra-
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tivo creciente debido a la superposición de compromisos; en tanto los beneficios co-
merciales asociados a la captura de los mercados recorrerían una curva descendente, 
hasta el punto crítico en el que las curvas de caída de beneficios y aumento de costos 
se cruzarían, marcando en ese punto de intersección la conveniencia de tornar hacia 
un sistema de concesiones multilaterales. 
 Lo que a mi juicio se pasa por alto es que la erosión del multilateralismo y el con-
siguiente auge de las relaciones bilaterales expresan los cambios estructurales en las 
condiciones de producción prevalecientes a escala mundial. El multilateralismo del 
futuro ya no será el mismo del pasado. Es decir que, aun aceptando la prevalencia de 
los beneficios sobre los costos a medida que convergen los TLC respecto de la misma 
materia negociada y para un número creciente de países involucrados en ellos, de 
todos modos las características del eventual retorno a un sistema multilateral debería 
reflejar los cambios en las condiciones de producción que fueron, precisamente, la 
causa del desmembramiento del régimen multilateral conocido62. Al respecto y una 
vez más debería considerarse la sustancia de los TLC como expresión o respuesta de 
los Estados nacionales frente al desafío de la economía global. Por eso: una cosa es 
imaginar la convergencia de concesiones arancelarias y otra (más difícil pero también 
más realista), es imaginar la de “medidas disconformes”. Ni el voluntarismo político 
ni la ingeniería de diseño pueden servir para ensayar una convergencia plurilateral 
de “medidas disconformes” negociadas bilateralmente sobre la base de un criterio de 
reciprocidad. Debido a que, con motivo de una eventual convergencia plurilateral 
dicho criterio ha de ser preservado a cualquier precio como criterio de negociación 
–porque sólo así los gobiernos nacionales pueden lidiar con los efectos adversos de 
la economía global sobre su propio mercado interno–, los ejercicios de convergencia 
y eventual edificación de “mega-acuerdos” seguirán requiriendo la misma minucio-
sidad y prudencia puestas sobre la mesa en las anteriores instancias de negociación 
entre pares de países. 
62 Podría trazarse una línea para separar dos épocas en la economía capitalista: aquélla durante la cual las 
condiciones de producción estaban articuladas por un poder político (más o menos concentrado), y la que 
atravesamos desde las últimas décadas del siglo XX, caracterizada por el desborde o descontrol político de 
las mismas condiciones de producción. Tomando como variable explicativa la política monetaria, la primera 
época puede representarse durante el siglo XIX por la vigencia del patrón oro, y desde la segunda posguerra 
por la del “patrón cambio oro” vinculado a la creación del Fondo Monetario Internacional en la Conferencia 
de Bretton Woods (1944). Cuando las paridades-oro fijadas por el FMI se fueron convirtiendo en referencias 
hipotéticas (1971, 1973), el sistema financiero internacional pasó a depender de la expansión del dólar 
estadounidense. Esta realidad, observada desde el ángulo de las políticas monetarias, puede ser leída de dos 
maneras: como una consolidación del poder político de Estados Unidos de América, o bien como el punto de 
partida de un proceso en el que las condiciones de producción en la economía capitalista pasaron a requerir 
una diversificación de instrumentos financieros y dieron lugar así a la pérdida gradual de control político sobre 
ellas. Siguiendo el proceso hasta nuestros días, la segunda interpretación parece ganar terreno a expensas de 
la primera, al menos teniendo a la vista la constatación sobre la insuficiencia del señoreaje sobre el dólar para 
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LA MONEDA COMÚN LATINOAMERICANA 
COMO PUERTA DE ACCESO REGIONAL A BRICS
Martín Tetaz
Introducción
 Latinoamérica muestra, a partir del nuevo siglo, un cambio en las estrategias del 
regionalismo y la integración latinoamericana. El proceso se caracteriza por su hete-
rogeneidad y fragmentación, coexistiendo fuerzas centrípetas, como los intentos de 
profundizar el MERCOSUR o la apuesta a la UNASUR, con presiones que dirigen 
hacia acuerdos con ejes en los Estados Unidos o Asia, como la Alianza del Pacífico o 
BRICS.
 En los modelos de la Nueva Geografía Económica (Krugman 1992, Venables 
1999), basados en los esquemas de localización de empresas de la Economía Espacial 
(Harris 1954), aparecía la idea de que la baja en los costos de transporte modificaba el 
equilibrio de las fuerzas antagónicas que determinaban el tamaño de las ciudades.
 Si el acceso a los grandes centros de consumo y la cercanía a la mano de obra cali-
ficada y abundante generaba incentivos a la concentración de la actividad económica, 
sobre todo en contextos de industrias de rendimientos crecientes a escala, los costos 
de congestión y la imposibilidad de multiplicar la tierra conducían a la separación 
geográfica de los procesos de producción.
 Bajo ciertas condiciones iniciales, esos sistemas convergían a un equilibrio de cen-
tro-periferia con un claro patrón de especialización en manufacturas por parte de 
los países más desarrollados y de productos primarios, generalmente agropecuarios, a 
cargo de los países menos poblados.
 De Pablo (2010) sugiere, incluso, que el desarrollo del ferrocarril es la variable 
clave que explica el explosivo desarrollo del Gran Buenos Aires y el concomitante 
hundimiento del proceso de industrialización del interior argentino, toda vez que los 
menores costos de transporte de las mercaderías producidas cerca del puerto aumen-
taban la competencia con los incipientes desarrollos del interior. Un argumento simi-
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lar aparece en Krugman (1992, op. cit.) en referencia a la asimetría industrial entre el 
norte y el sur de Italia.
 A partir de los 80, la baja de los costos internacionales de transporte produce una 
tensión similar entre los países con diferente escala potencial de producción, favore-
ciendo la especialización de China y de la India en bienes industriales intensivos en 
mano de obra, en un fenómeno que cambió drásticamente los patrones del comercio 
internacional. Sudamérica ya no exporta sus materias primas a la metrópoli inglesa 
y ni siquiera comercia mayoritariamente con los Estados Unidos o algún otro país 
desarrollado, sino que gira mirando a Asia.
 Como contrapeso a esa tremenda fuerza de concentración de la producción en 
Asia, durante los 90 avanzaron diversos procesos de integración regional que buscan 
contrabalancear las tendencias endógenas, creando áreas de mercado que permitie-
ron la supervivencia de algunos esquemas de industrialización regional, como ocurrió 
con el mercado automotor entre Brasil y Argentina. En Norteamérica, la industria 
mexicana también ha sobrevivido gracias a su zona de libre comercio con los Estados 
Unidos y Canadá, que además funcionó como un gran mercado que facilitó el desa-
rrollo estadounidense de servicios tecnológicos y bienes con costos marginales nulos 
o despreciables, como la industria del software, el cine o el desarrollo de marcas glo-
bales. El nuevo patrón de especialización de los norteamericanos reforzó a su turno el 
desarrollo industrial mexicano, porque los Estados Unidos cedieron la localización de 
industrias de ensamblado o aquellas con alta intensidad de mano de obra.
 En paralelo al crecimiento del comercio, la nueva globalización vino de la mano 
de un mayor desarrollo de mercados de capitales internacionales, que ya no transan 
los derechos sobre los activos de primera generación como los bonos y acciones, sino 
que se complejizan y multiplican en instrumentos mucho más sofisticados como los 
derivados y las opciones.
 Como resultado y según datos de Naciones Unidas, las transacciones en los mer-
cados de divisas son 100 veces mayores que el comercio internacional, demostrando 
que las viejas instituciones que nacieron en la necesidad de estabilizar los sistemas de 
pagos para permitir la recuperación del comercio a la salida de la Segunda Guerra, 
perdieron el control sobre el 99% de los flujos de capitales, lo que ha aumentado la 
vulnerabilidad de los balances de pagos de los distintos países que ahora son mucho 
más volátiles respecto a cambios en las tasas de interés que en relación a variaciones 
de precios internacionales de las mercancías.
 En ese contexto, un grupo de países que empezaron siendo en 2003 el objeto de 
estudio de dos Académicos de Goldman Sachs, Dominic Wilson y Roopa Purusho-
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thaman, sin que tuvieran demasiados denominadores comunes ni un norte estraté-
gico compartido, están construyendo un sistema financiero internacional alternativo 
que puede disputarle al tradicional Fondo Monetario su poder de gobernanza de las 
finanzas internacionales. Brasil, Rusia, India y China, los BRIC originales, con la 
participación de Sudáfrica como líder de ese continente, han creado un Banco de 
Desarrollo que cumpliría las funciones del Banco Mundial y un Fondo de Reserva de 
Divisas con el objetivo de estabilizar los pagos entre esos actores.
 Las nuevas instituciones suman al atractivo de la alianza comercial entre los cinco 
grandes emergentes, el incentivo en materia de estabilización financiera, particular-
mente importante para países que cíclicamente chocan con la restricción externa que 
limita su desarrollo.
 Hasta ahora, sin embargo, parecía existir una contradicción entre la profundiza-
ción de la integración regional sudamericana y la aspiración a la participación en un 
esquema con epicentro en Asia. El desarrollo del Mercosur, por ejemplo, opera como 
una fuerza centrípeta que reduce la dependencia del comercio extra zona y permite 
un desarrollo industrial que una mayor especialización en materias primas amenaza-
ría. El giro hacia China, por su parte, se inscribe en la posibilidad de participar en 
una nueva cadena global de producción, sumado a las ventajas de acceso a un merca-
do de proporciones siderales, pero nada garantiza que el rol que le toque jugar a los 
sudamericanos y, sobre todo, a los más pequeños, como sería el caso de Argentina, no 
implique una mayor especialización como aportador de materias primas en esa cade-
na global.
 La apertura de una banca de desarrollo y un fondo monetario de estabilización, 
representan dos nuevas fuerzas centrifugas que inclinan aún más la balanza hacia el 
debilitamiento de los esquemas regionales, dotando de un mayor atractivo a la op-
ción de pedir acceso a BRICS.
 Sin embargo, el argumento central de este artículo es que la conformación de un 
área monetaria entre Argentina y Brasil, con el primero convergiendo a la moneda del 
segundo, puede, al mismo tiempo, operar como una fuerza centrípeta que profundice 
la integración entre los sudamericanos, al mismo tiempo que le permitiría a Argenti-
na el acceso al Fondo de reserva de divisas. Además, la mayor profundidad en la in-
tegración sudamericana podría permitir que la región calce en la nueva cadena global 
de producción con un rol diferente, amortiguando la tendencia a la primarización.
 En la próxima sección discutimos, entonces, las condiciones bajo las cuales los 
países tienen incentivos para avanzar en la profundización de un proceso de integra-
ción regional que los conduzca hacia una moneda común. 
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 Luego analizaremos las ventajas de la participación en las nuevas instituciones de 
estabilización de los BRICS y discutiremos si esos beneficios pueden compensar las des-
ventajas de una moneda común, que contribuya a profundizar la integración regional.
1. Fuerzas monetarias centrífugas y centrípetas 
 Desde el planteo inicial de la CEPAL, que se materializara con la firma del Trata-
do de Montevideo de 1960, los principales pensadores estructuralistas han reconoci-
do la necesidad de avanzar en esquemas de integración regional que permitieran sor-
tear la trampa del subdesarrollo, por la cual los patrones de inserción en el comercio 
internacional de los países periféricos suponían la exportación de materias primas al 
centro, a cambio de bienes manufacturados.
 En ese sentido, Prebisch (1962) advertía sobre el lastre que para el crecimiento 
implicaba el deterioro secular de los términos de intercambio, toda vez que el co-
mercio internacional no era otra cosa que un modo indirecto de producción, sino 
que además aumentaba la vulnerabilidad de los países de raíz extractiva, por cuanto 
resultaba mucho más volátil la evolución de los precios de las materias primas que la 
de cualquier índice de productos industriales.
 Lo primero, debido a que el comercio internacional permite una mayor división 
del trabajo, y con ello se destinan los factores de producción a la fabricación de bienes 
o servicios que, pudiendo ser intercambiados en los centros comerciales mundiales le 
permiten al productor comprar otros bienes que, o bien le resultaría imposible pro-
ducir (por razones climáticas por ejemplo), o bien le significaría destinar muchos más 
factores productivos. Quien comercia logra de este modo producir, directa o indirec-
tamente, muchos más bienes que quien no lo hace.
 Lo segundo, porque, si los precios de lo que se vende al resto del mundo son volá-
tiles, ello implica que habrá que aceptar, salvo perfecto funcionamiento de los merca-
dos financieros internacionales, que el consumo dentro del país será eminentemente 
cíclico, debiendo contraerse dramáticamente en los años en los que las cotizaciones 
internacionales de los comodities sufrieran caídas importantes.
 La integración en mercados comunes más amplios le permite a los países involu-
crados incrementar el tamaño de mercado, lo cual genera incentivos endógenos a la 
industrialización y a la diversificación productiva, aumentando así el flujo de comer-
cio intra-industrial entre los miembros. Este efecto virtuoso trasciende la mera ven-
taja comercialista de las uniones aduaneras que se hace presente toda vez que, como 
explicara Jacob Viner (1950), la creación de comercio por la eliminación de barreras 
arancelarias sea superior al desvío de los flujos comerciales.
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 El crecimiento del tamaño de mercado permite, en primer lugar, alcanzar econo-
mías de escala en industrias de costos decrecientes, como por ejemplo la del software 
u otras industrias culturales como los deportes, el cine y la música.
 En segundo lugar, los mercados más amplios permiten una mayor diferenciación 
de producto, en razones de calidad o marca, impulsando el comercio internacional 
que se basa en las diferencias de gustos y las preferencias por la variedad de los consu-
midores (Krugman 1999).
 En tercer lugar, la industrialización de la producción y el comercio baja la volati-
lidad de los términos de intercambio, porque como explicaba Prebisch, el sector agro-
pecuario no tiene la capacidad de retener los frutos del progreso técnico, mientras 
que en la industria esas mejoras se trasladan a los salarios de la población.
 Por último, pero no menos importante, una economía más grande y diversificada 
sufre en menor medida estrangulamientos del sector externo, porque baja la elasti-
cidad ingreso de las importaciones, rompiendo de ese modo la tendencia cíclica a la 
que están condenados los países poco industrializados con matriz concentrada.
 Ahora bien, más allá de las ventajas potenciales que un proceso de integración apor-
tará, la pregunta central es cuáles son las fuerzas endógenas que generan incentivos para 
avanzar hacia mayores grados de cesión de soberanía, en comparación con las variables 
que le quitan atractivo a la convergencia y generan estímulos hacia la divergencia.
 En ese sentido, en Tetaz (2011) se introduce un modelo donde se demuestra que, si 
los países de una región como Sudamérica analizan de manera estratégica la conveniencia 
de cooperar en la remoción de barreras al comercio con sus socios, sin poder comprome-
ter a la contraparte a cumplir el acuerdo, acaban en un escenario de alta protección unila-
teral, porque el equilibrio de Nash del juego conduce a la no cooperación.
 Siguiendo esa misma línea, Tetaz (2012) desarrolla otro modelo en el que los 
países deben decidir si coordinan las políticas monetarias y cambiarias o si, por el 
contrario, sucumben a la tentación de devaluar para ganar competitividad respecto 
del vecino. Nuevamente, el equilibrio de Nash resultante es uno en el que cada país 
termina fijando su política de tipo de cambio de manera no coordinada y unilateral.
 En ambos trabajos, aun cuando el resultado de la cooperación era mejor que el de la 
rebeldía, el equilibrio endógeno era disruptivo y resultaba necesario que existiera una tec-
nología de compromiso lo suficientemente fuerte como para que los países cedieran ante 
la tentación de la unilateralidad y emergiera un acuerdo de tipo comercial, en el primer 
caso, o de coordinación de políticas macroeconómicas en el segundo.
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 Pero ahora la naturaleza de la propuesta es diferente, porque hay un status quo 
que puede ser atractivo. Ya no se trata de que cada país de manera independiente 
acepte resignar soberanía monetaria, sino que es uno de ellos (Argentina, o eventual-
mente el resto de los miembros del Mercosur) el que debe considerar la conveniencia 
de acceder a una moneda que ya existe (el Real), consiguiendo de esa manera el acce-
so indirecto a BRICS.
 Cada uno de los países que potencialmente pueden ingresar al Real analiza en-
tonces una ecuación donde suman los aspectos ventajosos de la convergencia y restan 
los desventajosos.
2. Ventajas y desventajas de la moneda común
 En la literatura académica el artículo seminal de Robert Mundell (1961) sobre las 
áreas monetarias óptimas (AMO) sentó las bases, junto con los aportes subsiguientes 
de Mc Kinnon (1963) y Kenen (1969), para la construcción de un cuerpo teórico 
robusto sobre el que avanzaron luego los distintos esquemas de coordinación.
 La ventaja más evidente de un área monetaria común (AMC) es que reduce drás-
ticamente los riesgos de devaluación unilateral por parte de los países integrantes, con 
todo lo que ello implica en materia de ahorro de costos que las devaluaciones generan 
(menos incertidumbre, menos inflación, menos riesgo país, más y mejores inversio-
nes, etcétera). 
 La segunda ventaja tiene que ver con la reducción de costos de transacción, lo 
que abarata el comercio y la movilidad factorial, aumentando la competencia y gene-
rando fuertes ganancias de eficiencia hacia dentro de los países miembros, aun cuan-
do el nuevo equilibrio de localización de empresas resultante pueda no ser simétrico 
en términos de especialización.
 Una tercera reside en el hecho de que, al tener una moneda común, las transac-
ciones entre los países prescinden de la utilización de divisas externas, reduciendo las 
necesidades de reservas.
 En cuarto lugar, al poseer una sola moneda, se reducen las posibilidades de ata-
ques especulativos contra la misma, puesto que ahora en todo caso hay que atacar a 
un Banco Central mucho más poderoso.
 La quinta, un área monetaria común permite una mayor diversificación de ac-
tivos hacia dentro del área, reduciendo así el impacto de los shocks externos, lo que 
redunda en una menor volatilidad del ciclo para cada uno de los países. Este es el 
argumento “nuevo” de Mundell (1973).
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 Obviamente todos estos beneficios son mayores cuanto más integrado comercial-
mente a la región se encuentre el país en cuestión.
 No obstante los beneficios enumerados, renunciar a la política monetaria y cam-
biaria no resulta gratuito. El principal costo de ir a una moneda común, como bien 
lo señalan Carrera y Sturzenegger (2000), es que se pierde la capacidad de absorber 
shocks idiosincráticos a través del tipo de cambio, por lo que se requiere, como lo 
demostró originariamente Mundell, que los factores sean muy flexibles hacia den-
tro del área común. Nótese que, en su defecto, los precios internos de los bienes no 
transables tienen que ser lo suficientemente flexibles a la baja, hacia dentro del país, 
como para generar una reasignación de recursos que absorba el desempleo de factores 
ocasionado por el shock.
 Adicionalmente, como demostró Krugman (1992, op. cit.), la baja en los costos 
de transporte (y el costo de transacción entre monedas distintas puede pensarse como 
parte de transportar un bien de una región a la otra), puede conducir a un patrón de 
especialización geográfica donde los grandes centros urbanos absorban las industrias 
y cedan a los países con menos poder de mercado las actividades primarias.
 En este sentido es importante mencionar que el modelo de Krugman plantea la exis-
tencia de dos sectores productivos (campo e industria), pero que la posibilidad de exportar 
servicios cuyo principal costo es la mano de obra podría generar una especialización hacia 
esos servicios en los países con áreas de mercado más pequeñas, donde existen menores 
costos de congestión y resulta más barata la tierra de uso residencial, permitiendo menores 
salarios absolutos pero equivalentes en términos de poder de compra.
 A su vez la vulnerabilidad ante los shocks idiosincráticos es mayor, como bien lo 
explicó Kenen (1969), cuando más homogénea y poco diversificada es la estructura 
productiva de un país, puesto que, si la estructura económica es lo suficientemente 
diversificada, pues los shocks negativos que reciban algunas de sus industrias serán 
compensados con positivos en las otras, siendo este punto de particular importancia 
para el caso latinoamericano.
 Es importante mencionar que los costos enumerados no necesariamente son rí-
gidos y exógenos a la decisión de participar de un AMC sino que, como lo han de-
mostrado Frankel y Rose (1998), pueden reducirse toda vez que el proceso conduzca 
a una mayor correlación entre los shocks externos domésticos y los del resto del área. 
Esto último sucederá además con mayor probabilidad si la nueva área creada genera 
economías de escala que permiten una mayor diversificación y comercio intra-indus-
trial. Si por el contrario, como fruto del ingreso al área monetaria los países que la 
conforman aumentan su especialización, pues la correlación entre los shocks externos 
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disminuirá sustancialmente y el área no será factible a menos que exista algún meca-
nismo de transferencias entre los países de la Unión o un beneficio adicional como el 
que sugerimos en este trabajo que implicaría la posibilidad de ingresar a BRICS.
 Además, desde un punto de vista de Economía Política y si suponemos que hay 
gobiernos que sólo buscan ganar elecciones, también existirán costos si ellos pue-
den utilizar la política monetaria para recaudar impuesto inflacionario o para facilitar 
ajustes reales que de modo nominal no se pueden producir, como por ejemplo, re-
ducciones de déficit presupuestario. 
Finalmente, el costo de renunciar a la política de estabilización que implica la deva-
luación del tipo de cambio, es mucho menor cuanto mayor sea el grado de apertura 
comercial del país, puesto que los efectos de reasignación factorial se hacen menos 
importantes y además la mayor parte de los precios quedan fijados internacionalmen-
te, de manera que no se necesita modificar el tipo de cambio nominal para producir 
modificaciones en el tipo de cambio real de la economía.
 Suponiendo entonces que los que deben tomar la decisión de converger hacia el 
Real son los gobiernos que están a cargo en cada uno de los países y que éstos res-
ponden a una única motivación electoral, las ecuaciones de costos y beneficios que 
enfrentan son las correspondientes al votante mediano de cada jurisdicción, bajo la 
hipótesis de que los ciudadanos votan la propuesta que les permite maximizar su 
bienestar.
 Entonces la utilidad del votante mediano es:
 (UVM = f(Y; BFisc, FSob, Inf, Cred, DP, IPC, Exp, etc)    (1)
 Donde Y es el ingreso, BFisc es el bono fiscal (diferencia entre calidad y acceso 
a bienes públicos e impuestos percibidos), FSob es el Factor Soberanía (variable que 
capta la propensión nacionalista que atenta contra la cesión de la moneda), Inf es la 
inflación (consecuencia tanto de factores estructurales como el tamaño del mercado 
y diversificación productiva, como monetarios asociados al financiamiento del gasto 
público con emisión), Cred es el acceso y costo del crédito, DP es la diversidad de 
productos disponibles para el consumo, IPC es el nivel de precios promedio de los 
productos de consumo y Exp es una variable que capta las expectativas que la conver-
gencia monetaria pueda generar, en términos de cuestiones estratégicas que se presu-
me que el acuerdo logre (positivas y negativas)
 Suponiendo que la función fuera separable, en el sentido de que la convergencia 
hacia una moneda común afectara a las distintas variables de manera independiente, 
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sería posible postular que el cambio en la utilidad atribuible a que el país vaya a una 
moneda común, es la sumatoria de los efectos de la medida sobre cada una de las va-
riables, ponderada por su impacto en la utilidad.
Así:
     
 Hay algunos términos de la ecuación 2 cuyo signo es “no ambiguo” y, por lo tan-
to, resultan fáciles de agrupar como costos o beneficios.
 El impacto sobre la soberanía es indudablemente negativo y representa por lo 
tanto un costo, aun cuando su magnitud pueda variar dependiendo de la sensibilidad 
nacionalista de cada país. La inflación será siempre menor por cuanto los gobiernos 
no pueden emitir más para financiar al fisco, de modo que ese término suma del lado 
de los beneficios. El crédito aumentará y su costo bajará en una moneda común, 
por lo que también forma parte de los pros. Al bajar los costos de transacción, con 
una moneda común habrá mayor comercio y, por lo tanto, mayor disponibilidad de 
bienes y menores precios para los consumidores. El impacto sobre las expectativas no 
depende aquí de lo que efectivamente se espere que suceda con las posibilidades de 
desarrollo futuras, sino más bien con la habilidad comunicacional del gobierno para 
cambiar las representaciones del futuro que tienen en mente los ciudadanos. 
 No resulta tan fácil determinar en cambio el impacto del acuerdo, en los niveles 
de ingreso del votante mediano (Y), puesto que el mayor comercio podría generar 
desempleo friccional (momentáneo) en algún país, al tiempo que las fuerzas de atrac-
ción de los grandes centros urbanos brasileños podrían producir un impacto negativo 
en la localización de algunas industrias de los países que se integran al área monetaria. 
Pero también, las mayores inversiones y el uso más eficiente de los recursos podrían 
redundar en mayores salarios y no resulta descabellado pensar que el patrón de loca-
lización pudiera favorecer a industrias exportadoras de servicios en los países periféri-
cos del MERCOSUR.
 Como hemos mencionado, la moneda común crea más comercio y mayores 
inversiones, pero también le quita flexibilidad a cada país para absorber shocks ex-
ternos, salvo que quien recibe el impacto externo tenga gran flexibilidad de precios 
internos (incluyendo salarios) o exista alta movilidad de factores entre los países de 
la unión para que los recursos puedan fluir esquivando los efectos externos desfavora-
bles y aprovechando al máximo los shocks favorables.
Martín Tetaz
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 Sin embargo, si tomamos como referencia el impacto en el desarrollo y concomi-
tantemente en el ingreso a la diversificación de las exportaciones (ver Mellado y Tetaz 
2015), lo que ocurrió con los países europeos que convergieron al Euro en el año 
2000 fue que, salvo en el caso de Irlanda, los que partieron con menor diversificación 
del comercio en los años 90 fueron los que más redujeron sus niveles de especializa-
ción luego de ingresar a la moneda común, tal y como lo ilustra el siguiente gráfico:
Gráfico 1. Índice de Diversificación de Exportaciones
(Índice de concentración de Theil) 
Fuente: Construcción propia en base a IDE (FMI)
 Por si no alcanzara con ello, como veremos luego, la llave de acceso a BRICS pue-
de contrarrestar el potencial efecto negativo en materia de desarrollo.
 Por el lado del bono fiscal, en países que acostumbren usar la emisión como un 
recurso para financiar el gasto público, este indicador podría verse deteriorado por 
cuanto lo que no se recaude vía emisión podría requerir el establecimiento de nuevos 
impuestos o el recorte de algunos bienes públicos. Al mismo tiempo, la profundiza-
ción de la integración con socios de países limítrofes puede aumentar el derrame de 
bienes públicos regionales (Tetaz, 2011, op. cit.), generando mayores beneficios fisca-
les para un mismo nivel de gasto.






















































Cuadro 1. Costos y beneficios de la moneda común
 Amerita una aclaración la utilización de cálculo para analizar cambios que pue-
den parecer de naturaleza discreta. Sin embargo, no necesariamente hay que pensar el 
proceso de integración monetaria como un problema dicotómico. Los países no están 
obligados a implementar una moneda común para coordinar políticas cambiarias y 
monetarias sino que hay más bien distintos grados en materia de administración con-
junta de las mismas que pueden ir desde la completa autarquía donde cada uno fija el 
valor de su moneda haciendo de cuenta que el socio no existe, hasta la unificación del 
signo, pasando por esquemas de coordinación parcial como ocurrió con el Sistema 
Monetario Europeo (SME).
3. El Real como llave para entrar a BRICS
 Aunque en julio de 2014, en oportunidad de la sexta cumbre de países del BRICS 
en Brasilia, se especuló con la posibilidad del ingreso de Argentina al club de los 
cinco prometedores emergentes; lo concreto es que no existieron ofrecimientos de 
ese bloque para ninguno de los países de la UNASUR. La región parece estar más 
que representada por Brasil y, el aporte que los demás miembros pueden hacer a las 
aspiraciones de los BRICS como nuevo centro de la gobernanza de las finanzas in-
ternacionales, no luce significativo. Para comprender esta limitación en perspectiva 
pensemos que el PBI del país más grande de Sudamérica explica más del 50% del 
total de los 4.434.000 millones que ostenta la región y acapara el 65% de las reservas 
internacionales de UNASUR.
 En ese contexto, es poco probable que la propuesta de incorporación de Argen-
tina, Colombia, Perú o Venezuela, pueda interesarles a los 5 países que ya tienen 
membresía en BRICS y ni hablar de las posibilidades de los otros sudamericanos más 
pequeños.
Martín Tetaz
Costos Beneficios Efectos ambiguos
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 Además, hasta ahora, ese boleto de algún modo implicaba una ruptura de la inte-
gración regional que priorizaba la posibilidad de participar más intensamente en las 
nuevas cadenas globales de valor con epicentro en Asia, en detrimento de la construc-
ción de un espacio de desarrollo latinoamericano.
 Pero si cualquiera de esos países acordara su ingreso al área monetaria del Real, 
disfrutaría de los beneficios del fondo de reserva de divisas sin necesidad de pedir per-
miso, puesto que el Banco Central Brasileño puede pedir auxilio por ellos. Más aún, 
la convergencia hacia el Real beneficiaría a los países que se sumen, en el hipotético y 
altamente probable caso de que los BRICS avancen en mecanismos de simplificación 
de los pagos internacionales, bajando drásticamente los costos de transacción con los 
gigantes de Asia, Sudáfrica y Rusia.
 Por si eso fuera poco, esta suerte de membresía por transitividad favorecería las 
posibilidades de participar en las nuevas cadenas de valor sin necesidad de resignar el 
desarrollo del proyecto regional.
 Esa llave encierra un beneficio adicional en la evaluación de los pros y contras de 
ceder la soberanía monetaria a los brasileños, puesto que el acceso a un fondo de estabili-
zación de esa magnitud prácticamente anula la posibilidad de chocar con la restricción de 
divisas que sistemáticamente ha frenado el crecimiento de los países latinoamericanos en 
la segunda mitad del siglo pasado, como lo demuestra Calvo (1998).
 Es plausible entonces pensar que con el ingreso a BRICS el impacto de la pro-
fundización del área monetaria en los ingresos de la población que se suma al Real
, junto con el efecto sobre las expectativas futuras , dejan de ser 
ambiguos para tornarse positivos y facilitar la decisión de convergencia a la moneda 
común.
 Sólo en el caso en que se asigne un alto valor simbólico a la moneda local, como 
podría ser por ejemplo la situación de Inglaterra que, a pesar de estar en la Unión 
Europea por el momento, conserva su signo monetario, o cuando el país recaude un 
monto muy importante de sus ingresos a partir del impuesto inflacionario, se justifi-
caría mantener la soberanía en materia de política monetaria.
4. Discusión
 En los análisis tradicionales sobre la conveniencia de avanzar hacia un área mo-
netaria común (ver Tetaz, 2012), las variables clave que determinan la conveniencia 
o no de la coordinación, son el volumen del comercio y la correlación de los ciclos 
económicos entre los países que se integran.
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 La importancia de estas variables tiene que ver con que se presupone que el go-
bierno es benevolente y maximiza una función de bienestar social donde lo único 
que importa es el ingreso per cápita, cuya media sube con el mayor comercio y cuya 
varianza cae en la medida que comparten shocks idiosincráticos, porque la conver-
gencia monetaria reduce las externalidades que cada país le ocasiona a los vecinos con 
su política monetaria.
 En este nuevo planteo, en cambio, si bien persiste la importancia del volumen 
de comercio y la correlación de los ciclos, postulamos la existencia de gobiernos más 
realistas que sólo se preocupan por la utilidad del votante mediano y asumimos un 
ciudadano representativo de ese lugar intermedio que tiene cierta ilusión monetaria, 
en el sentido de que, si bien le molesta la inflación, no necesariamente la identifica 
como consecuencia del financiamiento del gasto público, de suerte tal que la misma 
no forma parte del análisis del Bono Fiscal que el ciudadano percibe como resultante 
de la acción del gobierno.
 Al mismo tiempo, nuestra función de utilidad no sólo depende del consumo de bie-
nes (ingreso versus IPC, para bienes privados; bono fiscal para bienes públicos), sino que 
el gobierno puede aumentar la propensión del votante mediano a sufragar por él, si logra 
crear valor simbólico en torno de la soberanía monetaria y si es capaz de crearle expectati-
vas sobre la materialización de un proyecto de mediano o largo plazo.
 Lógicamente, si el gobierno es capaz de construir un valor simbólico en torno 
de la moneda, será más propenso a financiar el gasto público con emisión monetaria 
agrandando de ese modo el bono fiscal, que es una de las razones más fuertes por las 
que podría oponerse a la convergencia hacia el Real.
 Por lo tanto, cuando se trate de países con mercados con alto poder de com-
pra caracterizados por aglomerados densamente poblados con salarios medios re-
lativamente altos en la región, lo que reduce las posibilidades de que una mayor 
integración acabe generando desindustrialización, habrá incentivos a profundizar 
el proceso avanzando a una moneda común cuyo resultado será un fuerte incre-
mento del comercio y la inversión. Será en cambio más complejo el escenario 
cuando se trate de un país de desarrollo intermedio con mercados menos avan-
zados, donde la baja en los costos de transacción asociados a una moneda común 
puede operar destruyendo una industria de desarrollo medio. En el otro extremo, 
en países pequeños que ya se han especializado en actividades que no requieren 
cercanía a aglomerados urbanos poderosos como puede ser el turismo o las finanzas, 




 Hasta acá el análisis se ha focalizado en los costos y beneficios del lado de los paí-
ses que convergen al Real, sin preguntarse si esta decisión le conviene al anfitrión del 
área monetaria.
 Obviamente, mientras la participación de terceros no limite su soberanía mone-
taria, no habría razón para pensar que Brasil pudiera oponerse a abrir su moneda a 
los otros países de la región. Y si bien pueden existir efectos dinámicos no deseados 
para el país, como una mayor competencia con la banca uruguaya o la rivalidad en 
materia de explotación de recursos naturales con Venezuela, los brasileños tienen dos 
ventajas muy fuertes como para hacer improbable un rechazo. Por un lado, cobrarían 
el derecho de señoreaje que podrían compartir o no con los países que requieren 
más moneda y, por otro lado, reforzarían su rol de líderes regionales hacia afuera por 
cuanto su moneda sería ahora la moneda de toda la región y la preponderancia de su 
Banco Central resultaría evidente.
 Por último, la llave BRICS entra en el análisis no tanto como factor que desnivele 
el costo beneficio sino como variable que opera como una tecnología de compromiso 
que facilita el ingreso al Real de países que de otro modo podrían encontrar más con-
veniente, no sólo la reserva de la soberanía monetaria sino sucumbir a la tentación de 
devaluar eventualmente sus monedas para ganar competitividad respecto del princi-
pal socio comercial de la región.
 En Tetaz (2012, op. cit.) habíamos demostrado que, si cada país tenía que decidir 
unilateralmente si cooperar o no en materia de coordinación monetaria, el equilibrio 
de Nash era uno de no cooperación, pero ahora sabemos que uno de los países (Bra-
sil) “ya cooperó” en cierta forma y entró en el Real, por lo que el problema se simpli-
fica y cada país tiene ahora que decidir conociendo de antemano la decisión del otro.
 Aun así, como habíamos razonado entonces, seguía conviniéndole a cada país de-
valuar unilateralmente, pero ahora sabemos que si devaluamos pagamos un costo adi-
cional porque perdemos el acceso a BRICS. Todavía existe la posibilidad de que esa 
llave no sea suficientemente valorada por el país, sobre todo para el caso de los socios 
comerciales que tienen más volumen hacia los Estados Unidos que hacia Brasil, como 
el caso de Venezuela o la mayoría de los sudamericanos que no están en el MERCO-
SUR. Para ellos, sin embargo, puede resultar más conveniente la convergencia a otra 
área monetaria: el dólar.
Conclusiones
 En este trabajo se planteó la antítesis entre fuerzas centrífugas y centrípetas en di-
ferentes niveles del proceso de integración. Por un lado, la emergencia de Asia como 
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un nuevo actor global genera un tremendo poder de atracción que en los últimos 15 
años definió la naturaleza de las relaciones comerciales de la mayoría de los países lati-
noamericanos, con la probable excepción de México, todavía contenido por la fuerza 
centrípeta que ejerce el NAFTA.
 Si bien desde su puesta en marcha el MERCOSUR ha crecido, explicando en 
2015 el 50% de las exportaciones de Manufacturas de Origen Industrial (MOI) de 
Argentina, por ejemplo, su desarrollo ha quedado eclipsado por la espectacular de-
manda de productos primarios latinoamericanos por parte de China. En este sentido, 
claramente han dominado las fuerzas centrífugas.
 Al mismo tiempo, también existen fuerzas centrífugas y centrípetas en el tradicio-
nal sentido de localización industrial que planteaban los modelos de la Nueva Geo-
grafía Económica (NGE), haciendo que, mientras que en la mayoría de los países 
de la región el fenómeno de un mayor comercio con Asia haya reprimarizado las 
economías, fortaleció la concentración de la producción industrial de algunos rubros, 
como por ejemplo el automotor, donde Brasil y México se han consolidado como 
actores centrales en el mercado internacional. En el caso de este último, gracias a la 
fuerza centrípeta del NAFTA multiplicó por tres su producción de autos y es el cuar-
to exportador mundial de vehículos. Brasil, que ocupa el quinto puesto, duplicó su 
producción en los últimos veinte años.
 El artículo presenta un modelo que permite conceptualizar los costos y beneficios 
de la convergencia de los países sudamericanos al Real, presentando las tradicionales 
ventajas en materia de reducción de costos de transacción y aumento del tamaño 
de mercado que operarían como fuerzas centrípetas profundizando el desarrollo re-
gional, pero introduce la posibilidad de que esa convergencia actúe como llave que 
facilite el ingreso de los países sudamericanos en las cadenas globales de valor con 
epicentro en Asia vía el acceso a las instituciones de los BRICS.
 De esta forma, el ingreso por transitividad a BRICS que se consigue convergien-
do al Real, aparece como una síntesis de la tensión entre la profundización del MER-
COSUR, por un lado, y la tentación de fugar hacia acuerdos con China e India pues-
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 En el proceso hacia una asociación interregional entre la Unión Europea, Amé-
rica Latina y el Caribe, la cohesión social constituye un eje relevante. Se inserta en 
un amplio conjunto de políticas de cooperación que la Unión Europea ha impulsado 
tanto desde la acción de organismos comunitarios como de parte de agencias nacio-
nales de algunos Estados miembros, con programas específicos dirigidos a combatir 
desigualdades en el acceso al trabajo y al conocimiento, y a promover el desarrollo 
equilibrado entre territorios. 
 Este artículo se propone examinar la discusión sobre cohesión social en la agenda 
de las cumbres de la Unión Europea, América Latina y el Caribe y las iniciativas vin-
culadas a la cooperación técnica, asistencia al desarrollo sostenible, fortalecimiento de 
la integración y derechos humanos. El análisis se concentrará en las iniciativas y pro-
puestas en discusión, los espacios institucionales involucrados y los planes de acción, 
sus instrumentos y sus prioridades. El trabajo considera los ámbitos institucionales 
participantes en dos niveles diferentes: el nivel interregional que comprende organis-
mos comunitarios europeos y de integración latinoamericano, y el nivel iberoameri-
cano como espacio de articulación y convergencia interregional. 
 La primera sección del artículo examina las especificidades del inter-regionalis-
mo de la UE, América Latina y el Caribe, y revisa algunos aportes teóricos como el 
concepto de “regionalismo por emulación” y la discusión sobre eurocentrismo en el 
pensamiento post-colonial. La segunda sección presenta la evolución de la relación 
interregional entre 1999 y 2010 con un examen de los contenidos de la agenda de 
las cumbres birregionales realizadas durante el período. La tercera sección analiza la 
política de cohesión de la Unión Europea, su marco conceptual, sus objetivos y sus 
instrumentos de acción. La cuarta sección estudia el tratamiento de los objetivos de 
cohesión social en el ámbito de las cumbres birregionales, a partir de consideraciones 
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teóricas sobre cohesión e inclusión y su correlación con algunas políticas públicas de 
desarrollo territorial, acceso a derechos y sustentabilidad ambiental en América Lati-
na. La quinta sección trata de las cumbres iberoamericanas y su papel como foro de 
concertación política y de proyección de la cooperación birregional.
1. Inter-regionalismo y relación birregional UE-ALC
 La relación interregional UE, América Latina y el Caribe tiene características que 
la diferencian de otras relaciones interregionales con países o bloques en otros con-
tinentes. Por una parte, el vínculo histórico creado por las potencias coloniales de 
los siglos XV-XIX. Por otra, los vínculos generados por la inmigración europea en 
América Latina desde mediados del siglo XIX a mediados del XX. La diversidad de 
intercambios e influencias culturales entre ambas regiones reviste un carácter específi-
co que incluye dimensiones de identidad. 
 El inter-regionalismo es un componente clave en la estrategia de las relaciones 
externas de la Unión Europea. Ha sido también una vía de inducción o difusión 
de prácticas y normas en la configuración de bloques de integración. En el caso de 
América Latina, las instituciones y las políticas de la Unión Europea han contribuido 
a la organización de los mecanismos de integración. Louise Fawcett (2015, 35-38) 
examina la relación UE-ALC a la luz del concepto de “regionalismo por emulación” 
para explorar en qué forma tuvo lugar la difusión de instituciones y normas. De he-
cho la Unión Europa ha sido una referencia constante en los procesos de integración 
regional latinoamericanos. 
 Un problema de investigación es establecer las formas por las cuales tiene 
lugar la difusión de normas e instituciones. Constructivismo e institucionalismo 
histórico aportan a la explicación de la emulación. Así, puede establecerse que las 
comisiones de las Naciones Unidas actuaron como laboratorios de ideas y prácticas 
de cooperación (en particular la CEPAL). Más tarde, el sistema de diálogos 
europeos actúa como una instancia de promoción de buenas prácticas y difusión de 
normas (Fawcett, p. 43). 
 Un segundo problema es determinar los contenidos por los que se manifiesta la 
emulación. Si bien Fawcett (41) afirma que el modelo europeo no fue replicado ni 
asumido con entusiasmo en todas partes, porque también inciden el contexto y la 
“historia del lugar,” proporciona un marco estructurante del proceso de integración 
latinoamericano tanto en su diseño como en su justificación. 
 Sin embargo, es posible también encontrar fuentes comunes y rutas convergentes 
entre los procesos de Europa y América Latina. La propuesta de Bolívar en 1815 para 
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la creación de una “anfictionía” con base en el istmo de Panamá como símil del istmo 
de Corinto, remite a una comunidad cultural de raíces muy antiguas. La difusión 
rara vez es lineal y unidireccional. Los proyectos de unión regional, discutidos en los 
congresos hispanoamericanos del siglo XIX, son evidencia de la larga trayectoria de la 
idea de asociación (Clemente, 2005).
 Por otra parte, durante la segunda ola de regionalismos, planteamientos cons-
tructivistas, de la teoría crítica (Hinkelammert, 1995) y discursos post-coloniales dis-
cuten la referencia obligada a Europa, considerando que la relevancia de la Unión 
Europea ha sido sobrevaluada y se ha tornado “outdated”.
 Aníbal Quijano caracteriza el eurocentrismo como una forma de racionalidad 
que expresa la experiencia de dominación colonial basada en la raza y en el control 
del trabajo y de los recursos. Sería el factor determinante de un nuevo universo de 
relaciones intersubjetivas y de una colonización de las perspectivas cognitivas, elabo-
rada a partir de ideas de curso civilizatorio unilineal y evolucionismo homogeneizan-
te cuya culminación se encuentra en el modelo europeo de modernidad (Quijano, 
2000: pp. 122-134).
2. Evolución de la relación interregional hasta 2016 
 El bi-regionalismo UE-ALC es un caso específico de inter-regionalismo: de acuerdo 
con la tipología elaborada por Hänggi (2000) esta relación birregional contiene todas las 
variantes: una relación entre dos bloques plenamente integrados, varias relaciones bilate-
rales entre un bloque (UE) y un país (asociaciones de UE con México, Chile, Brasil) y 
acuerdos entre un bloque plenamente integrado (UE) y agrupamientos débilmente es-
tructurados de países como es el caso de los países del Caribe. Un segundo componente 
de especificidad es el ámbito institucional elegido para la relación birregional: las cumbres 
regularmente celebradas alternadamente en América Latina y Europa, con sistemas de se-
guimiento de los acuerdos en los períodos inter-cumbre. Una constante presente desde la 
primera cumbre de 1999 ha sido la realización simultánea de reuniones de representantes 
de organizaciones de la sociedad civil. 
 Entre 1999 y 2010 se realizaron 6 cumbres birregionales. A partir de la funda-
ción de CELAC y de la declaración de la UE de su decisión de designarla como su 
interlocutor en la relación con América Latina, se retoma el programa de reuniones 
cumbre en el formato UE-CELAC. Aunque en el transcurso del período 1999-2013 
la composición de la agenda birregional ha experimentado cambios, los objetivos de 
cohesión social han conservado un lugar prioritario en la relación entre bloques. 
Isabel Clemente Batalla
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 En el transcurso del período dos crisis económicas tuvieron impactos profundos 
en las dos regiones: la crisis financiera y monetaria en Brasil, Argentina y Uruguay 
(1998-2002) y la crisis mundial de 2008. Este trabajo se concentra en el período 
que culmina con la fundación de CELAC. El cambio que implica la creación de una 
organización regional que agrupa a todo el conjunto de países de América Latina y el 
Caribe, en calidad de interlocutor de la UE, amerita un estudio separado.
3. Integración regional y cohesión social en la Unión 
Europea 
 La política de cohesión de la Unión Europea, construida y reformulada en suce-
sivos tratados desde 1986, se propuso como meta reducir la distancia entre niveles de 
desarrollo de las diferentes regiones que la integran con el fin de fortalecer la cohesión 
económica y social. Con la incorporación de diez nuevos países miembros en 2004, 
a los cuales se sumaron en 2007 Bulgaria y Rumania, los objetivos iniciales de iguala-
ción (o “armonización”) fueron redefinidos en una nueva perspectiva y los hasta en-
tonces principales beneficiarios de los fondos europeos, fueron invitados a contribuir 
al desarrollo de sus nuevos “socios” (European Union, 2007, 6).
 Un componente central del proyecto europeo, la política de cohesión, estuvo inspira-
da desde el principio en el ideal de solidaridad: este está en la base de políticas redistribu-
tivas y programas para reducir la brecha entre los países más ricos y los más pobres y entre 
las regiones dentro de los países miembros del bloque, expuestos en sucesivos documentos 
a partir del Tratado de Roma. De acuerdo con el análisis de Dabène (2009: 176-177) es 
posible identificar la siguiente evolución conceptual en los sucesivos tratados de la UE: 
el Tratado de Maastricht de 1992 vincula cohesión social y económica, en respuesta en 
parte a las demandas de los países más pobres incorporados tardíamente a la UE. Más 
tarde, el Tratado de Lisboa de 2007, en su artículo 3° precisa los objetivos: promoción de 
la economía social de mercado, pleno empleo, combate a la exclusión y la discriminación, 
justicia social, igualdad y solidaridad. Finalmente, la Estrategia de Lisboa enuncia como 
meta convertir la UE “en la economía del conocimiento más competitiva y dinámica del 
Mundo” (Sánchez, 2011:16).
 La política de cohesión está directamente articulada con la política regional europea 
y en ella cumple un rol importante la participación de empresas, centros de investigación 
y universidades, para fortalecer las bases científicas y tecnológicas de la competitividad 
internacional de la producción industrial europea. Las políticas comunitarias en general 
y la política de cohesión en particular tienen como objetivos promover la adaptación a 
los cambios estructurales, impulsar iniciativas de desarrollo, fortalecer la capacidad com-
petitiva, apoyar las pequeñas y medianas empresas y favorecer la cooperación entre 
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empresas, investigación e innovación científica y tecnológica.
 Un objetivo importante ha sido históricamente la reducción del tiempo de cir-
culación entre ciencia e innovación y su aplicación a procesos productivos, con el fin 
de reducir la distancia que en este aspecto separaba a la UE de Japón y los EE.UU. 
(Sidjanski, 1998: 264). La dimensión de protección del medio ambiente, de la salud 
pública y de los derechos de los consumidores es un componente distintivo de la UE. 
 En ambas dimensiones, la política de cohesión amplía con nuevos contenidos e 
instrumentos la política regional avanzada desde la década de 1970, luego ratificada 
por el Acta Única de 1987, con el propósito de superar los desequilibrios entre regio-
nes promoviendo el desarrollo de las regiones más pobres. El Tratado de Maastricht 
fortaleció esa dirección con la adopción de nuevas políticas comunitarias y con la ac-
ción de los fondos estructurales. La conformación de redes de coordinación entre re-
giones y el surgimiento de múltiples acuerdos de cooperación entre ellas, constituyen 
una evidencia de la receptividad que esta orientación de políticas logró en los niveles 
regionales y locales.
 Las prioridades en la agenda y en las asignaciones de recursos son establecidas con 
base en una tipología que diferencia las regiones retrasadas, las regiones en declive 
y las regiones en proceso de reconversión. Empleo juvenil, desarrollo rural y ajustes 
agrícolas tuvieron un lugar importante en la agenda entre 1984 y 1993. 
 El papel de los fondos estructurales en las políticas regionales y de cohesión ha 
sido decisivo, en particular el Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agríco-
la (FEOGA), Fondo Social Europeo (FSE), Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER), así como el Banco Europeo de Inversiones. Pese a la explícita vinculación 
entre cohesión y desarrollo, la ejecución de la política de cohesión ha enfrentado 
tensiones de diversa naturaleza y varias transiciones en su formulación, tanto como 
consecuencia de la competencia externa como de los desequilibrios en niveles de in-
novación tecnológica, en calificación de mano de obra y en acceso a inversiones de 
capital entre Europa del norte y Europa del sur. 
 Siguiendo una propuesta de España, el Fondo de Cohesión para países cuyo 
producto nacional bruto por habitante era inferior al 90% de la media comunitaria 
(casos de España, Grecia, Irlanda y Portugal), apoya desde 1994 los proyectos de 
convergencia económica para las áreas menos favorecidas, enfrentadas a problemas 
originados en la presión competitiva, la apertura del mercado comunitario a la pro-
ducción de países de la Europa del Este y el desarrollo de nuevas tecnologías (Sidjans-
ki, 1998: 266). 
 Olivier Dabène (2009) propone como método para una evaluación de la políti-
ca de cohesión un análisis histórico de los presupuestos comunitarios, tomando en 
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cuenta el principio de subsidiaridad, según el cual la UE sólo actúa cuando su inter-
vención resulta más eficiente que la de otros niveles de toma de decisiones (nacional o 
sub-nacional). Los resultados de este trabajo permiten observar énfasis, variaciones y 
prioridades nuevas.
 Así, en la década de los 60, la política agrícola común (PAC) tuvo la prioridad 
en la adjudicación de fondos para beneficio de las economías campesinas más pobres 
de Francia e Italia. La adopción de la política regional y las estructurales de los años 
70 y 80 coincide con la ampliación de la integración (incorporaciones de Irlanda, 
Dinamarca, Reino Unido, España, Portugal y Grecia). Durante ese período, dos polí-
ticas principales reciben la mayor parte de las asignaciones presupuestales: la Política 
Agrícola Común (45.5%) y las acciones estructurales (38.6%). Esta situación cam-
bia después de 2004: disminuye la proporción de fondos destinados a la PAC y la 
Agenda renovada de Lisboa (2000) introduce nuevas prioridades, con la asignación 
de la mayor proporción de recursos a Investigación y Desarrollo. Al mismo tiempo 
se produce una reforma en la PAC, con el descenso en las asignaciones de recursos a 
pequeños productores y mayores recursos para el agro-negocio. Con base en los datos 
de la investigación del Grupo de Economía Mundial de Sciences Po, Dabène (2009) 
encuentra que, para el período 2007-2013, las proporciones de asignación presupues-
tal son: 43% para programas de recursos naturales; 35,6% para programas de creci-
miento y empleo y 5,7% para programas de competitividad y empleo. 
4. Cohesión social en la agenda de las cumbres UE-ALC 
 El concepto de cohesión social en la Unión Europa emerge con la consolidación 
y ampliación del proceso de integración y vincula ideas de solidaridad social, desarro-
llo equilibrado entre regiones con prioridad para las menos favorecidas en términos 
económicos, según criterios de igualdad, vigencia del sistema de normas del estado 
de derecho y adhesión ciudadana, sobre la base de un consenso en torno a valores 
de bienestar, equidad y participación en proyectos colectivos (Ottone y Sojo, 2007, 
pp 15-17). En la formulación de políticas públicas, el concepto de cohesión social 
incorpora nociones de integración social, comunidad de valores, legitimidad política 
y empoderamiento de la ciudadanía. En ese sentido, la inclusión social constituye un 
componente imprescindible para la dinámica participativa, la solidez de los compro-
misos y en la afirmación de sentidos de pertenencia.
 En América Latina y en el Caribe, la relación entre cohesión e inclusión sociales 
resultado de condiciones económicas, demográficas, culturales y políticas que deter-
minan grandes heterogeneidades territoriales y desigualdades en términos de ciuda-
danía, acceso a derechos y vigencia del sistema de normas. Los problemas de segmen-
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tación social y espacial explican la prioridad que los objetivos de inclusión reciben 
en la mayoría de programas estatales. Realidades como la pobreza, la segregación, el 
analfabetismo, las enfermedades endémicas, operan como factores de exclusión. En 
el caso de muchas comunidades indígenas, su alto grado de cohesión interna es con 
frecuencia un obstáculo para la inclusión en la sociedad nacional.
 La discriminación racial y de género, las desigualdades en acceso a la educación 
y sus efectos en desafiliación del sistema educativo, las dificultades en la mediación 
entre sociedad civil y sistema político, configuran un contexto complejo y marcado 
por grandes diversidades entre países. En consecuencia, la construcción de sentidos 
de pertenencia enfrenta obstáculos grandes. El carácter intergubernamental de la in-
tegración latinoamericana impone un tratamiento casi exclusivamente nacional en la 
agenda de políticas sociales aunque, en forma incipiente, la creación de espacios de 
coordinación regional como las cumbres sociales que acompañan los encuentros pre-
sidenciales de la región actúan como foro para la discusión de problemas de inclusión 
e, instrumentos financiero-regionales como FOCEM, han facilitado la realización de 
algunos proyectos.
 El estudio de Villatoro y Rivera (2007) propone un modelo de medición de la co-
hesión social con base en la revisión de la experiencia de la Unión Europea, Canadá, 
Nueva Zelandia y la OCDE, y la construcción de indicadores pertinentes para la me-
dición de la cohesión social en América Latina. Por su parte, la producción académi-
ca en América Latina sobre problemas de inclusión y formulación de políticas públi-
cas es rica y diversa, con estudios sobre pobreza y desigualdad, desarrollo sustentable, 
desarrollo territorial y la correlación entre ciencia, tecnología e innovación y políticas 
de inclusión. Al mismo tiempo, las políticas públicas de combate a la pobreza y la 
desigualdad han evolucionado desde el asistencialismo vinculado a la idea de benefi-
cencia y las medidas distributivas, hacia enfoques que privilegian la construcción de 
ciudadanía, el desarrollo como estrategia superadora de la desigualdad y la incorpora-
ción de la innovación en la agenda de las políticas de inclusión (Arocena; Sutz, 2009; 
Sotomayor; Rodríguez; Rodríguez, 2011).
 Desde la primera cumbre birregional, los problemas de cohesión social tuvieron 
lugar preponderante en la agenda de discusiones: desarrollo sostenible, bienestar, 
igualdad social, igualdad de género, derecho de poblaciones indígenas y afro-descen-
dientes, combate a la pobreza, cooperación en ciencia y tecnología, empleo, educa-
ción y cultura aparecen en forma recurrente aunque con énfasis distintos en las suce-
sivas reuniones cumbre. 
 En la cumbre de Río (1999), los objetivos del desarrollo reciben un tratamiento 
destacado: la declaración final relaciona la promoción del desarrollo con la diversifica-
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ción de comercio esperada de las negociaciones bilaterales y multilaterales entonces en 
curso, y en especial las celebradas entre la UE, México, Chile y el MERCOSUR. La 
propuesta de desarrollo se enmarca en el concepto de desarrollo sostenible, basado en 
la “conservación y uso responsable de los recursos naturales”, “haciendo compatibles 
el crecimiento económico, la protección del medio ambiente y el progreso social” des-
de una perspectiva de largo plazo que contempla las necesidades de las generaciones 
presentes y futuras. Entre las medidas recomendadas en forma explícita se incluyen 
la modificación de patrones de producción y consumo, conservación de la diversidad 
biológica y ecosistema global, y prevención e inversión de la degradación ambiental, 
particularmente de la que es ocasionada por concentración industrial excesiva. 
 Este abordaje del desarrollo sostenible es coherente con una concepción más am-
plia, la de la “universalidad de los derechos humanos” expuesta en el numeral 5 de la 
declaración de 1999, y con un principio central de la política europea de cohesión, 
la corrección de desequilibrios entre territorios con políticas específicas dirigidas a las 
regiones rezagadas o de menor desarrollo: el numeral 41 de la declaración recomienda 
“otorgar especial atención y apoyo a los países con economías más reducidas, incluso 
por medio de incentivos para la inversión productiva” y estudiar en foros específicos, 
condiciones y medidas favorables de financiación para otorgar “un tratamiento justo 
y adecuado a los países pobres altamente endeudados”. 
 Un fundamento importante de la estrategia acordada en la primera cumbre es la 
acción coordinada del empresariado, las pequeñas y medianas empresas, el fortaleci-
miento de las instituciones de educación y la cooperación en ciencia y tecnología. El 
intercambio de experiencias entre las dos regiones y los intercambios interregionales 
entre agentes educativos y culturales están identificados como medios muy fructíferos 
y eficaces para fortalecer la comprensión recíproca y desarrollar aprendizajes. 
 La siguiente cumbre, realizada en Madrid en 2002, desarrolla los contenidos de 
la cumbre anterior con un énfasis mayor en algunos temas como el bienestar de los 
niños, la erradicación del racismo y la xenofobia, una cooperación activa e integrada 
entre instituciones de educación superior de ambas regiones, cumplimiento de los 
compromisos asumidos en la conferencia internacional sobre financiación del desa-
rrollo en Monterrey y participación activa en los esfuerzos para reforma del sistema 
financiero internacional. El problema de las pequeñas economías es destacado en par-
ticular para los casos de pequeños Estados insulares en vías de desarrollo. 
 La declaración política reclama, en su numeral 24, “promover la rápida y efectiva 
aplicación de la reforzada iniciativa para los Países Pobres Altamente Endeudados”. 
La educación como una dimensión de cohesión social está integrada entre los objeti-
vos de la cooperación interregional, desde un enfoque de igualdad, pluralidad, diver-
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sidad, y acceso universal a la educación. Enfatiza la relación entre educación, salud y 
empleo decente, prevé intercambios en educación superior y cooperación en ciencia 
y tecnología. Finalmente, incluye una sección importante sobre cultura, acervos e 
instituciones culturales y recuperación del conocimiento tradicional. 
 La tercera reunión cumbre, realizada en Guadalajara, México, en mayo de 2004, 
coincidió con un momento de estancamiento en la relación birregional, originado 
en las dificultades para cerrar el acuerdo de asociación entre el Mercosur y la Unión 
Europea. La declaración final abunda en invocaciones retóricas, reiteraciones de com-
promisos ya consignados en las declaraciones anteriores y reiteración de enunciados 
de objetivos. Los temas nuevos que registra la declaración se refieren al compromiso 
de cumplimiento de la Resolución 53/144 de las Naciones Unidas sobre el derecho 
y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los 
derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos universalmente, y al 
compromiso con el protocolo de Kyotto y Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre cambio climático. Adicionalmente, la declaración consigna la preocupación 
por los riesgos para la vida humana y la seguridad ambiental marítima originados 
en el transporte de desechos nucleares y radioactivos no procesados transportados a 
través del mar Caribe y reconoce los esfuerzos de los países caribeños para instituir el 
concepto del mar Caribe como “zona de importancia especial en el contexto del de-
sarrollo sostenible” según resolución 54/225 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. Finalmente, la incorporación de temas como los derechos de los migrantes, 
la protección de las familias de los migrantes y la cooperación para la transferencia 
de sus remesas, atiende a una realidad especialmente sensible en las relaciones entre 
Europa y América Latina.
 La cuarta cumbre UE-ALC de 2006 mostró un avance importante. La declara-
ción de Viena incluyó la igualdad de género en la sección de derechos humanos, en 
coincidencia con la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing y la posterior De-
claración de Beijing + 5, así como la protección de derechos y libertades fundamen-
tales de los pueblos indígenas como fundamento de su bienestar, desarrollo integral y 
“plena participación en la sociedad”. 
 En la dimensión medioambiental de la cohesión social, la cumbre de 2006 desta-
có la cooperación en el problema del cambio climático, desertificación, energía, agua, 
biodiversidad, bosques y manejo de productos químicos como una línea de acción a 
desarrollar por todas las partes. La declaración incluyó un reclamo de mayor eficien-
cia en las actividades desarrolladas por el Sistema de las Naciones Unidas y mejor 
coordinación en políticas de asesoramiento y orientación, fortalecimiento del conoci-
miento científico, cumplimiento de los tratados e integración de las actividades en el 
“más amplio marco del desarrollo sostenible” a nivel operativo. 
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 En el área de políticas sociales, la declaración de Viena confirma anteriores com-
promisos con la promoción de crecimiento económico equitativo para crear empleo 
de calidad, luchar contra la pobreza y la exclusión social y con políticas públicas diri-
gidas a una mejor distribución de la riqueza y de los beneficios del crecimiento. Con-
cretamente recomienda políticas para incorporar el sector informal de la economía 
en la economía formal y para empleo juvenil, con creación de capacidad técnica y 
formación profesional. 
 La lucha contra la pobreza, la desigualdad y la exclusión es entendida en esta 
declaración como una condición necesaria para consolidar la gobernabilidad demo-
crática y el desarrollo sostenible. El enfoque adoptado en la formulación de propues-
tas para este tema incluye con fuerza la perspectiva de género, la prioridad para los 
grupos de población más vulnerables y estrategias en respuesta a las necesidades y 
prioridades de cada país. Mayor acceso a la salud y a la educación con ampliación de 
su cobertura, igualdad de acceso para todos, adecuada financiación y participación de 
todos los actores pertinentes, son los criterios que la cumbre de Viena aprobó como 
guía para las políticas públicas en esas áreas. El siguiente pasaje de la declaración ex-
plicita el concepto de cohesión social que articula los compromisos aprobados: 
 “Subrayamos que la cohesión social, que constituye el fundamento de las socie-
dades más incluyentes, sigue siendo un objetivo compartido y una prioridad clave de 
nuestra asociación estratégica birregional. La promoción de la cohesión social bus-
ca contribuir a la construcción de sociedades más incluyentes ofreciendo a todos la 
oportunidad de tener acceso a los derechos fundamentales y al empleo, de disfrutar 
de los beneficios del crecimiento económico con equidad y justicia social y poder 
desempeñar plenamente de esta forma un papel en la sociedad. Continuaremos pro-
porcionando a la cohesión social una prioridad relevante en nuestros programas bi-
rregionales de cooperación y asistencia como EurosociAL y seguiremos promoviendo 
también los intercambios de experiencias entre nuestros países y regiones”.
 La quinta cumbre birregional de 2008 se celebró en un contexto de renovado 
optimismo a partir del inicio de negociaciones entre la UE y América Central y la 
Comunidad Andina para los respectivos Acuerdos de Asociación, así como la rea-
nudación de conversaciones sobre el acuerdo de Asociación UE-MERCOSUR. En 
cambio, el incremento en los precios de los alimentos colocó nuevamente en el pri-
mer lugar de la agenda la erradicación del hambre y la lucha contra la pobreza. La 
declaración de Lima enfatiza la necesidad de medidas inmediatas para ayuda a los 
países más vulnerables y las poblaciones más afectadas por el precio de los alimentos 
y de participar activamente en el Plan de Acción anunciado por las Naciones Unidas 
y en la Conferencia de Alto Nivel sobre Seguridad Alimentaria Mundial, así como en 
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la iniciativa de FAO “América Latina y el Caribe sin Hambre”. En ese marco se ubica 
también la conferencia para elaboración de un programa de seguridad alimentaria y 
desarrollo rural en julio de 2008, en España, presidida por Francia y Argentina en su 
calidad de copresidentes de ALC-UE.
 La reafirmación del vínculo cohesión social-sustentabilidad ambiental y eficacia 
de la asociación birregional es explicada en términos económicos (los efectos negati-
vos sobre el crecimiento) y de continuidad (los riesgos para el futuro). En ese sentido 
la agenda de la quinta cumbre estuvo centrada en los problemas de pobreza, desigual-
dad, inclusión, desarrollo sostenible, medio ambiente, cambio climático y energía. 
 Con respecto a los efectos de pobreza, desigualdad y exclusión, la declaración de 
Lima definió como una prioridad de la asociación estratégica birregional la coopera-
ción para implementar políticas para la erradicación de esos problemas y para promo-
ver la cohesión social. Bajo el subtítulo “El diseño y la implementación de políticas 
sociales efectivas” una sección de la declaración precisa los objetivos, las acciones y 
los recursos de un programa de acción para lograr esa meta. Entre las estrategias re-
comendadas se cuenta la ampliación de la cooperación con medidas como canje de 
deuda por servicios en salud, agua potable o vivienda, participación público-privada 
y la creación de fondos contra-cíclicos entre otros, nuevas políticas de empleo y la 
participación ciudadana en un marco de reconocimiento de las diversidades. 
 La declaración de Lima contiene una sección extensa dedicada al problema mi-
gratorio en la cual se enfatiza la “responsabilidad compartida” por países latinoame-
ricanos, caribeños y europeos, y se propone una gestión ordenada de movimientos 
migratorios, una común posición de lucha contra el racismo, la discriminación y la 
xenofobia. 
 Finalmente, la cumbre de Madrid de 2010, convocada bajo el lema “Hacia una 
nueva etapa en la asociación birregional: la innovación y la tecnología en favor del de-
sarrollo sostenible y de la inclusión social”, discutió la relación birregional en un con-
texto ensombrecido por la consecuencias de la crisis financiera mundial (Del Arenal y 
Sanahuja, 2010). La declaración final reafirmó los compromisos con la cooperación, 
incorporando en ésta también las acciones para enfrentar las consecuencias de la crisis 
económico-financiera y superar los efectos sociales de la crisis en los países en desa-
rrollo y en las poblaciones más vulnerables. En la dimensión ambiental de la cohesión 
social, la declaración de 2010 respalda la Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre cambio climático, el protocolo de Kyoto, y el Convenio sobre Diversidad 
Biológica, y manifiesta la voluntad de contribuir a la constitución de un comité de 
negociación intergubernamental del Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente encargado de elaborar instrumentos jurídicos sobre manejo del mercurio. 
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5. Cumbres iberoamericanas y políticas de cohesión
El espacio iberoamericano, con una existencia que se remonta a la primera cumbre 
realizada en 1991, experimentó un salto cualitativo en Montevideo con la creación 
de la Secretaría General en la cumbre de 2006. Un acuerdo con la Comisión Europea 
colocó a la SEGIB en una posición de articulador entre la Unión Europea y América 
Latina, como un foro de concertación política y como ámbito para proyectar la coo-
peración iberoamericana (Del Arenal, 2005). 
 La idea iberoamericana proyecta a España (y en menor grado a Portugal) en una 
relación especial con América Latina. El tema central de la cumbre, migraciones y de-
sarrollo, se articulaba con la agenda de las relaciones entre España y América Latina. 
En el contexto global, las migraciones son actualmente un fenómeno determinante 
en las relaciones internacionales pero, sobre todo, en las condiciones internas del país 
de origen. La Declaración de Montevideo reconoce los derechos humanos de los emi-
grantes y los derechos de reglamentación del país de acogida. 
 Las cumbres iberoamericanas contaron con foros paralelos con participación de 
organizaciones del sector privado y los movimientos sociales. El foro iberoamericano 
de empresas abordó una agenda nutrida en torno al tema del desarrollo y contó entre 
sus participantes a entidades financieras regionales como la Corporación Andina de 
Fomento. La visita de la Comisaria Ferrero-Waldner selló el vínculo con la Comisión 
Europea, demostrando así las coincidencias de agenda. En la cumbre de Viena en 
2006, las dos partes firmaron un memorando que estableció el marco del trabajo 
conjunto sobre temas tales como emigración, cohesión social, integración regional y 
educación.
6. Conclusiones 
 El análisis desarrollado en este trabajo revela la fuerte continuidad en las estructu-
ras institucionales y en los contenidos de agenda de la relación birregional. La organi-
zación de cumbres birregionales conservó su diseño original agregando en forma con-
certada las cumbres paralelas con participación de organizaciones del empresariado y 
de la sociedad civil. Inclusive una cumbre “independiente” del espacio iberoamerica-
no no sólo adoptó un diseño similar sino que su agenda y su metodología revelan una 
estricta articulación con las cumbres ALC-UE. 
 En segundo término, se destaca la continuidad en los contenidos de agenda, y 
dentro de ésta, la primacía otorgada a la cohesión social con un abordaje que articula, 
conceptualmente y en sentido prescriptivo, cohesión social, desarrollo sustentable, 
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educación y cultura, y diversidades e identidad. Una investigación sobre políticas 
sociales y de desarrollo avanzadas en el período que cubre este trabajo revelaría los 
vínculos existentes entre las discusiones y los acuerdos logrados en las cumbres birre-
gionales y las políticas específicas de inclusión, identidad y agenda de derechos. 
 En ese sentido, es posible afirmar que el modelo de cumbres birregionales UE-
ALC ha actuado como un medio para la difusión de ideas y prácticas y para la emu-
lación de normas e instituciones incorporadas en políticas de los países participantes. 
Sin embargo, el trabajo destaca la identidad propia de la agenda latinoamericana, 
construida en torno al objetivo de inclusión social y fundamentada en tradiciones de 
pensamiento sobre unión latinoamericana que corresponden a un período histórico 
anterior. En ese sentido, la discusión sobre eurocentrismo contribuye a esclarecer los 
caracteres específicos de la agenda latinoamericana en torno a problemas de cohesión 
e inclusión, pero no impide a la vez encontrar las áreas de convergencia birregional en 
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PUNTO DE INFLEXIÓN PARA EL MERCOSUR 




 El Mercado Común del Sur –MERCOSUR–, desde la entrada en vigencia del Tra-
tado de Asunción en el año 199163, tuvo por objetivo la creación de un mercado común 
entre los Estados que lo ratificaron. Conforme a ello y, dada la inter-gobernabilidad 
otorgada al proceso de integración64, sus órganos decisorios avanzaron en la unificación 
no sólo de la personería jurídica del bloque, sino en la puesta en funcionamiento de 
negociaciones económicas internacionales a través de este proceso de manera conjunta. 
En este sentido y, dado el avance en la materia respecto a la celebración de acuerdos co-
merciales con terceros Estados, ya sea que se encuentran en el mismo continente o fuera 
de éste65, los Estados Parte del MERCOSUR lograron contar con acuerdos comerciales 
tendientes a liberalizar aranceles así como prever determinadas pautas que regularán el 
comercio bilateral entre ellos con los Estados a los que se asociaron. 
 Concordante con lo anterior y a fin de instaurar un marco normativo con el ob-
jeto de regular la cuestión de las negociaciones internacionales así como establecer las 
63 El Tratado de Asunción entró en vigencia tras el tercer depósito del instrumento de ratificación el 29/11/91. 
Argentina depositó el instrumento de ratificación el 31/10/91; Brasil el 30/10/91 y Paraguay el 06/08/91. 
64 Respecto a dicha calidad, es necesario recordar lo sostenido por Fresnedo de Aguirre (1997:178) quien 
manifestó respecto al MERCOSUR lo siguiente: “En la actualidad, no es una organización supranacional 
sino intergubernamental. Carece de organismos comunitarios con potestades legislativas delegadas, por 
lo que las normas que emanan de sus órganos carecen de eficacia directa y deben ser incorporadas a los 
ordenamientos jurídicos de cada Estado Parte conforme a los respectivos mecanismos constitucionales 
vigentes. Eso está establecido además en el propio Protocolo de Ouro Preto en su art. 42”. 
65 Entre los acuerdos comerciales con terceros celebrados por el MERCOSUR se encuentran vigentes los 
siguientes: Acuerdo Marco Interregional de Cooperación entre la Comunidad Europea, y sus Estados 
Miembros, por una parte, y el Mercado Común del Sur, y sus Estados Partes, por otra, que fuera firmado 
en Madrid, España el 15/12/1995 y entrado en vigor el 01/07/99; El acuerdo MERCOSUR-Unión Aduanera 
del África Meridional –SACU–, que fuera suscripto el 15/12/2008 y que entrara en vigencia el 01/04/2016; 
y el Acuerdo MERCOSUR-India, signado el 25/01/2004 y entrado en vigor el 01/06/2009; entre otros. 
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competencias en el ámbito del MERCOSUR en esta materia, el Tratado Fundacional 
así como sus Protocolos posteriores previeron una serie de instrumentos atinentes a 
esta cuestión, los cuales fueron posteriormente reglados por normas derivadas de los 
máximos órganos con poder decisorio dentro del bloque. En este contexto y, pese a 
que en estos veinticinco años desde la entrada en vigencia del Tratado de Asunción 
no existieron discrepancias en torno a las negociaciones como bloque frente a ter-
ceros Estados u otros bloques66, lo cierto es que actualmente dicha cuestión no se 
presenta con tal claridad como supo tenerla años atrás. Ello, en razón del cambio, no 
sólo del paradigma que dominó la región durante los últimos doce años en materia 
económico-comercial, sino que los nuevos primeros mandatarios que asumieron re-
cientemente en los diferentes países que conforman el bloque ofrecen características 
más liberales. Los mismos tienen en sus agendas el llevar adelante negociaciones eco-
nómicas internacionales a fin de insertar a sus países de un mejor modo en el plano 
internacional, así como incorporarse a las cadenas de valor global.
 De este modo, tras el impeachment a Rousseff, quien fuera reemplazada por Mi-
chel Tamer para culminar su mandato en Brasil, el cambio del gobierno de Fernández 
de Kirchner por Macri en la Argentina y la asunción de Tabaré Vázquez en lugar de 
Mujica en Uruguay, dio lugar a nuevos ejecutivos con perspectivas aperturistas y con 
la intención de vincularse, no sólo dentro de la región, sino también fuera de la mis-
ma contractualmente. Estas nuevas perspectivas, sin embargo, se encuentran frente 
a unas negociaciones iniciadas hace más de dieciséis años entre el MERCOSUR por 
un lado y la Unión Europea –UE– por otro, en pos de arribarse a un acuerdo de 
cooperación comercial que incluye la reducción y eliminación de aranceles entre am-
bos, el cual a la fecha, si bien se ha avanzado, no ha logrado cerrarse por diferencias 
existentes entre ambos bloques sobre distintas cuestiones medulares67, así como entre 
66 Con excepción de las iniciativas de Uruguay de celebrar un Tratado de Libre Comercio con los EE.UU. en 
el año 2008, lo cual no prosperó. 
67 El inicio de estas negociaciones tuvieron lugar en el año 1995, momento en el cual ambos bloques 
firmaron un Acuerdo Marco Interregional de Cooperación que entró en vigencia en el año 1999, el cual 
contiene además una Declaración Conjunta Anexo que dispone las bases para el diálogo político a 
diferentes niveles de gobierno –Jefes de Estado, Ministros y Altos Funcionarios. Será, sin embargo, en el 
año 2000, cuando ambos bloques empezarán a negociar un Acuerdo de Asociación Conjunta –como los 
denomina la Unión Europea–, estructurado en tres pilares: diálogo político, cooperación y comercio. Las 
negociaciones, empero, se suspendieron en el año 2004 por diferencias respecto al capítulo de comercio. 
Las relaciones políticas continuaron su curso profundizando el contenido del acuerdo bajo negociación, 
al incorporarse en el año 2008 en la Cumbre UE-MERCOSUR tres nuevos ámbitos al mismo: ciencia y 
tecnología, infraestructura y energías renovables. En mayo de 2010, luego de seis años sin actividades 
como tampoco avances respecto al Acuerdo Marco Interregional de Cooperación, se retomarán las 
negociaciones en la Cumbre América Latina y el Caribe –Unión Europea celebrada en Madrid, la cual aún 
se encuentra en curso. El objetivo de la misma es negociar un acuerdo comercial completo que no se limite 
al comercio de bienes industriales y agrícolas sino que, además, contemple servicios, contratación pública, 
propiedad intelectual, facilitación comercial y obstáculos técnicos al comercio. En otras palabras, todas 
las disciplinas propias contempladas en los Acuerdos comerciales. Pese a no haberse dado por concluida 
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los propios Estados Parte del MERCOSUR. Empero, en el marco de dichas negocia-
ciones no se ha mencionado aún si Paraguay conservaría el Sistema General de Prefe-
rencial Plus –SGP+– que el bloque europeo le ha otorgado. Frente a dicha situación 
y, pese al resabio de estas lentas negociaciones, los nuevos mandatarios con el afán de 
acceder a nuevos mercados, conservar los existentes o ampliar los propios por medio 
de las reducciones e incluso eliminaciones de sus aranceles aplicados en el marco de 
la Organización Mundial del Comercio –OMC–, se encuentran moviéndose en el 
plano externo en pos de concretar dichos objetivos de manera individual; en otras 
palabras, por fuera del proceso de integración del que participan. 
 Concordante a lo anterior y, ante la necesidad de converger sus economías con 
el plano internacional, ya sea por medio de negociaciones en materia de reduccio-
nes arancelarias o promoviendo la inversión extranjera directa en sus territorios, los 
primeros mandatarios se encuentran avanzando en diferentes negociaciones interna-
cionales bilaterales o plurilaterales, o trabajando en la incorporación de sus países a 
los nuevos bloques comerciales existentes o incorporándose a negociaciones vigentes 
respecto a futuros acuerdos comerciales. 
 En razón de lo anterior, se hace necesario analizar qué posibilidades otorga el pro-
ceso de integración del MERCOSUR a sus socios en razón de la negociación y celebra-
ción de acuerdos comerciales por fuera del mismo. En este contexto, asimismo, deberá 
observarse si esta cuestión se presenta como una fuerza centrífuga o centrípeta respecto 
al futuro de la consolidación del bloque, lo cual se aborda desde los lineamientos es-
grimidos en el proyecto de investigación 11J-153. De este modo, el presente trabajo 
expone los resultados preliminares de la primera parte de la investigación llevada ade-
lante durante este año en el marco del Instituto de Integración Latinoamericana de la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata. 
1. Previsiones del Tratado de Asunción en materia de 
negociaciones internacionales desde la perspectiva 
del grado de integración propuesto 
 El MERCOSUR, dentro de la ideología que dio lugar a su nacimiento y en base a 
su acuerdo constitutivo, estableció la concreción de un mercado común68 de manera 
la Cumbre, lo cierto es que desde el año 2010 y hasta ahora, los avances han sido poco significativos. 
El nuevo intercambio de listas arancelarias de productos que quedarían comprendidos en el mismo se 
hizo esperar hasta mayo de este año, contemplando, además, el acceso a sus respectivos mercados 
de bienes, servicios y establecimiento y licitaciones gubernamentales. Sin embargo, quedarán excluidos 
determinados productos agrícolas –la carne vacuna y el etanol– sensibles para el bloque europeo y punto 
importante de la oferta de la unión sudamericana, para lo cual la UE no ofreció cuotas (Ramírez, 2016).
68 Para Bela Balassa un mercado común se caracteriza por: “…no limitarse a suprimir las restricciones al 
comercio, sino que también las dificultades del movimiento de los factores” (1964:2). Empero, y pese a no 
haberse arribado a dicho grado en el MERCOSUR, sí en cambio se alcanzó el grado de unión aduanera 
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progresiva. Sin embargo, al día de hoy no se ha podido arribar a dicho grado de inte-
gración. Empero, la llegada a dicho estadio justificaría la limitación de la celebración 
de acuerdos comerciales por los miembros de manera individual dada la necesidad de 
compatibilizar los intereses de los diferentes Estados Parte con los del propio bloque. 
A pesar de esto, se avanzó en la restricción de entablar dichas negociaciones de ma-
nera individual, más que en la propia profundización del modelo integrativo, lo cual 
ha generado un replanteo por parte de los socios dada la necesidad de generar nuevas 
vinculaciones internacionales. Conforme a ello, no se lograron mayores ventajas en el 
proceso de integración debido a la lentitud con la que el mismo ha avanzado y, por 
otra parte, se restringió a los socios a que celebren acuerdos comerciales que prevean 
la concesión de preferencias arancelarias, dado que sendas variables puestas en un 
mismo plano atentarían contra cualquier lógica. 
 Fundamenta lo anterior lo dispuesto en las principales disposiciones que regulan 
la celebración y negociación de acuerdos comerciales por los socios del MERCO-
SUR. A esos fines y conforme a la pirámide normativa prevista en el Art. 41 del 
Protocolo de Ouro Preto69 –POP–, debe analizarse lo dispuesto en las normas origi-
narias, en primer lugar, y luego lo establecido en las normas derivadas a fin observarse 
acabadamente esta cuestión. 
 De acuerdo a esto y respecto al grado de integración propuesto así como sus im-
plicaciones, el Tratado de Asunción dispone en su Art. 1 lo siguiente: 
Este Mercado Común implica: (…) El establecimiento de un arancel ex-
terno común y la adopción de una política comercial común con relación 
a terceros Estados o agrupaciones de Estados y la coordinación de posicio-
nes en foros económico-comerciales regionales e internacionales. 
 Frente a dicha disposición, el Tratado fundacional dispone: 1) El establecimiento 
de un arancel externo común –AEC–; 2) La adopción de una política comercial co-
mún con relación a terceros Estados o agrupaciones de Estados; y 3) La coordinación 
de posiciones en foros económico-comerciales regionales e internacionales.
 De un análisis exegético dogmático de la disposición se desprende que, si bien 
no dispone explícitamente la restricción de entablar negociaciones de manera indi-
imperfecta, la cual en su grado completo se caracteriza, según el mismo autor por: “…traer aparejada, 
además de la supresión de la discriminación a los movimientos de mercancías dentro de la unión, la 
equiparación de tarifas en el comercio con países no miembros de la misma” (ídem). 
69 El Art. 41 del POP, expresamente dispone: “Las fuentes jurídicas del MERCOSUR son: I. El Tratado de 
Asunción, sus protocolos y los instrumentos adicionales o complementarios; II. Los Acuerdos celebrados 
en el marco del Tratado de Asunción y sus protocolos; III. Las Decisiones del Consejo Mercado Común, las 
Resoluciones del Grupo Mercado Común y las Directivas de la Comisión de Comercio del MERCOSUR, 
adoptadas desde la entrada en vigencia del Tratado de Asunción”. 
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vidual, lo cierto es que el grado de integración propuesto ofrece limitaciones tácitas 
dado que, por ejemplo, el establecimiento de un AEC limitaría dicha posibilidad. 
Ello en atención a que los acuerdos comerciales regionales70, como los ha denomi-
nado la OMC, tienen por objeto la reducción o eliminación tanto de los aranceles 
como de las barreras no arancelarias. Conforme a ello, la negociación en torno a la 
disminución de las mismas incidirá directamente sobre los demás países toda vez que 
los Estados han prescindido de dicha posibilidad al celebrar el Tratado de Asunción. 
Por su parte, y en relación a las otras dos cuestiones que regula el artículo supra trans-
cripto, debe destacarse la necesidad de coordinación de las partes en sus posiciones 
en los foros internacionales y la adopción de una política comercial común frente a 
terceros Estados. Esta última cuestión y, conforme a la redacción de la disposición, 
debe ser interpretada como el manejo del conjunto de instrumentos de alcance del 
Estado –en este caso del conjunto de los Estados que conforman al MERCOSUR–, 
para mantener, alterar o modificar las relaciones comerciales de un país con el resto 
del mundo; en otras palabras, los instrumentos comerciales al alcance de los países 
que integran el bloque. Entre estas herramientas se encuentran, además de las arance-
larias, las restricciones cuantitativas y las defensas comerciales tales como las medidas 
compensatorias frente a la aplicación de subsidios o derechos antidumping frente a la 
competencia desleal internacional. Veamos entonces la evolución y el estado de cada 
una de las tres variables que requiere el Tratado de Asunción para la constitución del 
ansiado mercado común a fin de poder determinar si los Estados que lo conforman 
pueden, en el estado en que se encuentra el proceso de integración, celebrar acuerdos 
comerciales por fuera del bloque. 
2. Cuestiones relativas a la materia arancelaria 
 En relación a la primera cuestión que estipula el Art. 1 del Tratado de Asunción 
vinculado al establecimiento del AEC, lo cierto es que se ha avanzado en ello pero 
sólo de manera parcial, conservándose sin embargo en la actualidad la doble imposi-
ción en aquellos casos en que productos de terceros países ingresan al MERCOSUR 
por uno de sus Estados Parte y estos se encuentran destinados para consumo final 
en otro Estado Parte diferente al del ingreso, lo cual marcha de esta manera desde la 
puesta en funcionamiento del bloque. Dicha cuestión, si bien persiste hasta la actua-
lidad, limita la posibilidad de celebrar acuerdos comerciales de manera bilateral por 
las razones que seguidamente se enuncian. 
70 Los cuales también son conocidos en terminología de la OMC, como aquellos acuerdos comerciales 
preferenciales recíprocos entre dos o más interlocutores (OMC, 2016). 
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 Puntualmente, y en razón de las cuestiones relativas al AEC, durante la vigen-
cia del MERCOSUR se han emitido alrededor de cuarenta normas derivadas71 vin-
culadas a regular esta materia, con la finalidad de consagrar la unión aduanera tan 
esperada. Concordante con ello, en primer lugar debe destacarse que, si bien los Es-
tados Parte del MERCOSUR han consolidado aranceles en el marco de la OMC al 
momento de sus respectivos ingresos a dicho organismo, lo cierto es que no aplican 
aquellos sino que emplean los comprendidos dentro del AEC del MERCOSUR, los 
cuales se encuentran dentro de los topes allí establecidos. 
 Empero, el AEC del MERCOSUR aún no ha sido establecido para el total de 
mercancías72, persistiendo de igual modo diferentes excepciones que habilitan a los 
Estados Parte a aplicar sus aranceles consolidados en la OMC en ciertos casos. Esta 
situación ha llevado a la doctrina más reconocida, a las mismas partes del pro-
ceso de integración73 e incluso a la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe –CEPAL– (1996) a sostener que este bloque se encuentra en un grado 
de integración intermedio entre la zona de libre comercio y la unión aduanera, 
denominada “unión aduanera imperfecta”, aunque para otros autores dicha categoría 
no podría existir74. La misma se caracteriza por la ausencia de esfuerzos por consoli-
dar el arancel externo. El AEC acordado, y al cual se hace mención seguidamente, se 
encuentra perforado varias veces, incluso de modo unilateral. Igualmente, el Código 
Aduanero Común enfrenta diferentes obstáculos para implementarse. En este sentido 
y, según Bouzas (2003), no se ha avanzado en materia de disciplinas comunes frente a 
terceros países y tampoco se ha logrado una plena libre circulación de bienes. Todo lo 
anterior aunado a la mínima coordinación entre los países a la hora de negociar con 
otros determina este grado imperfecto de integración.
71 Las más importantes son receptadas y comentadas en el marco de la investigación y del presente trabajo. 
72 Por esta razón, la doctrina sostiene que el MERCOSUR se encuentra en un estadio previo al de una unión 
aduanera, correspondiéndose con un grado inferior que es la unión aduanera imperfecta. 
73 La Presidencia de la Delegación de Paraguay en el Parlamento del MERCOSUR sostuvo en su reunión 
ordinaria del mes de mayo del año 2012: “Se deja constancia que en nuestra alianza regional se ha perdido 
de vista lo predicho, no irremediablemente, pero sí de manera inquietante y peligrosa atendiendo las 
desusadas maniobras proteccionistas con que las autoridades argentinas y brasileñas impugnan la filosofía 
del libre intercambio que gobierna el universo de los negocios entre agrupaciones de naciones soberanas. 
Penosamente, estos insufribles desbarajustes que acogotan el comercio recíproco y multilateral en la zona, 
obedecen en gran porcentaje a que el proceso de integración en el MERCOSUR se halla estancado desde 
hace más de una década, debatiéndose entre un Área de Libre Comercio incompleta y una Unión Aduanera 
imperfecta, ciclos que habrá que finiquitarlos con rapidez y orden si verdaderamente se concibe avanzar a 
la siguiente etapa, el Mercado Común, fase identificada por la desaparición de las barreras aduaneras, la 
consolidación del arancel externo común y la entronización de la libre movilidad de bienes, servicios, capital y 
recursos humanos por los territorios unificados.” (Parlamento MERCOSUR, 2012). 
74 Sobre esta postura véase: Cardona Montoya Giovanny (2013), ¿Es Mercosur una Unión Aduanera 
Imperfecta? Análisis conceptual y aplicado de la realidad y el potencial de la integración entre los países 
del Cono Sur. En: Revista Escenarios: Empresa y Territorio No.2, ISSN 2322-6331, ene-dic de 2013, pp. 
55-69. 
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 De acuerdo a ello, las excepciones en esta materia o perforaciones como sostiene el 
autor citado, se visualizan de dos modos en el plano del MERCOSUR: por un lado conti-
núan vigentes exclusiones de determinados productos dentro del AEC del MERCOSUR 
para cada una de las Partes, las cuales se encuentran contempladas en las denominadas 
“Listas Nacionales” en las que cada uno de los Estados disponen ciertas mercancías que 
quedan excluidas del acuerdo. Al momento, si bien las comprendidas en dichas listas se 
han ido reduciendo con el correr del tiempo y a fin de arribar a la unión aduanera, ac-
tualmente los Estados Partes continúan conservando facultades reservadas para establecer 
qué bienes queden comprendidos dentro de aquellas listas sino también de modificarlas 
anualmente, siempre que respeten la cantidad asignada a cada uno de ellos. Conforme a 
esto, la CMC/DEC. N° 31/03 expresamente prorroga el mantenimiento de un listado de 
cien ítems del Nomenclador Común MERCOSUR –NCM– como excepciones al AEC 
para Argentina y Brasil, mientras que para Paraguay prevé que además podrá agregar un 
adicional de ciento cincuenta y para Uruguay un total de ciento veinticinco ítems adicio-
nales, pesando sobre todos ellos la obligación de notificar los productos comprendidos 
dentro de las mismas. 
 Concordante con ello y, con reservar cada uno de los Estados la potestad de ex-
cluir determinados bienes en el marco de sus Listas Nacionales del AEC, no se arriba-
rá a la unión aduanera deseada. 
 Frente a la posible exclusión de los AEC, por parte de los miembros del MER-
COSUR de diferentes mercancías, corresponde realizarnos el siguiente interrogan-
te: ¿Podrían los Estados Parte negociar acuerdos comerciales preferenciales sobre los 
productos incluidos dentro de sus listas nacionales? La respuesta a todas luces podría 
ser afirmativa dado que no impacta por sobre el resto de las Partes, toda vez que en 
principio conservan en esos casos autonomía en materia arancelaria sumado a que el 
establecimiento de las listas, si bien ha sido transitorio, han sido prorrogadas desde 
el propio establecimiento del AEC en el año 1994, persistiendo hasta la actualidad. 
Esto último entraría en pugna con el objetivo del Tratado de Asunción de crear un 
mercado común entre los Estados Parte, no pareciendo ser lo más adecuado, sobre 
todo por tratarse de un régimen excepcional cuya eliminación, de ser la voluntad de 
los Estados en profundizar el grado de integración, deberá llevarse adelante para arri-
barse efectivamente a la unión aduanera. 
 Otra cuestión relativa a la materia arancelaria viene dada en la posibilidad de que 
uno de los Estados Parte desee elevar el AEC frente a terceros, en cuyo caso: ¿ello 
podría prosperar? La respuesta viene dada por la CMC/DEC. N° 18/09 que dispone 
que los niveles arancelarios aplicados a los productos para los cuales un Estado Parte 
no aplique el AEC deberá retornar a los niveles de este último ni bien cese el motivo 
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que originó la elevación, por lo que el incremento de los AEC de manera unilateral 
por parte de alguna de las Partes deberá restablecerse tras la culminación del motivo 
que llevó a su incremento. Es por ello que, al preverse una causa para poder llevarse 
adelante dicho aumento, el mismo deberá presentarse como transitorio al disponerse 
que, tras el cese del motivo que originó el alza, deberá retomar los niveles del AEC, 
por lo que tampoco en este caso quedaría comprendida la posibilidad de negociarse 
de manera bilateral la reducción de aranceles tras elevarse los mismos a los topes con-
solidados en la OMC pero que se encuentren por encima de los AEC del MERCO-
SUR. Esto atento a que dicha posibilidad sólo se prevé de manera transitoria. 
 Sin embargo, y tal como se vio anteriormente, el propio MERCOSUR autoriza 
el aumento en forma transitoria de las alícuotas por encima del AEC a todos los Es-
tados Parte para las importaciones originarias de extra zona, empero las mismas no 
podrán ser superiores al máximo consolidado por aquellos en la OMC, limitando 
dicho incremento a un número determinado de ítems arancelarios tal como dispone 
la CMC/DEC N° 31/03 antes analizada. Esta excepción se mantendrá vigente hasta 
el año 2021, según lo establece la CMC/DEC. N° 27/15. 
 Una segunda excepción al AEC viene dada respecto a la exclusión de diferentes 
sectores del mismo, tal el caso de los lácteos que, si bien se dispone la aplicación de 
las alícuotas de dichos bienes para la Argentina, Brasil y Uruguay, dispensa a Para-
guay y a Venezuela hasta el año 2023 de la imposición de aquellos, autorizándolo a 
emplear sus aranceles nacionales conforme se establece en la CMC/DEC. N° 30/15. 
Semejante situación sucede con las aguas edulcoradas sobre las que se dispone que 
tanto Uruguay como Paraguay y Venezuela podrán continuar aplicando sus respecti-
vas alícuotas, según se dispone en la CMC/DEC. N° 29/15; igual tenor ofrece el sec-
tor de juguetes respecto de todos los Estados Parte del MERCOSUR quienes podrán 
continuar aplicando sus aranceles nacionales hasta el año 2021, según lo establece 
la CMC/DEC N° 28/15. Por su parte los “duraznos”, se encuentran exceptuados de 
la aplicación del AEC por parte de Venezuela, conforme la CMC/DEC N° 14/13; 
idéntica situación ofrece el sector del calzado, en el cual se ha autorizado a Uruguay y 
a Paraguay a mantener los niveles vigentes de sus aranceles nacionales hasta ocho po-
siciones arancelarias hasta tanto se resuelva el tratamiento a darse a estos productos, 
lo cual se encuentra regulado en la CMC/DEC. N° 27/08, entre otras, que establecen 
las excepciones sectoriales en la aplicación de las alícuotas correspondientes al AEC 
del MERCOSUR. 
 Por su parte, y pese a la posibilidad de aplicarse las alícuotas nacionales en de-
terminados productos, ya sea que éstos se encuentren en sectores excluidos del AEC 
o comprendidas en las Listas Nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, el 
157 
CMC ha establecido topes a los mismos a fin de encontrar un equilibrio entre los 
aranceles nacionales que aplican las Partes con aquellos consolidados en la OMC. En 
este sentido, el CMC ha declarado que las consolidaciones arancelarias registradas en 
las Listas Nacionales contenidas en el Protocolo de Marrakech al Acuerdo General 
sobre Aranceles y Comercio de 1994 –GATT 1994–, que consta en el Acta final de 
la Ronda Uruguay de la OMC, permanecen vigentes en los términos estipulados en 
dicho ámbito; empero, en aquellos casos en que el MERCOSUR apruebe una norma 
estableciendo un nivel de AEC superior al consolidado en el Protocolo anteriormente 
mencionado por alguno de los Estados Parte, prevalece, para éste, el arancel conso-
lidado; ello según la CMC/DEC. N° 17/09, por lo que prevalecerán los aranceles 
consolidados en la OMC en el caso que los AEC del MERCOSUR sean superiores a 
los que se han notificado individualmente al organismo multilateral. Con lo cual, en 
vez de avanzarse en pos de la consolidación de este bloque en torno a la preponderan-
cia de su AEC, se reconoció la primacía en esta materia de los aranceles individuales 
consolidados en la OMC en su detrimento.
 De lo hasta aquí expuesto, se desprende que la vinculación existente entre los 
miembros del MERCOSUR, al haberse avanzado en la constitución de un AEC del 
bloque, pese a las excepciones anteriormente mencionadas limitan a todas luces la 
posibilidad de llevar adelante negociaciones internacionales a fin de celebrar acuerdos 
comerciales con terceros de manera bilateral, salvo, claro está, el desmantelamiento 
necesario de dichos AEC. Ello, toda vez que el CMC si bien ha establecido excepcio-
nes al mismo, ha limitado las posibilidades que podrían tener las Partes para llevar a 
cabo dichas negociaciones en materia de acuerdos comerciales, quienes, conforme a 
lo anterior se enfrentan a: 
a. Un AEC que contiene la mayoría de las posiciones arancelarias comprendidas en 
el NMC el cual conserva plena vigencia en la actualidad. 
b. Excepciones a la aplicación del AEC que se presentan como transitorias, hasta 
tanto se constituya la unión aduanera del MERCOSUR en pos de la concreción 
del mercado común dispuesto por el Tratado que le da origen al bloque.
c. Límites en cuanto al incremento y reducción de las alícuotas de manera unila-
teral sobre el AEC del MERCOSUR, dentro de las cuales si bien prevalecen los 
consolidados en la OMC en el caso que los AEC sean superiores, lo cierto es que 
sus topes máximos encuentran una restricción en aquellos, al presentarse como 
tales y de manera transitoria, es decir, en tanto y en cuanto persista la necesidad, 
la cual al disiparse obliga a aquél que aumentó sus alícuotas a retrotraerlas a las 
previstas para el AEC. 
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 Concordante con ello y, a fin de poder participar, los Estados Parte del MERCO-
SUR, de manera singular en negociaciones económicas internacionales en materia 
de acuerdos comerciales regionales, deberán dar por acabado con este intrincado ré-
gimen creado en el ámbito de este proceso de integración con el objeto de recuperar 
la autonomía respecto a los aranceles aduaneros cuyos límites se encuentran en los 
consolidados en la OMC. 
3. Cuestiones en materia de política comercial: medidas 
de defensa comercial 
 Una segunda cuestión en torno al objeto que se analiza viene dada en la apli-
cación de medidas de defensa comercial, las cuales se vinculan estrechamente a la 
constitución de la unión aduanera. En este sentido debe destacarse que, si bien en 
materia arancelaria se avanzó hasta cierto punto persistiendo ciertas excepciones en 
esta materia, lo cierto es que en este ámbito el avance ha sido menor que en aquella. 
El Tratado de Asunción establece la adopción de una política comercial común con 
relación a terceros Estados o agrupaciones de Estados, dentro de la cual se encuentran 
comprendidas las medidas que se analizan en el presente acápite que son aquellas re-
lativas al antidumping, compensatorias frente a las subvenciones y salvaguardias. 
 Empero, en esta materia el MERCOSUR se quedó a mitad de camino, toda vez 
que no sólo no cuenta aún con un régimen común para las Partes en esta cuestión 
sino que permite la aplicación de dichas medidas intrazona, en clara contraposición 
con el objeto propio de las uniones aduaneras y confrontando lo dispuesto en el Art. 
XXIV del GATT75. Sobre el particular, debe recordarse que a la actualidad cada uno 
de los Estados Parte de este proceso conserva su legislación interna76 vigente respecto 
75 Según el Acuerdo de la OMC, la aplicación de medidas de defensa comercial en el comercio intrazona 
no está permitido teniendo en cuenta lo dispuesto en el párrafo 8 a) del artículo XXIV del GATT 1947, sin 
embargo, esta posibilidad se encuentra vigente en el MERCOSUR (Dirección de Normas y Negociaciones 
Comerciales de Paraguay, 2013:4) Dicho artículo XXIV del GATT 1947 en su parte pertinente dispone: 
“a) se entenderá por unión aduanera, la substitución de dos o más territorios aduaneros por un solo 
territorio aduanero, de manera: i) que los derechos de aduana y las demás reglamentaciones comerciales 
restrictivas (excepto, en la medida en que sea necesario, las restricciones autorizadas en virtud de los 
artículos XI, XII, XIII, XIV, XV y XX) sean eliminados con respecto a lo esencial de los intercambios 
comerciales entre los territorios constitutivos de la unión o, al menos, en lo que concierne a lo esencial de 
los intercambios comerciales de los productos originarios de dichos territorios.”
76 1) En la Argentina, La Ley N° 24.425/94, el Decreto N° 766/94 y el Decreto N° 1393/08 constituyen la 
normativa específica en materia de dumping, subvenciones y derechos compensatorios. Asimismo, el 
procedimiento se rige supletoriamente por la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos Nº 19.549 
y el Reglamento de Procedimientos Administrativos, Decreto Nº 1759/72 T.O. 1991 siempre y cuando no 
estén en contraposición con los principios que rigen la materia específica. En materia de Salvaguardias 
rige la Ley N° 24.425 y el Decreto Nº 1059/96. Además la Ley N° 19.549 y su Decreto Reglamentario N° 
1759/72 regulan el procedimiento administrativo en general y se aplican supletoriamente cuando existen 
vacíos en la legislación específica siempre que no estén en contraposición con los principios de la misma.2) 
El Decreto Legislativo N° 30/94 y el Decreto Nº 1.355/94 aprueban el Acta Final de la Ronda Uruguay 
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a la investigación y aplicación de dichas medidas. Sostenido lo anterior, observemos el 
estado y vigencia de las reglas que norman la aplicación e instrumentación de las medidas 
de defensa comercial, las cuales se encuentran vinculadas al AEC, toda vez que éstas per-
miten la aplicación de aranceles diferenciales ya sea bajo la forma de derechos antidum-
ping o de derechos compensatorios que se determinen sobre las posiciones arancelarias 
que comprenden los productos o mercancías sobre las cuales existen subvenciones o se 
vendan por debajo del valor de plaza, identificándose aquellos con los ítems arancelarios 
comprendidos dentro del NMC.
 Sobre el particular, en el año 1996 se aprobó la CMC/DEC. N° 17 que establece 
el Reglamento Relativo a la aplicación de medidas de salvaguardia a las importaciones 
provenientes de países no miembros del MERCOSUR77; en el año 1997 tuvo lugar 
la CMC/DEC. N° 11/97 por la que se aprobó el Marco Normativo del Reglamento 
Común Relativo a la Defensa contra las importaciones objeto de dumping prove-
nientes de terceros países no miembros del MERCOSUR; y en el año 2000 tuvo 
origen la CMC/DEC. N° 29 que establece el marco normativo del reglamento co-
mún de defensa contra importaciones objeto de subvenciones provenientes de ellos. 
Empero y, pese a ello, lo cierto es que las mismas no fueron internalizadas por los 
Estados Parte78, con excepción de la primera de ellas, que entró en vigor conforme 
“Acuerdo de la OMC” (Acuerdo Antidumping, Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorios, y 
Acuerdo sobre Salvaguardias). La Ley N° 9019/95 dispone sobre la aplicación de derechos antidumping 
y compensatorios. El Decreto N° 8058/13 reglamenta los procedimientos administrativos relativos a la 
investigación y aplicación de medidas antidumping. El formulario para la presentación de las solicitudes de 
investigación de dumping y subsidios fue establecido en la Circular SECEX Nº 20/96. La Portaría SECEX 
N° 36/13 reglamenta el compromiso de precios en las investigaciones de dumping. Las Portarías SECEX 
N° 41/13 y 44/13 reglamentan la información necesaria para las investigaciones de dumping. Con respecto 
a la aplicación de las medidas compensatorias, está vigente el Decreto Nº 1.751/95. Los Decretos N° 
1488/95, 1936/96 y 2667/98 reglamentan el procedimiento para la aplicación de medidas de salvaguardia. 
La Ley N° 12546/11 dispone sobre la relación entre las investigaciones de defensa comercial y las reglas 
de origen no preferenciales.La Portaría SECEX N° 38/13 reglamenta la representación legal de las partes 
interesadas en los procesos de defensa comercial. La Portaría SECEX N° 34/13 reglamenta la entrega 
de documentos al Departamento de Defensa Comercial (DECOM); 3) La normativa uruguaya vigente 
sobre defensa comercial antidumping está contenida en la Ley N° 16671/94 que aprueba el Acuerdo 
de la OMC y el Decreto Nº 142/1996. Con relación a subvenciones y derechos compensatorios rige el 
Decreto Nº 395/2008. Con respecto a la normativa sobre la aplicación de salvaguardias está vigente 
el Decreto N° 2/99; 4) Paraguay incorporó a su ordenamiento jurídico nacional, a través de la Ley N° 
444/94, el Acta Final de la Ronda Uruguay del GATT “Acuerdo de la OMC” (Acuerdo Antidumping, Acuerdo 
sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, Acuerdo sobre Salvaguardias).El Decreto N° 15286/96 
reglamenta el procedimiento para la aplicación de medidas antidumping y compensatorias. El Decreto 
N° 1827/99 reglamenta el procedimiento para la aplicación de medidas de salvaguardia. El Decreto N° 
7105/00 dispone la vigencia en la República del Paraguay del Reglamento relativo a la aplicación de 
Medidas de Salvaguardias a las Importaciones provenientes de países no miembros del MERCOSUR. El 
Decreto N° 10363/00 aprueba el Formulario para la presentación de solicitudes de aplicación de medidas 
de salvaguardia por el MERCOSUR como entidad única y en nombre de un Estado Parte.
77 Decisión Nº 17/96, protocolizada en ALADI como XIX Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación 
Económica Nº 18.
78 En este sentido el Art. 42 del POP dispone: “Las normas emanadas de los órganos del Mercosur previstos 
en el Artículo 2 de este Protocolo tendrán carácter obligatorio y, cuando sea necesario, deberán ser 
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a su art. 29 que dispone su entrada en vigencia tras su publicación, a diferencia de 
las otras dos que nada establecieron a ese respecto. Conforme a ello, se contó con 
reglamentaciones comunes para todos los Estados Parte en materia de medidas de 
defensa comercial aplicables a productos provenientes extra zona, pero al no haber 
sido internalizadas carecen de vigencia, con excepción de aquella que contempla las 
salvaguardias, cuya vigencia se encuentra discutida por el modo en lo que se encuen-
tra regulado en la norma. 
 Por su parte, es en el año 2000 que tiene lugar la CMC/DEC. N° 28 por medio de 
la cual se regula la aplicación de medidas de defensa comercial intra y extra zona. A esos 
fines la Decisión mencionada instruye al Grupo Mercado Común –GMC– a fin de que 
elabore una propuesta con el propósito de disciplinar los procesos de investigación y la 
aplicación de medidas antidumping y derechos compensatorios en el comercio intrazona, 
cuyos trabajos deberían estar finalizados en noviembre de ese año para ser elevados bajo la 
forma de una propuesta al CMC. De igual modo dicha Decisión instruye a la Comisión 
de Comercio del MERCOSUR –CCM– para que, en forma conjunta, con el Comité 
Técnico N° 5 y el Comité de Defensa Comercial y Salvaguardias elaboren una propuesta 
que defina los instrumentos aplicables con vistas a la eliminación gradual de la instru-
mentación de medidas antidumping y derechos compensatorios en el comercio intrazona. 
Dichos trabajos deberían finalizar el 30 de junio de 2001 y elevarse para la consideración 
y análisis del GMC a más tardar el 31 de diciembre de 2001. Esta tarea culminó con una 
propuesta elevada al CMC. Por su parte, y en relación a las medidas extra zona, la misma 
Decisión encomendó al GMC instruir a la CCM para que esta elabore una propuesta de 
Reglamento Común sobre Defensa contra Dumping y Subsidios en productos prove-
nientes de países no miembros del MERCOSUR, teniendo en cuenta el Marco Norma-
tivo del Reglamento Común de Defensa contra Dumping y el Marco Normativo del 
Reglamento Común relativo a la defensa contra subsidios concedidos por países no 
miembros del MERCOSUR. Estos trabajos debieron estar concluidos antes del 15 de 
diciembre de 2000. 
 Empero, ese año, respecto a la aplicación de las medidas extra zona, la CMC/
DEC. N° 29/00 aprobará el “Marco normativo del reglamento común de defensa contra 
subvenciones concedidas por países no miembros del MERCOSUR”, estableciendo que 
los Estados Parte adoptarán las medidas necesarias para adecuar su normativa interna 
vigente al marco normativo aprobado. 
 De igual modo, pero en el plano intrazona, la CMC/DEC. N° 69/00 estableció 
que las investigaciones que lleven adelante los Estados Parte para la aplicación de me-
incorporadas a los ordenamientos jurídicos nacionales mediante los procedimientos previstos por la 
legislación de cada país”.
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didas antidumping o compensatorias a las importaciones de productos originarios de 
otro Estado Parte, deberán contener además de las disciplinas normalmente aplica-
bles, las que constan en el Anexo a la decisión. Conforme a ello, dicha Decisión tien-
de a disciplinar el régimen de las medidas de defensa comercial intra-MERCOSUR.
 Frente a lo anterior, y ante la imposibilidad de eliminarse la aplicación de estas 
medidas intra-MERCOSUR en razón de los instrumentos de defensa comercial, los 
Estados Parte resolvieron adoptar el “Acuerdo Antidumping de la Organización Mun-
dial de Comercio” a fin de ser aplicado para el comercio intrazona. Ello se aprobó por 
medio de la CMC/DEC. N° 13/02 y fue ratificado tanto por la Argentina79, Brasil80 
y Uruguay81 a la actualidad, por lo que allí es de aplicación el régimen previsto en este 
acuerdo. Idéntica situación sucede con los subsidios y derechos compensatorios al 
haberse aprobado la CMC/DEC. N° 14/02 sobre: “Acuerdo sobre subsidios y medidas 
compensatorias de la Organización Mundial de Comercio”, que adopta dicho acuerdo y 
establece su aplicación intra zona. Esta decisión ha sido internalizada por la Argenti-
na82, Brasil83 y Uruguay84, y se encuentra vigente entre ellos85.
 Por otra parte, y en relación a los terceros o a la aplicación de las medidas extra 
zona, no sólo no se avanzó en la reglamentación común, sino que la existente no fue 
internalizada, con lo cual cada uno de los Estados Parte continúa aplicando sus regu-
laciones internas anteriormente mencionadas86. 
 Concordante con ello y, si bien lo anterior no encuentra sustento en el objeto del 
Tratado de Asunción, lo cierto es que, debido a la falta de concreción del grado de in-
tegración de unión aduanera y, gracias a la existencia de las excepciones existentes en 
torno a la aplicación del AEC antes mencionadas, es que persiste esta posibilidad de 
aplicarse medidas de defensa comercial intra-bloque, lo cual habilita además a que los 
Estados Parte puedan aplicar medidas de defensa comercial unilaterales contra terce-
ros Estados, siendo llamadas a intervenir las normas de la OMC así como también 
será éste el foro para resolver cualquier controversia que exista en razón de las mis-
mas. Esto posibilita, sin embargo, las consultas así como las negociaciones bilaterales, 
las cuales se encuentran estrechamente vinculadas a las políticas comerciales que, de 
profundizarse el grado de integración del MERCOSUR, deberían ser comunes y no 
ya individuales. 
79  Argentina: Nota C.R. N° 33/03 de 15/04/03 (CR/di 1605). 
80  Brasil: Nota N° 176 de 27/09/02 - Decreto 4390 de 26-09-2002 (CR/di 1482). 
81  Uruguay: Nota N° 403/06 de 19/07/2006 (CR/di 2290).
82  Argentina: Nota C.R. N° 33/03 de 15/04/03 (CR/di 1605).
83  Brasil: Nota N° 200 del 08/11/2002- Decreto 4.459 del 5/XI/02. (CR/di 1511). 
84  Uruguay: Nota N° 403/06 de 19/07/2006 (CR/di 2290).
85  Desde el 04/08/2002.
86  Véase la nota al pie N° 12 del presente trabajo. 
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 Este gris existente en materia de defensa comercial, ya sea por la aplicación de los 
Acuerdos de la OMC intra MERCOSUR así como dichas normas frente a terceros 
Estados de manera unilateral por parte de las Partes del proceso de integración, gene-
ra una serie de interrogantes e incluso crea confusión ya que, por un lado, existe un 
AEC del MERCOSUR mientras que por otro los Estados han conservado su autono-
mía en materia de políticas comerciales vinculadas a la defensa comercial internacio-
nal, lo cual se comprueba con los siguientes datos, según el área de su intervención: 
a. Intrazona: Argentina, por mencionar sólo un caso, mantiene medidas anti-
dumping contra productos originarios de Brasil, vgr.: compresores a torni-
llos87, la cual continúa vigente desde el 16/03/16 (CNCE, 2016a).
b. Extrazona: Argentina, por mencionar sólo un caso, mantiene medidas anti-
dumping sobre productos originarios de Taiwan/Taipei Chino, India, Co-
rea Republicana, Corea Democrática y China, vgr.: Tereftalato de polietileno 
(PET)88, la cual continúa vigente desde el 04/04/16 (CNCE, 2016b).
 Las medidas de defensa comercial que mantiene Argentina tanto intrazona como 
extra zona muestran a las claras la autonomía que existe en esta materia, ya sea que 
éstas tengan lugar contra sus propios socios como contra terceros países, de lo cual 
se deduce que en este punto existe un mayor retraso en cuanto a la consecución del 
objetivo pregonado por el Tratado de Asunción. 
4. Cuestiones respecto a la coordinación de posturas 
en foros internacionales
 Esta tercera cuestión que expresa el Tratado de Asunción en materia de coordi-
nación de posturas comunes en foros internacionales, se presenta en la actualidad un 
tanto gris semejante al anterior, en atención a que no todos los países que conforman 
el MERCOSUR han seguido una misma línea en relación al modo de llevar adelante 
su relacionamiento externo frente a terceros países y foros internacionales. 
 En primer lugar, debe recordarse que los “foros internacionales”, tal como indica 
la disposición, son el “lugar físico o virtual que se emplea para reunirse e intercambiar 
ideas y experiencias sobre diversos temas” (Definición ABC, 2016). Conforme a dicha 
conceptualización y en el contexto del MERCOSUR, debe entenderse que se refieren 
a foros económico-comerciales cuyas decisiones tengan implicaciones en el proceso 
de integración que se analiza. 
87 Medida de defensa comercial aplicada a las siguientes posiciones arancelarias: 8414.80.32 y 8414.30.99.
88 Medida de defensa comercial aplicada a la posición arancelaria: 3907.60.00.
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 Veamos algunos ejemplos sobre la falta de coordinación que existe aún entre las 
partes que conforman al MERCOSUR en esta materia. En este sentido, el primer 
foro internacional netamente vinculado a cuestiones comerciales que las Partes del 
Tratado de Asunción también son parte, es la OMC. Sin embargo y, si bien en los 
diferentes comités que conforman la estructura institucional han sostenido posturas 
comunes, como el Comité de Comercio y Desarrollo89, lo cierto es que no han logra-
do aún concentrar sus posiciones en una materia esencial y a la cual me he referido 
anteriormente que es la arancelaria. 
 En este sentido y, dado que el MERCOSUR tiene por finalidad la concreción 
de un mercado común entre sus partes, lo lógico hubiera sido que ellas notifiquen 
los aranceles externos del bloque de manera homogénea y no individual como lo 
hicieron90. Conforme a ello, recuérdese que el Tratado de Asunción entró en vigen-
cia el 26 de marzo de 1991; mientras que los acuerdos por los que se constituye la 
OMC lo hicieron en enero de 1995, incluso un año después de que el MERCOSUR 
adquiriera personería jurídica internacional91; por lo que en esos cuatro años pudo 
haberse avanzado en la elaboración de los listados arancelarios NMF comunes para 
todas las partes. Pese a ello, se adoptó la notificación unilateral por cada uno de los 
Miembros, lo que trae dificultades para avanzar en la consolidación de la unión adua-
nera a través de la puesta en funcionamiento del AEC para el total de las posiciones 
arancelarias. Ello ha generado inconvenientes entre las Partes, tanto intra como extra 
MERCOSUR favoreciendo la prórroga de las excepciones al AEC tal como se vio an-
teriormente, ya sea por sectores como para cada una de las Partes del proceso de inte-
gración. Esta ausencia de homogeneización impacta sobremanera en los intereses que 
ellas defenderán dentro de dicha Organización, la cual tiende a la apertura comercial 
y al libre comercio, posturas que a título nacional tienen lugar de manera individual y 
no como bloque; a diferencia de lo que acontece con la UE dentro del mismo foro. 
 En este contexto, además, en la actualidad persisten diferencias entre las Partes 
del MERCOSUR respecto a la incorporación del Acuerdo sobre Facilitación del Co-
mercio de la OMC, el cual ya ha sido ratificado por las legislaturas nacionales de 
89 Vgr. En torno a la interpretación y alcance del Art. 2 c) de la Cláusula de Habilitación en materia de 
notificación de acuerdos comerciales regionales celebrados entre Países en Desarrollo. 
90 Vgr. si se observa la primera posición de las Listas Nacionales notificados por los Estados Partes del 
MERCOSUR a la OMC, se visualiza la diferenciación que existe entre todos ellos. Así, para la posición 
arancelaria 01.01.11, Argentina consolidó un máximo arancelario del 3,8%; Brasil, 35%; Uruguay, 35%; 
Paraguay, 35%; y Venezuela del 40%. 
91 El MERCOSUR adquirirá personería jurídica tras la entrada en vigencia del Protocolo Adicional al Tratado 
de Asunción sobre la Estructura Institucional del Mercosur, conocido como POP, suscripto el 17/12/94., 
ratificado por la Argentina bajo la Ley N° Ley 24.560, sancionado el 20 de septiembre de 1995 y promulgado 
el 6 de octubre de 1995. 
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Brasil92, Uruguay93 y Paraguay94, mientras que Argentina aún no lo ha hecho. Esto 
demuestra una vez más la falta de coordinación de posiciones comunes en foros inter-
nacionales, además que la vigencia del Acuerdo para tres Estados Partes del proceso 
de integración incidirá sobre aquel que aún no lo ha ratificado. 
 Otro ejemplo respecto a la falta de coordinación en los foros internacionales viene 
dado en las relaciones que mantienen cada una de las Partes con los Estados Unidos de 
América. Concordante con ello y, si bien ellas comenzaron a trabajar conjuntamente 
con dicho país, tras la celebración del Acuerdo que recibió extraoficialmente el nombre 
de 4 + 1 y cuya denominación oficial fue la de: “Acuerdo relativo a un Consejo sobre Co-
mercio e Inversión entre los Gobiernos de la República Argentina, la República Federativa 
del Brasil, la República del Paraguay, la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
los Estados Unidos de América”, tuvo por objeto, tal como lo indica su nombre, el es-
tablecimiento de un Consejo Consultivo sobre Comercio e Inversión –Art. 1– que se 
compondría por representantes de todos los Estados signatarios. 
 Cuando las Partes se reuniesen en los EE.UU. la presidencia sudamericana ro-
taría entre los gobiernos de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. La delegación 
sería presidida por los representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores; por 
parte de los EE.UU. intervendría la Oficina del Representante de Comercio de dicho 
país –Art. 2–. Según el propio acuerdo el Consejo se reuniría con la participación de 
los cinco países cuando así se acordare, estableciéndose que la reunión inicial tendría 
lugar en este país y el sitio de las reuniones subsiguientes rotaría entre las Partes, si se 
considerase apropiado, y el país anfitrión funcionaría como Presidente para los pro-
pósitos de dicha reunión –Art. 3–. En relación a la vigencia del Acuerdo, el Art. 4 dis-
pone que el mismo entraría en forma inmediata, sin perjuicio de los procedimientos 
internos de cada una de las Partes intervinientes (Secretaría de Comercio, Ministerio 
de Producción de la Nación Argentina, 2016:38). 
 Asimismo, en su parte propositiva, el mencionado acuerdo reconoce la impor-
tancia de la promoción de un ambiente abierto y predecible para el comercio inter-
nacional y la inversión y el significativo papel que el mismo desempeña en el aliento 
al crecimiento económico y al desarrollo; reconoce, además, los beneficios que para 
cada Parte resulta del incremento del comercio internacional y la inversión. Asimis-
mo, hace mención a la conveniencia de la eliminación de las medidas para la inver-
sión que distorsionan el comercio, así como también se refiere al proteccionismo, el 
cual privaría a las Partes de tales beneficios; menciona al papel esencial de la inversión 
92 Ratificó el Acuerdo el 29.03.2016. 
93 Ratificó el Acuerdo el 30.08.2016
94 Ratificó el Acuerdo el 01.03.2016.
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privada, tanto nacional como extranjera, en la promoción del crecimiento, toda vez 
que a través de la misma se crean empleos, se expande el comercio, se mejora y ad-
quiere tecnología y aumenta el desarrollo económico; reconoce también que la inver-
sión extranjera directa confiere beneficios ciertos a cada Parte y mejora las relaciones 
entre ellas. Toma en cuenta la necesidad de eliminar las barreras no arancelarias con 
el objeto de facilitar un mayor acceso a los mercados de las Partes y reconoce la im-
portancia de proveer adecuada protección a los derechos de propiedad intelectual 
y medios efectivos para el goce de los mismos cuando se vinculan con el comercio, 
considerando y reconociendo las diferencias en los sistemas legales nacionales impe-
rantes; así como también tiene en cuenta la importancia de la liberalización mundial 
del comercio agrícola y de una reforma fundamental en las políticas agrarias, incluso 
evitando los subsidios a las exportaciones entre las Partes y en terceros mercados.
 Empero y, pese a lo dispuesto en el Acuerdo, si bien tuvieron lugar una serie de 
reuniones entre todos los firmantes del documento, lo cierto es que las primeras de 
ellas se realizaron entre los años 1991-1995 dejando de ser convocadas hasta el año 
2001, manteniendo vigencia hasta el año 2003, finalizando la actividad en septiem-
bre de dicho año. En ese período se celebraron un total de nueve reuniones95 las 
cuales versaron sobre diferentes temas comerciales de interés común, suspendiéndose 
hasta el momento. De este modo y, si bien las Partes del MERCOSUR avanzaron en 
reuniones conjuntas con los EE.UU., lo cierto es que los intereses comunes perdura-
ron en periodos relativamente cortos y esporádicos, lo cual favoreció a que avancen 
en reuniones bilaterales con este país.
 Conforme a ello y dada dicha situación, debe recordarse que Argentina, en el año 
201696, celebró con los EE.UU. el “Acuerdo del Marco de Trabajo para el Comercio e 
Inversiones”; en dicho contexto, ambos Estados se comprometieron a trabajar manco-
munadamente y a extender el comercio bilateral de productos agrícolas y combatir 
las barreras no científicas al respecto. Empero, el resto de los Estados Partes del Trata-
do de Asunción ya venían trabajando con los EE.UU. de manera bilateral desde años 
atrás. Así, Paraguay cuenta desde el año 2003 con el Acuerdo por el cual se establece 
el Consejo Bilateral sobre Comercio e Inversiones con los EE.UU., el cual se reuniría 
una vez por año. En dicho marco tuvieron lugar tres reuniones bilaterales entre los 
años 2010 y 2015. Brasil, por su parte cuenta con el Acuerdo de Comercio y Coo-
peración Económica –TECA en inglés–, en el marco del cual se creó la Comisión de 
Comercio e Inversiones entre ambos en el año 2011. Si bien en el ámbito de la mis-
95 Las cuales tuvieron lugar en las siguientes fechas: 24/09/01; 16/10/01; 6 y 7/12/01; 15/04/02; 17/04/02; 
20/05/02; 06/06/02; 16/10/02 y 5/08/03. 
96 El Acuerdo fue rubricado por los presidentes de ambos países el 23/03/16, tras la visita de Barack Obama 
a la Argentina. 
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ma tuvieron lugar tres reuniones, la última de ellas fue la de mayor importancia dado 
que fue en marzo de 2016 al encontrarse el representante comercial de los EE.UU., 
Michael Froman, siendo éste además quien dirigió la reunión a nivel ministerial, y 
por el Gobierno de Brasil fue copresidida por el ministro de Relaciones Exteriores 
Mauro Vieira y el ministro de Desarrollo, Industria y Comercio Exterior Armando 
Monteiro. En dicha reunión se abordaron cuestiones comerciales bilaterales y multi-
laterales, incluyendo las respectivas agendas, así como el trabajo futuro en la OMC. 
Los ministros también tomaron nota de la firma y entrega de la carta de intención de 
Brasil de la aceptación del Acuerdo sobre la Facilitación del Comercio al director de 
la OMC, Roberto Azevedo (White House, 2016).
 Por último, Uruguay también cuenta con un acuerdo bilateral denominado 
Acuerdo Marco sobre Comercio e inversiones del año 2007, por medio del cual se 
creó el Consejo sobre Comercio e Inversión entre ellos. Conforme al mismo y en el 
marco de dicho Consejo, ambas naciones se reunieron con el objeto de avanzar en 
temas comerciales y de inversión. De esta manera desde 2007 y hasta 2016 tuvieron 
un total de seis reuniones, celebrándolas cada dos años. 
 Dado que Argentina ha sido el último país que ha creado una comisión bilateral 
con los EE.UU., en 2016 tuvo lugar la primera reunión en Washington D.C. pre-
viéndose una segunda para 2017. En la misma se abordaron cuestiones vinculadas al 
acceso al mercado de ambos países, se comenzaron las negociaciones del reingreso de 
Argentina al Sistema Generalizado de Preferencias –SGP–, y el ingreso de productos 
al mercado de los EE.UU. tales como limones y carne (Ministerio de Relaciones Ex-
teriores y Culto de la República Argentina, 2016). 
 Un tercer ejemplo viene dado con lo acontecido frente a la incorporación de los 
Estados Parte del MERCOSUR en calidad de observadores al nuevo proceso de in-
tegración conocido como Alianza del Pacífico, para lo cual lejos de presentarse como 
bloque a fin de adquirir tal calidad, cada una de las Partes lo hizo de manera indi-
vidual. De este modo, sólo han adquirido tal condición Argentina, Uruguay y Para-
guay, incorporándose el primero de ellos recientemente, en junio de 2016. 
 Un cuarto ejemplo viene dado en las negociaciones con la UE desde larga data, 
donde no puede arribarse a un acuerdo tanto entre los bloques, como entre los miem-
bros del MERCOSUR. Ello en atención a que, si bien Argentina y Brasil estarían 
alineados en estas negociaciones, lo cierto es que Paraguay cuenta actualmente con 
el SGP+97 otorgado por dicho bloque. Conforme a ello, y para acceder al mismo Pa-
97 El Sistema se compone de un régimen general y dos especiales: el general va dirigido a todos los 
países en vías de desarrollo que comparten una necesidad de desarrollo común y se encuentran en 
una fase similar de desarrollo económico. El especial de estímulo del desarrollo sostenible y gobernanza 
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raguay tuvo que ratificar una serie de acuerdos internacionales a cambio de ventajas 
arancelarias unilaterales; la celebración y entrada en vigencia del Acuerdo entre am-
bos bloques, podría dar por tierra con aquellas preferencias, las cuales tendrán vigen-
cia hasta el año 2017. 
 Por lo expuesto, y respecto a la coordinación de posiciones en foros internaciona-
les, lo cierto es que, si bien existieron posturas comunes en los comienzos del MER-
COSUR, en los últimos años, conforme a los ejemplos antes esgrimidos, dicha coor-
dinación ha dejado de ser tal para conducir de manera individual sus posturas frente 
a los diversos foros de los que participan cada uno de los Miembros, con excepción 
de las negociaciones con la UE.
5. Restricciones normativas en razón de la negociación 
de acuerdos comerciales internacionales 
 Pese a que el Tratado de Asunción es claro en cuanto al modo de llevar a cabo 
el mercado común, conforme al análisis hasta aquí realizado, con el transcurrir del 
tiempo el CMC ha dictado normas derivadas con el objeto de no sólo evitar que los 
Miembros negocien acuerdos comerciales de manera bilateral por fuera del proceso 
de integración del que forman parte, sino que además ha creado un sistema complejo 
para esos fines. En este sentido, se destacan dos decisiones que reglan la cuestión de 
las negociaciones comerciales internacionales del MERCOSUR. 
 Por un lado, la CMC/DEC. N° 32/00, por medio de la cual se dispone en su Art. 
1: “Reafirmar el compromiso de los Estados Parte del MERCOSUR de negociar en forma 
conjunta acuerdos de naturaleza comercial con terceros países o agrupaciones de países ex-
se basa en el concepto integral de desarrollo sostenible reconocido en los convenios e instrumentos 
internacionales, como la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Derecho al Desarrollo del año 
1986, la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo del año 1992, la Declaración de la 
Organización Internacional del Trabajo –OIT– relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el 
Trabajo del año 1998, la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas del año 2000, y la Declaración 
de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible del año 2002. Por consiguiente, el régimen especial de 
estímulo del desarrollo sostenible ofrece preferencias arancelarias adicionales y la gobernanza que se 
concede a aquellos países en vías de desarrollo que son vulnerables debido a su falta de diversificación 
y a su insuficiente integración en el sistema de comercio internacional, a fin de ayudarles a asumir las 
cargas y responsabilidades particulares que resultan de la ratificación de convenios internacionales 
fundamentales sobre derechos humanos y laborales, protección del medio ambiente y gobernanza, así 
como de su aplicación efectiva. Estas preferencias están orientadas a promover un mayor crecimiento 
económico y, con ello, a responder positivamente a la necesidad de desarrollo sostenible. En virtud del 
régimen especial de estímulo, los aranceles Ad Valorem se suspenden para los países beneficiarios en 
cuestión, así como también se anulan los derechos específicos, salvo que se combinen con un derecho 
Ad Valorem. Los países en desarrollo que cumplen los criterios para optar por este régimen se benefician 
también de las preferencias arancelarias adicionales si, tras analizar su solicitud, la Comisión determina 
que se cumplen las condiciones pertinentes, tal el caso de Paraguay. Un segundo régimen especial sólo 
es aplicable para los Países Menos Adelantados (ALADI, 2015:47). 
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trazona en los cuales se otorguen preferencias arancelarias”, mientras que en el año 2011 
se aprobó la CMC/DEC. N° 22 por medio de la cual se le da estatus permanente al 
Grupo de Relacionamiento Externo del MERCOSUR –GRELEX–, conforme a su 
art. 1, el cual tendría atribuciones en materia de negociaciones económico-comercia-
les del MERCOSUR con terceros países y grupos de países, según su art. 298.
 Por lo tanto, sendas decisiones vienen a regular las negociaciones de acuerdos co-
merciales con terceros países o bloques comerciales en las cuales se otorgan preferen-
cias arancelarias que deberán ser realizadas en forma conjunta entre todos los Estados 
Parte, a cuyos fines, posteriormente, se le concederá estatus permanente al GRELEX. 
 De este modo, si bien los Estados Parte del MERCOSUR encuentran otras limi-
taciones en torno a la negociación de acuerdos comerciales dentro de los cuales se esta-
blezcan concesiones arancelarias, como se vio anteriormente, estas decisiones conservan 
plena vigencia, por lo que, en principio, ninguno de ellos podría celebrarlos por fuera 
del bloque. Empero, ello no pareciera ser la voluntad de los miembros en su actual 
composición toda vez que éstos están avanzando de manera individual en diferentes 
negociaciones económicas internacionales, las que se repasan seguidamente. 
6. Estado actual de las negociaciones económicas internacio-
nales del MERCOSUR y de sus miembros individualmente 
 Pese a existir restricciones dadas por el propio proceso de integración originado en los 
años noventa, tanto en sus normas originarias como derivadas, ya sea en materia arancela-
ria, de política comercial y en torno a la coordinación de sus posturas en foros internacio-
nales o para avanzar en negociaciones económicas internacionales de manera individual 
por los miembros del MERCOSUR, lo cierto es que éstos en los últimos años han avan-
zado en diferentes cuestiones que atentan contra la propia esencia del bloque comercial. 
Con ello, si bien se encuentra en un grado intermedio respecto a la profundización del 
modelo de integración propuesto, lo cierto es que ello obsta, restringe y limita la autono-
mía de las Partes respecto a la posibilidad de avanzar en negociones bilaterales por fuera 
del bloque que incluyan la eliminación o reducción de los aranceles. 
98 El Art. 3 por su parte, establece que: “Son funciones del Grupo de Relacionamiento Externo: a) Asesorar 
al Grupo Mercado Común en materia de negociaciones externas del MERCOSUR en áreas económico-
comerciales; b)Dar seguimiento a los acuerdos económico-comerciales suscriptos por el MERCOSUR; 
c) Coordinar y realizar el seguimiento de las negociaciones económico-comerciales en el proceso de 
adhesión de terceros países al MERCOSUR; d) Coordinar y realizar el seguimiento de las Comisiones 
Administradoras u órganos equivalentes de los acuerdos económico-comerciales suscriptos por el 
MERCOSUR; e) Elaborar y realizar las actualizaciones de los textos base de las distintas disciplinas 
incluidas en los acuerdos económico-comerciales con terceros países y grupo de países; f) Preparar y 
actualizar las presentaciones MERCOSUR a ser empleadas en diálogo con terceros países y grupos de 
países en el ámbito de sus competencias.”
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6.1. Negociaciones en curso conjuntas extra-MERCOSUR 
 En esta materia no existe impedimento alguno para llevar adelante negociaciones 
en materia de acuerdos comerciales que contemplen la reducción o eliminación de 
los aranceles recíprocos, dado que la voluntad de los creadores del Tratado de Asun-
ción así como la de los funcionarios que se desempeñan en el ámbito de la estructura 
institucional del MERCOSUR, ha sido la de consolidar el proceso de integración 
en materia de negociaciones. Habida cuenta, si bien el MERCOSUR ha celebrado 
acuerdos comerciales con terceros estados o bloques99, lo cierto es que en bloque se 
encuentran aun negociando el acuerdo con la UE, el cual ya cuenta con diez rondas 
de negociaciones100, teniendo lugar la última de ellas en octubre del año 2016, pese 
a las diferencias existentes dentro del bloque al respecto, tal como se mencionó ante-
riormente. 
 Además de aquellas negociaciones entre ambos bloques, desde 2005 se vienen ce-
lebrando reuniones conjuntas con el Gobierno de Corea del Sur a fin de avanzarse en 
un acuerdo de comercio entre ellos. Pese a ello, los avances sólo prosperaron durante 
dicho año, relanzándose las mismas en noviembre de 2016; del resultado de estas re-
uniones se considerará avanzar o no en la celebración de un tratado de libre comercio 
entre el MERCOSUR y dicho país (SICE-OAS, 2016). 
6.2. Negociaciones en curso individuales de los Estados 
Parte del MERCOSUR
 Tal como se analizó anteriormente, los miembros del MERCOSUR no podrían 
negociar acuerdos comerciales en los que se reduzcan o eliminen aranceles, por lo que 
muchos de ellos han optado por negociar o participar en otros que no contemplen 
dicha posibilidad; tal el caso de Brasil que ha solicitado ser incorporado formalmente 
a las negociaciones del Acuerdo sobre el Comercio de Servicios –TISA en inglés– 
que toma por base al Acuerdo General sobre Comercio de Servicios –AGCS– de la 
OMC, y tiene por objeto la apertura de mercados así como mejorar las normas en 
materia de concesión de licencias, servicios financieros, telecomunicaciones, comer-
cio electrónico, transporte marítimo y desplazamiento temporal de trabajadores para 
la prestación de servicios (Comisión Europea, 2016). En las negociaciones de este 
99 Al respecto, véase la nota al pie N° 2 del presente trabajo. 
100 La primera Ronda de Negociaciones tuvo lugar entre el 29/06 y el 02/07/10; la segunda Ronda entre el 
11 yel 15/10/10; la tercera el 8/12/10; la cuarta entre el 14 y el 18/03/11; la quinta entre el 2 y el 6/5/11; la 
sexta entre el 4 y el 7/7/11; la séptima entre el 7 y el 11/11/11; la octava el 16/3/12; la novena entre el 22 y 
el 6/10/2012; y la ultima y décima ronda tuvo lugar entre el 10y el 14/10/16. 
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acuerdo participan 23 miembros de la OMC101. Empero, si bien el mismo regula la 
cuestión del sector de los servicios en el plano internacional y en principio no aten-
taría contra el MERCOSUR, lo cierto es que no prospera la idea de la coordinación 
de políticas en foros internacionales en este aspecto, tal como lo requiere el Tratado 
de Asunción. Sobre el particular, sin embargo, debe recordarse que el TISA es un 
tratado plurilateral negociado en el contexto de la OMC a propuesta de los EE.UU. 
y la UE que se puso en marcha en 2012 a fin de avanzar en las negociaciones sobre el 
comercio de servicios que han estado paralizados desde el estancamiento de la Ronda 
de Doha. Dicho acuerdo busca liberar diecisiete segmentos, contando en la actuali-
dad con dieciocho rondas de negociaciones102, la mitad del texto ya está finalizado y 
la conclusión de las mismas está prevista para finales de 2016.
 Argentina, por su parte, ha avanzado en negociaciones con los EE.UU., en el 
marco del acuerdo bilateral suscripto tras la visita de Barack Obama a ese país, requi-
riendo el reotorgamiento del SGP que fuera derogado en 2012 para favorecer el acce-
so al mercado norteamericano de los productos nacionales. Dicha cuestión tampoco 
encontraría contradicciones con las normas previstas en el marco del MERCOSUR, 
toda vez que Argentina, de avanzar en este tema, no debería conceder preferencias 
arancelarias al país otorgante del sistema general. Respecto a otros anuncios realiza-
dos últimamente por esta administración, en torno a la negociación de acuerdos de 
comercio, tal el caso de Canadá, Japón y Corea del Sur, resulta que hasta el momento 
no se ha informado oficialmente el inicio de negociaciones en ese sentido. 
 Por otra parte, Uruguay, a diferencia de Argentina y Brasil, sí ha ido más allá. Re-
cuérdese que este país y China fijaron un plazo de dos años para firmar un Tratado de 
Libre Comercio que consolidara las relaciones bilaterales. La decisión se tomó en la 
reunión que mantuvieron el presidente Tabaré Vázquez y su par Xi Jinping, el 19 de 
octubre de 2016 (El País, 2016). Sin embargo, para ello y conforme a la CMC/DEC. 
N° 32/00 requerirá el consenso de los demás Estados Parte o de lo contrario el retiro 
de este país del bloque, a fin de recuperar la autonomía en esta materia. 
7. Conclusiones 
 Lo analizado a lo largo del presente trabajo ofrece como resultados las siguientes 
conclusiones.
101 Los participantes actuales del TISA son los siguientes Países: Australia, Canadá, Chile, Colombia, Corea, 
Costa Rica, EE. UU., Hong Kong, Islandia, Israel, Japón, Liechtenstein, Mauricio, México, Noruega, Nueva 
Zelanda, Pakistán, Panamá, Perú, Suiza, Taiwán, Turquía y la Unión Europea.
102 Para un análisis más detallado de esta cuestión, véase: Revista Puentes (2016), Brasil decide participar 
de las negociaciones del TISA, Normas puntuales para el comercio internacional, publicación del Centro 
Internacional para el Comercio y Desarrollo (ICTSD), Volúmen 17 - Número 8, 16 Noviembre, Ginebra, 
Suiza, 
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 1. Por un lado, la estructura jurídica e institucional del MERCOSUR ha creado 
los anticuerpos necesarios a fin de evitar que, pese al cambio de los ejecutivos de los 
Estados Parte, éste conserve su objetivo en pos de alcanzar el grado de integración 
propuesto por los creadores de dicho tratado. Si bien a la fecha no se ha logrado al-
canzar aquello, lo cierto es que en estos veinticinco años de vigencia se ha avanzado lo 
suficiente para evitar el desarme del bloque de manera unilateral, tal como se vio a lo 
largo del presente trabajo. 
 2. Los Estados, pese a sus intenciones de negociar acuerdos bilaterales, se han 
resistido a celebrar los mismos cuando contemplen concesiones arancelarias, tal es el 
caso de Argentina y Brasil últimamente, a diferencia de Uruguay que ha ido más allá 
de sus posibilidades, pese a que es miembro fundacional del proceso de integración 
y encuentra límites en la propia normativa que da cuerpo y sustento al MERCOR-
SUR, tiene claras intenciones de celebrar un Tratado de Libre Comercio con China. 
Empero, para habilitar dicha posibilidad de negociación por fuera, deberán darse di-
ferentes situaciones:
a. Por un lado deberán derogarse las CMC/DEC. N° 32/00 y 22/11 que son las 
que limitan e impiden explícitamente la negociación por parte de alguno de los 
Miembros del MERCOSUR en clara protección del bloque en su conjunto, o en 
su caso contar con la autorización y el consenso de los demás Estados Parte.
b. Por otro lado, deberá resolverse la cuestión del AEC respecto a Uruguay el 
cual también limita la posibilidad de otorgar concesiones arancelarias en el 
marco de acuerdos comerciales celebrados de manera bilateral por fuera del 
MERCOSUR, toda vez que de llevarse adelante dicha posibilidad, impactaría 
directamente por sobre los demás socios del proceso de integración. 
c. En tercer lugar, persisten zonas grises en atención a las políticas comercia-
les comunes, especialmente en materia de defensa comercial, que se presenta 
como una cuestión inconclusa, al permitirse la aplicación de las mismas de 
manera unilateral ya sea para terceros Estados como también continúa per-
mitiéndose la aplicación de las mismas intra-MERCOSUR. Sin embargo, el 
punto de contacto en esta cuestión encuentra sustento en los acuerdos que 
regulan dichas herramientas en el ámbito de la OMC. 
 3. Por lo anterior, debe destacarse que la mera derogación de las disposiciones 
vinculadas a las negociaciones económicas internacionales, no basta para posibilitar-
las; sino que, por el contrario, el Estado que desee negociar acuerdos comerciales que 
contemplen reducciones o eliminaciones arancelarias deberá, además, desmantelar el 
AEC. Frente a esta posibilidad se presentan diferentes escenarios: 
Lautaro Ramírez
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a. El primero de ellos, se vincula al retiro de las Partes del proceso de integra-
ción del MERCOSUR a fin de recuperar el manejo de sus relaciones econó-
micas internacionales así como su autonomía en foros internacionales y, de 
ese modo, poder negociar acuerdos comerciales que contemplen cuestiones 
arancelarias, manteniéndose el bloque vigente para los demás Estados signa-
tarios. Esta postura se presenta como extrema, pero se vislumbra como una 
posibilidad. 
b. Una postura intermedia, de existir consenso entre los miembros, sería el re-
troceso del grado de integración, por medio de una reforma al Tratado de 
Asunción, así como la derogación de otras normas originarias103 y de las deri-
vadas, a fin de concretarse el mismo conocido como zonas o áreas de libre co-
mercio104, las cuales no obstan a las negociaciones económicas internacionales 
de las Partes que las conforman. 
c. Una tercera posibilidad sería la de lograr el consenso necesario entre los 
miembros a fin de llevar adelante negociaciones conjuntas, tal como lo vie-
nen realizando con la UE y con el relanzamiento de las negociaciones con 
Corea del Sur, recientemente anunciadas. 
 4. Pese a lo anterior, lo cierto es que los hechos de los últimos tiempos muestran 
la necesidad que tienen los Estados Parte del MERCOSUR de buscar nuevas alianzas 
y socios estratégicos así como también revalorar sus roles en el marco del organismo 
multilateral del comercio y en otros procesos de integración conocidos. En ello se ob-
serva una falta absoluta de coordinación de posturas frente a estos nuevos desafíos, lo 
cual se presenta a todas luces como un atentado al propio proceso de integración del 
que forman parte. Si bien esto no ha mostrado efectos negativos hasta el momento, 
toda vez que las Partes juegan dentro de diferentes límites, lo cierto es que última-
mente ellos se han vuelto más borrosos. 
 5. La última reunión bilateral entre Argentina y Brasil105 celebrada en Buenos 
Aires, en octubre del año 2016, dejó entrever la necesidad de la flexibilización del 
MERCOSUR con el objeto de que los Estados recuperen la autonomía de sus re-
laciones económicas internacionales y, a su vez, que es clara la necesidad que tienen 
todos ellos –Argentina, Brasil y Uruguay, inclusive Paraguay– de vincularse interna-
cionalmente con el objeto de acceder a nuevos mercados y formar parte de las nuevas 
tendencias en esta materia. Recuérdese que estamos actualmente frente a una crisis 
103 Tal las mencionadas al referirme en el presente a las cuestiones vinculadas al AEC. 
104 En las cuales, según Bela Balassa: “las tarifas y las restricciones cuantitativas son abolidas, pero cada 
país mantiene sus propias tarifas frente a los países no pertenecientes al área” (1964:3).
105 La reunión tuvo lugar en Buenos Aires el 4 de octubre del año 2016 y se celebró en la Casa Rosada. 
173 
de la OMC que ha dado lugar a la negociación de los conocidos Acuerdos Mega Co-
merciales, los cuales si bien se encuentran en una pausa, frente al nuevo gobierno de 
los EE.UU., lo cierto es que las negociaciones de las que este país no participa, conti-
núan su curso. 
 6. El contexto actual requiere de nuevas vinculaciones internacionales que res-
pondan al nuevo paradigma económico-productivo, del cual el MERCOSUR parti-
cipa tímidamente, por lo que los Estados Parte del proceso de integración han mani-
festado sus intenciones de incorporarse a las cadenas de valor globales.
 7. Debe destacarse que, si bien cada una de las Partes ha mostrado sus cartas, 
ninguna de ellas ha avanzado en alguna de las posibilidades que permitirían la recu-
peración del manejo individual y autónomo de las relaciones económicas internacio-
nales y la celebración de acuerdos comerciales, con excepción de Uruguay, lo cual po-
drá profundizar la crisis por la que atraviesa el proceso de integración puertas adentro 
tras el bloqueo a Venezuela para asumir la Presidencia Pro-Témpore del Bloque en el 
segundo semestre de 2016. 
 8. Habrá que esperar para conocer cómo se desenvuelven los próximos meses, 
bajo la nueva presidencia Pro-Témpore en la que asumirá Argentina, en enero de 
2017, para conocer si efectivamente se concretará la flexibilización del MERCOSUR 
o las Partes del mismo seguirán trabajando con los límites impuestos por el propio 
proceso, en claro detrimento de sus intereses nacionales, los cuales ya no serían los del 
bloque. 
 Por lo expuesto, puede afirmarse que el manejo de las relaciones económicas in-
ternacionales por parte de los Estados Parte del MERCOSUR se presenta actualmen-
te como un punto de conflicto intra-bloque, por lo que puede sostenerse que esta 
cuestión se muestra como una fuerza centrípeta que disrumpe la consolidación del 
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EL MERCOSUR EN APRIETOS…
¿CRISIS EN LA INTEGRACIÓN SUB-REGIONAL?
Rita Marcela Gajate
1. Los hechos
 El conflicto por el traspaso de la presidencia pro tempore del MERCOSUR ha 
provocado interrogantes claves acerca de la viabilidad, cohesión y futuro de este pro-
ceso de integración subregional.
 El canciller paraguayo, Eladio Loizaga, inició la polémica con su comunicado –de 
inusitada dureza– contra sus pares de Argentina y Uruguay. El día anterior a su emi-
sión ambas cancillerías habían acordado permitir que Venezuela asumiera la presiden-
cia del MERCOSUR. “La Presidencia del MERCOSUR no es una cosa cualquiera, 
tiene la representación jurídica internacional y el país que la ejerza debe tener total-
mente las credenciales de que respeta el Estado de derecho, las libertades individuales 
y la libre expresión. Estamos preocupados por la amenaza que pueda ser clausurada la 
Asamblea Nacional de Venezuela”106. 
 Es que la crisis venezolana ha generado una evidente tensión entre Paraguay y 
Argentina. El primer país rechaza que Venezuela presida el MERCOSUR mientras 
Buenos Aires había aceptado –en principio– que la continuidad se produjera. Brasil 
propuso entonces, al inicio de la crisis, posponer la decisión.
 Claramente la definición de la presidencia de turno de Venezuela ha provocado 
una profunda crisis en el MERCOSUR. No obstante, se asegura que al bloque le 
aquejan “serios problemas no sólo relacionados a los asuntos espectaculares que con-
centraron la atención de la prensa regional”107. Se ha afirmado que: “Si –el MERCO-
106 Diario EL PAIS. 1-07-16. La crisis venezolana genera tensión entre Paraguay y Argentina. Asunción 
rechaza que Caracas presida Mercosur mientras Buenos Aires lo acepta. Disponible en: http://elpais.com/
tag/mercosur_mercado_comun_sur/a
107 VAILLANT Marcel (2016) La región y su laberinto. Disponible en: http://www.180.com.uy/articulo/65155_
la-region-y-su-laberinto
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SUR– está en problemas lo es por asuntos mucho más estructurales y menos espec-
taculares. Sin embargo, la rotación inconclusa que se ha producido en la presidencia 
ilustra que el estado de la situación es tan confuso que no es posible responder hoy, 
con certeza, quién ostenta dicha presidencia. Como es habitual, lo que se dice y lo 
que se hace son cosas diferentes”108. 
 Por su parte Venezuela anunció que asumiría con beneplácito el ejercicio de la 
presidencia pro tempore del MERCOSUR en virtud de los artículos 12 del Tratado 
de Asunción y 5 del Protocolo de Ouro Preto109. Asimismo, Paraguay, a través de 
su canciller, señaló que “no reconoce la decisión unilateral de Venezuela”. Indicó –a 
su vez– que: “La presidencia temporal del MERCOSUR no puede ser trasladada de 
forma automática, en base al Protocolo de Ouro Preto. Para nosotros no existe la tan 
mentada automaticidad”110. Se ha señalado al respecto que debió hacerse como de 
costumbre se ha hecho –y como hace 25 años– a través de una reunión de cancilleres 
y jefes de Estado y por medio del consenso. Esta actitud de Venezuela va en contra de 
la institucionalidad del MERCOSUR111.
 La cancillería paraguaya inició así una serie de consultas a sus homólogas en Bra-
sil y Argentina para buscar alternativas a la situación. Paraguay y Brasil sostuvieron 
que para que Venezuela asuma la presidencia pro tempore primero deberá mejorar sus 
condiciones políticas y económicas.
 El presidente brasileño Michel Temer explicitó que “Venezuela debe completar 
primero el proceso de adaptación al MERCOSUR para luego ser considerado como 
miembro pleno del bloque y entonces poder asumir su presidencia rotativa. Brasil no 
está exactamente oponiéndose a que se transfiera la presidencia a Venezuela pero está 
ponderando que para ser parte integral del bloque debe cumplir requisitos pactados 
hace cuatro años, que aún no cumplió”112.
 Uruguay –por el contrario– mantuvo que no habría argumentos jurídicos que 
impidiesen el traslado a Venezuela113. Asimismo y –entre otras repercusiones–, se des-
taca el comunicado de Bolivia quien, a través de Evo Morales, saludó a la presidencia 
venezolana del bloque.
108 Ídem
109 Agencia EFE (2016) Disponible en: http://www.efe.com/efe/cono-sur/9






 Una reunión clave fue citada para el 1 de agosto y en ella se buscaría consenso 
para resolver la situación. La misma fue cancelada en razón de que Paraguay y Brasil 
anunciaron que no acudirían.
 Tal el estado de la cuestión, la realidad surgente evidencia que el MERCOSUR 
está atravesando una de sus crisis políticas más complejas desde su fundación. Es 
manifiesto que el Cono Sur está mutando a nivel político. Con la victoria de Mau-
ricio Macri como presidente en Argentina y la destitución de Dilma Rousseff, que 
dejó a Michel Temer como presidente en Brasil, nos encontramos ante un cambio de 
orientación política en la región y una nueva consolidación en la estructura de poder. 
Brasil, que fuera un claro estratega regional, se ve condicionado por el impacto que 
la destitución de su presidenta podría acarrear tanto a nivel interno como externo. 
La mandataria está acusada de llevar a cabo maniobras fiscales tendientes a disimular 
hechos de corrupción en el informe de las cuentas públicas de su gestión en 2014 y 
2015 con miras a garantizar su reelección.
 Ante esta situación, los países de la región se debatieron entre el apoyo y el re-
pudio al proceso, llevando sus posiciones a divisiones internas en el MERCOSUR. 
En el primer grupo se encuentra Argentina, que calificó el juicio a Rousseff como un 
proceso constitucional, y en el segundo caso se ubica Venezuela, que ha considerado 
la decisión del Senado brasileño como un golpe de Estado. Por su parte, Uruguay ha 
manifestado sus dudas sobre el proceso sin calificarlo de golpe (Ramos: 2016).
 En el ámbito internacional, a lo antes mencionado se le suma la decisión de Uru-
guay del 29 de julio de 2016 de dejar el mandato del bloque al terminar su semestre 
presidencial. En ese momento, Venezuela, país al que le correspondía tomar el testigo 
en virtud del orden alfabético estipulado para la rotación de la presidencia, anunció 
al resto de socios que tomaba el mandato pese a que no hubo ningún acto de tras-
paso, como la tradicional cumbre de presidentes y pese a la oposición de Argentina, 
Brasil y Paraguay que consideran vacante la presidencia. Argentina, Brasil y Paraguay 
denuncian que Venezuela ha incumplido los compromisos de adhesión al bloque y 
cuestionan la calidad de la democracia en el país caribeño, de ahí que consideren que 
la conducción del MERCOSUR está vacante. En este contexto, desconocen las accio-
nes y convocatorias surgidas desde Venezuela con impacto en el MERCOSUR.
 De este modo, el bloque se ve inmerso en una parálisis institucional. Por el mo-
mento se debate la primacía entre los aspectos estrictamente formales del derecho 
internacional y las buenas prácticas contra el contexto político del momento y, por 
ende, la convivencia ideológica de sus pares.
Rita Marcela Gajate
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2. ¿Cómo prevé el Tratado de Asunción que se transfiera 
la presidencia pro tempore?
 ¿Es aplicable al caso el Protocolo de Ushuaia?
 El artículo 12 del Tratado de Asunción determina:
La Presidencia del Consejo se ejercerá por rotación de los Estados Parte y en 
orden alfabético, por períodos de seis meses. Las reuniones del Consejo serán 
coordinadas por los ministros de Relaciones Exteriores y podrán ser invitados a 
participar en ellas otros ministros o autoridades de nivel ministerial.
 A su vez, el artículo 5 del Protocolo de Ouro Preto reafirma: “La Presidencia del 
Consejo del Mercado Común será ejercida por rotación de los Estados Parte, en orden alfa-
bético, por un período de seis meses”.
 Ambas normas establecen que la presidencia del MERCOSUR se entregue y rote 
cada seis meses entre los países miembros de manera alfabética: Argentina, Brasil, 
Paraguay, Uruguay y Venezuela. De modo que, habiendo finalizado Uruguay la presi-
dencia, no ofrece ninguna duda quién ha de suceder en la presidencia del bloque.
 El conflicto se origina entonces cuando Paraguay manifiesta que no reconoce la 
decisión “unilateral” de Venezuela de asumir la presidencia. En el mismo documento 
la cancillería paraguaya expresa que Argentina es el miembro adecuado para ocupar la 
vacante pendiente.
 A su vez, es necesario considerar el artículo 37 del Protocolo de Ouro Preto que 
explicita: “Las decisiones de los órganos del MERCOSUR serán tomadas por consenso y 
con la presencia de todos los Estados Parte”.
 La República Oriental del Uruguay, a través de su Cancillería, manifestó el 29 de 
julio de 2016, que había vencido el período de seis meses de su presidencia pro tempore 
del MERCOSUR y que “Uruguay entiende que al día de hoy no existen argumentos 
jurídicos que impidan el traspaso de la Presidencia pro tempore a Venezuela”114. Este 
país respondió con vehemencia denunciando “maquinaciones de la derecha extremis-
ta del sur del continente…”, “…expresando el falso supuesto de vacío en la Presiden-
cia pro tempore que ejercemos legalmente desde el día 29 de julio del corriente”115.
114  MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES DE LA ROU. Comunicado de prensa N° 82/16. 29 de julio 
de 2016. Montevideo. Disponible en: http://www.mrree.gub.uy/frontend/page?1,inicio,ampliacion-pal2,O,e
s,0,PAG;CONP;1961;15;P;finalizacion-de-la-presidencia-pro-tempore-uruguaya-del-mercosur;1;PAG
115 MINISTERIO DEL PODEO POPULAR PARA LAS RELACIONES EXTERIORES DE LA REPÚBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA. Nota de Prensa PPTV 01.2016. 1 DE AGOSTO DE 2016. Caracas.
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 Así las cosas, la ausencia anunciada de Paraguay y Brasil a la reunión convocada 
para el 1° de agosto, imposibilitó el consenso necesario para tomar decisión alguna.
Ante las claras manifestaciones del canciller del Paraguay, nos preguntamos si el Con-
sejo Mercado Común no debió entonces poner en marcha el Protocolo de Ushuaia 
en el que “la plena vigencia de las instituciones democráticas es condición esencial 
para el desarrollo de los procesos de integración entre los Estados Parte del presente 
Protocolo” (artículo 1°).
 El referido protocolo determina el supuesto de su aplicación en su artículo 2°:
Este Protocolo se aplicará a las relaciones que resulten de los respectivos Acuerdos 
de integración vigentes entre los Estados Parte del presente Protocolo, en caso de 
ruptura del orden democrático en alguno de ellos.
 La situación de hecho temida es la disolución de la Asamblea venezolana. Este 
supuesto podría viabilizar la aplicación del Protocolo de considerarse “una ruptura en 
el orden democrático” (artículo 3°). En este caso, los demás Estados Parte deberían 
haber promovido un sistema de consultas entre sí y con el Estado afectado (artículo 
4°). En el caso de que tales consultas resultaren infructuosas, los otros considerarán la 
naturaleza y el alcance de las medidas a aplicar, teniendo en cuenta la gravedad de la 
situación existente. Dichas medidas podrían abarcar desde la suspensión del derecho a 
participar en los distintos órganos de los respectivos procesos de integración, hasta la 
suspensión de los derechos y obligaciones emergentes de esos procesos (artículo 5°).
 Las medidas referidas deben ser adoptadas por consenso por los Estados parte 
del Protocolo y comunicadas al Estado afectado, el cual no participará en el proceso 
decisorio pertinente. Esas medidas entran en vigencia en la fecha en que se realiza la 
comunicación respectiva. En el caso, la referida disposición del artículo 6°, vinculada 
al necesario consenso para producir la puesta en marcha del Protocolo de Ushuaia, se 
tornó de imposible cumplimiento dada la ausencia anunciada de Paraguay y Brasil a 
la reunión convocada para el 1° de agosto; situación que podría dar lugar a interpre-
tar que no desearon poner en marcha el referido protocolo.
3. La solución que los miembros del MERCOSUR encontraron
 El 13 de septiembre de 2016, los cancilleres de Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay firmaron la “Declaración Conjunta relativa al funcionamiento del MER-
COSUR y al Protocolo de Adhesión de la República Bolivariana de Venezuela al 
MERCOSUR”. En este documento expresan el modo en que ejercerán en la coyun-
tura actual la conducción del bloque.
 Los cancilleres recordaron que, con fundamento en el Tratado de Asunción, el 
Protocolo de Ouro Preto, la Decisión CMC N° 28/05 y el Protocolo de Adhesión de 
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la República Bolivariana de Venezuela al bloque, que el MERCOSUR se funda en el 
principio de reciprocidad de derechos y obligaciones entre los Estados Parte. 
 En los considerandos de la referida Declaración explicitan que en el artículo 10 
del Protocolo de Adhesión de la República Bolivariana de Venezuela se le atribuyó la 
condición de Estado Parte y –por tal razón– se le ha reconocido derecho a la parti-
cipación en el MERCOSUR con todos los derechos y obligaciones, de conformidad 
con el artículo 2 del Tratado de Asunción.
 En ejercicio del derecho de reciprocidad, los Estados Parte han verificado el no 
cumplimiento por parte de la República Bolivariana de Venezuela de lo acordado en 
el Protocolo de Adhesión en cuanto a la adopción del acervo normativo vigente del 
MERCOSUR.
 Particularmente, manifiestan la necesidad de considerar que la República Boliva-
riana de Venezuela no ha adherido al Acuerdo de Alcance Parcial de Complementa-
ción Económica N° 18 (ACE 18). 
 En el entendimiento de que es menester asegurar el funcionamiento del MER-
COSUR y considerar la participación de la República Bolivariana de Venezuela en 
base a los principios y al objeto y fin del Tratado de Asunción, establecieron que a 
partir de la fecha de suscripción –13/09/16– de la Declaración –por razones de ur-
gencia y a fin de asegurar el funcionamiento del MERCOSUR–, los cuatro Estados 
Parte signatarios del Tratado de Asunción definirán los cursos de acción y adoptarán 
las decisiones necesarias en materia económica y comercial y otros temas esenciales. 
 La Declaración que hemos referido ha sido aprobada por consenso de los cuatro 
Estados Parte signatarios del Tratado de Asunción, con el apoyo expreso de la Repú-
blica Argentina, de la República Federativa del Brasil y de la República Oriental del 
Uruguay y la abstención de Paraguay.
 Por su parte, el ministro de Asuntos Exteriores de Paraguay, Eladio Loizaga, acla-
ró que los socios fundadores de MERCOSUR han decidido “una cesación y no una 
suspensión” de Venezuela como Estado miembro de este proceso. Asimismo, dijo que 
el bloque no puede ser selectivo con el grado de integración de sus miembros, “en un 
marco donde existen obligaciones y derechos”. 
 El canciller paraguayo expresamente declaró: “En la medida en que Venezuela 
cumpla los requisitos, se volverá a revisar y serán los Estados miembro los que verán un 
nuevo procedimiento”.116
116 Agencia EFE 31/07/2016. En: http://www.infobae.com/america/america-latina/2016/07/31/mercosur-
venezuela-asumio-unilateralmente-la-presidencia-y-no-es-reconocida/
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 La cancillería paraguaya insiste en que Venezuela no ha cumplido con la inter-
nación del acervo jurídico del MERCOSUR, especialmente el acuerdo de comple-
mentación económica y el protocolo de Asunción sobre Derechos Humanos, un 
instrumento de extrema importancia para el proceso de integración que califica de 
condición sine qua non para ser miembro.
 Se determinó –asimismo– que durante el período julio-diciembre de 2016, las 
negociaciones externas con terceros países y grupos de países serán coordinadas por 
los cuatro Estados Parte signatarios del Tratado de Asunción. 
 La cláusula clave de este atípico decisorio del MERCOSUR se encuentra en el 
artículo 3 que expresamente determinó: “El 1 de diciembre de 2016 se analizará nue-
vamente el estado de cumplimiento de las obligaciones asumidas por la República Boliva-
riana de Venezuela en el Protocolo de Adhesión al MERCOSUR”. 
Una consecuencia queda pre establecida en el artículo 4°: 
La persistencia del incumplimiento a partir de la fecha señalada importará el cese 
del ejercicio de los derechos inherentes a la condición de Estado Parte del MER-
COSUR, hasta que los signatarios del Tratado de Asunción convengan con la 
República Bolivariana de Venezuela las condiciones para restablecer el ejercicio 
de sus derechos como Estado Parte. 
4. Venezuela después del 1° de diciembre de 2016
 Las cancillerías de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay notificaron a Venezue-
la el cese del ejercicio de los derechos inherentes a la condición de Estado Parte del 
MERCOSUR117.
 La comunicación efectuada lo fue en virtud de lo dispuesto en la “Declaración 
Conjunta sobre el funcionamiento del MERCOSUR”, del 13 de septiembre de 2016. 
En este sentido, cumplido el plazo fijado en ella, los restantes Estados Parte expresan 
haber constatado la persistencia del incumplimiento de las obligaciones asumidas por 
117 MERCOSUR. Comunicado de Prensa del 2/12/16. “Los Cancilleres de los Estados Partes signatarios del 
Tratado de Asunción, Susana Malcorra, de la República Argentina; José Serra, de la República Federativa 
del Brasil; Eladio Loizaga, de la República del Paraguay; y Rodolfo Nin Novoa, de la República Oriental 
Uruguay, integrantes del Consejo Mercado Común del MERCOSUR (CMC)notificaron a la Ministra de 
Relaciones Exteriores de la República Bolivariana de Venezuela, Delcy Rodríguez, el cese del ejercicio de 
los derechos inherentes a su condición de Estado Parte del MERCOSUR de la República Bolivariana de 
Venezuela. Dicha medida fue adoptada dando cumplimiento a lo dispuesto en la “Declaración Conjunta 
Relativa al Funcionamiento del MERCOSUR y al Protocolo de Adhesión de la República Bolivariana de 
Venezuela al MERCOSUR”, suscrita por los Cancilleres de los Estados Partes signatarios del Tratado de 





Venezuela en el Protocolo de Adhesión. El gobierno venezolano, en diversas comu-
nicaciones, había manifestado la imposibilidad de incorporar normas específicas del 
bloque a su Ordenamiento Jurídico Nacional en el plazo otorgado.
 La comunicación referida se funda –asimismo– en lo dispuesto por la Conven-
ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados, tanto en carácter de principio gene-
ral del derecho como en su condición de norma consuetudinaria. En consecuencia, 
explícitamente se expresa que: “se ha decidido el cese del ejercicio del derecho del 
Estado Parte”.
 Se aclaró, a su vez, que dicha decisión de cese de los derechos ha entrado en vigor 
a partir del día 2 de diciembre y hasta que los restantes signatarios del Tratado de 
Asunción convengan con la República Bolivariana de Venezuela las condiciones para 
restablecer el ejercicio de los derechos en esta condición.
 La respuesta venezolana no se hizo esperar. La canciller de ese país planteó una 
formal controversia con fundamento en el Protocolo de Olivos y lo allí establecido en 
el Preámbulo, capítulos I, artículo 1.1 y IV artículos 4 y 5.1. y en todo lo relacionado 
con el Reglamento del CMC 37/03 artículo 14. 1.2.3. Ha iniciado así el pedido de 
negociaciones directas con respecto al cumplimiento de Venezuela conforme el pro-
tocolo de Adhesión suscripto en julio de 2006 y vigente a partir de agosto de 2012.
 Denuncia “el desconocimiento ex profeso por parte de los respectivos gobiernos, 
de la Presidencia pro tempore Venezolana del MERCOSUR que le correspondía ple-
namente, sin que hubiere elementos legales y jurídicos que imposibilitaran la fun-
ción”118. Los duros términos en los que se ha redactado el comunicado de mención 
se completan con el señalamiento que expresa que los gobiernos de los Estados Parte 
del MERCOSUR han pretendido ignorar esta presidencia “usurpando funciones con 
evidente desacato de los dispuesto en los tratados constitutivos del bloque (artículo 
12 del Tratado de Asunción y artículo 5 del Protocolo de Ouro Preto), lo que evi-
dentemente afecta a este país en sus derechos y crea un precedente contra legem en 
desmedro del conjunto normativo que rige al MERCOSUR“119.
 Así las cosas, este “cese del ejercicio de los derechos inherentes a la condición de 
Estado Parte como Estado miembro del MERCOSUR” abre una nueva serie de inte-
rrogantes. ¿Significa una imposibilidad temporal? ¿Si Venezuela interna la normativa 
MERCOSUR suspende / interrumpe la cesación? ¿Se compadecen las nociones de 
suspensión / cesación?




 Claramente, la consecuencia evidente de este proceso contradictorio producido 
en el último semestre de 2016 es que Venezuela pierde su carácter de miembro pleno 
del mercado común y podrá participar en reuniones y nuevos acuerdos cuando los 
demás Estados así lo consideren. Sin embargo, la medida –tomada con fundamento 
en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados– fue puesta en práctica 
sin especificar sus efectos. 
 Se ha dicho que esta medida significa que lo que se suspendió fue la aplicación 
del Protocolo de Adhesión de Venezuela, que es el acuerdo internacional que le otor-
ga su condición de Estado Parte del MERCOSUR. En términos prácticos podría 
considerarse equivalente a una suspensión en el bloque –pérdida del derecho al voto y 
pérdida del derecho a participar salvo invitación–.
 Sin embargo, suspensión y cesación no son conceptos equivalentes. Con la medi-
da adoptada este país no sólo pierde su derecho a participar sino que también pierde 
su condición de Estado Parte.
 La manera más directa con la que se hubiese podido suspender a Venezuela po-
dría haberse tomado aplicando el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Demo-
crático (De Alba Mariano: 2016), lo cual no ocurrió. Formalmente no ha ocurrido 
un juicio de valor sobre el estado de la democracia ni de respeto a los derechos huma-
nos allí, sino una decisión adoptada como consecuencia de la falta de incorporación 
de las normas dictadas en el MERCOSUR al ordenamiento jurídico venezolano.
 Visto que pierde su condición de Estado Parte, ahora, presumiblemente, tendrá 
la condición de Estado Asociado. Este es un status que generalmente tienen los países 
cuando buscan llegar a ser miembros plenos de MERCOSUR o cuando quieren par-
ticipar en reuniones y suscribir ciertos acuerdos pero sin llegar a serlo.
 Por ende, el hecho de que este país pasaría ahora a ser considerado un Estado 
Asociado significa que, en principio, seguiría siendo parte de la mayoría de los acuer-
dos que ya ha suscripto y podría eventualmente recuperar su condición de Estado 
Parte una vez que cumpla con su obligación de adoptar la normativa emanada del 
MERCOSUR en su ordenamiento jurídico interno (García Marco Daniel: 2016).
 El Protocolo de Adhesión de Venezuela al MERCOSUR no prevé que la falta de 
adopción de la normativa traiga como consecuencia su suspensión o la pérdida de su 
condición de Estado Parte. Quizás sea esta la razón por la cual los países recurrieron a 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que establece normas para 
la suscripción y ejecución de tratados internacionales.
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4.1.  Aplicación de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados al incumplimiento del 
Protocolo de Adhesión de Venezuela
 La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados efectivamente permite 
en su Artículo 60.2 la suspensión de la aplicación total o parcial de un tratado siem-
pre y cuando se configure una violación grave de ese acuerdo por una de las partes.
 Establece en su primera y segunda parte: 
Artículo 60: Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como 
consecuencia de su violación. 
1.  Una violación grave de un tratado bilateral por una de las partes facultará a la 
otra para alegar la violación como causa para dar por terminado el tratado o 
para suspender su aplicación total o parcialmente.
2.  Una violación grave de un tratado multilateral por una de las partes facultará:
a) A las otras partes. Procediendo por acuerdo unánime para suspender la 
aplicación del tratado total o parcialmente o darlo por terminado. Sea:
i) en las relaciones entre ellas y el Estado autor de la violación: o
ii)  entre todas las partes;
b) A una parte especialmente perjudicada por la violación para alegar ésta 
como causa para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente 
en las relaciones entre ella y el Estado autor de la violación;
c) A cualquier parte, que no sea el Estado autor de la violación, para alegar 
la violación como causa para suspender la aplicación del tratado total o 
parcialmente con respecto a sí misma, si el tratado es de tal índole que 
una violación grave de sus disposiciones por una parte modifica radical-
mente la situación de cada parte con respecto a la ejecución ulterior de 
sus obligaciones en virtud del tratado.
 En la tercera parte del artículo se definen los presupuestos de configuración de 
“violación grave”:
a)  un rechazo del tratado no admitido por la presente Convención; o
b)  la violación de una disposición esencial para la consecución del objeto o 
del fin del tratado.
 En la normativa presentada se explicita el concepto de imposibilidad de cumpli-
miento:
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Artículo 61: Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento. 
1. Una parte podrá alegar la imposibilidad de cumplir un tratado como cau-
sa para darlo por terminado o retirarse de él si esa imposibilidad resulta de 
la desaparición o destrucción definitivas de un objeto indispensable para el 
cumplimiento del tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá alegarse 
únicamente como causa para suspender la aplicación del tratado.
2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las partes 
como causa para dar por terminado un tratado, retirarse de él o suspender 
su aplicación si resulta de una violación, por la parte que la alegue, de una 
obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con res-
pecto a cualquier otra parte en el tratado.
 Conforme las normas presentadas una “violación grave” es un cumplimiento 
contrario o incumplimiento de una disposición que sea esencial para la consecución 
del fin del tratado. Los países del MERCOSUR han considerado que el hecho de que 
Venezuela no haya incorporado todos los acuerdos que garantizan el arancel externo 
común y la libre circulación de bienes, servicios y factores productivos, constituye 
una violación grave y esto los faculta a hacer cesar sus derechos como Estado Parte.
 Teniendo esto en cuenta, el problema fundamental que se presenta es que para 
poder aplicar el Artículo 60.2 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados, necesariamente hay que seguir un procedimiento que está establecido en 
los artículos 65 y siguientes de ese tratado. Dicha normativa prevé que, si se pretende 
suspender su aplicación, primero habría que notificar a Venezuela esta intención, in-
dicando la medida “que se proponga adoptar con respecto al tratado y las razones en 
que ésta se funde”. Esa primera disposición ya evidencia que la suspensión no podía 
darse de manera automática.
 Quizás podría considerarse que esa notificación ocurrió el 13 de septiembre de 
2016 con la “Declaración Conjunta Relativa al Funcionamiento del MERCOSUR 
y al Protocolo de Adhesión de la República Bolivariana de Venezuela”. Sin embargo, 
el punto crucial es que el Artículo 65.2 establece que la medida de suspensión única-
mente se podía tomar después de un plazo que no podía ser inferior a tres meses des-
de la recepción de la notificación y si ninguna parte hubiere formulado objeciones. 
En consecuencia, al menos hasta el 13 de diciembre de 2016 los países del MERCO-
SUR no podían proceder a la suspensión. Adicionalmente, puede entenderse que el 
30 de noviembre este país presentó su objeción cuando planteó la existencia de una 
controversia con respecto a este tema y solicitó la activación del Protocolo de Olivos 
para la Solución de Controversias en el MERCOSUR. Lo anterior significa que la 
medida adoptada por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay podría haber sido puesta 
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en práctica de forma irregular y en violación al procedimiento previsto en la Conven-
ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados.
 Si el MERCOSUR quiere retornar al estricto apego de su normativa debe poner 
en práctica los mecanismos de dicho Protocolo. En primer término, esto supondría 
un lapso de 15 días de negociación y de persistir las diferencias el sometimiento de la 
controversia al Grupo del Mercado Común o a un procedimiento arbitral.
 Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay tienen efectivamente argumentos jurídicos 
para suspender el Protocolo de Adhesión porque Venezuela incumplió con el lapso de 
más de cuatro años que se acordó para adoptar la normativa en su ordenamiento jurídico. 
El incumplimiento de la incorporación de la normativa estaría en el orden del 20% de su 
totalidad120. Sin embargo, es necesario que esa suspensión sea realizada cumpliendo con 
los procedimientos que existen y fueron acordados dentro del bloque.
 En efecto, el Protocolo de Adhesión de Venezuela al MERCOSUR firmado el 4 
de julio de 2006, estableció que este país debía adoptar el acervo normativo vigente 
de manera gradual y “a más tardar en cuatro años contados a partir de la fecha de en-
trada en vigor del protocolo”121.
 El aludido instrumento de adhesión de Venezuela determina una serie de fechas 
límite o plazos máximos para el cometido de internación en su artículo 5. El cuestio-
namiento surge acerca de si el incumplimiento ipso facto de esos plazos implicaban de 
iure su salida automática o posibilitaban la aplicación de una sanción. Tal consecuen-
cia no se determinó en el mencionado protocolo.
 Brasil determinó con su comunicado del 13 de agosto122 que Venezuela no tuvo 
éxito en la internación de la normativa en el plazo fijado. Paraguay se sumó a esta de-
nuncia123 solicitando al resto de los miembros una “revisión jurídica” de la situación 
de ese país. La Declaración emitida por los Cancilleres del bloque el 13 de septiembre 
es el documento común finalmente emitido. 
 Dicho documento tiene un dudoso valor jurídico pues está titulado como una 
“Declaración”, no obstante es en esencia una “Decisión” en este caso suscripta por 
los cancilleres. Esta modalidad sorprendió pues el Consejo Mercado Común cuando 
120  SEGRÉ Gustavo (2016) (Universidad de Sao Paulo) en BBC Mundo, 2/12/2016. 
121  PROTOCOLO DE ADHESIÓN DE VENEZUELA AL MERCOSUR. Artículo tercero. 
122  MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES DE BRASIL. Comunicado N°296. 13/08/16. Disponible 
en: http://www.itamaraty.gov.br/pt-BR/notas-a-imprensa/14596-estado-da-implementacao-do-protocolo-
de-adesao-da-venezuela-ao-mercosul




resuelve lo hace a través de “Decisiones” por consenso. En este caso se contó con la 
abstención de Uruguay. 
 Es poco probable que la situación de Venezuela en el MERCOSUR cambie en el 
corto plazo. Con su decisión, los países fundadores han confirmado que no deseaban 
que ella siguiera siendo parte del proceso de integración porque este país no se en-
cuentra persiguiendo los mismos objetivos que el resto de los miembros.
 En la práctica, su presencia significa un foco de conflicto. Para Paraguay y Brasil no 
es aceptable la participación venezolana ante la grave crisis que vive internamente, sobre 
todo ante las violaciones a su propia Constitución y a los derechos humanos.
 Argentina y Uruguay consideraron que las recurrentes descalificaciones pro-
venientes de la cancillería venezolana hacia los demás países y sus representantes se 
constituyeron en un serio obstáculo para la convivencia dentro del MERCOSUR. 
Asimismo, su figura hacía sumamente difícil la consecución del objetivo fundamental 
que actualmente se ha visualizado para los países del bloque: la firma de un tratado de 
libre comercio con la Unión Europea.
 La medida adoptada constituye una señal hacia al resto de la comunidad inter-
nacional de que el gobierno venezolano no es capaz de cumplir con sus compromi-
sos internacionales. Asimismo, la decisión demuestra, al menos de forma subyacente, 
que existe preocupación por su crisis política, económica y social.
 La notificación enviada a la canciller venezolana abre un espacio de discusión en-
tre los Estados Parte del MERCOSUR y este país para acordar –si hubiera voluntad 
política– las condiciones para reestablecer el ejercicio de sus derechos como Estado 
Parte. Ciertamente, existe una posibilidad de que, en el ínterin, deje de verse benefi-
ciada por las preferencias arancelarias que ya han sido acordadas. Pero eso dependerá 
más de la decisión de su gobierno porque son los países del MERCOSUR que expor-
tan hacia Venezuela los que aprovechan en mayor medida esas deferencias.
 Finalmente, es posible que este país, en retaliación, decida abandonar el MER-
COSUR. Su salida podría concretarse formalmente en un plazo de dos años según lo 
establece el Artículo 22 del Tratado de Asunción.
4.2. Las cuestiones jurídicas a dilucidar en una posible 
controversia entre las partes




• Si debió aplicarse el Protocolo de Ushuaia al caso. Venezuela lo internó y po-
sibilita la aplicación de sanciones.
• Si el incumplimiento del protocolo de Adhesión de Venezuela importa la “de-
nuncia” del tratado de Asunción; si implica ipso facto la cesación de los dere-
chos como Estado Parte.
• Si el consenso obtenido y expresado en la Declaración Conjunta de los Can-
cilleres era el requerido y cómo deben interpretarse en este caso las “absten-
ciones”124. Esto es, si la manifestación debe ser siempre positiva o alcanza con 
una abstención o ausencia de oposición.
• Si este status definido en la Declaración Conjunta de los Cancilleres admite 
revisión. En este tópico será necesario definir su valor jurídico.
• Si es aplicable la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y si 
ha sido correctamente aplicado el artículo 60.
• Si se someterá la cuestión al Sistema de Solución de Controversias, al Tribu-
nal Permanente de Revisión. En este supuesto habrá que revisar si el procedi-
miento efectuado ha sido el correcto.
• Cuáles son los compromisos que mantiene Venezuela en su actual situación y 
cuáles el resto de los Estado Parte.
 Finalmente, y si la preocupación es la situación crítica de Venezuela, cuál será la 
actitud de los países frente a ella. ¿Basta con su separación del MERCOSUR?
5. Lo que ha revelado esta crisis
 Los cancilleres del MERCOSUR se reunieron en Buenos Aires el 14 de diciem-
bre de 2016. Se concretó así la XI Reunión Extraordinaria del Consejo del Mercado 
Común (CMC) del MERCOSUR, con la participación de los cancilleres de los cua-
tro Estados Parte signatarios del Tratado de Asunción –Argentina, Brasil, Paraguay 
y Uruguay–. Argentina asumió finalmente la presidencia pro tempore del MERCO-
SUR. 
 Como producto de dicha reunión, los cancilleres analizaron y aprobaron deci-
siones sobre cuestiones relativas al funcionamiento interno del bloque, incluyendo 
cuestiones presupuestarias y nombramientos de autoridades de sus instituciones.
124 PROTOCOLO DE OURO PRETO. Artículo 37: Las decisiones son tomadas por consenso y con la 
presencia de todos los Estados parte.
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 Se anunció que se priorizarán las negociaciones externas del MERCOSUR, lo 
que permitirá optimizar las oportunidades que ofrece la consolidación del bloque 
como una plataforma de inserción de los Estados Parte en la economía global.
 “Decidimos que la negociación del MERCOSUR y la Unión Europea es priori-
taria, pero también tenemos que trabajar en el avance con Japón, India, Canadá, y 
también tenemos que ver la cuestión de China como un tema importante”, afirmó la 
canciller en ese momento, Susana Malcorra. Y agregó: “Vamos a tener una agenda muy 
rica en todas las cuestiones de negociación”125.
 La canciller argentina anunció que las prioridades de la presidencia argentina del 
MERCOSUR se concentrarán en la eliminación de los obstáculos al comercio in-
trazona, el perfeccionamiento de la unión aduanera y la coordinación efectiva de las 
posiciones de los cuatro Estados Parte, con vistas a la pronta concreción de acuerdos 
en el marco de una ambiciosa agenda de negociaciones externas del MERCOSUR.
 Además de encuentro del CMC, también tuvieron lugar la XLVII Reunión Extraor-
dinaria del Grupo Mercado Común (GMC) y la XXV Reunión Extraordinaria de la Co-
misión de Comercio del MERCOSUR (CCM). Como resultado de estos encuentros se 
aprobaron 9 Decisiones del CMC, 4 Resoluciones del GMC y 21 Directivas de la CCM.
 La canciller Delcy Rodríguez de Venezuela se apersonó a la reunión lo que generó 
momentos de suma tensión. En este marco hizo acusaciones muy fuertes respecto de 
los Estados Parte del MERCOSUR.
 Con todo lo reseñado es claro que en América Latina se tensionan diferentes 
modelos de integración regional. Algunos de más claro corte comercialista: NAF-
TA, Alianza del Pacífico y la actual búsqueda de firmar Tratados de Libre Comercio. 
Otros pugnan internamente entre la contradicción de su diseño original –esencial-
mente comercial– y su transformación posterior: la incorporación de un perfil más 
social y productivo –MERCOSUR, Comunidad Andina–. Quizás pueda visualizarse 
una tercera especie: con un marcado discurso emancipatorio a nivel político y econó-
mico –UNASUR, CELAC, ALBA–.
 Esta mirada sobre la realidad de la integración latinoamericana lleva a considerar 
que la integración se define políticamente y es fruto de las ideas predominantes en la 
época en la que se enmarca. El deseo de integrarse y –más aún– la definición de con 
quién y cómo hacerlo se despliegan a partir de cuestiones ligadas a la ideología y a las 
políticas macro llevadas a la práctica.
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 Tras la etapa del regionalismo abierto se viró hacia el reconocimiento del valor 
estratégico de la integración regional, la incorporación de nuevas agendas para la in-
tegración multidimensional, la creación de nuevas instituciones y la definición de un 
nuevo posicionamiento en el escenario hemisférico y global.
 No obstante algunos países latinoamericanos como México, Chile, Colombia 
y Perú cuentan con tratados de libre comercio (TLC) con los Estados Unidos y la 
Unión Europea, y apuntan a profundizar modelos extractivos de productos primarios 
y a sumar voluntades de naciones centroamericanas e incluso del Cono Sur. Aun así, 
se advierte que sus objetivos son construir un área de integración profunda para avan-
zar hacia la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas e impulsar un 
mayor crecimiento, desarrollo y competitividad de las economías de sus integrantes 
con miras a convertirse en una plataforma de articulación política, económica y co-
mercial con énfasis en la región Asia-Pacífico.
 La contraposición de modelos de integración se visualiza en momentos en los 
cuales el fenómeno de internacionalización productiva se consolida por el dinamismo 
del comercio y las inversiones globales, la potenciación de los flujos financieros y el 
exponencial crecimiento de la velocidad en las comunicaciones. Se trata en definitiva 
de una división en la estructura productiva y de negocios a lo largo del mundo, con 
empresas crecientemente transnacionalizadas, estableciendo cadenas de valor a escala 
regional o internacional. Este esquema necesariamente implica el aumento del co-
mercio exterior y de la inversión extranjera directa (IED) (De Felipe: 2016, 101).
 Ocurre que la región continúa exportando productos intensivos en recursos natu-
rales (agropecuarios, combustibles, minería), generándose una marcada dependencia 
de coyunturas de las que en buena medida es ajena. Como consecuencia, los posi-
tivos desempeños macroeconómicos con desarrollo social de los años anteriores se 
esfumaron con balances fiscales y en cuenta corriente deteriorados en toda la región. 
Asimismo, el deterioro de la situación mundial tornó complejo afrontar el fuerte cre-
cimiento del gasto público y la demanda de insumos importados por el nulo cambio 
en la matriz productiva. Desde diversos ángulos se señaló el desaprovechamiento de 
los ingresos extraordinarios de los años previos y la reducción del margen para imple-
mentar políticas expansivas.
 La coyuntura internacional impacta como factor exógeno en el giro de la integra-
ción regional sudamericana. Mientras tanto, como factores endógenos pueden seña-
larse la acumulación de experiencias frustradas y las múltiples opciones de cualquier 
país de la región –incluso los pequeños– para insertarse en el mundo globalizado. 
 En este escenario, el rumbo político que tomen Brasil y Argentina, en tanto se com-
portan como líderes de la región, será determinante para el futuro del conjunto. Pero se 
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suma a los factores antes mencionados uno que merece especial atención: se trata de la 
curva de desencanto en los procesos de integración en Sudamérica (Peña, 2014).
 En el caso del MERCOSUR, se percibe una pérdida de la fuerza inicial con el 
transcurso del tiempo, con el consiguiente pasaje del impulso fundacional a cierto 
letargo. Se trata de un desencanto existencial y no sólo metodológico, que no necesa-
riamente lleva al abandono de los proyectos integracionistas pero sí a la irrelevancia. 
Ello puede haberse producido por haber esbozado objetivos muy ambiciosos, por 
pérdida de la efectividad y de la legitimidad de las reglas pautadas, porque se van 
diluyendo los factores comunes coincidentes en el origen de los acuerdos o por darle 
más peso al corto que al largo plazo.
 En 2012 se incorporó Venezuela al MERCOSUR con discutida validez, ya desde 
el inicio de su participación; se necesitaba la aprobación parlamentaria de todos los 
miembros permanentes. Paraguay no lo conseguía por tener mayoría opositora en el 
Congreso. Finalmente, la adhesión se llevó a cabo tras la suspensión del mismo como 
miembro pleno, justificando que el ex presidente de Paraguay, Fernando Lugo, era 
víctima de un golpe político del sector conservador. Una suerte similar está teniendo 
Bolivia que, hasta la fecha, sigue esperando el visto bueno de los parlamentos nacio-
nales para formalizar su ingreso (Rey Caro, 2015:3).
 Como contrapartida, con horizonte esperanzador, podrían señalarse algunos de 
los factores que permitirían sostener en el tiempo la voluntad política de trabajar por 
la integración. Así, la capacidad de adaptación del proyecto original según la realidad 
de los países y los cambios del entorno regional y global, la calidad institucional y las 
reglas de juego medidas según la efectividad, la eficacia como capacidad de producir 
resultados, la legitimidad social y la participación social (Peña, 2013). Áreas que aún 
experimentan pendientes no resueltos (Gajate, 2015).
 Las declaraciones iniciales del presidente Macri revelan su posicionamiento res-
pecto al proceso de integración MERCOSUR:
Tengo presente que el MERCOSUR es un proyecto para pensar hacia el futuro. 
Subrayo esta línea de futuro porque el MERCOSUR tiene que ser el horizonte 
que nos guíe, especialmente en momentos de mayor dificultad, donde no pode-
mos dejarnos desanimar […] El MERCOSUR es un proyecto de largo plazo, un 
verdadero proyecto estratégico, un camino hacia la mejor calidad de vida de toda 
la gente126. 
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 La cumbre de presidentes de diciembre de 2015 fue significativa en cuanto a va-
rias de las declaraciones de los primeros mandatarios: 
Tabaré Vázquez: “Debemos sincerarnos. Sé que el uso de esta expresión puede 
resultar antipático pero más es hacernos los distraídos. Si siempre hablamos de lo 
nuevo, si de lo malo siempre tienen culpa los demás, si no miramos al mundo y 
al futuro, ¿cómo pretendemos mejorar nuestro proceso de integración? [...] Hay 
que trabajar fuertemente para mejorar aún más el relacionamiento entre nuestros 
países así como en el relacionamiento del bloque con otros países extrarregiona-
les”127.
Michelle Bachelet: “Mi país impulsa el diálogo entre la Alianza del Pacífico y el 
MERCOSUR y a mediados del año que viene asumirá temporalmente la presi-
dencia de la Alianza del Pacífico... Chile valora los avances como la suscripción 
de Convenios de Cooperación Aduanera, la complementariedad económica y la 
igualdad de género”128.
 En los primeros días de junio de 2016, la Alianza del Pacífico aprobó la solicitud de 
Argentina de integrarse a ese bloque como “observador” y un mes después el propio presi-
dente Macri se sumó a la cumbre realizada en Puerto Varas, Chile. El giro argentino apa-
rece entonces claro: se trata de fortalecer los vínculos bilaterales en materia comercial y de 
rediscutir el rol del MERCOSUR para abrir paso a acuerdos con la Alianza del Pacífico y 
desde allí con la Unión Europea, los Estados Unidos y Asia. Como advierte Peña (2015), 
ese sería el “puente” para que Argentina y la región se redireccionen hacia tratados y alian-
zas internacionales como el Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP), la 
Asociación Transatlántica para el Comercio y la Inversión (TTIP) o el Acuerdo sobre el 
Comercio Internacional de Servicios (TISA).
 A su vez, Brasil y Uruguay se encuentran utilizando el acuerdo de complemen-
tación económica en ALADI para ensayar el trazado de su propio proceso de inte-
gración despegándose del MERCOSUR. He aquí una señal para los otros Estados 
Parte, que también conservan instrumentos bilaterales con Brasil y que permitirían 
encauzar una reactivación comercial equivalente a la que afrontan este país y Uruguay 
al exhibir su disposición para reformular compromisos de integración en el bloque, 
pero ahora en una escala bilateral. Brasil estaría, entonces, pisando el umbral de la 
revitalización de ALADI, poniendo fin al estado de parálisis institucional que ha ve-
nido padeciendo esta Asociación, alimentado desde tiempo atrás por desavenencias 




giro político en el MERCOSUR. Mauricio Macri explicita otra dirección. La des-
titución de Dilma Roussef se suma en el mismo sentido. El 14 de mayo de 2016 se 
aprobó por las dos Cámaras el inicio del impeachment, lo que implicó la suspensión 
de la presidenta por un tiempo máximo de 180 días y la asunción del vicepresidente. 
Sea cual fuere el desenlace, la crisis económica y política está instalada y afecta fuer-
temente la continuidad del liderazgo brasileño en el MERCOSUR. Sólo de superarse 
esta situación se puede pensar en un verdadero salto regional hacia la integración 
(Crisafulli, 2016). 
 Con una propuesta moderada Uruguay ha mantenido cierta coherencia ideológica 
y económica durante las presidencias de José Mujica y Tabaré Vazquez. Actualmente, el 
gobierno ha sabido tomar distancia política de sus dos vecinos, Brasil y Argentina, sin 
descuidar lo lazos comerciales que los unen. Gracias a la estabilidad de la que goza, pudo 
promover una buena inserción en los nuevos mercados como el de la carne y le permitió 
sortear con éxito los efectos de las turbulencias vecinas (Crisafulli, op. cit).
 En el caso de Paraguay, desde 2008 hasta 2012, fue gobernada por una coalición 
llamada Alianza Patriótica para el Cambio de tendencia centro-izquierda. Fue la pri-
mera vez después de 70 años que se terminaba con el dominio del partido colorado 
más vinculado a políticas liberales y fuertemente sospechoso de corrupción. El presi-
dente Fernando Lugo, fundador del Frente Guasu, un partido de grupos de izquierda 
y centro-izquierda, llegó al poder con el apoyo del resto de los gobiernos progresistas 
de ese momento: Argentina, Brasil, Bolivia, Uruguay, Ecuador y Venezuela. Si bien el 
objetivo era transformar Paraguay y promover una fuerte política social que atienda 
la problemática histórica de desigualdad y subdesarrollo, las tensiones de los grupos 
opositores dieron poco espacio de acción. Finalmente, y tras una serie de denuncias 
sobre la persona del presidente, fue destituido a través de un controvertido juicio 
político y retirado del cargo. Desde 2013, tras elecciones libres, Horacio Cartes, del 
partido colorado es el presidente a cargo (Masi, 2014:15).
 Venezuela ha sido desencadenante de una profundización de la crisis que viene 
cursando la victoria de la alianza de derecha en las elecciones parlamentarias con la 
consecuente constitución de una Asamblea Nacional opositora, la demora de Evo 
Morales para encontrar a un sucesor y el despliegue en el poder de las opciones más 
moderadas de la centro-izquierda en Chile y Uruguay. (De Felipe: 2016,104).
 De lo dicho por los más altos funcionarios y de los primeros pasos de su gestión, 
se extrae que el gobierno argentino apunta a “redefinir” el MERCOSUR, dejando en 
claro que, si bien es viable, se buscará fortalecer las relaciones bilaterales individuales 
con cada uno de sus miembros. Pero también se pretende lanzar a Argentina hacia 
Asia utilizando como plataforma el Pacífico, posiblemente recurriendo a Chile como 
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línea de acercamiento hacia la Alianza del Pacífico. Precisamente, ese sería el puntapié 
inicial para alinear posiciones con los Estados Unidos y Europa. 
 El nuevo consenso busca convertir al MERCOSUR en un esquema de integra-
ción “flexible”, estructurado en torno al libre comercio. Ha sido Uruguay el que ha 
presentado este año una propuesta de flexibilización que, de aprobarse, terminaría 
con la obligación de negociar conjuntamente con terceros países y bloques. Varios 
gobiernos han expresado el deseo de emular a la Alianza del Pacífico y han puesto 
énfasis en una inserción comercial basada en la firma de acuerdos de libre comercio 
bilaterales, con países incluso como los Estados Unidos y China con los cuales la 
asimetría de desarrollo es tan evidente como devastadoras las consecuencias de estos 
acuerdos en los términos en que se negocian (Vázquez, 2016). 
 El interrogante radica en clarificar si el MERCOSUR será en el futuro el proceso 
de integración preponderante o si el modelo Alianza del Pacífico será el que tenga 
la “flexibilidad” que la nueva administración requiere. Se advierte, asimismo, una 
fragmentación a través de la diversificación de vínculos con otros países latinoameri-
canos: Chile, Perú, México, como los principales. 
 Esta parálisis del bloque motivó, incluso, una declaración unánime del plenario 
del Parlamento del MERCOSUR, es decir, de todas las fuerzas políticas allí represen-
tadas, inclusive las hoy oficialistas, solicitando a los gobiernos “(…) normalizar de 
manera inmediata el funcionamiento del MERCOSUR, en estricto apego a la nor-
mativa correspondiente”129.
 El mismo plenario del Parlamento, en la declaración unánime mencionada, insta 
a los gobiernos a “canalizar sus diferencias y controversias a través de los mecanismos 
institucionales previstos en la normativa”.
 El futuro político interno de los países miembro definirá escenarios de continui-
dad y complementariedad, o bien ruptura y viraje completo de aquí en más.
6. La integración MERCOSUR como perspectiva
 El actual estado de cosas plantea una encrucijada para el bloque regional MER-
COSUR. El dilema entre su profundización y su ampliación aún existe y se actuali-
za. En un sentido, aún el comercio intrarregional está afectado por restricciones que 
contrarían el espíritu de un acuerdo que tiene desde su origen por objetivo liberar 
129 Proyecto de Acuerdo del Parlasur en reafirmación del respeto a las normas y a la institucionalidad del 




los flujos comerciales entre sus miembros; por el otro, el grupo de países miembro se 
encuentra ante aparentes diversas posiciones en relación con el futuro y la inserción 
extra bloque del acuerdo. 
 Ha revivido la negociación por un tratado de libre comercio con la Unión Eu-
ropea y esta circunstancia ha puesto a Brasil, Uruguay, Paraguay y Argentina ante la 
necesidad de definir, no ya una propuesta para una negociación con Europa, sino una 
postura estratégica para el futuro institucional del bloque.
 El MERCOSUR no ha tratado la propuesta uruguaya, efectuada hace ya más de 
tres años de lograr un arancel externo común respecto a China.
 Para Argentina se trata de un momento de relevancia especial: el MERCOSUR 
es el principal destino de las exportaciones y ha sido la mayor experiencia de relacio-
namiento internacional en los últimos años (mientras en 1980 Argentina exportaba a 
Brasil menos de US$800 millones, en 2014 exportó a su principal socio US$15.000 
millones, y en 30 años Brasil duplicó su participación porcentual en las exportaciones 
argentinas). En 2014, exportó al resto del bloque US$20.000 millones (de un total 
de casi US$72.000 millones a todo el mundo) (Mercado, 2015).
 Se ha señalado que la integración del MERCOSUR ha experimentado avances 
nada despreciables. Los lentos avances se vinculan con las dificultades estructurales 
que presentan las economías de la región. Así Vigevani (2013) explicitó: 
Todos os países da região, não só o Mercosul, têm relações econômicas central-
mente orientadas para os países centrais, ao que se acrescenta a China no século 
XXI. O Mercosul não conseguiu, ou tal vez não tenha se proposto, alterar esse 
tipo de relação. Do ponto de vista dos interésses empresariais e coorporativos esas 
relações são ventajosas. 
 Sin embargo, la tendencia a la diversificación en sus relaciones internacionales, 
la no complementariedad y la disparidad en términos de desarrollo económico, en 
especial de los respectivos sectores industriales, dificultan el logro de acuerdos que 
impulsen decisivamente la integración.
 Aun así, el MERCOSUR ha logrado avances, como el acuerdo en torno al Códi-
go Aduanero (Decisión CMC 27/2010). Si logra ponerse en práctica, será finalmente 
un único territorio aduanero y dispondrá de los recursos generados por el arancel 
externo común, ya sea para elaborar un presupuesto común o para incrementar los 
montos de mecanismos compensadores de las asimetrías como el FOCEM. Ahora 
bien, acordar no significa implementar. Aun cuando se establecía que el Código debía 
entrar en vigencia, a más tardar el 1º de enero del año 2012, hasta el momento sólo 
Argentina lo ha internalizado (Ramos, 2016).
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 En resumidas cuentas: ni estancamiento ni avance decisivo; la integración parece 
caminar a un ritmo propio, entre las reiteradas muestras de “voluntad política” y las 
compleja suma de contradicciones que presenta el MERCOSUR a nivel regional y a 
nivel doméstico de cada estado miembro.
 Se ha marcado que el modelo de funcionalidad del MERCOSUR es el mode-
lo de integración. El funcionamiento del acuerdo no es comparable a ningún otro 
en términos de acuerdos comerciales preferenciales, ya sea pasado o presente. En los 
hechos funciona como una zona de libre comercio a nivel arancelario para una ca-
nasta casi universal de productos, pero excluye un sector de actividad muy relevante: 
el automotriz, que sigue rigiéndose por un sistema de tres acuerdos bilaterales. Los 
productos de libre comercio circulan regidos por normas de origen, debido a que las 
políticas comerciales de los países miembros son muy distintas entre sí. Y no son dis-
tintas en virtud de que el Arancel Externo Común (con más de veinte años de vida) 
está múltiplemente perforado por los aranceles nacionales aplicados, sino porque no 
se satisface la decena de requisitos adicionales necesarios para que su funcionamiento 
se pueda acercar al de una Unión Aduanera (Vaillant, 2016).
 La negociación y suscripción de acuerdos comerciales con terceros países es uno 
de los pocos ingredientes de la política comercial común que buscó regularse de ma-
nera más estricta. Sin embargo, tampoco tuvo éxito; los acuerdos existentes han sido 
construidos sobre bases bilaterales, lo que le resta la posibilidad de una política co-
mercial común (Vaillant, op. cit.).
 Aldo Ferrer (2015) señala que surgen dos aproximaciones distintas. Una de ellas, 
desde la perspectiva del MERCOSUR ideal; la otra, desde la del posible. La primera 
considera que el MERCOSUR ha fracasado porque no ha logrado cumplir los re-
quisitos de la existencia de un mercado común. La segunda sostiene que es mucho 
más que el Tratado de Asunción. Abarca procesos dentro de una realidad geográfica, 
histórica, económica y cultural, que se despliega en planos múltiples, dentro de los 
cuales las metas del Tratado son sólo algunos de sus componentes. 
 Cuando se evalúa la experiencia en el contexto de la realidad de la región, se ad-
vierte que el MERCOSUR ha conseguido logros importantes. Ha sido y es un pro-
yecto positivo para fortalecer la seguridad interna y externa, la paz y la democracia. 
Es el ámbito donde se despliega la voluntad política de los Estados miembros en la 
búsqueda de la convergencia y las respuestas solidarias a los problemas comunes. Se 
verifica, asimismo, el estrechamiento de las relaciones en todos los planos, incluyendo 
la adopción de posiciones conjuntas frente al resto del mundo (como en el caso de 
ALCA y la OMC) y la resolución definitiva de antiguas desinteligencias entre Argen-
tina y Brasil (como, por ejemplo, los objetivos del desarrollo nuclear). Los avances 
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son considerables y marcan una diferencia notable con la situación existente al tiem-
po de la firma del Acta de Foz de Iguazú por los presidentes de Argentina y Brasil, en 
1985, acontecimiento que es la auténtica partida del nacimiento del MERCOSUR.
 En conclusión, el MERCOSUR conserva plena vigencia para ejecutar multiplici-
dad de acciones convergentes y posibles en un espacio solidario, que sean funcionales 
a los respectivos desarrollos nacionales. No es viable dejar librada la integración a las 
fuerzas del mercado en una aproximación esencialmente comercialista. Debe ser, en 
cambio, un proceso administrado, suficientemente firme y flexible, para abrir simul-
táneamente oportunidades a todos sus miembros, consistentes con su propio desa-
rrollo y transformación interna que, incluye, en primer lugar, expandir el empleo y 
promover el desarrollo social.
 El acuerdo regional está en problemas dado que la estructura institucional que se 
creó es totalmente disfuncional para construir un proceso de integración auto refor-
zado que aprenda de los errores y vaya corrigiéndose y perfeccionándose. La estruc-
tura intergubernamental únicamente basada en las cancillerías fracasó. Es necesario 
reconocer este fracaso para poder corregirlo. El mal desempeño y la falta de reco-
nocimiento del mismo por parte de los sectores especializados de los gobiernos son 
evidentes. Hay una inercia e incapacidad para modificar el rumbo. La integración es 
una tecnología compleja que requiere precisión en su gestión: ésta ha estado ausente. 
Se llevó adelante como un proceso inercial de continuidad, pero sin un rumbo claro 
(En sentido coincidente: Gajate, 2016 y Vaillant, 2016).
 La ausencia de un proceso maduro de integración regional es un obstáculo para la 
inserción global. Una política más expansiva de inserción internacional, por parte de 
los países de la región, será más eficaz con un proceso de integración en perfecciona-
miento y consolidación constantes que con uno paralizado. Para perfeccionarse debe 
cambiar, y el cambio requiere un liderazgo enérgico, imposible de gestar en el con-
texto del funcionamiento actual. Es necesaria una reflexión crítica al más alto nivel y 
estructurar la institucionalidad sobre nuevas bases.
 En términos comerciales, el acuerdo podría orientarse a consolidar la construc-
ción de una zona de libre comercio profunda y eficaz que abarque todos los sectores 
e instrumentos, que además incluya ingredientes de integración de mercados a través 
de la liberación en servicios.
 Comprenderá, también, el desarrollo de las disciplinas complementarias (inver-
sión, compras gubernamentales, propiedad intelectual, competencia, etc). En cuanto 
a relaciones con terceros países se requerirá también ir hacia una armonización de las 
políticas comerciales, pero con flexibilidad en las negociaciones con dichos países. La 
amplísima mayoría de los acuerdos plurilaterales regionales en el mundo siguen este 
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modelo (ASEAN, EFTA, CA, MCCA, entre otros), y muchos de ellos registran nive-
les de comercio intrarregionales muy superiores al MERCOSUR.
 Este punto es central: si se pretende mantener una negociación conjunta, será 
poco verosímil conseguir nuevos buenos acuerdos. De esta forma el proceso se conde-
na a una trayectoria inercial que reproduce un status quo de muy bajo desempeño. La 
historia de los últimos veinte años así lo confirma. Por otra parte, este cambio daría 
un nuevo aliento a la credibilidad en el bloque, aumentando la posibilidad de nuevos 
miembros plenos que con el estatuto actual no podrían ingresar. Es el caso de Chile, 
que sin dudas es el país sudamericano que está más integrado a los cuatro países fun-
dadores en virtud de todas las disciplinas comerciales que acordó y aplica.
 El MERCOSUR nació por la convicción de un conjunto de gobiernos que fueron 
capaces de interpretar un momento y una época. Hoy la situación es análoga. Necesi-
tamos la integración y, para que la misma avance y se proyecte, debe estar adaptada a 
la contemporaneidad. Las estructuras actuales del MERCOSUR reproducen el status 
quo y llevan más de una década y media de fracaso en fracaso, sin rendir cuentas a las 
ciudadanías de lo que se hace. Mientras las estructuras de la integración engordan, el 
desempeño del acuerdo de integración enflaquece. La acción actual de su Parlamen-
to es un claro ejemplo de dirección equivocada. Esta inercia debe cambiar, el nuevo 
rumbo debe generar hitos significativos que permitan señalar una nueva orientación 
y un nuevo gobierno para el acuerdo (Vaillant, 2016).
 El cambio de orientación de la agenda del MERCOSUR no ha significado la 
adopción sostenida de una orientación política hacia la profundización y concreción 
de sus pendientes. La adolescencia mayor del proceso se encuentra en su estructura e 
instrumentos. 
 Los avances registrados expresan la voluntad política sin regreso de sostener un 
MERCOSUR que avanza con esfuerzos asistemáticos. Aún en el contexto de un 
mapa político armónico, entre los años 2005-2015, la prioridad de los ejecutivos no 
se centró en la profundización del MERCOSUR sino en la creación de nuevos esce-
narios de integración: CELAC, Alianza del Pacífico, por ejemplo (Gajate, 2016).
 Las alternativas a futuro se complejizan con el cambio de rumbos políticos en la 
dirigencia de recambio de los Estados miembros. Es mi expectativa que el proceso 
de integración MERCOSUR, como política sostenida de estado, alcance las metas y 
objetivos propuestos superando sus condicionamientos. 
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MARCO REFERENCIAL PARA EL ANÁLISIS
DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO130
Carlos Alberto Chaves García
“La Alianza del Pacífico es el proceso de integración 
más exitoso en la historia de América Latina” (Juan 
Manuel Santos, 29/07/2016).
“La gente dice que el siglo XXI será el siglo del Pacífico 
y podría ser también el siglo de América Latina” (Deng 
Xiao Ping, 1988).
Introducción
 En el marco de la economía política global en los últimos años se observan nu-
merosas y profundas transformaciones que se expresan en nuevas dinámicas globales 
que alteran necesariamente los mapas cognitivos tradicionales. Los resultados insatis-
factorios de las negociaciones de la Ronda de Doha en el marco de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC) que reflejan el debilitamiento estructural del mul-
tilateralismo comercial; el auge de Asia-Pacífico como región epicentro del sistema 
económico internacional en la última década a partir de su liderazgo en los flujos 
de comercio, finanzas e inversión, y su posicionamiento estratégico en cadenas de 
valor global; las secuelas de la crisis económico-financiera de 2008 que debilitó la 
capacidad económica de los países centrales y desplazó el eje de gravedad del creci-
miento de la economía global hacia los mercados emergentes; el estancamiento de la 
integración económica europea a partir de la crisis de la deuda de la eurozona y los 
efectos aún por ver que pueda generar la salida del Reino Unido; el posicionamiento 
130 Este capítulo es resultado del avance del proyecto de investigación en curso “Sensibilidades y 
vulnerabilidades de Colombia frente a las externalidades del sistema internacional: la Alianza del Pacifico 
como estrategia de inserción internacional”, Universidad de San Buenaventura, Bogotá, Colombia, Centro 
de Investigaciones y Vigilancia Tecnológica. Fecha de inicio del proyecto 1/02/2016, fecha de finalización 
30/11/2017.
204 
geopolítico y geoeconómico de potencias no occidentales como China e India que li-
deran el aumento del comercio de tipo sur-sur y pretenden reconfigurar el sistema de 
gobernanza mundial; son algunos de los factores de orden sistémico que han alterado 
radicalmente el panorama internacional al que se enfrentan las regiones y los actores 
nacionales.
 El nuevo contexto internacional obliga a repensar las estrategias de inserción re-
gional y global de los países latinoamericanos. La creciente multipolaridad e interde-
pendencia que identifica al escenario global contemporáneo, inevitablemente cuestio-
na los paradigmas tradicionales de integración y las estrategias habituales de inserción 
internacional, por lo cual los Estados se ven obligados a definir nuevas fórmulas de 
internacionalización con base en la variable regional como plataforma de proyección 
al ámbito global. Acorde con esto, los procesos de integración y los regionalismos 
en América Latina, al construirse sobre la base de articular la lógica de incentivos 
sistémicos con la de las preferencias domésticas, terminan siendo condicionados por 
factores externos o sistémicos (cambios de orden global/regional), factores operativos (las 
condiciones de funcionamiento de cada esquema regional y el tipo de regionalismo 
que se conceptualiza), y por factores domésticos (los intereses de los miembros o prefe-
rencias nacionales)131. 
 Esta interacción de factores configura un nuevo mapa de la integración regional en el 
marco del regionalismo del siglo XXI que impulsa el debate sobre modelos de desarrollo 
e inserción internacional. La Alianza del Pacífico (AP) es representativa de este fenómeno, 
evidenciando nuevamente la apuesta de los gobiernos latinoamericanos por el regionalis-
mo como estrategia de política exterior para afrontar en mejores condiciones los desafíos 
que plantea el sistema internacional del siglo XXI. (Mellado, 2016).
 La AP representa uno de los regionalismos más novedosos en la escena latinoa-
mericana, no sólo por sus innovaciones discursivas y sus objetivos centrales, sino por 
su éxito mediático que la ha posicionado como un esquema altamente atractivo para 
sectores académicos y empresariales de la región e, incluso, de países de otras lati-
tudes132. No obstante, este esquema aún embrionario requiere ser contextualizado 
desde lo global, lo regional y lo nacional –como niveles de articulación de los fac-
tores condicionantes de los regionalismos anteriormente señalados–, para aportar a 
131 Esta situación nos remite al debate entre estructura vs agente, debate de naturaleza ontológica y 
epistemológica transversal a la teoría de las relaciones internacionales para determinar incentivos de 
la estructura vs preferencias del agente en la toma de decisiones, y que en el campo del análisis del 
regionalismo resulta de gran relevancia (ver Merke, 2009).
132 Actualmente la AP cuenta con 49 países con estatus de observadores, lo que refleja el gran interés 
que ha despertado este esquema regional en la comunidad internacional con tan sólo cuatro años de 
funcionamiento. Ver en https://alianzapacifico.net/paises/#paises-observadores.
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una más objetiva comprensión de sus logros, alcances, potencialidades, debilidades y 
amenazas, buscando superar miradas ideologizadas que abundan en el análisis de la 
AP. Este análisis contextual y teórico-conceptual se orienta a responder las siguientes 
preguntas: ¿Qué factores del contexto global-regional inciden en la trayectoria de los 
regionalismos latinoamericanos y han propiciado el surgimiento de la AP?; ¿cómo 
puede re-conceptualizarse el regionalismo a partir de la experiencia de la AP?; ¿qué 
diferencias y semejanzas hay entre el regionalismo de la AP frente a otros regionalis-
mos?; ¿cuáles son las particularidades propias del regionalismo de la AP?
 Con esta perspectiva, el presente trabajo desarrolla un marco de análisis referen-
cial de la AP en tres momentos: en primer lugar, se efectúa una contextualización 
histórica de factores sistémicos geopolíticos y geoeconómicos de naturaleza global 
y regional, revisando su incidencia en la creación de la AP; en la segunda parte, se 
efectúa una aproximación de orden teórico-conceptual que enfatiza en aspectos rele-
vantes sobre el tipo y la naturaleza del regionalismo que practica la AP; finalmente, 
se presentan unas reflexiones en torno a su futuro con base en la contextualización 
histórica y la aproximación teórica efectuada.
1. Contextualización histórica: Incidencia de factores sisté-
micos de orden global/regional en la creación de la AP
 El escenario global contemporáneo está atravesado por la confluencia de varias 
dinámicas de naturaleza sistémica que están alterando el orden mundial de Posguerra 
Fría. En términos generales, la aceleración del proceso de globalización y su inciden-
cia en los procesos de integración regional (regionalismos) se manifiesta en la readap-
tación y redefinición de estrategias de los actores estatales para no perder protagonis-
mo o mitigar los efectos adversos derivados de las transformaciones de la economía 
global (Mellado, 2016).
 Autores como Halperin (2015) y Bernal Meza (2013) sostienen que las trans-
formaciones en las condiciones de producción que ha sufrido la economía global, 
han desestructurado el orden multilateral actual y, en consecuencia, los formatos de 
integración ya no responden a los moldes conceptuales preconcebidos (como ocurre 
con la AP), por lo cual los regionalismos expresan una transformación espacial de las 
relaciones internacionales originada en la reestructuración del capitalismo a escala 
global. Los cambios y las nuevas tendencias geoeconómicas, junto con la reorganiza-
ción global de las relaciones de poder a nivel geopolítico, son fuerzas que inciden en 
los diferentes procesos de integración regional y en la reconfiguración del regionalis-
mo latinoamericano, impactando en el funcionamiento de regionalismos vigentes y 
el desarrollo de nuevos proyectos regionalistas como la AP. 
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 A continuación, se describen una serie de factores de orden sistémico del entorno 
global y regional que han incidido en la concreción y trayectoria de la AP.
 En primer lugar, el sistema internacional del siglo XXI resulta más global, más 
multipolar y más policéntrico que antes. El papel protagónico de potencias emer-
gentes como el grupo BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica) en las agendas 
multilaterales y su mayor posicionamiento en términos geoeconómicos, evidencian 
una fractura y un serio cuestionamiento estructural a la hegemonía de Occidente. 
Mientras la crisis financiera de 2008 y la crisis de la deuda de la eurozona de 2010 
pusieron en evidencia el debilitamiento de la capacidad económica de los Estados 
Unidos y de Europa, la dinámica de crecimiento global en los últimos años se ha des-
plazado hacia los mercados emergentes, desplegándose una economía política multi-
polar que será el telón de fondo de la competitividad económica internacional en las 
próximas décadas. De hecho, la AP se activó formalmente como bloque económico 
luego de la notoria caída de exportaciones hacia los mercados occidentales que coin-
cidió con el creciente intercambio comercial de las economías latinoamericanas con 
Asia –especialmente China, India y el sureste asiático– en el periodo 2002-2012.133
 Esta economía política multipolar se explica, por un lado, desde enfoques que 
proyectan a futuro un sistema internacional más global a partir del papel protagóni-
co de las regiones, configurándose un sistema internacional región-céntrico (Acharya, 
2014) basado en un esquema de regiones que reemplazarán a los Estados como acto-
res principales de los procesos de gobernabilidad global. Este esquema se sustenta en 
el liderazgo de los poderes o potencias regionales que reorganizarán sus regiones de 
influencia, particularmente los países BRICS. Por otro lado, también hay enfoques 
que analizan esta nueva economía política multipolar, pero a partir de la superación 
del papel centralizador de los poderes regionales desde una multipolaridad descentra-
lizada (Garzón, 2015), resaltando las preferencias de los Estados secundarios que, 
debido a la emergencia simultánea de polos de poder en otras regiones y a la presen-
cia o no de estímulos regionales, pueden integrarse con poderes extra-regionales que 
muestren interés en asociarse con ellos. Esto resulta de gran relevancia para analizar el 
papel de los regionalismos como la AP en la futura arquitectura del sistema interna-
cional a partir del potencial de su rol como ejes articuladores de intereses regionales 
y nacionales, teniendo presente que ni América Latina ni Sudamérica han logrado 
posicionarse globalmente como “regiones cohesionadas” debido a los objetivos di-
vergentes de los regionalismos que las representan. La superación de este déficit de 
posicionamiento global de la región latinoamericana es un desafío central para medir 
el éxito de los regionalismos.
133 En dicho periodo las exportaciones latinoamericanas a Asia se cuadruplicaron y las importaciones asiáticas 
se duplicaron (CEPAL, 2012).
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 De igual manera, se observa una radical transformación en el ejercicio del 
poder a escala global: se está dispersando con mayor rapidez que antes, y entre más 
actores estatales y no estatales, está fluyendo de los países del norte a los países del 
sur, del Atlántico al Pacífico. Se observa el auge de micro poderes que desafían a 
los poderes tradicionales en el ámbito empresarial y en el geopolítico, gracias a las 
transformaciones demográficas, económicas, tecnológicas, culturales y sociales de las 
últimas décadas. Esto se conceptualiza como la degradación del poder (Naim, 2013) o 
como la era de la no polaridad (Haass, 2008)134. 
 En segundo lugar, el escenario global evidencia el inobjetable desplazamiento del 
centro de gravedad de los asuntos mundiales del eje del océano Atlántico al del Pacífico. 
Este proceso que viene desde finales del siglo XX135 y que se ha profundizado particular-
mente en la primera y segunda década del siglo XXI, es reflejo del elocuente auge indus-
trial, comercial, financiero y tecnológico de la región de Asia-Pacífico que se convierte en 
el nuevo epicentro económico mundial, lo cual, a su vez, genera cambios en la estructura 
de poder, es decir, en el posicionamiento internacional de regiones y países. El gráfico 
1 ilustra el crecimiento mundial por regiones para la próxima década, siendo esta 
región la que liderará la economía mundial con cerca del 60% del producto interno 
bruto (PIB) mundial; un dato altamente relevante es que en 2014 China superó por 
primera vez a los Estados Unidos en términos de PIB ajustado a poder de paridad 
adquisitiva (PPA), como lo muestra el grafico 2. El rol de China como potencia mun-
dial y el de India como potencia emergente se explican a partir de este escenario que 
evidencia el declive de la era occidental, como señala Mahbubani:
… la crisis financiera de 2008-2009 tuvo como resultado una desmitificación global 
de la noción de suficiencia occidental, toda ilusión de que las economías occidentales 
están mejor preparadas para manejar grandes crisis se ha desvanecido, y esto a su 
vez ha acelerado el fin de la era de dominación occidental (2013:17) (…) el resto 
del mundo ha avanzado, una ininterrumpida deslegitimación del poder y de la in-
fluencia occidentales está en curso, espoleada por la creciente percepción de que aun 
cuando las sociedades occidentales hablan de necesidades e intereses globales, en sus 
discursos y declaraciones (basta leer cualquier declaración del G7) están dispuestas a 
sacrificar las necesidades globales para satisfacer intereses domésticos (2013:150).
134 Richard Haas propone la idea de no polaridad como característica principal de las relaciones internacionales 
del siglo XXI, refiriéndose a un mundo en el que el poder está cada vez más distribuido. Es la concepción 
de un mundo dominado por una multiplicidad de actores que ejercen diversos tipos de poder (ver en Haas, 
2008).
135 En 1993 ocurrieron dos sucesos claves: 1) el monto total del comercio transpacífico superó al comercio 
transatlántico por primera vez desde el siglo XV; 2) el comercio intrarregional de los países asiáticos 
superó el comercio con el resto del mundo, alcanzando un nivel del 65%, superando incluso al comercio 
intrazona de la Unión Europea. Con estos dos hechos, Asia-Pacífico se empezó a consolidar como la 
región más dinámica del comercio mundial (Villamizar &Mondragon, 1995: 62).
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Gráfico 1. Contribución esperada al crecimiento mundial
(por regiones) 
Fuente: BBVA, “Eagles Economic Outlook”, Annual Report 2015
Gráfico 2. China como primera economía mundial 
(PIB-PPA en miles de millones de dólares)
Fuente: FMI (2014), World Economic Outlook Database, octubre 2014
 De acuerdo con datos del FMI (2014), en el presente siglo Asia casi ha duplicado 
su participación en el PIB mundial pasando de representar el 17% en el año 2000, 
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mismo periodo. Así mismo, la región Asia-Pacífico se ha convertido en el segundo 
socio comercial de América Latina y China representa la mitad de estos flujos comer-
ciales136.
 El auge de esta región se convierte en un factor geopolítico y geoeconómico que im-
pacta y altera la trayectoria de los regionalismos latinoamericanos, dando lugar a nuevos 
alineamientos entre las dos regiones. Bien sea bajo la idea de vector asiático frente al cual 
las economías latinoamericanas buscan posicionarse a partir de un diferencial de ventajas 
comparativas en términos de facilitación del comercio y entorno de negocios que las con-
vierta en socios estratégicos del eje asiático (Turzi, 2014); sea bajo la noción de consenso 
asiático –que reemplaza al famoso consenso de Washington impulsado por los Estados 
Unidos en los años noventa–, y se configura como una red de poder global basada en 
comercio e inversiones, siendo China el punto focal de esta red y en la que los países lati-
noamericanos y africanos asumen un rol protagónico como exportadores de commodities, 
reproduciendo un modelo centro-periferia (Vadell, 2014). Lo cierto es que la incidencia 
del factor asiático resulta definitiva para comprender la reorientación de los esquemas 
regionales latinoamericanos y el afán de establecer nuevos vínculos interregionales. 
Esto se observa plenamente en los propósitos estratégicos que se ha planteado la AP 
cuando señala en su objetivo número tres que quiere “convertirse en una plataforma 
de articulación política, integración económica y comercial, y proyección al mundo, 
con énfasis en la región Asia-Pacífico” (AP, 2012).
 También es relevante señalar los rasgos que marcarán el futuro desarrollo de 
Asia-Pacífico como región competitiva en los próximos años, los cuales la configu-
ran como un sistema geoeconómico que liderará la economía global de las próximas 
décadas, escenario al cual deberán enfrentarse los países latinoamericanos en su inser-
ción a dicha región:
• Asia-Pacífico e India consolidarán su rol de mercados estratégicos de la eco-
nomía global en las próximas décadas: China, India, Japón como potencias 
globales y Corea del Sur, Indonesia, Tailandia y Malasia, como potencias de 
rango medio, serán las principales economías protagónicas de este proceso. 
• Asia es la región que más se integra hoy en el mundo: el comercio intrarre-
gional pasó de representar el 28% en 1990, al 46% en 2014, siendo la única 
región en donde este indicador ha seguido creciendo.
• Inserción intra-industrial en cadenas globales de valor, profundizando la 
concentración de la producción mundial en Asia (el fenómeno de la Asian 
136 El valor del comercio China-América Latina se multiplicó 22 veces en el periodo 2000-2014, convirtiendo 
a China también en el segundo socio comercial de la región como una tendencia de largo plazo. (CEPAL, 
2015).
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Factory); la restructuración intra-industrial de la región elevará su nivel tec-
nológico, desarrollando esquemas de cooperación competitiva regional en 
tecnologías de la información y comunicación.
• Incremento de las negociaciones comerciales intra-asiáticas e interregionales: 
su actual magnitud representa ya un gran desafío para el establecimiento de 
vínculos económicos transpacíficos afectando a los países de la AP (ver gráfico 
3). El ingreso de China, India y las economías del sudeste asiático en la era de 
los tratados de libre comercio (TLC) afectarán la configuración geoeconómi-
ca global y a los mercados latinoamericanos (Moneta, 2012: 45).
• Fuerte crecimiento de la clase media a nivel mundial; alterará los patrones 
de producción y consumo mundial (demanda de bienes y servicios), 75% de 
esta población vivirá en Asia-Pacífico (ADB, 2011).
• Consolidación de un sistema financiero asiático, la promoción china del yuan 
como moneda de reserva internacional en abierta oposición a la hegemonía 
del dólar, junto con la creciente participación de fondos soberanos asiáticos 
en las corrientes de inversión extranjera directa mundial. Mientras en 2009 
Asia tenía el 23% del total de bonos y depósitos bancarios a nivel mundial, 
para 2025 se prevé que supere valores del 30%, incrementando su presencia 
en los mercados financieros (ADB, 2011:56).
• Auge de poderosas empresas transnacionales (ETN) originadas en Asia dota-
das de capacidad de acción global y líderes en cadenas de valor en manufactu-
ras y servicios.
• La agenda global del siglo XXI ofrecerá diversos temas para ampliar la coope-
ración entre Asia-Pacífico y América Latina (medio ambiente, finanzas, ener-
gía, tecnología, cadenas de valor, barreras no arancelarias, normas de propie-
dad intelectual).
• La diversidad de actores e intereses en juego en el tablero asiático permitirán 
que en los próximos años se avance simultáneamente en iniciativas bilaterales 
y grupales frente a otras regiones como América Latina, lo cual es simultánea-
mente una oportunidad y una amenaza para los esquemas regionales como el 
Mercosur y la AP.
• De no concretarse las negociaciones comerciales con potencias occidentales, 
posiblemente América Latina sea la región más vinculada con Asia-Pacífico a 
través de la firma de TLC en la próxima década (Moneta, 2012:67).
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Gráfico 3. Mapa de la integración económica en Asia-Pacífico
Membrecía de iniciativas de integración comercial
seleccionadas en Asia-Pacífico
Fuente: CEPAL (2015)
 Este panorama pone de manifiesto la relevancia de Asia-Pacífico como región 
central de la economía global , y la necesidad de comprenderla y percibirla como un 
sistema interactivo y no de manera individual, situación que desborda la dimensión 
económica, por lo cual es necesario recurrir a la categoría de transpacificidad, con-
cepto que alude al reconocimiento de la Cuenca del Pacífico “como un espacio per-
manente de conectividad compleja y dinámica entre actores estatales y no estatales” 
(Velarde, 2013). Este concepto busca resaltar el alcance y el grado de profundidad 
de los vínculos con esta región geoestratégica, que es más que un espacio geográfico: 
la transpacificidad implica reconocer a Asia-Pacífico como una realidad política, eco-
nómica, social y cultural que permita conocer una vecindad asiática históricamente 
desconocida para América Latina. Este aspecto resulta crucial ya que precisamente 
América Latina (unos países más que otros)137 evidencia bajos niveles de transpaci-
ficidad, que se manifiestan en incipientes estrategias de los procesos de integración 
137 Como lo plantea Velarde (2013:223), los países latinoamericanos tienen diversas intensidades o grados 
de “transpacificidad”. Esto se manifiesta aún más al interior de los socios de la AP: mientras países como 
Chile y Perú han desarrollado una activa política transpacífica en el plano de la diplomacia comercial en los 
últimos 30 años, Colombia evidencia serios rezagos en su inserción en Asia-Pacífico, lo cual demuestra 
que el país históricamente no ha tenido una vocación ni una proyección transpacífica (García, 2011).
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latinoamericanos para desarrollar vínculos trans-regionales y fomentar la institucio-
nalización de espacios de articulación con la Cuenca del Pacífico138.
 En tercer lugar, el escenario global observa la reciente configuración de súper 
bloques económicos conformados a través de acuerdos trans-regionales entre países 
de diferentes regiones, que impactan actualmente –y lo harán más aún en el futuro– 
la solidez y vigencia del sistema multilateral de comercio liderado por la OMC. El 
auge de este fenómeno expresa que el mundo está entrando en “la era de los mega 
acuerdos” o del “mega regionalismo comercial”, fenómeno que se estima tendrá un 
gran impacto en la arquitectura de las relaciones económicas internacionales en las 
próximas décadas139.
 Entre los principales mega acuerdos se destacan el Acuerdo de Asociación Trans-
pacífico (TPP), liderado por los Estados Unidos y Japón, y que incluye doce países 
de la cuenca asiática y de la cuenca latinoamericana del Pacífico; el Acuerdo Tran-
satlántico sobre Comercio e Inversión entre los Estados Unidos y la Unión Europea 
(TTIP) y la Asociación Económica Regional Integral (RCEP) entre los 10 miembros 
de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN), Australia, China, India, 
Japón, Nueva Zelandia y la República de Corea. Este es un fenómeno de reciente 
aparición en la escena internacional pero que sin duda tiene una incidencia transver-
sal en los diferentes esquemas de integración regional, siendo América Latina parti-
cularmente una de las regiones más afectadas por esta tendencia (Rosales & Herreros, 
2014, Bartesaghi, 2015). Este tipo de acuerdos tienen una serie de características que 
los diferencian de los comerciales previos y los dotan de una identidad propia: a) su 
alcance numérico y geoeconómico, al involucrar varios países, muchos de los cuales 
son potencias económicas; b) su alcance geográfico que supera el ámbito regional y 
genera intercambios interregionales y c) su alcance temático, al abordar áreas no tra-
tadas a nivel multilateral y profundizar en regulaciones existentes.
 Baldwin (2011) sintetiza este fenómeno bajo la categoría conceptual del regio-
nalismo del siglo XXI que, a diferencia del regionalismo del siglo XX, no se refiere 
principalmente al acceso preferencial a los mercados y a la negociación arancelaria 
tradicional, se trata de disciplinas normativas más recientes que sustentan el nexo 
inversión-servicios-comercio (concebido como soporte del nuevo paradigma econó-
mico) para llenar el vacío entre las normas del siglo XX y las necesidades del comercio 
138 Si bien el Foro de Cooperación América Latina-Asia del Este (FOCALAE) creado en 2001 como mecanismo 
de cooperación es una buena iniciativa de diálogo birregional, aún no ha logrado posicionarse como 
escenario estratégico para articular una agenda regional cohesionada desde América Latina frente a Asia 
debido a la poca importancia que le han dado los gobiernos latinoamericanos.
139 El Instituto para la integración de América Latina y el Caribe (INTAL) desarrolló una página web dedicada 
a este fenómeno con material interactivo ver en http://www19.iadb.org/intal/interactivo/site/?p=786.
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del siglo XXI. Estas disciplinas profundizan y elevan los estándares de los compromi-
sos normativos ya existentes en la OMC (se les llama normas OMC Plus) y generan 
nuevas regulaciones (normas OMCx), las cuales aplican a temas no tratados en el 
régimen multilateral de comercio140. 
 El surgimiento de este tipo de acuerdos es una consecuencia directa del fracaso 
de las negociaciones en el ámbito multilateral ya que los fracasos de las rondas mul-
tilaterales generan incentivos para los regionalismos: precisamente la parálisis de las 
negociaciones de la Ronda de Doha en el marco de la OMC que terminó decantán-
dose en el acuerdo de facilitación comercial de Bali mucho menos ambicioso en sus 
objetivos (2001-2014), motivó a los países a buscar y participar en nuevos ámbitos 
comerciales, a través del desarrollo de acuerdos profundos de comercio e inversión de 
forma bilateral y plurilateral, que, a su vez han generado la fragmentación de la regu-
lación del comercio mundial y el consecuente debilitamiento del rol normativo de la 
OMC. De igual manera, los acuerdos megarregionales se convierten en instrumentos 
de renegociación de las reglas del comercio mundial, justificados por la necesidad de 
regular el comercio de las cadenas globales de valor, ya que la coordinación de las re-
des de producción transnacionales requiere de un nuevo ámbito regulatorio.
 Junto al auge de acuerdos mega regionales también se incrementan las negociacio-
nes comerciales bilaterales, plurilaterales e interregionales, conformando un complejo 
mapa de negociaciones comerciales múltiples (ver gráfico 4), dinámica que dificulta 
la comprensión del escenario global y afecta las estrategias de inserción internacional 
que despliegan los países en desarrollo como los latinoamericanos. Ante este escena-
rio, la AP pretende acortar las distancias y participar en estas dinámicas comerciales 
mediante estrategias birregionales (como una posible y deseable negociación bloque 
a bloque entre AP y ASEAN) que le posibiliten afrontar en mejor posición los de-
safíos que generan esos acuerdos, especialmente los que se están negociando en el 
Asia-Pacífico. A diferencia de otros bloques latinoamericanos, la AP cuenta con dos 
ventajas comparativas que le permiten una mejor posición negociadora: 1) su ubica-
ción geográfica, ya que al ser parte de la Cuenca del Pacífico le permite participar en 
escenarios como el Foro Económico Asia-Pacífico (APEC), y 2) sus miembros tienen 
TLC con los Estados Unidos y la Unión Europea, a diferencia de varios países asiáti-
cos que aún no han podido acceder plenamente a dichos mercados y, por consiguien-
te, pueden ver en ella una plataforma de negocios e inserción competitiva. También 
vale la pena señalar que, en términos de su agenda comercial, acoge los principios 
140 Entre los principales temas de tipo OMC Plus aparecen los flujos de capital e inversión extranjera, la 
política de competencia, las regulaciones ambientales y laborales, los temas migratorios, la convergencia 
regulatoria, el comercio electrónico, uso de datos, el comercio de servicios, la propiedad intelectual, 
compras públicas, entre otros.
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del regionalismo del siglo XXI en sintonía con su afiliación a los postulados liberales 
retomados del regionalismo abierto (Giacalone, 2016).
Gráfico 4. La era de los megaacuerdos comerciales
Fuente: Bartesaghi (2015).
 En cuarto lugar, como factores de orden regional, está, por un lado, el peso de 
los intereses de China y los Estados Unidos en el espacio latinoamericano y su pro-
yección en la AP y, por otro, las fracturas del liderazgo brasileño en la región. En 
relación al primer factor es notorio que tanto los Estados Unidos como China buscan 
reconfigurar el sistema internacional a su favor incorporando a América Latina en sus 
respectivas estrategias geoeconómicas y geopolíticas. Como señala Tso Lee (Citado 
en Rodríguez y Vieira 2015), para los Estados Unidos, América Latina ha sido his-
tóricamente un área estratégica de su política exterior y un mercado seguro para sus 
exportaciones e inversiones; para China es de gran interés como fuente de recursos 
naturales y materias primas estratégicas, pero también como socio político en el ám-
bito multilateral bajo el discurso de cooperación sur-sur.
 Para el caso de la AP, los Estados Unidos ve en este bloque la posibilidad de am-
pliar su área de influencia que le permita recuperar la iniciativa de socio dominante 
de la región; igualmente la AP puede ser funcional a la defensa de mercados para las 
empresas norteamericanas, así como un instrumento diplomático para ampliar su 
liderazgo hegemónico en la Cuenca del Pacífico (intereses geopolíticos de incluir a 
países latinoamericanos en el TPP). Por su parte, China ve en ella un potencial de 
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talecer sus relaciones bilaterales y multilaterales con la región, como contrapeso al 
proyecto geopolítico y geoeconómico del TPP, teniendo en cuenta que Chile, Perú y 
México son economías con alto volumen de comercio con este país, las dos primeras 
ya tienen TLC con la potencia asiática.
 Se observa un choque entre dos ejes de atracción que marcan el origen y condi-
cionan el futuro de la AP: un eje bajo la órbita de los Estados Unidos y otro bajo la 
órbita de Asia-Pacífico con el protagonismo de China (ver gráfico 5). Esta situación 
requiere de la AP un delicado ejercicio de análisis costo-beneficio que descanse en la 
articulación de intereses frente a ambos ejes geopolíticos-geoeconómicos, los cuales se 
encuentran estrechamente vinculados en el marco de las relaciones Estados Unidos, 
China, América Latina.
Gráfico 5. Ejes geopolíticos/geoeconómicos 
que condicionan la AP
Fuente: elaboración propia
 En relación a las fracturas del liderazgo brasileño en la región, este factor también 
es relevante para contextualizar el origen de la AP ya que, el proyecto regionalista 
brasileño que se afianzó en la primera década del siglo XXI (Chaves, 2015), evidencia 
desgaste acorde con los cambios que sufre el orden regional sudamericano en la se-
gunda década (Giacalone, 2016). Se observa una pérdida de dinamismo del regiona-
lismo brasileño que se enmarca en los siguientes aspectos: a) incapacidad de proveer 
bienes públicos regionales; b) regionalismo no atractivo en el siglo XXI: estancamien-
to del MERCOSUR como esquema de negociación comercial y pérdida de impulso 
de UNASUR para disminuir conflictos inter e intra-estatales; c) crisis interna que 
afecta el liderazgo regional de Brasil; d) crisis del ciclo de gobiernos neo desarrollis-
tas que fundamentaron el apoyo al proyecto brasileño; e) insatisfacción de potencias 
secundarias como Chile y Colombia con el tipo de liderazgo brasileño; f ) crisis del 
modelo de convergencia CAN-MERCOSUR.
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2. Aproximación teórica y conceptual del tipo de re-
gionalismo que desarrolla la AP
 Frente a un panorama de crisis global del modelo neoliberal expresado tanto a 
nivel regional (ruptura del consenso de Washington y giro electoral a la izquierda) 
como en las economías occidentales (crisis financiera y crisis del euro), no era de es-
perarse que surgieran nuevos regionalismos que retomaran la defensa y adopción de 
los postulados de liberalización comercial y atracción de inversión extranjera propios 
del regionalismo abierto, identificado como el tipo de integración funcional al neo-
liberalismo141. El surgimiento de la AP fue sorpresivo y revolucionario en el sentido 
de ir contra la tendencia ideológica dominante en América Latina, marcada en la 
última década por la aparición de organismos regionales como ALBA, UNASUR y 
la CELAC, caracterizados como regionalismos de corte posliberal –regionalismos que 
se apartan del enfoque comercial y se orientan por desarrollar objetivos políticos– 
(Sanahuja, 2008), o pos hegemónico –regionalismos que hacen una ruptura con el 
discurso hegemónico neoliberal y la influencia de los Estados Unidos en la región– 
(Riggirozzi & Tussie, 2012). Ellos surgieron como reacción al agotamiento del regio-
nalismo abierto especialmente desde el hundimiento del proyecto del Área de Libre 
Comercio para las Américas (ALCA) en la cumbre de las Américas de 2005.
 La creación de la AP se aleja de las categorizaciones anteriores y reintroduce en la 
agenda de la integración latinoamericana los postulados del regionalismo abierto de 
los años noventa, en sintonía con la afinidad ideológica de los gobiernos miembros 
del bloque. Debido a esto genéricamente ha sido identificada por la mayoría de la 
comunidad académica desde el punto de vista teórico, como un esquema típico del 
regionalismo abierto sin mayores diferencias en cuanto a contenidos temáticos y for-
ma de funcionamiento. Sin embargo, un análisis más detallado de la AP, permite es-
tablecer que esta identificación es incompleta ya que, aunque defiende sus principios, 
también presenta algunos rasgos específicos que superan su concepción tradicional, 
como se pretende explicar a continuación.
 La AP en efecto, retoma y reivindica varios de los postulados del regionalismo 
abierto, lo cual se observa fácilmente tanto en la declaración de Lima de 2011, que 
141 El regionalismo abierto se concibió como una estrategia de política comercial funcional a las reformas 
neoliberales implantadas en los años noventa legitimando las políticas de liberalización comercial y de 
desregulación financiera a nivel interno –lo que se conoce como el efecto candado–, y promocionando la 
homogeneidad regional en torno a modelos de desarrollo y modelos de inserción internacional (Cancino 
y Chaves, 2011:20). El regionalismo abierto fue definido por la CEPAL como “la interdependencia entre 
acuerdos de carácter preferencial y la integración de hecho, determinada por las señales del mercado, 
como resultado de una apertura no discriminatoria. Se trata de un proceso de integración regional llevado 
a cabo en un ambiente de liberalización y desregulación, que por lo tanto es compatible y complementario 
con la liberalización multilateral” (1994:14).
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dio nacimiento al bloque, como en el acuerdo marco de 2012 que formaliza su crea-
ción. Revive el regionalismo abierto en América Latina, buscando aumentar el co-
mercio extra-regional (Nolte, 2013). El carácter comercial de naturaleza abierta, que 
postula para negociar de forma bilateral o grupal con otros bloques, el desarrollo de 
acuerdos sectoriales menos restrictivos, la inclusión de disciplinas comerciales tipo 
OMC Plus (comercio de servicios, tratamiento de inversión extranjera, protección 
de propiedad intelectual), la ausencia de niveles de supranacionalidad y de institucio-
nes comunes, la identifican a primera vista con experiencias previas del regionalismo 
abierto como el Tratado de Libre Comercio de Norteamérica (TLCAN), el G-3 y el 
fallido ALCA142.
 El regionalismo abierto de los años noventa fue parte de una tendencia de ho-
mogeneidad regional caracterizada por la adopción común de un modelo económi-
co centrado en las directrices del consenso de Washington, políticas exteriores que 
compartían la visión del internacionalismo liberal norteamericano y una visión op-
timista sobre la globalización y sus vínculos con la integración (Bernal Meza, 2013; 
Nolte, 2013). El mismo representó numerosas falencias que se pueden sintetizar en 
las siguientes: 1. Sobredimensión de la apertura comercial: los gobiernos tuvieron un 
enfoque más aperturista que regionalista lo cual no favoreció un horizonte progra-
mático de largo plazo; 2. Regionalismo ligero caracterizado por una débil dimensión 
institucional, fragilidad de los marcos jurídicos y el excesivo intergubernamentalismo 
o protagonismo presidencial; 3. Regionalismo disperso: débiles compromisos comu-
nes en términos de agenda negociadora; 4. Regionalismo asimétrico: marcado énfasis 
en acuerdos comerciales de tipo norte-sur sin reconocimiento de asimetrías entre las 
partes; 5. Bajo nivel de apoyo social y ausencia de la dimensión ciudadana para la ge-
neración de identidad regional; 6. Bajos niveles de comercio intrarregional, priorizán-
dose más el comercio interregional mediante la negociación de acuerdos norte-sur; 
7. Ausencia de mecanismos capaces de impedir medidas unilaterales (devaluaciones 
monetarias, instrumentos de defensa comercial, etc.); 8. Énfasis en suprimir restric-
ciones comerciales pero no en avanzar en integración productiva a través de cadenas 
regionales de valor; 9. Prevalencia de un fuerte sesgo comercial que impidió el desa-
rrollo de otras dimensiones de cooperación política y social entre los países. 
 Los anteriores aspectos reflejan un vicio de origen en el regionalismo abierto, 
como lo explica Rodríguez (2015:38): “los regionalismos de los años noventa pusie-
ron más énfasis en las metas que en las formas del proceso para lograr las metas, las 
cuales permitirían avanzar en el cumplimiento de las metas, es decir, en el logro de 
142 Como lo señala Briceño (2013:31), “existe una relación directa en términos de agenda, instrumentos y 
disciplinas comerciales entre el TLCAN y la AP”, lo cual permite ubicarla en el campo del regionalismo 
abierto y estratégico, en la clasificación de los tipos y modelos de integración que teoriza este autor.
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una integración profunda”. Esto puede observarse en el fracaso de la concreción de 
las uniones aduaneras que se crearon o se redefinieron bajo la influencia de este mo-
delo de integración: la Comunidad Andina (CAN), el MERCOSUR y el Mercado 
Común Centroamericano.143
 No obstante, siendo el regionalismo abierto de los años noventa un referente, la 
AP lo retoma pero no se limita a sus lineamientos y pretende acercarse más a la expe-
riencia del asiático, al que considera más atractivo para sus fines, lo cual es entendible 
debido a dos fuertes razones: a) la AP no quiere repetir las falencias y los errores que 
se le señalan al regionalismo abierto latinoamericano, y b) existe la convicción de que 
compartir rasgos doctrinarios y de identidad con el regionalismo abierto asiático144, 
puede facilitar un mayor acercamiento entre la misma y el Asia-Pacífico.
3. ¿Cuáles son los rasgos específicos de la AP? 
 Los Estados miembros de la AP le apuestan a la creación de un nuevo proyec-
to regional que: a) se desmarque de los modelos clásicos de la integración regional 
inspirados en la experiencia europea y de los regionalismos limitados a simples áreas 
de libre comercio derivados del modelo norteamericano; b) plantee nuevas agendas 
sectoriales de cooperación que amplíen la cobertura temática, complementando la 
dimensión comercial; c) desarrolle dinámicas de funcionamiento bajo la lógica de un 
liderazgo compartido; d) defina un horizonte geográfico de proyección internacional 
compartido por los cuatro países (Asia-Pacífico); e) se oriente por un concepto de 
región marcado por la afinidad ideológica más que por la proximidad geográfica; f ) 
busque equilibrar la vocación aperturista con el enfoque regionalista a partir de la 
puesta en marcha de escenarios de integración productiva y una nueva lectura de in-
tegración profunda.
 De acuerdo con lo anterior, en primer lugar, la AP en la dimensión comercial 
retoma el énfasis en promover TLC pero de segunda generación y se aparta de configu-
rar uniones aduaneras, como respuesta a las nuevas condiciones del contexto históri-
co. Mientras la arquitectura de los acuerdos comerciales en América Latina, durante 
los años noventa, giró en torno al establecimiento de uniones aduaneras siguiendo 
el modelo europeo, el fracaso de las negociaciones comerciales a nivel hemisférico 
(ALCA) y a nivel multilateral (Ronda de Doha/OMC) en la primera década del siglo 
143 El estancamiento del arancel externo común como factor común, hace que estos bloques en la realidad 
fluctúen entre ser zonas de libre comercio y pretender ser uniones aduaneras, tensión no resuelta que 
perjudica la consolidación y solidez competitiva de dichos bloques.
144 El regionalismo abierto tiene su origen en las corrientes de cooperación económica desarrolladas por los 
países de Asia-Pacífico desde los años setenta, en oposición al modelo europeo, vinculando apertura 
regional con desregulación multilateral (Kuwayama, 1999).
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XXI, abrieron el espacio de oportunidad para la proliferación de zonas de libre co-
mercio de segunda generación consideradas como más flexibles y compatibles con el 
nuevo contexto del comercio internacional, convirtiéndose en la estrategia predilecta 
de los nuevos regionalismos (De la Reza, 2013, Baldwin, 2011).
 Las zonas de libre comercio de segunda generación remiten al enfoque del re-
gionalismo del siglo XXI y al concepto comercial de área de integración profunda 
(Lawrence, 1996). Se caracterizan por la apertura de bienes y servicios, la negocia-
ción de barreras no arancelarias y la incorporación de nuevos estándares normativos 
para la regulación de temas de naturaleza OMC Plus. Se concibe que la integración 
profunda promueve la interdependencia económica y la reducción de la brecha con 
las políticas nacionales, afectando la autonomía decisoria de los países y enfatizan-
do el vínculo de los acuerdos regionales con la globalización comercial y financiera. 
Esta acentuación de las características comerciales es un componente identitario de la 
agenda programática de la AP, que adopta así la imagen de un regionalismo abierto 
recargado (Quiliconi, 2014).
 La promoción de fortalecer y expandir zonas de libre comercio sin aspirar a crear 
posteriormente uniones aduaneras se desmarca del modelo europeo, así como de la 
experiencia de la CAN y del MERCOSUR, pero es plenamente congruente con la 
estrategia de negociación unilateral que los países miembros de la AP defienden celo-
samente, ya que la adopción de un arancel externo común obstaculizaría el desarrollo 
de negociaciones comerciales unilaterales con terceros países. Como lo expresara el 
Viceministro de Comercio de Chile Álvaro Jana Linetzky:
… La AP es un proceso abierto con metas pragmáticas y flexibles. Ser miembro 
de ella no implica para ninguno de ellos que no pueda negociar a su vez otros 
acuerdos de integración con otros bloques. No tenemos un arancel externo co-
mún, no hemos pensado en una moneda común. Estamos demostrando que su-
mados podemos lograr mucho más, pero respetando absolutamente las agendas 
y los proyectos individuales (Centro Gilberto Bosques, 2014:18).
 Precisamente, uno de los aspectos que más se resalta de la AP es que la participación 
de México, Chile, Colombia y Perú en dicho esquema no ha significado un conflicto pro-
gramático para ninguno de ellos, ya que hasta el momento el funcionamiento de la mis-
ma como integración pragmática y flexible no ha afectado la orientación ni la naturaleza 
de sus modelos de desarrollo ni de sus estrategias de inserción internacional.
 No obstante, el objetivo número 1 de la AP de “construir un área de integración 
profunda para avanzar progresivamente hacia la libre circulación de bienes, servicios, 
capitales y personas” (AP, 2012) también la desmarcan del modelo de integración nor-
teamericano tipo TLCAN centrado únicamente en fomentar áreas de libre comercio.
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 Adicionalmente la AP evidencia un acercamiento a los principios rectores del re-
gionalismo abierto asiático, del cual quiere ser su mejor exponente en América La-
tina: en la experiencia asiática ha estado más caracterizada por el desarrollo dinámi-
co y la interdependencia de los mercados que por políticas formales y mecanismos 
institucionales; los actores asiáticos se han guiado por los principios de integración 
abierta y flexible (estructuras no discriminatorias y apertura a nuevos miembros bajo 
la aplicación de la cláusula de nación más favorecida para permitir la liberalización 
comercial conjunta), asociación concertada pero voluntaria (no hay cesión de poderes 
de regulación a organizaciones supranacionales), profundización de interdependencia 
económica (facilitación del comercio y la inversión), efecto demostración (promoción 
de la liberalización en otros ámbitos), y ausencia de paymaster o líder hegemónico 
(Garnaut, 1996; Kuwayama, 1999; Falck, 2001;).
 Estos aspectos difieren sustancialmente de la experiencia del regionalismo abier-
to de la CEPAL como se puede sintetizar en la tabla 1, pero para el caso de la AP 
se observan importantes similitudes con la experiencia del foro APEC identificado 
como fuerte referente, del que retoma varios aspectos operativos: a) liberalización y 
facilitación del comercio y la inversión; b) agenda de cooperación técnica; c) estruc-
tura organizativa con base en reuniones ministeriales, grupos de trabajo sectoriales y 
diplomacia de cumbres presidenciales.
Tabla 1. Diferencias y similitudes entre
el regionalismo abierto asiático y el latinoamericano
Regionalismo asiático Regionalismo latinoamericano
Promovido por la interdependencia de mercados y 
actores privados.
Promovido por la iniciativa gubernamental.
Alta movilidad de factores productivos. Limitada movilidad de factores productivos.
Alto poder de negociación conjunta. Débil poder de negociación conjunta.
Acciones concertadas pero voluntarias flexibilidad 
institucional.
Instancias institucionales no consolidadas y 
modelos de desarrollo en pugna.
Carácter no discriminatorio. Carácter discriminatorio.
Fuente: elaboración propia.
 En segundo lugar, la AP ha desarrollado, desde el momento de su creación, una 
activa agenda de cooperación diversificada y multidimensional que refuerza la idea pro-
gramática de integración profunda, en la que la dimensión comercial es estratégica pero 
no suficiente y requiere, por lo tanto, el desarrollo de otros ámbitos de cooperación, 
razón por lo cual no puede ser entendida o definida simplemente como un área de libre 
comercio (Rodríguez, 2015). El bloque ha venido vinculando diferentes áreas de tra-
bajo pretendiendo complementar la agenda comercial con la incorporación de agendas 
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relevantes y necesarias para mejorar los niveles de competitividad de los cuatro países: la 
firma del memorando de entendimiento sobre la Plataforma de Cooperación del Pací-
fico en diciembre de 2011, suscrito por las agencias de cooperación de los cuatro países 
miembros, incluyó la cooperación en cuatro áreas sensibles y estratégicas: a) medio am-
biente y cambio climático; b) innovación, ciencia y tecnología145; c) Apoyo a medianas 
y pequeñas empresas; d) desarrollo social. Esta cobertura temática busca superar el ses-
go comercial dominante en los anteriores esquemas de regionalismo abierto, ampliar 
el alcance y la influencia de la AP en la discusión de agendas nacionales, regionales y 
multilaterales y, así mismo, le permite ir construyendo una legitimación de tipo social, 
de la cual han carecido los regionalismos de los años noventa.
 La cooperación regional multidimensional supone la colaboración entre Estados 
para la consecución de objetivos comunes, pero acorde con los principios de pragma-
tismo y flexibilidad que defiende la AP; esta dimensión no implica un compromiso 
jurídico-institucional. En este sentido, los principales logros concebidos como metas 
concretas que ha obtenido el bloque regional en un corto periodo de tiempo desbor-
dan la dimensión comercial y elevan su nivel de atracción, lo cual distingue a la AP 
como un regionalismo liberal re-potencializado con nuevas agendas:
• Avances en temas migratorios: obtención de la eliminación de la visa de turis-
mo para que ciudadanos peruanos y colombianos puedan ingresar a México, 
así como la exoneración de visas de negocios hasta por 180 días en los cuatro 
países. También se ha avanzado en la “Plataforma de Intercambio de Infor-
mación Inmediata para la Seguridad Migratoria de la Alianza del Pacífico”, 
cuyo objetivo es facilitar la movilidad de personas entre sus países miembros.
• Avances en temas financieros: Creación de una plataforma de integración de 
mercados bursátiles a través del Mercado Integrado Latinoamericano (MILA) 
entre los cuatros países de la Alianza, cuya capitalización superó los 950 mil 
millones de dólares en 2015. 
• Avances en temas educativos: puesta en marcha de una plataforma de movi-
lidad académica y estudiantil para promover los intercambios de estudiantes 
universitarios, docentes e investigadores. 
• Avances en temas de sostenibilidad ambiental: suscripción del Acuerdo para el 
Establecimiento del Fondo de Cooperación y la Red de Investigación Cientí-
fica en Materia de Cambio Climático.
145 Este tema resulta crucial para mejorar los estándares de competitividad de los países de la AP, ya que tanto 
el sector público como el sector privado invierten muy poco en temas de ciencia, tecnología e innovación. 
Según el informe de competitividad global del periodo 2013-2014, en una escala de 1 (cero inversión) a 7 
(alto grado de inversión) las empresas de los países de la AP obtienen 2.8 en investigación y desarrollo, 
3.3 en capacidad de innovación (Ver Foxley & Meller, 2014:72).
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• Avances en temas de infraestructura: creación de un fondo de cooperación 
para el financiamiento de proyectos de infraestructura con posible financia-
miento extranjero.
• Avances en temas de turismo y emprendimiento: participación conjunta en 
macro-ruedas de negocios, ferias internacionales y encuentros empresariales, 
y en 2013 se lanzó la Asociación de Emprendedores Latinoamericanos (ASE-
LA) que trabaja temas de innovación y emprendimiento.
 Un tercer aspecto diferenciador de la AP es el ejercicio de liderazgo que se ob-
serva al interior del bloque regional. Mientras en otros procesos de integración re-
sulta habitual la presencia de un actor dominante, líder natural o paymaster146, (por 
ejemplo, Alemania en la Unión Europea o Brasil en el MERCOSUR) que reproduce 
el modelo de eje y radios y la lógica centro-periferia, en su caso de este aspecto no 
resulta visible en la gestión de la agenda programática y en la evolución del bloque. 
Aunque la presencia de México por ser potencia regional latinoamericana y el actor 
de la AP con mayores recursos de poder y mejores indicadores de presencia global 
(ver tabla 2), haría prever que sería el líder natural del bloque, la realidad muestra que 
no es así y que, por el contrario, el liderazgo se efectúa de manera colectiva a partir de 
un renovado multilateralismo cooperativo mediante la rotación anual de la secretaría 
pro-tempore (Ardila, 2015). Esto responde a los intereses de política exterior de los 
miembros de la alianza Colombia, Chile y Perú, para quienes es más atractivo este 
enfoque de liderazgo compartido y no el tradicional cooptativo o hegemónico que se 
le acusa a Brasil en la región. Como señala Flemes: 
América del Sur se distingue de otras regiones en el mundo por la distribución relati-
vamente equilibrada de los recursos entre las potencias secundarias (…) las potencias 
secundarias pueden definirse como los Estados que ocupan la segunda posición más 
poderosa dentro de una jerarquía regional, su posición secundaria está determinada 
por sus relativas capacidades en términos materiales y/o de ideas (2012:19-21).
 Chile y Colombia han sido categorizados como potencias secundarias regionales, 
(Flemes, 2012), mientras Perú tiene la ambición de obtener mayores grados de pro-
tagonismo en las agendas regionales; así, de manera conjunta, estos tres países tienen 
como un objetivo fundamental en sus respectivas estrategias de inserción internacio-
146 Este concepto no tiene una traducción exacta al español, pero hace referencia al actor con mayores 
recursos de poder que asume los costos y beneficios derivados del liderazgo de un proceso de integración 
y así mismo define e impone las agendas temáticas a los demás socios. La idea de paymaster se usa 
para explicar el funcionamiento de un proceso de integración regional en la identificación y análisis del 
posicionamiento de un país que, en el transcurrir del proceso, acaba llevando con gran parte de los costos. 
Aunque su existencia no garantiza el éxito de una iniciativa de integración, es un factor que puede ayudar 
a generar expectativas de beneficios para sus miembros. Sin embargo, debe existir una correlación entre 
la capacidad de un paymaster de pagar los costos de la integración y su capacidad de hacerlo. (Ver 
Mattli,1999:14).
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nal participar activamente en la conducción de los asuntos regionales y simultánea-
mente mejorar su posicionamiento en el ámbito global. Cabe recordar que uno de los 
factores de orden regional que favoreció la creación de la AP fue el debilitamiento del 
regionalismo brasileño en términos del liderazgo compartido y las estrategias de im-
pugnación de las potencias secundarias pueden ser motivadas por su descontento con 
el status quo de la estructura de poder regional. Chile, Colombia y Perú despliegan 
estrategias de tipo softbalancing147cooperativo en sus relaciones con México y softba-
lancing competitivo en sus relaciones con Brasil. Desde esta mirada común se puede 
caracterizar a la AP tanto como un instrumento de softbalancing y como un regiona-
lismo representativo del nuevo multilateralismo latinoamericano de corte ofensivo, 
liberal y aperturista (Ardila, 2015).




Puntaje Posición Puntaje Posición Puntaje Posición
México 79.7 23 80.7 23 98.4 21
Chile 33.3 46 33.3 48 40.2 45
Colombia 28.6 52 29.3 52 40.0 46
Perú 18.1 59 17.2 62 20.9 59
Fuente: elaboración propia con base en datos del Índice de Presencia Global (Informe Elcano, 2016).
 La tabla 1 muestra los resultados en términos de puntuación en las tres áreas que 
mide el índice de presencia global elaborado por el Real Instituto Elcano148 y eviden-
cia que: 1) el mejor posicionamiento de México en el ranking mundial frente a los 
demás socios de la AP coincide con su estatus de potencia regional; 2) Chile y Co-
lombia obtienen puntajes cercanos que reflejan su perfil de potencias secundarias; 3) 
todos los países de la AP avanzaron en el ranking, siendo Colombia el que más pues-
tos avanzó entre 2013 y 2015; y 4) este avance refleja positivos niveles de internacio-
nalización y proyección global de estos países, lo cual valga aclarar no es un resultado 
que se genere a partir de la participación de estos países como tal en la AP, pero sí es 
un insumo que puede facilitar la concreción de sus objetivos. La jerarquía de poder 
que se observa dentro de la AP hasta ahora no ha generado ningún obstáculo para el 
147 Softbalancing es una opción estratégica para las relaciones de las potencias secundarias con potencias 
regionales, en regiones con bajos niveles de conflicto, en la que la rivalidad es reemplazada por patrones 
competitivos. Su propósito es equilibrar o mejorar la distribución asimétrica de poder existente (Flemes, 2012:20). 
148 Este Índice mide a 90 países a partir del rastreo de datos en tres áreas: presencia económica (mide 
aspectos como exportaciones de bienes y servicios, flujo de inversiones, exportaciones de recursos 
energéticos), presencia militar (número de efectivos de fuerzas armadas, equipamiento y tecnología 
militar) y presencia de poder blando (migraciones, turismo, producción de artículos científicos, acceso 
banda ancha, patentes, deportes, cultura, cooperación). Ver metodología en Informe Elcano (2016).
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funcionamiento del liderazgo compartido dentro del bloque, pero con mayores nive-
les de compromisos comerciales a futuro queda abierta la pregunta si las posiciones 
estructurales jerárquicas no afectarán el proceso integrador.
 Un cuarto aspecto diferenciador de la AP es su proyección de inserción geográfi-
ca orientada no exclusiva, pero sí especialmente hacia la región de Asia-Pacífico. Con-
figurada como un “regionalismo estratégico hacia afuera” (Rodríguez, 2015), tiene en 
sus genes una vocación externa a la región que ha permitido que tanto países que an-
tes apuntaban a formas de inserción internacional en bloque como Colombia y Perú 
(desde el marco de la CAN), como países que optaron históricamente por estrategias 
unilaterales como México y Chile (énfasis en TLC), converjan en el objetivo común 
de utilizar a la AP como plataforma de inserción exitosa en la cuenca del Pacífico.
 La AP es el primer regionalismo latinoamericano en la historia que se ha puesto 
como meta específica el desarrollo de relaciones interregionales con la Cuenca del 
Pacífico, por lo cual se ha promocionado regional y globalmente como un mecanis-
mo de coordinación política y proyección económica hacia Asia-Pacífico, articulando 
los intereses y las preferencias de política exterior de los cuatros países miembros en 
torno a los siguientes aspectos: a) fomentar vínculos y negociaciones interregionales 
con las economías del sudeste asiático; b) erigirse como foro privilegiado y actor re-
gional estratégico en las relaciones entre la cuenca asiática y la latinoamericana del 
Pacífico, retomando la noción de transpacificidad; c) asumir el rol de interlocutor 
preferencial y facilitador de cohesión regional en las relaciones China-América Latina 
(China es país observador de la AP y en su estrategia de fortalecer las relaciones con 
América Latina se infiere que hay interés en incrementar vínculos con los países de 
la AP; sin embargo, hoy predomina la opción bilateral en las relaciones China-AP y 
China-América Latina, aspecto que se espera la AP pueda mitigar); d) lograr un me-
jor posicionamiento negociador para enfrentar los acuerdos mega regionales que se 
configuran en la región (RCEP y TPP).
 Como quinto aspecto, sobresale del análisis de la AP su concepción novedosa 
de región. Para este bloque toma más importancia la afinidad ideológica (concepción 
de modelos de desarrollo, estrategias de inserción internacional, enfoque de integra-
ción) que la proximidad geográfica, lo cual le otorga una cohesión de identidad y es 
un punto de ruptura en relación a otros esquemas de integración latinoamericanos. 
Se configura como una región socialmente construida a partir de rasgos de identidad 
retomados del regionalismo abierto combinados con aspectos propios; su identidad 
regional va más allá del habitual enfoque espacial, como lo plantea Ardila:
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La Alianza del Pacífico presenta una identidad que va más allá de ser países con 
una vertiente hacia el Mar Pacífico, y los une vínculos ideológicos, un modelo 
de desarrollo y un creciente interés por fortalecer relaciones más profundas entre 
ellos y con la región Asia-Pacífico. Su conformación se enmarca dentro de un 
nuevo multilateralismo latinoamericano (2015:247).
 La presencia de México también es un punto de ruptura con esquemas como 
MERCOSUR, UNASUR y la CAN, ya que con esto rompe el enfoque sur america-
nista del regionalismo brasileño y permite la reinserción diplomática de México en el 
espacio suramericano. Esto, a su vez, puede ser el germen para la futura construcción 
de un área latinoamericana del Pacífico que permita una mayor interacción hemisfé-
rica y una mejor proyección de la región como bloque competitivo siempre y cuando 
el criterio geográfico de integración se maneje de forma flexible y no rigurosa, para no 
generar una nueva fragmentación del espacio regional. Su participación eleva el perfil 
del bloque y además le imprime un impacto y alcance regional que no tienen otros 
regionalismos. 
 Además, la entrada de México altera un componente clave del regionalismo abier-
to neoliberal de los noventa, al definir a la AP como un regionalismo de naturaleza 
sur-sur, lo cual es otra característica innovadora del bloque, ya que modifica un pos-
tulado central de este concepto: la preferencia por la negociación de acuerdos de tipo 
norte-sur. Esto a su vez es un factor que puede facilitar la convergencia entre la AP y 
el Mercosur en la búsqueda de una región latinoamericana más cohesionada en los 
próximos años y los nexos con otros regionalismos extra-regionales como la ASEAN, 
que también clasificaría como alianza de tipo sur-sur. Así amplía su radio de acción 
no sólo con la búsqueda de acuerdos norte-sur sino de carácter sur-sur también.
 Como sexto factor, también es necesario destacar que la AP busca superar el ses-
go de liberalización comercial complementando los objetivos comerciales con el desa-
rrollo de estrategias de integración productiva a través de: 1) su propuesta de un área 
de integración profunda a partir de la concreción de un mercado común (libertad de 
bienes, servicios, personas y capitales), lo que implica una coordinación de políticas 
económicas más allá de lo comercial e incluso compromisos institucionales mayores, 
pudiendo ser una fuerte contradicción para la evolución de la AP149; 2) la generación 
de cadenas de valor al interior del bloque y su vinculación a otras de carácter intra-in-
149 Desde una lectura crítica Tremolada ha señalado correctamente que la integración profunda pretendida 
necesariamente se fundamentaría en “entes supranacionales que impongan patrones de conducta y 
administren el espacio económico que resulta fusionado para garantizar la plena liberalización de las 
cuatro libertades referidas, ya que de los contrario es condenar la eficacia del proceso a la revalidación 
política permanente de los Estados miembros, y someter las decisiones adoptadas a mecanismos no 
automáticos de incorporación en legislaciones internas” (2013:243).
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dustrial, con una nueva reglamentación sobre normas de origen, esto es, un proceso 
incipiente cuya concreción le permitiría dar un gran salto competitivo frente a otros 
bloques de la región, 3) incrementar los niveles de comercio intrarregional150 poten-
ciando mayores espacios de integración y complementación productiva que equili-
bren la vocación aperturista con el enfoque regionalista del bloque.
 Los procesos de integración económica en América Latina evidencian débiles es-
labonamientos productivos en los sectores dinámicos, bajos niveles de transferencia 
tecnológica, débil financiamiento a las pymes y la ausencia de una política industrial 
regional, lo cual no ha permitido impulsar adecuadamente cadenas de valor regional. 
Este panorama es un reto crucial para la AP, como lo explica Vieira:
Al permitir la acumulación de normas de origen para los insumos de los cuatro países 
fundadores se superan las restricciones que comenzaba a representar este instrumen-
to, y se fomenta el desarrollo de encadenamientos productivos y cadenas regionales 
de valor en el marco de la AP, que debe ser el primer escenario para comenzar a 
consolidar experiencias en las cadenas de valor. Este es un cambio significativo y un 
acierto aportado por este proceso, pues mientras anteriores TLC se habían caracte-
rizado por el endurecimiento de las normas, el interés en ir desarrollando cadenas 
globales de valor va, por el contrario, a flexibilizar la norma de origen en la AP al 
permitir la acumulación extendida entre países. (…) Aquí reside uno de los mayores 
desafíos de la AP: convertirse en el marco para el aprendizaje y mejoramiento en el 
establecimiento de cadenas globales de valor (2015:90).
4. Reflexiones finales para la discusión
 El presente trabajo ha hecho una exploración analítica sobre los factores del en-
torno internacional que han favorecido la creación de la AP. Esta contextualización 
resulta necesaria para comprender cómo las transformaciones sistémicas de orden 
global/regional afectan la trayectoria y la renovación de los regionalismos en América 
Latina. En consecuencia, la AP responde a un contexto histórico específico caracte-
rizado por diferentes dinámicas, factores e influencia de actores que orienta y con-
diciona su naturaleza, principios y estándares de funcionamiento. De igual manera, 
la aproximación teórico-conceptual efectuada en la segunda sección del trabajo ha 
permitido identificar aspectos de la AP de carácter novedoso y propio a su proyecto, 
que permiten establecer rasgos similares y rasgos diferenciadores con regionalismos 
150 Las relaciones comerciales entre los miembros de la AP son poco densas (el comercio intrabloque no 
supera el 3.5% del comercio total de la AP) y muy asimétricas: Chile presenta déficits comerciales crónicos 
con los tres socios, Perú con Colombia y México, y Colombia un fuerte déficit crónico con México (Vieira, 
2015).
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previos y con el enfoque del regionalismo abierto al que se le ha encasillado de mane-
ra genérica. La presencia de rupturas con el regionalismo abierto de los años noventa 
evidencia que es un regionalismo que presenta particularidades propias que requieren 
mayor análisis y abordajes críticos.
 El contexto histórico descrito hace que la creación de la AP por parte de paí-
ses que hacen parte de la cuenca latinoamericana del Pacífico resulte tan llamativo. 
Como institucionalización de este proceso, ingresa en el espectro de la integración 
latinoamericana como un esquema atractivo tanto para países desencantados con las 
falencias y las parálisis de los regionalismos previos como la CAN y el MERCOSUR 
(Colombia y Perú), como para países que desean reforzar sus vínculos con Suramérica 
(México y Chile). Teniendo en cuenta que los regionalismos se configuran con base 
en las respuestas a presiones del ambiente internacional y a las demandas del ambien-
te doméstico, las particularidades del modelo de regionalismo, que hasta el momento 
evidencia la AP, son resultado de dicha articulación de factores, que es específica para 
cada caso: “esta articulación varía de región a región, por lo cual el regionalismo pue-
de adoptar diversos matices, geometrías y profundidades” (Merke, 2009:5).
 A continuación, se presenta una síntesis de aspectos identificados en la primera fase de 
la investigación que afectan el funcionamiento de la AP y la inserción internacional de sus 
miembros, derivados de la contextualización histórica y la reflexión teórica:
• Estamos en presencia de un periodo de profundas y radicales transformaciones en 
la economía global y en las estructuras de poder global, lo cual trae consigo la mo-
dificación de paradigmas, estrategias, valores, actores, roles y órdenes geopolíticos 
que impactan la trayectoria de los regionalismos latinoamericanos, siendo ella una 
respuesta y a su vez una apuesta de los países miembros a dicho escenario.
• América Latina no ha logrado posicionarse en el escenario internacional como un 
actor unificado. (Birle, 2008). Esto se observa en sus relaciones frente a Asia-Pa-
cífico ya que, a pesar del rápido crecimiento de las relaciones comerciales en la 
última década y del auge de la presencia de China en la región, desde la orilla lati-
noamericana no se observa una postura regional para enfrentar el desafío asiático 
y particularmente el chino. La región experimenta aún bajos niveles de transpa-
cificidad y, en el caso concreto de la AP, si bien Chile y Perú han desarrollado de 
forma más temprana vínculos transpacíficos, esto aún no se traduce en un mejor 
posicionamiento del bloque frente a los socios del Asia-Pacífico.
• La AP se configura como una plataforma de coordinación política y econó-
mica muy interesante para establecer relaciones estratégicas con actores asiá-
ticos, bien sea bajo el formato de negociación bloque a bloque (estrategia 
birregional) o bloque a país (frente a China imitando a la ASEAN, por ejemplo). 
Sin embargo, actualmente en su interior predominan las lógicas unilaterales sobre 
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las estrategias colectivas en el relacionamiento de sus miembros con los escenarios 
de Asia-Pacífico: la “marca AP” aún no se estrena como estrategia de negociación, 
ya que a pesar de su eslogan de “alianza” en la realidad aún no se observa una 
estrategia de alianza151. En cierto modo, la situación actual de la AP es que sus 
miembros realizan mayores esfuerzos a nivel unilateral más que como bloque en 
su acercamiento a regiones como Asia-Pacífico, pesando más la suma de logros de 
desempeño individual, generándose indirectamente un “efecto bloque AP” (Levi 
& Reggiardo, 2016). Además, la carencia de un organismo de representación de 
su política exterior dificulta su proyección internacional.
• Las transformaciones globales que se observan en las primeras dos décadas del 
siglo XXI otorgan una vigencia para el desarrollo de nuevos esfuerzos de inte-
gración regional y han favorecido el propósito de mayor grado de autonomía re-
gional para América Latina en general y para la AP en particular. Los desafíos 
globales resultan mejor abordados de manera colectiva con base en mecanismos 
regionales y marcos comunes de acción para enfrentarlos, garantizando a los paí-
ses una mejor defensa de sus intereses comunes frente al mundo.
• No obstante, la carencia de estrategias claras de cohesión regional hace que 
esta situación no sea irreversible y que, en consecuencia, tanto la AP como 
la región se puedan ver condicionadas por nuevos alineamientos con las po-
tencias –tradicionales o emergentes– del sistema internacional que alteren su 
estrategia de inserción global.
• Aunque a primera vista la AP podría ser identificada como un nuevo ins-
trumento del contraataque comercial de los Estados Unidos en América 
Latina –una especie de ALCA versión 2.0–, esta mirada debe relativizarse y 
contextualizarse con su ambición por incrementar y mejorar sus vínculos co-
merciales con actores asiáticos especialmente con China. La AP no puede ser 
interpretada meramente como la extensión del fallido ALCA por otra vía, 
es necesario comprender el entorno actual de las negociaciones comerciales 
de los acuerdos mega regionales –tipo TPP y RCEP– y de otras coyunturas 
como la posible convergencia entre ella y el MERCOSUR, dinámicas que 
impactan y complejizan su funcionamiento y su alcance.
• La AP requiere definir una hoja de ruta de mediano y largo plazo sobre sus prio-
ridades económicas, su modelo de inserción, la articulación de políticas públi-
cas y la definición de sectores productivos estratégicos para elevar sus niveles de 
competitividad; en otras palabras, materializar sus iniciativas de mejoramiento 
del comercio intrarregional e integración productiva que se convierta a su vez 
en un valor agregado que pueda aportar a la integración latinoamericana. El re-
151 Ejemplo de esto fueron las negociaciones desarrolladas por México, Chile y Perú en el marco de su 
ingreso al TPP, las cuales se efectuaron bajo un formato unilateral y no desde posiciones colectivas a partir 
de su membresía a la AP.
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gionalismo abierto que le ha sido inicialmente funcional para presentarse como 
bloque aperturista competitivo, no le garantiza el mejoramiento de su inserción 
internacional, la cual requiere de la protección estratégica de sectores industriales 
sensibles que fomenten cadenas de valor regionales y su articulación a cadenas 
globales en mejores condiciones para que los países miembros modifiquen su es-
tatus actual de economías especializadas en exportación de bienes commodities. 
• La adecuación de la AP a las nuevas dinámicas de la economía global –como 
los acuerdos mega regionales– implica en el corto plazo acelerar el tránsito del 
bloque hacia mayores niveles de cohesión negociadora más allá de la conver-
gencia de mercados que permitan una mejor o menos dolorosa su compati-
bilidad con tratados como el TPP. Estos acuerdos mega regionales están di-
señados para profundizar relaciones asimétricas de intercambio comercial en 
favor de las economías más industrializadas, por lo cual restringen el margen 
de maniobra de las economías latinoamericanas. Deberá enfrentarse en los 
próximos años a un contexto de mega acuerdos comerciales, con poca capaci-
dad de alterar o renegociar a su favor las nuevas regulaciones y los estándares 
normativos que surjan de estos acuerdos.
• Si bien el desarrollo operativo-institucional de la AP se ha guiado por prin-
cipios de flexibilidad y pragmatismo, lo cual le ha resultado beneficioso y ha 
facilitado en el corto plazo logros visibles, la experiencia de la integración 
latinoamericana refleja que los entornos institucionales débiles son proclives 
para la improvisación y el incumplimiento entre los socios. Debe establecer 
una estructura de incentivos a través de una institucionalidad organizada que 
permita superar el voluntarismo presidencial y blindar el proceso integrador 
de coyunturas políticas de los miembros que afecten la concreción de sus ob-
jetivos, debe predominar una integración centrada en políticas de Estado y 
no en ambiciones cortoplacistas de gobiernos.
• La irrupción de la AP en el escenario de los regionalismos latinoamericanos ha 
alterado la dinámica y los formatos de la integración regional y ha significado 
una reconfiguración de las relaciones intrarregionales en Suramérica (pasando 
del esquema CAN-MERCOSUR al AP-MERCOSUR) y de las relaciones extra 
regionales (formato AP-Unión Europea, AP-ASEAN). Profundiza la crisis de la 
CAN (ya que la desplaza como plataforma de negociación comercial e inviabiliza 
el arancel andino común), altera las condiciones de prevalencia del regionalismo 
brasileño con la entrada de México y reimpulsa el peso de los aspectos económi-
co-comerciales en la discusión de la integración latinoamericana.
• El objetivo de ser una plataforma de inserción en Asia-Pacífico no garantiza per se 
que dicha inserción sea exitosa para sus países; esto requiere redefinir el patrón de 
inserción internacional actual (tipo TLC asimétrico característico del regionalis-
mo abierto) con miras a un mejor posicionamiento global del bloque.
Carlos Alberto Chaves García
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LA ALIANZA DEL PACÍFICO: INTERESES DE SUS 
MIEMBROS E IMPORTANCIA GEOESTRATÉGICA
Martha Ardila
Introducción
 Los países miembros de la Alianza del Pacífico presentan diversos intereses en su par-
ticipación en este grupo de integración, concertación y cooperación y, aunque todos ellos 
tienen vertiente hacia el Océano Pacífico, su interés e importancia geoestratégica va más 
allá. Se vincula con su ubicación en la jerarquía de poder regional que posibilita convertir-
se en el puente latinoamericano entre América Latina y Asia Pacífico.
 En este sentido este artículo busca dar respuesta a varios interrogantes: ¿A qué 
tipo de multilateralismo responde la Alianza del Pacífico?; ¿cuál es su importancia y 
qué intereses persigue?; ¿es una integración más hacia afuera de la región que obsta-
culiza la integración latinoamericana? 
 En la viabilidad de la Alianza del Pacífico incide su afinidad ideológica acompañada 
de pragmatismo y un liderazgo compartido. Las relaciones con los Estados Unidos y el 
interés que esta potencia tuvo durante el gobierno de Obama de re-posicionarse en la re-
gión, contribuyeron a la visibilidad e interés por este grupo de cooperación, concertación 
y futura integración, hasta el punto de que esa potencia ingresara como observador en el 
2013. Además de los vínculos ideológicos, a los miembros de la AP les une una identidad 
por un modelo de desarrollo similar basado en el regionalismo abierto.
 No obstante, el nuevo mandatario norteamericano Donald Trump se muestra 
proteccionista y carente de interés por lo comercial y lo multilateral, sosteniendo que 
se retira del TTP y señalando preferencia por los acuerdos bilaterales, lo cual condu-
ciría a la aceleración del relacionamiento de la Alianza del Pacífico con Asia.
 Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, este artículo se encuentra di-
vidido en tres partes. La primera examina los modelos de inserción latinoamericanos 
y los tipos de multilateralismo que se presentan en América Latina. La segunda ana-
liza las características e importancia geoestratégica de cada uno de los miembros de 
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la Alianza. La tercera hace énfasis en las variedades de relacionamiento y cómo ellas 
contribuyen o no a la integración latinoamericana. Finalmente, se reflexiona en torno 
a la incidencia de la AP en América Latina, sus obstáculos y retos. 
1. Inserción y multilateralismo latinoamericano
 En América Latina se observan diversos modelos de inserción internacional en los 
cuales tiende a privilegiarse la relación con una gran potencia como los Estados Unidos, 
a buscar el equilibrio como Brasil o a confrontar como la Venezuela chavista. De ahí que, 
a lo largo de la historia reciente, analistas internacionales se refieran a países no-alineados, 
líderes de bloques, balanceadores o satélites (Holsti, 1970); pro-core o anti-core, autó-
nomos-dependientes, y/o ideológicos (Hey, 1997), pragmáticos e ideológicos (Gardini, 
2011), aquiescentes y/o autónomos (Rusell y Tokatlian, 2013) que compiten, confrontan 
o cooperan (Flemes, 2012) entre ellos y respecto a otros países que presentan una ubica-
ción superior en la jerarquía de poder regional o internacional. 
 En todos ellos, la búsqueda de la autonomía ha sido una constante dependiendo 
de su historia e interés nacional. En razón de ello han surgido conceptos como el de 
autonomía periférica y autonomía relacional. No obstante, dichos conceptos pare-
cería que han tenido una evolución y un tratamiento diferenciado para Suramérica 
que para Centroamérica y México. Este último, debido a las invasiones e injerencias 
de potencias externas en su territorio como la norteamericana, francesa y española, 
equipara dicho concepto a la soberanía y en variadas ocasiones desarrolla elementos 
vinculados con el nacionalismo. De ahí que autores como Meyer se refieran a una 
soberanía relativa o a un nacionalismo defensivo (Meyer, 2006 y 2008), y que se 
sostenga, por parte de varios internacionalistas, que Colombia presenta una relación 
de dependencia (país pro-core) y de subordinación activa con los Estados Unidos. 
No obstante, la integración regional con vocación autonomista ha sido uno de los 
objetivos de la inserción internacional de América Latina en el escenario internacio-
nal (Briceño y Sminorff, 2015), ya que la asociación mejora el poder negociador de 
los países; y bien sea México, Colombia, Chile o Perú, buscan mayores márgenes de 
autonomía en su inserción externa. 
 Es por ello que América Latina transita hacia una nueva mirada del multilatera-
lismo (Ardila, 2016) en el que la autonomía ya no es sólo confrontativa frente a la 
potencia hegemónica sino que tiende a la cooperación, aunque ello va a depender del 
tipo de modelo de desarrollo y de quien ocupe la casa de gobierno. No es lo mismo 
un gobierno de la nueva izquierda como los de Chávez o Maduro, que manejan un 
discurso agresivo y de confrontación, que otro como el de Chile o Colombia que son 
pragmáticos y neoliberales.
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 En esa nueva arquitectura multilateral y de gobernanza regional, los nuevos orga-
nismos regionales como la UNASUR, CELAC, ALBA y Alianza del Pacífico, respon-
den a cambios ocurridos a nivel del escenario regional e internacional y a la búsqueda 
de un nuevo multilateralismo más diverso, flexible y autónomo y con la participación 
de actores no gubernamentales. Sin embargo el único actor no gubernamental que 
ha desempeñado un importante papel ha sido el sector empresarial; otras voces han 
estado ausentes. 
 El debilitamiento y desinterés de los Estados Unidos en América Latina, el flore-
cimiento económico de algunos países del Asia Pacífico y la búsqueda de nuevos mo-
delos de desarrollo en la región, condujeron a un nuevo multilateralismo y regiona-
lismo que vincula más estrechamente lo económico con lo político, es más autónomo 
y ágil, aboga por un nuevo papel del Estado y de la sociedad y una diversificación de 
los vínculos internacionales latinoamericanos, pero que presenta sus particularidades 
según el organismo regional. Son diferentes los del Pacífico que muestran un interés 
más comercial que los del Atlántico que son más políticos y abogan por una mayor 
participación del Estado. La relación con la potencia hegemónica ha sido un elemen-
to importante a tener en cuenta en la implementación de esta nueva arquitectura 
que exhibirá matices y variaciones con el nuevo jefe de la Casa Blanca que se muestra 
proteccionista y en contra de tratados de libre comercio sobre todo multilaterales.
 Referirnos a la integración o unidad latinoamericana resulta utópico debido a la 
fragmentación de la región; una América Latina con diferentes modelos de desarro-
llo y, sobre todo, diversas concepciones en materia de integración. Hay países como 
Venezuela y Brasil que se refieren a una integración política como antesala a la eco-
nómica; otros que descartan la presencia de los Estados Unidos; los hay también que 
utilizan la asociación para ascender en la jerarquía de poder regional y/o acercarse a 
América Latina. Es por ello que resultan más viables aquellos grupos integrados por 
pocos países aunque no todos ellos sean limítrofes. Y es que hoy en día hay una ten-
dencia a conformar regiones socialmente construidas, algo más que defensa y territo-
rialidad y, se orienta a la asociación con identidades, valores e ideología compartida. 
 Con una nueva mirada se busca un proceso de integración y/o de cooperación 
que una y no fragmente y, sobre todo, que disminuya las diferencias económicas den-
tro de la región y en cada uno de los países; y que, a su vez, supere la visión neta-
mente estatista de conformación de los grupos de asociación, dándole participación 
a la sociedad civil y construyendo vínculos con otras áreas geográficas. Es decir, una 
autonomía con mayor diversificación y desarrollo.
 Es así como podemos diferenciar dos tipos de nuevo multilateralismo. El primero 
es el post liberal (Serbin, 2012; Sanahuja, 2012; Legler, 2011; Briceño, 2012) que es 
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defensivo, anti hegemónico, estatista y contestatario, que trata de hacerle un contra-
balanceo a los Estados Unidos, siendo más político, autónomo y buscando construir 
nuevas alianzas. El segundo es el liberal que es más comercial, aperturista y con una 
ubicación geográfica hacia el Pacífico, a diferencia del primero que es andino y ca-
ribeño. En el liberal ubicamos la Alianza del Pacífico, integrada por México, Chile, 
Perú y Colombia que tiene su origen en el Arco del Pacífico Latinoamericano y que 
varía según su ubicación en la jerarquía de poder regional.
 Sobre la base de un discurso “pragmático” y un énfasis en los aspectos comercia-
les, se busca la diferenciación respecto a los otros organismos regionales catalogados 
de “ideológicos”. Colombia, Chile, México y Perú hacen parte de la Alianza del Pa-
cífico, creada el 28 de abril de 2011, formalizando su acuerdo el 6 de junio de 2012 
con la suscripción del Acuerdo Marco en Paranal, Chile. Estos cuatro países se basan 
en un modelo de desarrollo aperturista y de regionalismo abierto. México busca hacer 
contrapeso a la relación estructural con los Estados Unidos, mientras que Colombia 
se acerca tanto al Asia-Pacífico como a países del Pacífico latinoamericano. A su vez, 
los cuatro países le hacen balanceo a Brasil y al ALBA, no cuestionan el ordenamiento 
internacional, como sí lo hace Venezuela y Brasil que se muestran partidarios de la 
multipolaridad a diferencia de los miembros de la Alianza del Pacífico que son más 
partidarios de fortalecer relaciones bilaterales en un marco de regionalismo abierto.
 En este contexto, la Alianza del Pacífico presenta una relevancia geopolítica en su 
conjunto y de cada uno de sus miembros. Veamos.
2. Importancia geoestratégica de los miembros de la AP
 La importancia geoestratégica de la Alianza del Pacífico va más allá de su litoral 
hacia el Océano Pacífico. Tiene una pertenencia amazónica, al incluir países que ha-
cen parte de la Cuenca Amazónica, de grupos como la Comunidad Andina, MER-
COSUR y el NAFTA, pero no sólo ello sino también el Foro de Cooperación Eco-
nómica Asia-Pacífico, APEC, y el Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica, 
TTP. Esta múltiple pertenencia abre el abanico para las posibilidades de una inser-
ción diversa de la AP. 
 Chile tiene una extensión sobre el Pacífico muy superior a la del Perú, México y Co-
lombia, en su orden, y el interés que los cuatro países tienen en sus regiones hacia el Pací-
fico también varía, aunque los cuatro tengan un litoral sobre el Océano Pacífico. 
 La inserción de Chile constituye una prioridad para su política exterior, una polí-
tica de Estado con elementos de identidad nacional y de poder marítimo que condi-
ciona su seguridad nacional. Complementariamente, la economía del Perú depende 
239 
de las exportaciones de harina y aceite de pescado. Por su parte, México desde hace 
varios años, ha prestado gran atención a su región del Pacífico, muy rica en flora y 
fauna donde se ubican centros turísticos como Acapulco, Zihuatanejo, Puerto Vallar-
ta y Manzanillo, entre otros, fomentando el desarrollo portuario y de infraestructura. 
 A diferencia del impulso que tienen en la región del Pacífico estos países, el Pa-
cífico colombiano presenta problemas de seguridad, deficiente infraestructura y bajo 
desarrollo, siendo la región más golpeada por los grupos alzados en armas y la vio-
lencia; tiene un sólo puerto profundo y vías de comunicación muy precarias; es una 
zona muy deshabitada con una densidad de 5 habitantes por kilómetro cuadrado. 
Esta región tiene una participación del 15 por ciento en el PIB nacional, 10 millones 
de habitantes, un índice de pobreza que supera el 60 por ciento. A eso se suma que el 
85% de la población tiene necesidades básicas insatisfechas, el 60% se encuentra en 
la pobreza absoluta, la cobertura en salud no logra el 30% y alcanza un 50% de anal-
fabetismo. En Buenaventura el 80% de la población pertenece a estratos 1 y 2, según 
datos de Planeación y DANE.
 Chile tuvo una inserción temprana en la región Asia-Pacífico, a diferencia de Co-
lombia que se interesó de manera tardía (Ardila 2012). Hace parte de la APEC y 
presenta un marco institucional con varios países asiáticos. A su vez, a nivel interno, 
ha desarrollado la región del Pacífico, su infraestructura vial y portaría. México y Perú 
también se han proyectado hacia el Pacífico e integran la APEC, foro económico 
al que Colombia no ha ingresado formalmente pero que integra grupos de trabajo 
como el energético. México busca equilibrar su relación con los Estados Unidos con 
un interés hacia esa región desde hace muchos años, al igual que Perú. Chile, México 
y Perú hacen parte del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP).
 El TTP se suscribe en febrero de 2016 y está integrado por Australia, Brunei, 
Canadá, Chile, Estados Unidos, Japón, Malasia, México, Nueva Zelanda, Perú, Sin-
gapur y Vietnam. Responde a la orientación de la política estadounidense del Go-
bierno de Obama hacia Asia por el dinamismo de ese continente y por la voluntad de 
contrarrestar la influencia de China tanto en la región como en el resto del mundo. 
No obstante, el TPP seguramente sufrirá alteraciones durante el gobierno de Trump 
vinculadas con la falta de interés de esa potencia en este acuerdo.
 Chile tiene firmados 22 acuerdos comerciales con 60 países; Colombia 15 TLC 
que implican casi a una cincuentena de países, y México 15 Tratados de Libre Co-
mercio con 45 países (TLC) y 9 acuerdos de comercio (Acuerdos de Complementa-
ción Económica y Acuerdos de Alcance Parcial) en el marco de la Asociación Lati-
noamericana de Integración (ALADI). Para el país azteca, la Diplomacia Económica 
constituye uno los pilares de inserción internacional para el cual cuenta con el apoyo 
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de la población. A diferencia con los otros tres países se debate acerca del tipo de mo-
delo e inserción que más conviene, lo cual dificulta su aplicabilidad. Por último, Perú 
tiene 17 tratados de libre comercio entre acuerdos regionales y bilaterales.
 Durante muchos años, Colombia descuidó su diplomacia económica e institu-
cional y cerró embajadas en Asia-Pacífico, al contrario de lo que hicieron otros países 
latinoamericanos. Brasil tiene 16 embajadas, Chile 12, México 11, Perú y Colombia 
10. El gobierno de Juan Manuel Santos inició un proceso de reapertura de algunas 
de ellas como las de Indonesia, Singapur y Tailandia. Hoy en día, los cuatro países 
comparten oficinas comerciales con Chile en ciudades como Shanghai. Sin embargo, 
el esfuerzo hasta ahora realizado es insuficiente y a veces da la impresión de que su 
interés hacia esta área geográfica es más retórico que real. Colombia carece de una 
presencia económica e institucional continua y efectiva en esa región. Por su parte, la 
falta de interés de Donald Trump en América Latina conducirá a una diversificación 
regional de las relaciones internacionales y a una profundización en las relaciones con 
otras áreas geográficas como Asia.
 Los cuatro países se muestran partidarios del multilateralismo, buscan una mayor 
interdependencia y comparten un liderazgo por medio de la Secretaría pro témpore 
que pasó de México a Perú y luego a Chile. Esta identidad los ha llevado a convertirse 
en el enlace y puente con los países de la región asiática. Llevar iniciativas conjuntas a 
otros organismos multilaterales constituye un reto.
 La Alianza del Pacífico es una región socialmente construida en la que no todos 
sus países miembros son limítrofes pero a la que sí la unen vínculos ideológicos y de 
posiciones neoliberales, aperturistas, siendo todos ellos partidarios de un regionalis-
mo abierto. Aunque la conformación de este grupo es muy reciente y resulta tem-
prano hacer un análisis sobre sus resultados, resulta pertinente analizar los diversos 
intereses que sus miembros tienen en su participación, su relación con los Estados 
Unidos, y eventual acercamiento de Brasil a este grupo de integración y cooperación. 
Recientemente, Argentina ingresó como miembro observador.
 Los países son cercanos a los Estados Unidos y tienen tratados de libre comercio 
con esta potencia que también es observadora en este grupo de integración. En su 
conformación, factores externos –como los Estados Unidos, la globalización, el desa-
rrollo y posicionamiento del Asia Pacífico…– y la posición de elites gubernamentales 
en asociación con el sector empresarial, resultan fundamentales. Muchas dudas ge-
neró la elección de Donald Trump debido a su posición frente a los TLC y al hecho 
de que para estos 4 países lo mismo que otros de Latinoamérica, los Estados Unidos 
constituye el principal destinatario de sus exportaciones. 
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 La relación de los países de la AP con este país ha sido cercana y se mueve entre 
dos lógicas: la de la aquiescencia y la de la autonomía (Rusell y Tokatlian, 2013). Mé-
xico y Colombia son los más afines a esa potencia. El primero ha experimentado un 
sostenido crecimiento económico en la última década. Según estudios de Goldman 
Sachs, para el año 2020 el país azteca estará entre las 6 mayores economías del mun-
do. Su comercio con los Estados Unidos abarca más del 85% y entre 12 y 16 millones 
de mexicanos residen en ese país. De esta forma, México resulta estar estrechamente 
vinculado al devenir de su vecino del norte y, en el plano interior, se encuentra sumi-
do en graves problemas sociales y políticos, de manera tal que posee limitados már-
genes de acción para formular una política exterior con mayor nivel de autonomía. 
El presidente Trump sostiene que colocará un arancel del 35% a los productos proce-
dentes de este país. 
 También Colombia ha tenido una relación muy estrecha con los Estados Unidos. 
Desde la década de los 20 del siglo XX fomentó un Respice Polum de su política ex-
terior que, posteriormente al finalizar ese siglo, analistas internacionales se refirieron 
a una “intervención por invitación”, impulsando programas como el Plan Colombia 
que generó desconfianza en los países vecinos. Durante los últimos años, en el plano 
económico indicaron un buen desempeño y, según cifras de la CEPAL, para el perio-
do 2015-2017 proyectaron un crecimiento colombiano del 4.7 por ciento (CEPAL, 
2015). No obstante, para 2016 el Banco de la República de Colombia señala un cre-
cimiento tan sólo del 2% (Banco de la República, 2016). 
 Por su parte, Chile y Perú han experimentado en el último lustro unas desgastan-
tes relaciones vecinales tras las respectivas demandas ante La Haya a Chile por parte 
de sus vecinos, si bien este conflicto no ha escalado más allá de retiros momentáneos 
de embajadores y agendas paralizadas. A su vez, Chile posee una política exterior 
estrechamente ligada a la promoción económico-comercial. A partir de la llegada del 
gobierno de Michelle Bachelet ha intentado acercarse al resto de los esquemas de in-
tegración en un esfuerzo de hacer converger su participación tanto en la Alianza del 
Pacífico como en MERCOSUR con una visión pragmática. Se debe tener presente 
que Chile posee una clara tradición integracionista contando con importantes per-
sonalidades –Felipe Herrera, Aníbal Pinto, Osvaldo Sunkel, entre otros–, que en su 
época influyeron en los estamentos intelectuales y políticos sobre la necesidad que el 
país ocupara un rol destacado en su formulación y desarrollo.
 Adicionalmente debe mencionarse que hay temas como el de seguridad que, aun-
que no ha sido aún tratado en la AP, reviste especial importancia para esta región. Se 
presentan amenazas tradicionales como la de Perú y Chile y nuevas amenazas orien-
tadas al crimen transnacional, el narcotráfico, el tráfico ilegal de armas, el tráfico de 
personas y de órganos. Debe haber acciones de cooperación en seguridad y fijar unos 
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lineamientos y acciones comunes. Los países miembros de la AP tienen una concep-
ción multidimensional que abarca al Estado y al individuo, orientada a la transparen-
cia y a la confianza. Y la anhelada paz colombiana profundizará esta visión integral de 
la seguridad.
 La Alianza del Pacífico hace parte de un nuevo multilateralismo latinoamericano 
que muestra la relevancia de los factores externos en la construcción de regímenes 
internacionales. Sus cuatro miembros son potencias regionales de diverso rango las 
cuales presentan variados intereses en su participación, tendiendo a un multilateralis-
mo cooperativo y a un liderazgo compartido por medio de la Secretaría pro-témpore 
que rota anualmente entre sus miembros y que profundiza un relacionamiento en 
diversos frentes.
3. Alianza del Pacífico: relacionamiento dentro y fuera 
del organismo regional
 El concepto de región ha venido variando y ya no se mira exclusivamente por 
sus límites geográficos sino que tiende a ser socialmente construido, en lo que la 
identidad juega un importante papel. Su autonomía podría ser una fase transitoria, 
de reacomodamiento del sistema internacional y también del declive de los Estados 
Unidos.
 Dentro de la tendencia a conformar regiones y subregiones, en América Latina 
los primeros 10 años del siglo XXI fueron testigo de la creación de grupos como la 
UNASUR, el ALBA, la CELAC y la Alianza del Pacífico. Algunos de ellos como el 
ALBA y la UNASUR, con el liderazgo de Venezuela y Brasil y con un multilatera-
lismo defensivo, pero otros, como la Alianza del Pacífico, con un multilateralismo 
cooperativo y un liderazgo compartido. 
 La interdependencia económica y política en América Latina es baja y también 
lo es entre los países miembros de la Alianza del Pacífico152, como lo indica el Cuadro 
152 Para Chile, por ejemplo, en el 2015 las exportaciones de la AP fueron del 43% en el caso de Perú, 36% 
para México y 21% para Colombia. En materia de importaciones, estas provinieron en un 52% de México, 
27% de Perú y 21% de Colombia. La ex ministra de Comercio, Industria y Turismo de Colombia, Cecilia 
Álvarez-Correa, dijo que el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico que entró en 
vigor permite profundizar los acuerdos entre los países que componen esa iniciativa de integración.
 Para el caso de Colombia, un total de 41 productos que no tenían acceso libre a Chile podrán ingresar 
sin arancel. Con México, un total de 413 productos no podían ingresar, pero con la entrada en vigor del 
Protocolo lo podrán hacer libremente.
 El mayor beneficio que trae el Protocolo Comercial de la Alianza del Pacífico a los empresarios es la 
posibilidad de incorporar insumos de cualquiera de los cuatro países al bien final.
 Por ello, se abren nuevas posibilidades de usar los acuerdos comerciales que los socios de la Alianza 
tienen vigentes con países como China, Japón, Singapur, Malasia y Australia.
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No 1. Sus economías no son complementarias, hay balanzas comerciales deficitarias 
que preocupan a países como Colombia y obstáculos vinculados con la deficiente 
infraestructura y proyectos que dependen del gobernante de turno. La cooperación 
e interdependencia entre ellos y con otros países incluye valores e ideas compartidas, 
la búsqueda de consenso y la interacción con diversos actores de la sociedad civil153. 
Estos países se expresan cooperativa y/o competitivamente frente al surgimiento de 
nuevas potencias secundarias en la región. 
 Los países y grupos regionales responden de diferente manera a la inserción mul-
tilateral y al liderazgo. Los hay defensivos, confrontativos y cooperativos. Los miem-
bros de la Alianza del Pacífico buscaron una inserción externa más hacia afuera de 
Latinoamérica que hacia la misma región, sobre todo porque sus economías no son 
complementarias; son cooperativos y en menor medida defensivos; su mayor poten-
cial se orienta a la construcción de cadenas productivas para insertarse conjuntamen-
te en la economía global.
Gráfico 1: Interdependencia entre los países 
de la Alianza del Pacífico
Fuente: elaboración propia, con base en datos del Instituto Elcano para el año 2010. 
Se tuvieron en cuenta las exportaciones, las importaciones, la balanza comercial, la inversión extranjera directa.
 Si examinamos la interdependencia vemos que en algo ha crecido aunque la ten-
dencia económica y comercial no es similar para todos los países. La podemos clasifi-
car en dos niveles: el primero de cooperación y, el segundo, económico y comercial.
153 Francisco Rojas Aravena trabaja acerca del concepto de Multilateralismo Cooperativo, vinculándolo 
también con la Diplomacia de Cumbres y la búsqueda de coordinación. 
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3.1. La cooperación en diversos frentes
 En cooperación ha habido avances notorios en materia institucional y académica 
que conducirán a construir confianza y proponer más acciones conjuntas. La secre-
taría Pro-Témpore colombiana (junio 2013-junio 2014) lideró la consolidación de 
la plataforma de movilidad estudiantil con cuatro convocatorias exitosas y 444 be-
cas otorgadas a estudiantes, investigadores y docentes de los países que componen la 
Alianza del Pacífico. A su vez, firmó un Memorando de Entendimiento sobre vaca-
ciones y trabajo, el cual permite a los jóvenes estudiantes de Chile, Colombia, Mé-
xico y Perú, ingresar como turistas a cualquiera de estos países y efectuar actividades 
remuneradas en los periodos de vacaciones. 
 Con el objetivo de facilitar la movilidad de los ciudadanos de la Alianza del Pací-
fico, fueron eliminadas las visas de turismo y para empresarios en desarrollo de acti-
vidades de negocios no remuneradas, por parte de México y Perú. De manera com-
plementaria, se editó la Guía del Viajero de Alianza del Pacífico dirigida a los viajeros 
originarios de los cuatro países, la cual contiene datos de interés y recomendaciones 
útiles como información migratoria, consular y ubicación de embajadas, entre otros. 
También se impulsó la profundización de la Plataforma de intercambio de comunica-
ción migratoria que permite el flujo de información en tiempo real entre las autorida-
des migratorias, de forma tal que se facilite el tránsito entre los cuatro países.
 De igual manera, se fomentó la asistencia consular en aquellos lugares donde 
no hay representación diplomática o consular de su país de origen y se identificó el 
turismo como gran potencial. Para su promoción de elaboró una cartilla con los prin-
cipales destinos turísticos de la región; se diseñaron paquetes de viaje conjuntos; se 
realizaron encuentros de operadores turísticos de los países miembros; y se participó 
de forma conjunta en IMEX (Meetings, Incentives, Conferences and Exhibitions), una 
de las ferias de turismo de incentivos y reuniones más importantes del mundo. La 
eliminación de las visas contribuyó en el incremento del turismo intra-Alianza.
 Dándole continuidad a estos proyectos, la Secretaria Pro-témpore de México, que 
terminó en julio de 2015, enfatizó en programas de cooperación e intercambio de 
información. A su vez, lanzó la quinta convocatoria del Programa de Becas y la cele-
bración de actividades de cooperación en materia deportiva y cultural. Lo anterior, 
con la finalidad de generar una agenda en temas prioritarios e identificar las áreas de 
interés según los cuatro pilares del mecanismo: libre movilidad de personas, bienes y 
servicios, capitales, y cooperación.
 En adición, se estrecharon vínculos con los países observadores de la Alianza y 
se fortaleció el diálogo con otros esquemas de integración exitosos como la Asocia-
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ción de Naciones del Sudeste Asiático (ANSEA), el Foro de Cooperación Económica 
Asia-Pacífico y la Unión Europea. Con ANSEA tuvo un primer acercamiento duran-
te el 69° periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, en Nueva York, en el mes de septiembre de 2014. El intercambio estudiantil y 
el involucramiento de los sectores privados fueron identificados como los principales 
temas de cooperación. También, los cancilleres de la Alianza del Pacífico sostuvie-
ron un primer encuentro en Colombia (noviembre, 2014) con sus homólogos de los 
países miembros del MERCOSUR, el cual permitió conocer con mayor detalle las 
actividades que cada mecanismo desarrolla, información indispensable para diseñar 
futuros programas de colaboración en áreas de interés mutuo.
 La Secretaría Pro-Témpore de Perú (2015-2016) enfatizó en el relacionamiento 
externo de la Alianza del Pacífico en proyectos de cooperación con los países observa-
dores y con la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN). Asimismo, se 
acercó a otras naciones o formas de integración como el Foro de Cooperación Econó-
mica Asia-Pacífico (APEC) y el Mercado Común del Sur (MERCOSUR). 
 En su traspaso a Chile, los Ministros de Finanzas acordaron desarrollar una agen-
da de trabajo para el periodo 2016-2017 que busque implementar estrategias para 
el financiamiento inclusivo, a través del desarrollo de proyectos de inversión de alta 
calidad y consolidar la marca de “Alianza del Pacífico” en cuatro áreas: integración 
financiera, inversión en infraestructura, manejo de riesgos catastróficos y gestión y 
transparencia fiscal.
 En este sentido, sus miembros pretenden interconectar los cuatro países, basándo-
se en un mayor conocimiento y acercamiento con el objetivo de intercambiar experien-
cias y vincularse de manera conjunta a otras áreas geográficas y grupos regionales. De ahí 
la eliminación de visados y los intercambios de estudiantes y profesores entre sus países 
miembros. En este sentido también han cooperado, compartiendo embajadas y oficinas 
comerciales. A partir de los acuerdos de la Alianza funcionan sedes diplomáticas compar-
tidas en Ghana (entre los cuatro países), Vietnam (Colombia y Perú), Marruecos (Chile y 
Colombia), Argelia (Chile y Colombia), Azerbaiyán, (Chile y Colombia) y la Misión Di-
plomática en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico –OCDE– 
(Chile y Colombia) y en Singapur (Colombia y México).
3.2. El intercambio económico
 En cuanto al intercambio económico y comercial, la interdependencia es muy 
baja (cuadro 1). El comercial es una situación preocupante: para Colombia la balanza 
con México ha sido desfavorable y tiende a empeorar como lo han manifestado diver-
sos gremios económicos, principalmente los agrícolas. El comercio se concentra en la 
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venta de automóviles con cerca de un 20% y las importaciones son principalmente 
aceites de petróleo. Su balanza comercial es deficitaria en más de $5.400 millones de 
dólares, siendo de US$ 7.065.100. El de México se dirige principalmente a Estados 
Unidos en más de un 80% y tan sólo el 2.2 % a Latinoamérica y el 1.1% a Colom-
bia. Se teme que el Protocolo Comercial suscrito en febrero de 2014 empeore la si-
tuación154.
 No obstante, el sector gubernamental ve con optimismo su entrada en vigor en 
mayo de 2016 y señala que “la acumulación de origen es una oportunidad clave para 
las empresas de los cuatro países al permitirles hacer uso de las materias primas y bie-
nes intermedios para exportar con preferencia arancelaria al interior de la AP o para 
llegar a terceros importantes pero poco penetrados, como China y Japón, cumplien-
do con las normas origen de los acuerdos”.
 En cambio Colombia presenta balanzas favorables con Chile y Perú. En el 2014-
15 se avanzó en varios proyectos como el energético. La cooperación con estos países 
resulta fundamental debido a su proyección temprana hacia la región Asia-Pacífico y 
a su pertenencia a la APEC y OECD, grupos a los que Colombia desea ingresar.
 Por otra parte, se viene realizando un análisis de la proyección económica de la 
Alianza. Un estudio del BBVA de junio de 2015 muestra sus potencialidades comer-
ciales no sólo con base en lo que se pueden vender entre sí sus países miembros, sino 
en lo que a mediano y largo plazo se estima que demandaría el mercado mundial. 
“Hay 97 sectores posibles, entre los que producen bienes intermedios y de capital, y 
bienes de consumo que se pueden aprovechar. En cada país hay entre 4 y 8 de bienes 
intermedios y entre 6 y 8 de bienes de consumo”.
 Hay que destacar que para la identificación de los sectores potenciales no se tu-
vieron en cuenta aquellos que ya manejan cada uno de los cuatro países. En conse-
cuencia, entre las ramas de la economía colombiana no aparecen ni productos mine-
ro-energéticos (petróleo, gas, energía), ni agrícolas (café, flores o banano); tampoco 
se incluyeron las materias primas. Esto debido a que se trata de un tipo de productos 
donde los sectores con mayor potencial ya están más identificados: Chile con salmón, 
frutas, cobre. Colombia con petróleo, hierro, acero, zinc. México con petróleo y Perú 
con metales. Deben buscar producir bienes intermedios y de capital como fungicidas, 
papel y cartón, maquinaria y material eléctrico, entre otros. También la producción 
de bienes de consumo como azúcares y artículos de confitería, perfumería y cosméti-
154 El Protocolo Comercial busca establecer una Zona de Libre Comercio entre los países miembros de la 
Alianza. A través de él se disminuyen a cero el 92% de los aranceles industriales, mientras que el 8% 
restante se desmontará gradualmente en un plazo de máximo 17 años en un intento por proteger bienes 
sensibles del sector agropecuario.
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ca, medicamentos y otros productos farmacéuticos. De igual manera, habría margen 
para desarrollar las líneas de prendas y complementos de vestir, preparaciones alimen-
ticias incluyendo las que se hacen a base de café, telas, hilados y cuerdas, vehículos y 
sus partes y, papel y cartón con todas sus manufacturas.
 Desde esa perspectiva, se deben construir “cadenas de valor” que permitan a cada 
país de la Alianza hacer parte de un engranaje que, al final, convierta a este bloque de 
naciones en un gran exportador. La expectativa de que sea un trampolín para impul-
sar el comercio exterior de los cuatro países se basa, en parte, en los caminos que ya 
han recorrido. Pero no sólo lo comercial sino también otros aspectos como el científi-
co que beneficiaría a toda la región. 
 Por otra parte, se destaca el Consejo Empresarial de la Alianza del Pacífico –
CEAP-, que está conformado por representantes del sector privado designados por 
los presidentes de los cuatro países y que promueve el diálogo y la retroalimentación 
en temas claves entre el gobierno y el sector privado.
 A su vez, se reconoce que las Pymes son el tipo de empresa prevalente en esta alian-
za y por lo tanto se creó un grupo técnico encargado de compartir mejores prácticas 
para su fomento. Así mismo, se mejoraron los estándares regulatorios para fomentar 
el comercio y el crecimiento económico y avanzar en la definición de protocolos para 
el intercambio de información tributaria, bajo los más altos índices internacionales, 
para fomentar la transparencia de las operaciones que se realizan en economías cada 
vez más integradas.
 Conscientes del gran potencial que tiene en materia de comercio agrícola, se ade-
lantan trabajos encaminados a promover las exportaciones del sector entre nuestros 
países y frente a terceros mercados. Complementario a estas acciones, se desarrolló un 
mecanismo para el intercambio de información en materia de insumos agrícolas, el 
cual permitirá contar con mejores elementos para la toma decisiones que faciliten el 
acceso de los agricultores.
 Finalmente, vale la pena resaltar el Mercado Integrado Latinoamericano, MILA, 
compuesto por las bolsas de valores de los mercados de Perú, Chile y Colombia. 
Inició operaciones en mayo de 2011 con la finalidad de integrar los mercados de 
capitales de los tres países y así, dar a los inversionistas de terceros una mayor oferta 
de valores y emisores desde una bolsa unificada. Ésta representa grandes esfuerzos de 
integración para la Alianza del Pacífico en la búsqueda de una mayor competitividad 
económica no sólo en la región sino en el mundo. En agosto de 2014 la Bolsa de Va-
lores de México se adhirió; con el ingreso del país azteca se sitúa el MILA casi al nivel 
de Brasil en capitalización bursátil (cantidad de emisión de acciones), configurándolo 
como el segundo mercado accionario más importante de la región. 
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 Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, podemos señalar que la Alian-
za del Pacífico ha conseguido posicionarse como uno de los grupos de mejor rendi-
miento en el PIB sólo superado por los BRICS y la Asean. “Cuenta con una pobla-
ción de 214 millones de habitantes y un PIB per cápita promedio de US$10.000 
dólares” (CPAO, 2015). Esto evidencia la seriedad a la que apunta la organización y 
la voluntad de sus Estados miembros de constituirse en el puente con la región del 
Asia-Pacífico para hacer de este reto una realidad exitosa a mediano plazo.
4. Reflexión final
 La importancia geoestratégica de la Alianza del Pacífico radica en sus capacidades 
y posicionamiento en la jerarquía de poder regional y la posibilidad de ser puente 
de América Latina con el Asia-Pacífico. Las características de sus miembros y el de-
bilitamiento de países que ejercieron un liderazgo regional como Brasil y Venezuela, 
contribuyen en este sentido. 
 En una Latinoamérica fragmentada, muestra más fortalezas que otros grupos re-
gionales y éstas se enmarcan en su identidad, ideología y relacionamiento con Es-
tados Unidos, aunque varios de ellos presentan un acomodamiento a los intereses 
norteamericanos, combinando así elementos ideológicos y pragmáticos. La Alianza 
hace parte de la transición que atraviesa ese nuevo multilateralismo y fomenta otro 
cooperativo, complementario y/o contrario a ese defensivo y hegemónico que abogan 
otros organismos regionales.
 América Latina muestra un creciente interés por países asiáticos y a su vez China, 
India, Corea y Japón han venido aumentando su presencia en esta región haciéndole 
un contrapeso a la tradicional hegemonía norteamericana; y esa presencia asiática será 
cada vez mayor.
 Las inversiones asiáticas aumentan, principalmente las chinas, en Brasil, Argenti-
na, Perú y Venezuela. No obstante, se observan obstáculos vinculados con la infraes-
tructura, la educación y la desigualdad, mostrándose diferentes velocidades en la in-
serción de cada uno de los países de la AP en la región Asia-Pacífico, así como diverso 
desarrollo en las regiones nacionales con vertiente hacia el Pacífico. 
 Con el objetivo de profundizar las relaciones de la Alianza como grupo con el 
Asia en su conjunto o a nivel bilateral (Alianza-país), se debe avanzar en la interde-
pendencia de los 4 miembros latinoamericanos que, si bien ha mejorado, en el plano 
comercial continúa siendo baja, aunque sí han crecido las inversiones de Chile en 
Perú y Colombia así como de México en Chile y Perú, siendo las colombianas más 
diversificadas. De todas maneras, deberá vencerse esa desconfianza que existe entre las 
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economías de la AP, bien sea por el tamaño y/o la baja complementariedad. A su vez, 
a diferencia de otros organismos, existe un gran interés del sector privado de fomen-
tar relaciones comerciales con esa región. 
 La fragmentación latinoamericana contribuye a que se fomenten grupos afines y 
países que pertenecen a varios organismos dando lugar a nuevos esquemas de coopera-
ción. Este nuevo multilateralismo que se construye atraviesa una transición en la que 
la baja institucionalidad constituye una contradicción, pero también un gran reto. Si 
queremos que dichos grupos continúen deberán construir instituciones sólidas. 
 Colombia es el país más vulnerable dentro de la Alianza del Pacífico debido a 
características externas e internas. Su cercanía y alianza con los Estados Unidos obs-
taculizó su presencia y proyección hacia otras áreas geográficas como la asiática. A su 
vez, su economía se muestra desprotegida frente a otras como la mexicana y, a nivel 
interno, el bajo desarrollo de la región del Pacífico colombiano y los problemas de 
seguridad, entre ellos el conflicto interno, dificultan su proyección hacia la región 
Asia-Pacífico. Con la firma de paz se identifican grandes posibilidades para la política 
exterior colombiana. Países como Japón y Corea jugarán un importante rol en el post 
acuerdo en materia de cooperación y de desarrollo rural.
 La Alianza del Pacífico también busca fortalecer vínculos y cooperación entre los 
países que la integran y con América Latina en general. Durante los últimos años, 
Chile ha tenido relaciones estrechas con la Nueva Izquierda aunque tuvo vínculos di-
fíciles con los Kirchner, Morales y Chávez oponiéndose al ALBA. Las diferencias con 
Venezuela llevaron al país austral a oponerse al intervencionismo de ese país. Chile 
aboga por un acercamiento de la AP al MERCOSUR, lo que permitiría, a su vez, el 
estrechamiento de vínculos entre México y Brasil. Hasta hace poco, la nueva izquier-
da y el liderazgo y los intereses de Brasil, llevaron a Chile a buscar nuevos aliados y a 
profundizar las relaciones con Colombia y México. 
 El país austral compite con Brasil y Venezuela y le hace un contrabalanceo al 
ALBA, mientras que Colombia coopera con ellos desde el 2010 cuando Juan Manuel 
Santos llegó a la Casa de Nariño. Ambos, tanto Chile como Colombia, fomentan 
nuevas alianzas y profundizan sus relaciones entre ellos y con México, el cual compite 
con Brasil. La interdependencia entre los miembros de la Alianza ha venido profun-
dizándose, pero aún falta mucho. 
 La geopolítica ha sido una variable relevante en los lineamientos internacionales 
de los cuatro países. Chile y Perú por su amplia vertiente hacia el Pacífico, han de-
sarrollado una política marítima concentrando su crecimiento en dichas zonas. En 
cambio, la región del Pacífico colombiana, como ya se mencionó, se encuentra atra-
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sada a pesar de su gran riqueza ecológica, hidrográfica, minera y forestal; de alguna 
manera parecería que las diferentes administraciones poca atención le han prestado, y 
éste es un obstáculo para la inserción de Colombia en una región como la de Asia con 
un gran significado a nivel del sistema internacional. 
 México, teniendo también dos mares, desde los años 80 enfatizó en el desarro-
llo social y económico del Pacífico donde se encuentran puertos profundos como el 
de Lázaro Cárdenas y también Manzanillo, Puerto Vallarta y Cabo San Lucas, entre 
otros.
 Así pues, la Alianza del Pacífico y los países que la integran presenta diversas ve-
locidades, atraviesa una transición y una creciente incertidumbre en la que los países 
miembros también hacen parte de un reacomodo en la jerarquía de poder regional. 
Los intereses varían y su importancia geoestratégica se acrecienta. 
 Esta Alianza tiene un interés geoestratégico para América Latina por sus posibili-
dades de asociación con MERCOSUR y Brasil y su proyección hacia el Asia Pacífico. 
Las diversas capacidades de los países miembros le otorga un lugar superior en la je-
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POPULISMOS ENDÓGENOS Y EXÓGENOS:
NUEVOS DESAFÍOS PARA EL PROCESO DE 
INTEGRACIÓN DE CENTROAMÉRICA
Juan Carlos Fernández Saca
 Populismo, el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Españo-
la155 lo define como “Tendencia política que pretende atraerse a las clases populares” y 
aclara que el término es “usado más en sentido despectivo”. En efecto, el populismo 
mantiene una connotación negativa en las sociedades centroamericanas que se han 
visto plagadas durante su historia política de gobiernos populistas, de derecha e iz-
quierda y según el contexto con tintes nacionalistas, lo cual ha traído aparejado altos 
niveles de corrupción, polarización política y estancamiento en los indicadores de 
desarrollo social.
 Las sociedades centroamericanas, en mayor o menor grado, se encuentran vivien-
do importantes cambios en las formas bajo las cuales se interrelacionan gobernantes y 
gobernados. Las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación han con-
tribuido a una menor tolerancia hacia actos de corrupción y nepotismo, a mejorar los 
mecanismos de interrelación de diferentes actores de la sociedad civil y ciudadanos en 
general para apoyar causas comunes. 
 Estos cambios se llegan a manifestar en términos de inestabilidad e incertidum-
bre política si comprendemos que las relaciones entre gobernados y gobernantes en 
Centroamérica han estado históricamente marcadas por la opacidad en el ejercicio 
del poder y de subordinación de la sociedad hacia las élites dominantes. Es claro que 
el entorno político, social y económico de la región está mutando hacia mayores exi-
gencias por parte de la ciudadanía de mayores grados de transparencia en la gestión 
de los recursos públicos, lucha frontal contra la corrupción, eficiencia y efectividad de 
las políticas públicas, equilibrio real e independencia entre los poderes del Estado e 
instrumentos legales acordes a las realidades actuales; sin embargo, lo que se observa 
155 Diccionario de la Lengua Española. http://dle.rae.es/
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es que la mayor parte de integrantes de la clase política centroamericana aún no están 
en sintonía con esas nuevas demandas y tendencias en el ejercicio del poder.
 Estas nuevas exigencias hacia la construcción de sociedades más prósperas se ca-
racterizan, sin embargo, por la carencia de claridad y definición de aquellos elemen-
tos que se consideran necesarios para alcanzar esa prosperidad. Los paradigmas que 
hasta hace pocos años servían de guía para la construcción de políticas públicas tales 
como la globalización, el libre comercio, la libre movilidad de personas, sociedades 
inclusivas y conciencia sobre los efectos del cambio climático, se encuentran ahora 
cuestionados en mayor o menor medida por amplios segmentos de la sociedad en 
países que otrora fueron los pilares que sustentaron valores tales como la libertad, la 
democracia y la igualdad. Procesos de integración como el europeo, que por muchos 
años fue considerado la respuesta exitosa del mundo occidental a los totalitarismos y 
populismos, se encuentra ahora en un halo de incertidumbre. 
 A partir de los resultados del referéndum del Reino Unido que dio como resul-
tado el “Brexit”, del “no” al acuerdo de paz en Colombia y de la victoria de Donald 
Trump en las elecciones presidenciales de los Estados Unidos, el 2016 quedará mar-
cado como el año en el cual lo imposible se hizo posible y donde la única certeza es 
la incertidumbre política que genera el resurgimiento de populismos nacionalistas en 
algunas de las democracias más consolidadas del mundo.
 Así las cosas, Centroamérica y su proceso de integración regional, además de en-
frentar los tradicionales desafíos asociados a la corrupción, pobreza, inseguridad y de-
bilidad institucional, deberá enfrentar ahora la incertidumbre política internacional 
que amenaza el orden democrático-liberal que hasta ahora ha imperado en el mundo 
occidental y que puede tener serias repercusiones económicas y sociales a raíz de po-
sibles cambios en las dinámicas del libre comercio, cooperación para el desarrollo, 
inmigración y lucha contra el narcotráfico.
1. Los populismos endógenos
 El Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) tiene su basamento jurídi-
co en el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados Centro-
americanos (ODECA), suscrito el 13 de diciembre de 1991. El SICA es el resultado 
de un largo proceso histórico que vio en la revitalización del proceso de integración 
un mecanismo para la pacificación y democratización de Centroamérica. La década 
de los noventa inicia con la finalización de los conflictos armados gracias a la coope-
ración intrarregional e internacional, así mismo se instauran políticas de apertura, 
ajuste, privatización y liberalización, otorgando al mercado un papel central en la 
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asignación y distribución de bienes y servicios y como regulador del proceso produc-
tivo. Existía, entonces, un consenso entre todos los presidentes del área de que para 
alcanzar el desarrollo regional una de las vías era la consolidación de la integración 
a través de la reestructuración y fortalecimiento de los organismos comunitarios. En 
ese sentido, el SICA parte del reconocimiento de que los países del área conforman 
una “Comunidad Centroamericana” que busca convertirse en una región de paz, li-
bertad, democracia y desarrollo. Visto en retrospectiva, lo que en su momento signifi-
có el carbón y el acero para la construcción de lo que ahora conocemos como Unión 
Europea, en el caso centroamericano fue el establecimiento de la democracia y la 
pacificación de la región.
 Llegar al consenso de la imperante necesidad de instaurar la democracia significó 
un paso trascendental en la vida política de las sociedades centroamericanas, sin em-
bargo, la consolidación, desarrollo y calidad de la misma se ha convertido a lo largo 
de los años en uno de los retos más importantes, debiendo sortear dificultades que 
se creían históricamente superadas como el golpe de Estado en Honduras, ocurrido 
en junio de 2009, ligado a los intentos del entonces presidente Manuel Zelaya para 
reformar la Constitución a través de la consulta popular, y así permitir la reelección 
presidencial156; hecho que sí lograron alcanzar Costa Rica y Nicaragua, pero a través 
de vías legales, aunque no exentas de detractores y fuertes polémicas, particularmente 
en lo que se refiere al caso nicaragüense157.
 Los países centroamericanos, en su mayoría, no han logrado alcanzar un nivel de de-
sarrollo democrático sostenible, en gran medida debido a situaciones que por su com-
plejidad se convierten en causa y efecto a la vez, tales como la corrupción, pobreza, nar-
cotráfico, violencia, descrédito, autoritarismos y populismos de la clase política, solo por 
mencionar los más relevantes. Estos aspectos generan inestabilidad y no permiten que se 
desarrollen políticas públicas sostenibles y de largo plazo que busquen erradicar, o al me-
nos disminuir, los impactos negativos que generan los problemas antes citados, lo cual, a 
156 Para un relato más detallado sobre los acontecimientos previos y posteriores al golpe de Estado en 
Honduras, véase: Fernández Saca, J.C. (2010) Integración regional y gobernabilidad en Centroamérica: un 
barco de papel navegando en aguas turbulentas, en N.B. Mellado (Editora), Gobernabilidad e instituciones 
en la integración regional (pp. 246-254). Editorial Lerner, Córdoba, Argentina. ISBN 978-987-1579-34-1. 
Recuperado el 7 de enero de 2017, de: http://www.ujmd.edu.sv/investigaciones/687-gobernabilidad-e-
instituciones-en-la-integracion-regional
157 Para un relato más detallado sobre el proceso legal que llevó a la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua a 
decretar la inaplicabilidad de la reelección presidencial véase: Fernández Saca, J.C. (2012) El permanente 
conflicto entre Lilliput y Blefuscu: infraestructura, medio ambiente, inmigración, institucionalidad y política 
como causas y efectos de la disputa territorial entre Nicaragua y Costa Rica, en M. Cienfuegos Mateo, 
W.N. Fernández y N.B. Mellado (Eds. y Dirs.), Desafíos del desarrollo de la infraestructura regional para 
el medio ambiente, la cohesión social y la gobernabilidad en el MERCOSUR (pp. 165-166). Financiado 
por AECID, Montevideo, Uruguay. ISBN 978-9974-8301-7-2. Recuperado el 12 de enero de 2017, de: 
http://www.ujmd.edu.sv/investigaciones/686-desafios-del-desarrollo-de-la-infraestructura-regional-para-
el-medio-ambiente-la-cohesion-social-y-la-gobernabilidad-del-mercosur
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su vez, tiene una incidencia directa en el escaso desarrollo democrático y en la continua 
pérdida de confianza que la población tiene sobre este sistema político.
 El Índice de Desarrollo Democrático de América Latina (IDD-LAT) 2016158 da 
muestras de la heterogeneidad presente en Centroamérica y, de forma alarmante, el 
escaso progreso que la mayor parte de estos países han tenido en el desarrollo de sus 
sistemas democráticos. Para el periodo 2002-2016 en la región destacan cuatro gra-
dos diferentes de desarrollo: Costa Rica se ubica como la nación centroamericana con 
un alto desarrollo democrático; le siguen Panamá con un desarrollo medio; El Salva-
dor, Honduras y Nicaragua con un bajo desarrollo y República Dominicana junto 
con Guatemala se sitúan con un desarrollo mínimo. 
Gráfico 1. IDD-LAT 2002-2016, promedio por país
Fuente: www.idd-lat.org
 Los datos del IDD-LAT para el periodo en estudio señalan que únicamente Cos-
ta Rica y Panamá han logrado alcanzar un desarrollo democrático sostenible y por 
encima del promedio latinoamericano, en cambio, el resto de países muestran con-
tinuas oscilaciones que reflejan las dificultades que estas sociedades enfrentan para la 
construcción de sistemas democráticos desarrollados que vayan más allá de la celebra-
ción de eventos electorales. Se observan en particular importantes deterioros en Gua-
temala, Honduras y Nicaragua. En los casos de El Salvador y República Dominicana 
la mejora en su desarrollo democrático no logra consolidarse.
158 El IDD-LAT es desarrollado por la Fundación Konrad Adenauer y Polilat.com. Sus resultados y metodología 
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Gráfico 2. Puntaje de los países de América Central en el IDD-LAT 2016
Fuente: www.idd-lat.org
Gráfico 3. Evolución del IDD-LAT 2002-2016 en los países de América Central
Fuente: www.idd-lat.org






























































































C. Rica Panamá El Salvador R. Dominic. Nicaragua Honduras Guatemala
260 
 El populismo, la corrupción y la violencia han encontrado asidero, lamentable-
mente, en los países centroamericanos, aunque sí es importante destacar que en al-
gunos de ellos se están llevando a cabo acciones concretas para enfrentar éstos y otros 
problemas. En Guatemala, donde una serie de casos de corrupción forzaron la renun-
cia del Presidente del país Otto Pérez Molina, en septiembre de 2015, empujado por 
una sociedad civil que se organizó sin la necesidad de acudir a otros líderes políticos. 
Actualmente, el país observa como personas que integran el círculo íntimo del actual 
presidente Jimmy Morales, entre ellos su hijo, también están siendo acusados de ac-
tos de corrupción. 
 En Honduras salió a la luz el saqueo de fondos del Instituto Hondureño del Se-
guro Social y, nuevamente, aparece en la palestra política la discusión sobre la reelec-
ción presidencial y donde Juan Orlando Hernández, actual Presidente, ha manifesta-
do públicamente que buscará un nuevo mandato en 2018 luego de que la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia declarara en abril de 2015 inaplica-
bles los tres artículos de la Constitución que establecen la prohibición para la reelec-
ción, fallo que fue ratificado por la Corte Suprema de Justicia en abril de 2016. 
 En Nicaragua, el presidente Daniel Ortega ha logrado la posibilidad de la reelec-
ción indefinida al contar, a partir de las elecciones de 2011, con mayoría absoluta en 
la Asamblea Nacional y ha logrado abolir la prohibición de la reelección a través de la 
reforma de la Constitución que requería del voto de más del 60% de los diputados y 
su aprobación en doble legislatura. Estas reformas se lograron al finalizar la legislatura 
en diciembre de 2013 y con la aprobación de la siguiente en enero de 2014. Así mis-
mo, Daniel Ortega logró que su esposa, Rosario Murillo, fuera designada como can-
didata a la Vicepresidencia, aun cuando el artículo 147 de la Constitución del país 
establece que parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y los que sean o 
hayan sido parientes dentro del segundo grado de afinidad de la persona que ejerce o 
haya ejercido la Presidencia de la República no podrán ser candidatos a la Presidencia 
o Vicepresidencia para el periodo siguiente. En las elecciones de 2016, Daniel Or-
tega alcanzó su tercer periodo presidencial consecutivo al ganar las elecciones con el 
72.5% de los votos, y con la designación de Rosario Murillo como su Vicepresidente, 
se consolida en Nicaragua una dictadura dinástica siendo este país donde el populis-
mo se ha afincado con mayor fuerza en Centroamérica.
 La clase política de Panamá está siendo sacudida por el caso Odebrecht, la com-
pañía constructora brasileña que está siendo acusada en muchos países latinoamerica-
nos de otorgar sobornos a funcionarios públicos para la adjudicación de importantes 
proyectos y obra pública. En el caso panameño, Odebrecht se adjudicó la renovación 
urbana de la ciudad de Colón y la construcción de la línea 2 del Metro. Las sospechas 
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de corrupción están tocando incluso al actual presidente del país Juan Carlos Varela, 
en cuya administración se han adjudicado esas obras. A lo anterior debe sumarse el 
escándalo ocasionado por los llamados Panamá Papers, los cuales consistieron en la 
filtración de documentos confidenciales de la firma de abogados panameña Mossack 
Fonseca, a través de los cuales se revelaban los nombres de importantes figuras mun-
diales de la política, cultura, arte y deportes que, a través de la fundación de compa-
ñías inscritas en algún país o territorio considerado paraíso fiscal, ocultaban activos, 
ganancias, propiedades o participación en empresas que derivaba en evasión tributa-
ria. Ambos casos, el de Odebrecht y el de los Panamá Papers, aún siguen en curso de 
investigaciones judiciales.
 En El Salvador, una serie de casos de malversación de fondos y enriquecimiento 
ilícito están saliendo a la luz implicando a ex presidentes de la República, familiares 
y otros funcionarios involucrados. Con el fortalecimiento de la sección de Probidad 
de la Corte Suprema de Justicia se han realizado investigaciones sobre el patrimonio 
de funcionarios y exfuncionarios públicos. La Fiscalía General de la República ha ini-
ciado investigaciones o judicializado casos que han implicado al ex Director del Insti-
tuto Salvadoreño del Seguro Social Leonel Flores, al diputado Reynaldo Cardoza y a 
los ex presidentes Elías Antonio Saca, que actualmente guarda prisión junto con otros 
acusados, y a Mauricio Funes que se encuentra asilado en Nicaragua, asilo político 
que le fue otorgado por el gobierno de Daniel Ortega en un tiempo récord: menos 
de 48 horas. Otro ex-presidente implicado en casos de corrupción por el desvío de 
fondos provenientes de Taiwán para la ayuda y asistencia a víctimas de los terremotos 
de 2001 fue Francisco Flores, primer ex mandatario que enfrentó a la justicia salvado-
reña por cargos de peculado, enriquecimiento ilícito y desobediencia de particulares 
en perjuicio de la administración pública; falleció en enero de 2016 después de sufrir 
una obstrucción arterial. Actualmente, hay presiones por parte de grupos de la socie-
dad para que el juicio civil contra el ex-presidente Flores se reanude y se logre identi-
ficar a otros implicados en el desvío de los fondos. 
 Los países centroamericanos enfrentan retos importantes para la consolidación 
de sus democracias que se originan a partir de las dinámicas políticas, sociales y eco-
nómicas internas. Estos aspectos tienen en su mayoría incidencia directa en el pro-
ceso de integración regional. Así por ejemplo, los embates de la violencia que sufren 
Guatemala, Honduras y El Salvador han llevado a buscar mecanismos regionales que 
hagan más efectiva la lucha contra el narcotráfico y las pandillas; por otra parte, las 
desavenencias que se presentan de forma regular entre los gobiernos de Nicaragua y 
Costa Rica por temas diversos ponen a prueba el proceso de integración, siendo el 
ejemplo más cercano la decisión del gobierno costarricense de retirarse en diciembre 
de 2015 de la mesa política del SICA aduciendo la escaza solidaridad de la región 
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para solventar la crisis migratoria ocasionada por los cubanos varados en su territorio 
en ruta hacia los Estados Unidos y la negativa de Nicaragua, Belice y Guatemala para 
prestar su territorio para el paso de los migrantes. Particularmente Nicaragua cerró su 
frontera al ingreso de aproximadamente 8.000 migrantes cubanos. Una vez resuelta 
la crisis migratoria, Costa Rica regresó a la mesa política del SICA, en junio de 2016.
 La nueva situación política de Nicaragua, donde Daniel Ortega ha logrado ins-
taurar la reelección presidencial indefinida teniendo además a su esposa como Vice-
presidente y a los miembros de su círculo familiar a cargo de importantes empresas 
en sectores estratégicos de la economía del país, constituye el principal reto endógeno 
al desarrollo democrático de Centroamérica en el marco del proceso de integración. 
Sin embargo, otros desafíos siguen presentes y dilatan la construcción efectiva de una 
región integrada: percepción de altos niveles de corrupción, debilidad institucional 
y baja gobernabilidad, así como bajos niveles de comprensión o de visualización de 
beneficios de la integración en el diario vivir de los ciudadanos centroamericanos.
2. Los populismos exógenos
 El 20 de enero de 2017, Donald John Trump, asumió su cargo como el presiden-
te número 45 de los Estados Unidos de América. Cuando en junio de 2015 anunció 
su candidatura a la presidencia por el Partido Republicano eran muchas las voces 
que preveían su fracaso, y muchas también las que hicieron mofa de sus pretensio-
nes políticas. Los discursos de Donald Trump se llenaron de adjetivos negativos y de 
odio contra los inmigrantes mexicanos, musulmanes, minorías étnicas, mujeres, entre 
otros. Una de sus principales promesas de campaña fue la construcción de un muro 
en la frontera con México con el objetivo de frenar el ingreso de inmigrantes ilegales. 
Previo a las elecciones, los sondeos y encuestas daban la victoria a Hillary Clinton, del 
Partido Demócrata. 
 El martes 8 de noviembre de 2016, día de las elecciones presidenciales, dieron 
como resultado lo imposible: la victoria del magnate Donald Trump que alcanzó 306 
de los votos electorales (para ser elegido presidente se requieren 270 de los 538 votos 
que conforman el Colegio Electoral). 
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Figura 1. Resultados de las elecciones de los Estados Unidos - 2016
Fuente: www.elpais.com
 Los primeros días de la presidencia de Donald Trump han sido un verdadero 
vendaval político y México ha sido uno de sus principales objetivos. Sus promesas de 
campaña, relativas a la construcción del muro fronterizo, la deportación masiva de 
inmigrantes ilegales que tiene en vilo a millones de personas y la liquidación del Tra-
tado de Libre Comercio de América del Norte (NAFTA por sus siglas en inglés) están 
tomando forma y ya se han adoptado medidas para cumplirlas, lo cual ha exacerbado 
los conflictos sociales tanto dentro como fuera de los Estados Unidos.
 Ante los golpes que está recibiendo México en cuestiones relativas a comercio e 
inmigración, ambos aspectos sumamente sensibles para los países centroamericanos, 
¿cuál es la postura que éstos han adoptado en este nuevo contexto de incertidumbre y 
conflicto internacional? Oficialmente, los gobiernos centroamericanos (y latinoame-
ricanos en general) parecen haber dejado solo a México quien ahora debe gestionar 
una difícil relación con su poderoso vecino. En Centroamérica, los gobernantes han 
acogido posturas tendientes a pedir calma a sus ciudadanos y a manifestar que harán 
uso de los recursos diplomáticos disponibles para proteger a quienes vivan en los Es-
tados Unidos; sin embargo no se tienen detalles de las acciones concretas a realizar ni 
el grado de efectividad que se espera de ellas. De manera extra oficial, parece ser que 
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los gobiernos centroamericanos simplemente quieren mantenerse fuera de la aten-
ción del presidente de los Estados Unidos. 
 Centroamérica es altamente sensible a la política migratoria y comercial de los 
Estados Unidos. Según un informe presentado en agosto de 2015 por el Migration 
Policy Institute (MPI), de los 11 millones de inmigrantes ilegales que viven en los 
Estados Unidos, se estima que un 15% son centroamericanos y un 56% mexicanos. 
Las remesas que ellos envían se han convertido en un flujo importante de divisas para 
las naciones receptoras y en un mecanismo para la disminución de los índices de po-
breza. Según datos de AirPak, empresa que opera las transacciones de Western Union 
para Centroamérica, en el 2015 la región fue receptora de US$15,818 millones; para 
países como Honduras, Guatemala o El Salvador, las remesas llegan a representar en-
tre el 10% y 16% del PIB. 
 La relación comercial es otro punto medular en los intereses de los centroameri-
canos. El presidente Trump ha enfilado sus ataques al NAFTA aduciendo la pérdida 
de empleos en los Estados Unidos debido a que las empresas han optado por invertir 
en México debido a una estructura de costos más baja; asimismo, el déficit comercial 
que los Estados Unidos mantiene con México se ha convertido en otra de las justifi-
caciones planteadas por el presidente para renegociar el acuerdo comercial que afirma 
es desventajoso para su nación. México exporta en el marco del NAFTA cerca del 
80% de su producción, lo que lo hace sumamente vulnerable a cambios en las reglas 
comerciales. Según datos del Banco Mundial, en 2016 México exportó hacia los Es-
tados Unidos US$270.65 miles de millones e importó US$211.85 miles de millones, 
habiendo un superávit a favor de México por US$58.8 miles de millones. Según el 
mismo presidente Trump, la totalidad de acuerdos comerciales que Estados Unidos 
ha suscrito son desventajosos para los intereses del país y es ahí donde pueden surgir 
iniciativas para revisar el Tratado de Libre Comercio con Centroamérica y República 
Dominicana (CAFTA-DR por sus siglas en inglés). Hasta la fecha la administración 
Trump no se ha manifestado en esa dirección, pero en una época incierta, no hay ga-
rantía alguna de que en un futuro próximo sí lo haga.
 Los países centroamericanos tienen a los Estados Unidos como su principal socio 
comercial, y en segunda posición el mismo mercado intra-regional. Todos los países 
de la región mantienen déficit comercial con los Estados Unidos, según datos de la 
Secretaría de Integración Económica Centroamericana (SIECA), el déficit comercial 
de 2015 ascendió a US$14,045.4 millones y hasta septiembre de 2016 se contabiliza 
un déficit de US$9,203.0 millones. 
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Gráfico 4. Saldo de la balanza comercial Centroamérica-Estados Unidos 
(2012-septiembre 2016)
Fuente: elaboración propia con datos de SIECA
 En términos de la relación del PIB con respecto de las exportaciones de produc-
tos hacia los Estados Unidos y según datos de la Oficina del Censo de los Estados 
Unidos publicados por el periódico El País de España, el 6% del PIB de Guatemala 
depende de las exportaciones hacia los Estados Unidos, para Honduras es el 23% 
del PIB, 10% en el caso de El Salvador, 25% en Nicaragua, 8% en Costa Rica, 1% 
para Panamá (el país es intensivo en el sector servicios) y un poco menos del 7% en 
el caso de República Dominicana. En un escenario de cambios en el CAFTA, uno 
de los principales sectores que podrían verse afectados es el textil, aunque el reciente 
retiro de los Estados Unidos del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica 
(TPP, por sus siglas en inglés) ha significado un alivio para este sector económico en 
Centroamérica ya que el TPP representaba riesgos para este sector particularmente 
por la competencia que significaba Vietnam, según lo manifestó la propia Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) en un informe presentado en 
diciembre de 2015.






















































Figura 2. Importaciones de los Estados Unidos procedentes de México y 
Centroamérica en millones de US$ y sector más exportador
Fuente: El País de España con datos de la Oficina del Censo de los Estados Unidos
 La incertidumbre y el conflicto se han apoderado de las relaciones diplomáticas y 
comerciales entre los Estados Unidos y sus vecinos del sur, particularmente con Mé-
xico; Centroamérica simplemente está expectante y con un bajo perfil. Hasta ahora la 
retirada de los Estados Unidos del TPP ha sido una buena noticia para la región pero 
existe enorme zozobra con respecto a los cambios que se están llevando a cabo en la 
política migratoria estadounidense y el fuerte impacto que estos tengan en las peque-
ñas y dependientes economías centroamericanas, sobre todo porque ante una posible 
deportación masiva, estos países no cuentan con mayores opciones de integración 
económica de las personas retornadas y son muchos los que vaticinan un incremento 
en los niveles de violencia si el presidente Trump cumple su promesa de expulsar pri-
mero a todo aquel inmigrante ilegal con antecedentes penales. 
3. El rol del SICA ante las nuevas coyunturas políticas 
endógenas y exógenas
 El organismo regional, acorde con la postura adoptada por los gobiernos del área, 
no se ha pronunciado sobre las medidas que está adoptando la presidencia de los Es-
tados Unidos y que pueden afectar a Centroamérica. En una simple búsqueda en el 
sitio web institucional del SICA159, únicamente se encontraron tres referencias sobre 
Donald Trump de las cuales solamente una tiene relación con los posibles impactos 
de su administración sobre la economía de Honduras en declaraciones hechas por el 
presidente Juan Orlando Hernández.


















(en millones de dólares)
Importaciones


















 Asimismo, sobre las irregularidades observadas en el proceso electoral de Nicara-
gua, que llevó a Daniel Ortega a su tercer mandato presidencial consecutivo y a su 
esposa a la vicepresidencia del país, el SICA no se ha pronunciado en absoluto. Es 
evidente que el organismo regional no desea confrontaciones de ninguna índole con 
uno de sus Estados miembro. 
 El SICA parece haber adoptado un rol meramente técnico en sus esfuerzos por 
alcanzar la integración de Centroamérica dejando de lado todo tipo de posturas polí-
ticas que puedan afectar las relaciones del organismo con otros gobiernos aun cuando 
entre sus propósitos se pueden destacar, para efectos de tema abordado en el presente 
ensayo, los literales a) y g) del artículo 3 del Protocolo de Tegucigalpa:
a. Consolidar la democracia y fortalecer sus instituciones sobre la base de la exis-
tencia de Gobiernos electos por sufragio universal, libre y secreto, y del irrestricto 
respeto a los Derechos Humanos.
g. Reafirmar y consolidar la autodeterminación de Centroamérica en sus relaciones 
externas, mediante una estrategia única que fortalezca y amplíe la participación 
de la región, en su conjunto, en el ámbito internacional.
 No se vislumbra en el corto o mediano plazo un fortalecimiento del eje político 
del SICA que pueda llegar a funcionar de forma institucional y coordinada bajo el 
esquema de integración regional como sí se observó en la Comunidad Económica 
de los Estados del África Occidental (CEDAO)160 que actuó de forma conjunta e 
integrada para solventar la crisis originada en uno de sus miembros, Gambia, ante 
la negativa del presidente Yahya Jammeh de reconocer la victoria electoral del líder 
opositor Adama Barrow. La intervención militar de la CEDAO a finales de enero de 
2017 y liderada por Senegal fue exitosa para la toma de posesión efectiva del nuevo 
presidente y logró incluso obtener el respaldo unánime de los 15 miembros del Con-
sejo de Seguridad de la ONU. 
 Muy lejos se ve una posible participación política del SICA, en tanto ente re-
gional responsable de la integración centroamericana, en la búsqueda de soluciones 
ante posibles amenazas a la institucionalidad y democracia que puedan presentarse en 
alguno de sus Estados miembros. Cuando ello ha ocurrido, como en el caso del golpe 
de Estado en Honduras, han sido los países (aunque no necesariamente en conjunto) 
quienes a través de mecanismos intergubernamentales se han manifestado en pro del 
restablecimiento de la normalidad política. 
160 La CEDAO (ECOWAS por sus siglas en inglés), está integrada por: Benín, Burkina Faso, Cabo Verde, 
Côte D’ivoire, Gambia, Ghana, Guinea, Guinea Bissau, Liberia, Mali, Níger, Nigeria, Senegal, Sierra Leona 
y Togo. Sitio web: http://www.ecowas.int
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